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Managu€h 

Excelentísimo Señor: 

Admiro con entusiasmo el progreso que de pocos años 
a esta parte se está desarrollando en las Repúblicas de 
Centro América. No desconozco la parte que en esto os 
toca con relación alpais cuyos destinos habéis sido llama- 
do a rejir^ por segunda vez, por el voto unánime de vues^ 
iros conciudadanos. 

Soij por otra parte, el mejor testigo de lo que el Gobier* 
no de V. E. hctce por el desarrollo de la instrucción pú- 
blua i por la educación científica de la juventud de Nica- 
ragua, puesto que esta a mi dirección la de los jóvenes 
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que aquí se educan y para ser mas tarde la palanca pode- 
rosa del progreso que quiere V. E. * consolidar allí, por, 
medio de la ilustración del ptieblo^ base sólida para el 
logro de esa idea^ i no dudo que estos jóvenes van a contri- 
buir en mucho a esa gran obra qu^ prepara dias de gloria 
a Nicaragua. 

Permitidme entonces y Excmo. señor ^ que os dedique este 
libro i ya que profesáis por Chile decidido entusiasmo^ no 
tendréis a mal que un chileno pretenda prestijiar su pobre 
trabajo colocando al frente de sus pajinas un nombre tan 
distinguido i meritorio por mas de un titulo^ como lo es 
el vuestro. 

Con las consideraciones de alto aprecio que me merece 
vuestra persona, soi vuestro atento servidor i amigo, 

Dr. RobvLstlano Vera. 

¡santiago de Chile, Junio de igo2. 
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A finés del affo próximo panado, se aprobó por el Su- 
premo Oobiemo un nuevo plan de estudios para el curso 
de leyes i en él, entre otros ramos, se hace obligatorio el 
dé € Derecho Internacional Privado 9^ para los alumnos del 
tercer año de leyes. No existiendo en Chile un texto sos 
bre estas materias, hemos conóluído este trabajo que lo 
liabiaaos cometiisado en 1887 i que por causas ajenas a 
nuestra voluntad, lo hablamos dejado abandonado des- 
pués. 

Nombrado el sefior don Belisario Prats representante 
de Chile en el Congreso que se inauguró en Montevideo 
el 26 de Agosto de 1888 i que terminó el 18 de Febrero 
del siguiente año, oon el fin de arreglar tratados que 
comprendieran materias de Derecho Internacional Friva- 
dO) dimos a ese caballero los apuntes que teníamos redac- 
tados i también le facilitamos todas las obras referentes 
a estos estudios i que entonces eran escasas i poco cono- 
cidas en Chile. 
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Tal vez este pequeño material de algo le sirvió al señor 
Prats, puesto que su personalidad en aquel Congreso fuá 
de lo mas notable. Su talento así como su fama de hom- 
bre esperto, quedó allí reconocida como lo era entre no- 
sotros, i por cierto quo supo representar a Chile como 
era de esperarlo de sus buenos antecedentes. 

El señor Prats regresó a Chile, enfermo por el trabajo 
que se dio en tan delicada misión i por esta causa no 
pudo ocuparse de la devolución de lo que le habiamos 
entregado, como débil auxilio para sus estudios en el Coa* 
greso de Montevideo. 

Algún tiempo después solo recuperamos los primeros 
capítulos de los apuntes de que hemos hecho referencia, 
i habiéndose a}itado en el año pasado la cuestión de ha^ 
cer obligatorio en Chile el estudio del Derecho Interna, 
cional Privado fj hemos concluido esta obrita bajo la base 
del trabajo ya empezado en la época antes indicada, con 
las modificaciones que hemos creido convenientes al 
objeto. 

Mientras hombres de mas valer publiquen algo que 
sirva a nuestra juventud para este estudio, puede que | 

este libro, que es el primero que se publica en Chile so^ 
bre esta materia, llene en parte la falta de un texto i en. . 

tal caso provisionalmente algo habremos hecho por el ade- j 

lanto de esta ciencia. 

Nuestro libro ofrece la ventaja de ser un estracto de 
las mejores obras de Derecho Internacional Privado, pn « 
blicadas en el estranjero, i por lo tanto, nuestra tarea se 
ha limitado a dar cabida a las doctrinas mas jeneraliza- 
das en las cuestionas que son del resorte de esta rama 
del Derecho que no se habia estudiado antes en Chile i 
que solo se conocía incidentalmente. 
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Las esplicacioues orales de los profesores de este ramo, 
darán mayor estension a cada materia, si es que así lo juzs 
guen mas necesario; pero, creemos que como exijencia de 
doctrina bastará lo espuestb en las pajinas que forman 
este libro, previniendo a los que quieran profundizar es- 
tos conocimientos que pueden consultar obras mas esten- 
sas, como ser las de Fiore, Fooliz, Demangeat, Torres 
Campos, Aspiazú, Asser i las de otros publicistas tan 
conocidos como éstos. 

Nuestro libro está dividido en cinco partes que son: 

1.* Que trata del orí jen i desarrollo del Derecho ínter' 
nacional Privado. 

2 * Del Derecho Civil Internacional Privado. 

3.^ Del Derecho Mercantil Internacional Privada. 

4.* Del Durecho Criminal Internacional Privado. 

6.* Del Notariado Internacional Privado. 

Meros estraotadores de doctrinas de publicistas, no pre- 
tendemos el honroso título de autor, puesto que no hai 
nada orijinal i hacemos esta salvedad para no exijir sino 
el título de compilador, que es el que realmente nos co- 
rresponde en esta obra. 
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ObÍ JEN I DESARROLLO DEL DERECHO INTERNACIONAL PRI- 
VADO. — Principales Congresos que se han reali- 
zado PARA establecer ESTA CIENCIA. 
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PRINCIPIOS ELEMENTALES 

DE 

Derecho Internacional Privado 



CAPITULO PKIMERO 

Consideraciones Jenerales. 

Sumario.— I. Definiciones. —II. Soberanía i sus clases. — III. Des- 
lindes internacionales. — IV. Servidumbres usuales. 



El Deieoho Internacional es el que considera las rela- 
oiones esternas de las naciones unas con otras> conforme 
al ínteres jeneral i a los principios del derecho natural. 

La libertad no es institución humana sino de oríjen di- 
vino, i de aquí nace el derecho divino de los pueblos. Es 
por esto que toda nación es soberana i a nadie tiene que 
dar cuenta de sus actos, sino a Dios i a su conciencia, es 
decir, < a Dios i a su espada. * 

Como persona moral goza del derecho de conservación 
política, lo cual le obliga a atender a su seguridad para 



14 PRINCIPIOS BLEMeNTÁLES 

conservar las prerrogativas de su soberanía. Igualmente, 
tiene el derecho de libertad política, el cue^I consiste en 
constituirse del modo que lo estime mas conveniente^ así 
como de adoptar las medidas mas necesarias a su seguri- 
dad, sin que con el ejercicio de este derecho perjudique en 
manera alguna igual pierrogativa de las otras. 

La soberanía de un E&itado consiste en no recibir leyes 
de otro i en la existencia de una autoridad suprema que 
la dirija i represente. ^ 

La independencia es solo una consecuencia de su sobe*- 
ranía. 

Se conocen dos especies de soberanías: la inmanente i la 
transeúnte. La primera es la que dirije los negocios inter- 
nos de la nación; la segunda la que regula los negocios 
estemos. 

En las repúblicas ambas soberanías residen en el Poder 
Lejislativo. Ea las monarquías constitucionales, la sobe- 
ranía inmanente reside en las Cámaras i «n el monarca, i 
la transeúnte solo en éste, quien contrata definitivamente 
a nombre de la nación. 

La soberanía reside orijinariamente en la nación i solo 
ella puede transferirla de una mano a otra, así como alte- 
rar su forma i constituirla a su arbitrio. 

La soberanía interior i esterior de un Estado, comienza 
con el oríjen mismo de la sociedad de que se forma, o 
bien cuando se separa de la asociación de que hacia pre- 
cedentemente parto. 

La soberanía interior de un Estado no depende del re- 
conocimiento de los otros; poro para que la soberanía es« 
terior se considere piona i entera, hai necesidad que exis- 
ta dicho reconocimiento. 

La soberanía se estingue desde que el Estado deja de 
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existir, sea por su destrucción total, sea por la disolución 
del lazo social, sea, en fin, por la incorporación, la reu- 
nion o la sumisión de todo o parte a otro Estado. 

Ninguna nación tiene derecho para intervenir en los 
negocios internos de otra, ni para imponer tampoco la 
forma de gobierno, relijion o administración que ésta úl' 
tima no quiera adoptar, puesto que el principio de Ínter, 
vención es inconciliable con los derechos de soberania de 
los pueblos. Todas las naciones son iguales entre sí. Las 
propiedades esenciales i constitutivas de un Estado son, 
en suma, la igualdad^ la independencia i la soberanía i por 
mas alteraciones que sufra una naoion en la organización 
de sus poderes supremos i en la sucesión de sus gober- 
nantes, no pierde ninguno dé sus derechos ni tampoco se 
menoscaban ni debilitan sus obligaciones respecto de las 
otras. 

Ahora, si un Estado se divide en dos o mas no padecen 
estas porciones detrimento en sus derechos ni tampoco en 
sus obligaciones i por eso es que deben gozarse i cum^ 
' plirse de consuno o repartirse entre los nuevos Estados 
de común acuerdo. En el caso de ser totalmente absorvi- 
do o conquistado por otro, los derechos i obligaciones de 
ambos, respecto de las naciones estranjeras, subsisten ín- 
tegros en el nuevo Estado compuesto de los dos. Esto 
quiere decir que si el Estado conquistado o absorvido ha 
perdido su existencia política, no por eso desaparecen sus 
derechos i obligaciones desde el momento que existe la 
asociación; lo que pierde es su personalidad moral o sea 
la facultad de entenderse por sí solo con las potencias es*» 
tranjeras. 
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El derecho de soberanía de un Estado es, pues, no solo 
el conjunto de derechos o poderes soberanos necesarios 
para conseguir su objeto, sino también la capacidad para 
adquirir i poseer propiedades del mismo modo que lo ha- 
cen los individuos. 

Los Estados pueden adquirir por la ocupación orijinaria 
las cosas que no pertenecen a nadie; por prescripción las 
que han sido o se suponen abandonadas i también por me- 
dio de convenciones los bienes que pertenecen a otros; por 
compraSy cambios, donacioneSy legados o adjudicaciones^ 

etc., etc. 
Para que la ocupación de un pais inhabitado i que no 

tenga duefio, confiera derecho al ocupante, debe estar 

acompañado de una posesión real, es decir, que se debe 

poseer físicamente, como ser formando establecimientos 

i de los que se sirva el ocupante permanentemente. Por 

eso es que este derecho queda limitado a lo que el ocupan . 

te es capaz de habitar i cultivar. 

El territorio se divide eíx terrestre, marítimo, fluvial i 
lacal^ según conste de tierras, mares, rios o lagos. 

Le pertenecen ademas del suelo que la nación habita* 
las islas inmediatas a sus costas, salvo cuando otra pruebe 
derecho sobre ellas por otros títulos. 

Se llaman islas inmediatas a sus costas, las que se en- 
cuentran situadas a la distancia de diez o veinte leguas, 
porque el dominio le importa mas que a otra alguna para 
su seguridad terrestre i marítima. 

Al territorio marítimo de un Estado pertenecen tam« 
bien las partes del océano que ba&au sus oostas, asi oomo 
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las partes de mar que se internan o enclavan en sus tie- 
rras i loa estrechos de poca anchura. 

¿Por qué todo esto? Porque la libre navegación de estas 
porciones de mar hariau inseguro el territorio del Estado 
contiguo. Este dominio se estiende hasta una legua ma- 
rina o sea al alcance de un tiro de cañón, aplicándose esta 
misma regla a los estrechos de alguna latitud. 

Las partes de mar que se internan o enclavan en tierras 
de un Estado, se llaman mares cerrados. 

Con relación a estrechos de poca anchura tenemos que 
aun cuando éstos se encuentran sometidos a la soberanía 
de un Estado, no obstante su navegación debe ser libre 
siempre que unan dos mares de navegación igualmente li- 
bre, a virtud de la regla llamada de ifso inocente que tienen 
los demás interesados. 

Pertenecen también a un Estado los rios que corren por 
BU territorio i cuando un rio atraviesa diferentes naciones, 
cada cuál es dueña de la parte que pasa por sus tierras. 

Los lagos que se encuentran dentro del territorio de un 
Estado es claro que también le pertenecen. Si alguno de 
ellos se halla entre dos Estados, se reputa como dividido 
entre ellos por la mitad de toda la estension de sus orillas, 
salvo el caso de haber titulo que destruya esta presun- 
oion. 

Los linderos o límites de una nación^ son naturales o 
artificiales. 

Los primeros que también se denominan arcifinio8¡ son 
los mareS; rios, lagos i cordilleras. 

Los otros son líneas rectas imajinarias que se determi* 
Han de cualquier modo, 

I 



PltmCIPlOS ELEMEHTALE8 

£a el mar loa limites se desigaan por grados de loi 
tudes i latitudes. Sí el límite es uaa cordillera, la Iti 
divisoria corre por los puntos mas encumbrados de e] 
Se busca de ordinario el divortium aquarum, que div 
las aguas pluviales. 

No es lícito hacer a la ribera de un rio ninguna ol 
que propenda a mudar la corriente i dirijirla sobre rib< 
opuesta, pero pueden construirse obras que oonduzcaí 
precaverse contra la acción de las aguas. 

En nuestra cuestión de límites con la Aijentina, no. 
tros pretendemos que en la Cordillera de los Andes, 
deslinde corra por las altas cumbres o sea por el dtvorth 
aguarum, tal como eatá establecido en un tratado. La i 
jentina solo acepta esto en parte, donde In conviene i h 
ta se varió por el perito arjentino, señor Moreno, la i 
rriente del rio Fénix, pero por suerte fué descubierto 
esta superchería, sufriendo la burla cruel de la prensa i 
la opinión pública. 

El territorio de una nación es inviolable i ninguna [ 
tenoiaestranjera puede apoderarse de él ni aun a título 
seguridad propia. La razón es obvia, puesto que sin es 
inviolabilidad correrían peligro las personas i los bieni 
El territorio ajeno puede violarse ya ocupándolo con di 
mo de retenerlo o usando de él sin el consentimiento d 
dueño i contra las reglas del Derecho Internacional. 

Loa Estados ambiciosos suelen valerse de mil pretest 
para apoderarse de un territorio, lo que no es permítii 
ni aun a título de seguridad, porque esto seria conced 
a los pueblos un derecho ilimitado, lo que daña lugar 
despojos arbitrarios, que perturbarían la paz. 

Es también acto de violación penetrar con fuerza e 
jD&da en territorio ajeno^ sea para perseguir a nn enea 
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go O para prender a un delincuente, puesto que con este 
acto se atenta no solo contra la seguridad del Estado sino 
que se ofende al mando supremo que pertenece al soberano. 
Esto calificado es de grave insulto que autoriza el uso de 
las armas para vengarlo, si no se dan esplicaciones satis^- 
factorías al Jefe del Estado, ya que no es lícito ocupar ni 
por un momento otro territorio, sin que] éste nos haya he- 
cho injuria, salvo cuando la necesidad obligue, a defender 
nuestro territorio, amenazado de una invasión inevitable. 
Lo que se hace cuando fuerza armada se ve obligada a 
pasar una írontera i entrar en otro territorio, es deponer 
las armas en la primera autoridad local, ya sea civil o mi- 
litar que exista para entrar como simple particular i sal- 
var asi todo acto que pudiera ocasionar un reclamo in* 
temacional. 

IV 

Apesar de lo dicho anteriormente, hai, no obstante, ca- 
sos en que podemos servirnos del territorio ajeno a mé- 
rito de servidumbre^ necesidad i uso inocente* 

¿Qué se llama servidumbre pública? Es el derecho funn 
dado sobre un título especial que restrinjo el derecho de 
un Estado en favor de otro, pero sin destruir la sobera- 
nía de éste. Es activa la servidumbre para el Estado a 
quien se debe i pasiva para el obligado. 

Puede también ser afirmativa i negativa. La primera 
consiste en permitir al dueño del territorio sirviente 
que haga en ésta^alguna cosa el del Estado dominante, i 
la segunda consiste en no poder el dueño del territorio 
sirviente hacer en él algunas cosas. 

Las servidumbres del Derecho civil no son aplicables 
al Derecho Liternacional 
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Para que un derecho se repute servidumbre es necesa- 
rio que las dos partes contratantes sean Estados sobera- 
nos e independientes i que aquél a quien pertenece el de- 
recho sea en cuanto a su ejercicio indepediente del Esta- 
do cargado con la servidumbre. 

La servidumbre supone dos entidades morales; una que 
tiene derecho i la otra obligación. 

Toda servidumbre pública es real. 

Todo Estado puede imponer en su territorio servidum- 
bres públicas a virtud de su soberanía. Por ejemplo: «la 
promesa que hizo la Francia a la Gran Bretaña, en mu- 
chos tratados después del de Utrecht (1713), de no forti-» 
ficar Dunkerque; la obligación de la Baviera de fortificar 
a Augsburgo, Lindan, etc. estipulada en el acta ,de la oon^ 
federación del Ehin (180B); la soberanía estipulada para 
la Baviera sobre toda la ruta de Lindan hasta Memmin- 
gen; la libertad de navegar sobre el Vístula en los territo- 
rios de Varsovia; de la Prusia i de Dantzick ajustada en 
el tratado de paz de Telsit entre la Francia i la Prusia; 
el derecho de poner guarnición en las plazas de Ferrara i 
Comachio concedido a la Austria en el acta final del Con- 
greso de Viena (1815).» 

Igualmente, Chile declaró libre el Estrecho de Maga- 
llanes para la navegación i se comprometió a no fortifi- 
carlo a virtud de un tratado celebrado con la Kepública 
Arjentina. 

El derecho de necesidad o uso inocente no viola el de 
propiedad, porque en tales circunstancias nos encontra- 
mos autorizados para servirnos de las cosas naturales 
apropiadas, es decir de aquellas que han llegado a tomar, 
la calidad de bienes por solo la ocupación primitiva, co. 
mo ser la tierra, los mares territoriales, los lagos, los 
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nos etc., puesto que la apropiación de estas cosas no lia 
estinguido completamente el derecho que tienjen los demás 
hombres a servirse de ellas en ciertas circunstancias, ya 
que primitivamente existia derecho de usar de todas las 
cosas naturales siempre que se necesitaran por el hombre- 
En caso preciso puede una escuadra o un ejército abrirse, 
paso con las armas por territorio ajeno. 

¿Qué se llama uso inocente? Es aquel que no produce 
perjuicio ni incomodidad a los demás hombres; particu- 
larmente al dueño de la cosa útil. Este derecho no es per- 
fecto porque no puede demandarse por la fuerza; pero se 
hace perfecto cuando existe negativa u oposición del 
dueño de la cosa útil i en tal caso es lícito el empleo de 
la fuerza. 

Se mira como de uso inocente el tránsito de embarca- 
ciones estranjeras por aguas ajenas. 

Los estrecljios que unen dos mares de navegación igual- 
mente libre, son libres de tránsito aun cuando se encuen- 
tren sujetos al dominio de un Estado. 

Por fin, el derecho de navegar por un rio comprende 
por consiguiente el incidental de servirse de todos los 
medios necesarios para el goce del derecho principal. En 
caso de naufrajio este derecho puede estenderse aun mas 
allá de las riberas i hasta el interior de las tierras, para 
poner en seguro las mercaderías o transportarlas al in- 
terior. 



CAPITULO n. 



Desarrollo del Deracho 



L División del Derecho Internacional. ^11. De los Bstranjeros.— 
ni. Lejislacion comparada. — IV. Conferencia de Jinebra: — V. 
ünion Internacional Aduanera; Congreso Pan Americano de 
Washington; CoDgre«<o Internacional de Madrid. — Conclusiones 
prácticas acerca de las bases del Derecho Internacional Priyado 



La Boberania que cada Estado posee, seguu queda esta- 
blecido en el anterior capítulo, le faculta para lejislar 
dentro de él, no tan solo con relación a los derechos per- 
sonales de sus conciudadanos, sino también sobre los bie 
^nes muéblese inmuebles existentes en su territoriOi ya« 
sea que pertenezcan a regníeolas o a estranjeros. 

Pero sucede con frecuencia que un indiyíduo tiene 
domicilio o residencia en un Estado i posee bienes en 
otro Estado, que no es el de su domicilio; o bien que en 
territorio distinto practique actos, como ser contratos, o 
que teste, o que se abran sucesiones ab intestato en las 
cuales pueda aquel tener interés, se encuentre entónQM 
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sin quererlo, sometido a dos o mas poderes soberanos a 
la vez, como ser al de su patria o al de su domicilio, o 
bien al del lugar en que están situados los bienes en cues- 
tión o al del lugar en que se han practicado los actos. 
¿Qué sucede en estos casos? Desde luego existe por una 
parte la sumisión al poder soberano de su patria desde el 
nacimiento del individuo i continua mientras no varié de 
nacionalidad. En los restantes casos es considerado como 
subdito de las leyes, aunque de una manera] limitada; pero 
como cada uno de estos diferentes territorios son rejidos 
por leyes distintas, se suscitan frecuentemente conflictos 
entre estas; en tal caso la cuestión se reduce a determinar 
cual sea la lejislacion que deba prevalecer en esas emer** 
jencias. 

El conjunto de estas reglas, según las cuales se juzgan 
los conflictos entre las leyes civiles o criminales de diver- 
sos paises, es lo que se llama Derecho Internacional Pri- 
vadOy en contraposición a Derecho Internacional Público^ 
que es el que regla las relaciones de nación a nación, 
consideradas como personalidades independientes. 

Por otra parte, la aproximación que dia a dia se hace 
sentir de los diversos pueblos entre si, merced a las faci- 
lidades que hoi nos presentan las diferentes vias de comu- 
nicación, ha multiplicado las relaciones que antes no exis- 
tían. Este trato de los hombres de diferentes nacionali- 
dades, hizo nacer principios i leyes que regulan las 
situaciones que creó este nuevo estado de cosas, debién^ 
dose a esto principalmente la existencia de esta nueva 
ciencia, que hoi se estudia con bastante interés. 

El individuo i el Estado son dos entidades que no tan 
solo reooQOoe el Derecho sino que también les dá los 
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medios necesarios para que uno i otro realicen sus altos 
fines. 

El Derecho Nacional, dice el ilustrado publicista don 
MftQuel Torréis Campos, profesor de la Universidad de 
Gj3ai]^da, h^ce posible la vida in^dividual i social dentro 
de cierto territorio. El Derecho Internacional hace tam^ 
bien posible la vida individual i social dentro del mundo 
oivilizt^do. 

Previos estos antecedeDtes ya podemos con mejor cri- 
terio definir lo que es Derecho Internacional Privado^ 
diciando que es el oopjunto de principios que determinan 
la lei aplicable, ora a las relaciones jurídicas entre perso- 
nas pertenecientes a Estados o territorios diversos; ora a 
los actos realizados en pais estranjero, ora, en fin, a todos 
los casQS en que se trate de aplicar la lei de un Estado 
en territorio d^ otro; 

Este Dereoho debe su existencia en el mundo civilizadp 
pura i esclusiyamente a la diversidad de jurisdicciones 
territoriales oon diversas leyes en ^cada una de ellas. 

£1 Derecho oivil solo tiene por objeto determinar las 
relaoiones jprlyadas de los individuos eatre sí, pero siem*« 
pre en él interior del Estado a que pei^teneoe. 

£1 Derecho Internacional Público, jus gentium^ deter- 
mina las relaciones de un Estado con otro; i el privado, 
jus ge»ümn p^waiwm^ es la ciencia que constituye los 
principios que sirven para resolver los oonfliotos de las 
legislaciones i que determina las relaeiones recíprocas de 
1<^ súblltos de los diversos Estados. 
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II 



En la antigüedad los estranjeros eran mirados jeneral- 
mente con muoho recelo. En algunos paises, como en Es- 
ptarta, se les rechazaba; en otros se les toleraba i en éstos 
se les recargaba con fuertes impuestos, considerándolos 
siempre fuera del derecho común. 

En Atenas, ciudad notable por su piedad, se consagró 
a los estranjeros un barrio especial; pero al que se negaba 
a pagar el tributo déla hospitalidad, se le trataba como 
esclavo. 

Boma apesar de su cultura i de los progresos que había 
ajcanzado en su lejislacion^ no fué tampoco benévola con 
los estranjeros. No podian vestir la toga ni para ellos exis- 
tia el jus quiritium ni el derecho de ciudad, así como tam- 
poco el de censo, ni el de sufrajio en los comicios públi- 
cos. Se les negaba igualmente los derechos políticos^ el de 
connuMumy el de la patria potestad^ el de tutela, la tes- 
tamentifícacion i otros muchos que sería largo enumerar. 

El Pretor peregrino solo administraba justicia a loa 
estranjeros de los pueblos con que Boma mantenía rela- 
ciones amistosas. 

En valde Alejandro Magno había establecido en un 
edicto que todos los hombres honrados, cualquiera que . 
fuere su patria, debian ser mirados como hermanos. 

Cicerón también habia dicho que prohibir la residencia 
a los estranjeros en la ciudad era inhumano i sin embargo, 
nadie hacía caso de estos principios que mas tarde fueron 
proclamados e implantados en el corazón de muchos por 
el Mártir del Gólgota i por la relijion que enseñaban sus 
discípulos. 
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Apesar de este rigorismo, los estranjeros en Boma po- 
dían mejorar de condición poniéndose bajo la protección 
de los ciudadanos o de la clientela de nn romano. 

Empero, la necesidad que mas tarde esperimentó la 
ciudad señora del mundo, de atraerse a los pueblos ven- 
cidos, hizo que les concediera a los estranjeros algunos 
privilejios propios de los caballeros romanos, hasta que 
por último Caracalla en una constitución les otorgó el 
derecho de ciudadanos, movido del deseo de aumentar sus 
entradas, quedando desde entonces establecido que ín orbe 
romano qiii stmt aves sunt Bomani. Bajo el reinado de 
Justiniano se hizo otra declaración que confirmaba la 
anterior constitución i se concedió el título de ciudadanos 
a los habitantes libres del Imperio, no por el interés ue 
aumentar el producto del impuesto sobre las herencias, 
que era lo que Caracalla habia antes tenido en vista, sino 
movido de pura liberalidad en favor de los estranjeros, 
pero apesar de esto se siguió siempre considerando como 
peregrinos a los que sufrian una capitis disminutio. 

Pero si dejamos éstos tiempos i nos trasladamos a la 
Edad Media, veremos que imperando entonces el feuda- 
lismo, fué verdaderamente triste la situación de los estran- 
jeros. Se estableció el derecho territorial i destruyó las 
leyes personales do los jer manos. No se aplicó la lei de la 
raza de donde procedia el individuo sino la del territorio 
que habitaba, resultado necesario de la civilización que 
entraba reconociendo el «justo enlace de la territorialidad 
con los vínculos personales por los que estaban ligados 
los subditos. 

Los estranjeros eran esclavos del duefio de las tierras 
donde se establecian i el Señor se atribuia sobre ellos el 
derecho de vida i muerte, aparte de las contribuciones 
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que se les imponía para dejarles penetrar eñ bvA térrU 
torios. 

También el estranjero era óoíisíderado fuera del |der6^ 
cho comiín; sus herederos eran privadoi^ de lá héreñóia o 
sus bienes pasaban al Fisóo o al due&o de laS tierras que 
ooupabéh, todo a virtud de la hospitalidad que sé les daba 
i que por cierto se les hacia pagar bien caro. 

En el siglo X sé orearon los derechos de mdñeria 6 
aubana i el de natrfrajio. Por el pritíiero de ellos adquiria 
el Soberano la sucesión del estranjero que moria en sus 
Estados sin estar naturalizado, o si estándolo, no dejaba 
herederos regnícolas. Por el otro, el Señor del feudo ocu- 
paba cualquiera nave i reducía a servidumbre a cualquier 
persona que arrojara el mar sobre sus tierras. Después 
estos derechos fueron privativos de lá Corona i esta re- 
galía del Estado solo desapareció en Europa con la revo- 
lución francesa de 1789, siendo que habia sido en Fran- 
cia donde peor se trató a los estranjeros, hasta él es- 
tremo de no hacérseles justicia, si de antemano no prome- 
tían pagar los gastos del fallo, i para casarse se les exíjia 
cierta contribución. La hospitalidad que se les Óaba 
estaba recargada con crecidos tributos que les exasperaba. 

Si de Francia pasamos á Inglaterra encontraremos que 
aquí los estranjeros no podian adquirir tierras i en caso 
de obtenerlas debían siempre ser restituidas al Eei, a 
virtud del derecho de albinajiOj fuera de otras restriccio- 
nes importantes. 

Es verdad que en algunos meses del año se les permi- 
tía entrada a los estranjeros para que vendieran sus mer- 
caderías por mayor; pero esto era a condición de que lle- 
varan el producto de las ventas en manufacturas in- 
glesas. 
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Solo en loa tiempos de Juan sin Tierra se diotaron 
algunas medidas favorables a los estranjeros comercian* 
tes. Mas tarde se les concedia también la ciudadania in- 
glesa a los que comprobaban haber servido tres años en 
nn buque inglés consagrado a la pessa de ballenas. 

Los jermanos no reconooian ningún derecho a los es- 
tranjeros i eran tenidos como si no existieran. 
• La nobleza feudal gozaba en todas partes de Sus dere- 
chos i privilejios, puesto que eran personales. Mas hablan 
hecho los bárbaros por ellos, puesto que cuando entraron 
en Roma, sin abandonar ellos sus costumbres, reoonocie- 
ron a los vencidos la facultad de conservar sus leyes. En 
él pueblo de Israel se llegan a dictar leyes en favor de 
los estranjeros i se podía contratar con ellos. En Ejipto 
se les dio ñospitalidad i se les permitió vivir en lugares 
determinados según su propia lejislacion, pudiendo ejercer 
públicamente su culto. En Grecia los estranjeros solo 
fueron privados de los derechos de ciudadanos. En Ate- 
nas existía un majistrado especial para juzgarla los estran- 
jeros i regulaba todo lo que se refería al estado civil i los 
derechos de familia. 

Tal era la situación de los estranjeros en Europa; pero 
habia, no obstante, una potencia que apesar del auje que 
habia alcanzado por eT triunfo de sus armas, no reconocía 
los derechos de aubana i de naufrajio. Era ésta España i 
aunque indirectamente en sus leyes se reconocían ya los 
aílbores del Derecho Internacional Privado, no era lo bas- 
tante para establecer la libre comunidad de los pueblos 
del orbe. 

El Fuero Eeal había establecido que las leyes obligaban 
tanto a los de la ciudad como a los de afuera, es decir, a 
los estranjeros. 
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En las leyes de Partidas del sabio reí D. Alfonso, es 
donde primero se encuentran disposiciones, aunque un 
tanto vagas, sobre Derecho Internacional Privado. La lei 
15, tít. 1.^, Part. 1/'^ disponía que los que eran del seño-* 
rio del lejislador debian obedecer sus leyes i también los 
otros que pleiteasen o contrataren o delinquieren en él. 
La lei 15, tít. 14 Part. 3.^ decia que no tuviera fuerza 
probatoria la lei o fuero de otra tierra; salvo en cueatío'^ 
nes entro hombres de ella sobre pleito o contrato que 
hubiese tenido lugar allí, o en razón a cosa mueble o in- 
mueble en aquel lugar situada. Por último, lá lei 24, títu- 
lo 14 de la Part. 4.^ ordenaba que en el réjimen de los 
bienes en el matrimonio se prefiriera la costumbre del 
lugar donde se contrae a la de la tierra a donde se tras- 
ladan después los cónyujes. 

Ahora bien, i en obsequio de la justicia, debemos dejar 
constancia que en los pueblos donde imperaba el Derecho 
Canónico, estaban mui templadas las disposiciones domi- 
nantes contra los estranjeros i podiañ vivir exentos de los 
derechos de auhana i de naufrajio de que antes hemos ha- 
blado. 

III 

Una era de progreso iba a llegar í con ella debia tomar 
vida el Derecho Internacional Privado. 

La Asamblea Constituyente de 1789 declaró en Fran<* 
cia que el derecho de albinajio era contrario a los princi»» 
cios de fraternidad que debia unir a los hombres cuales- 
quiera que fuera su pais i el gobierno que lo rejia. 

El 6 de Agosto de 1790 estos principios se convirtieron 
en disposiciones lejislativas. 

El derecho de aubana se abrió en Francia sin recipro- 
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cidad i en 1791 ya los estranjeros no residentes allí fueron 
admitidos a reoojer la herencia de sus parientes residen- 
tes o no en Francia, pero que habian dejado bienes en terri- 
torio francés. 

Apareció entonces el Código de Napoleón i estableció 
el principio de que todo estranjero gozaba en Francia de 
la plenitud de los derechos civiles concedidos a los regní- 
colas, esceptuando solo aquellos que les están espresamen- 
te negados por disposiciones especiales de las leyes allí 
vijentes. Pero no fué ésto todo: por lei. promulgada en 
1819, se estableció que los estranjeros podian heredar, re- 
cibir i disponer en toda la Francia como los franceses, es- 
cepto el caso en que haya que compartir una misma he- 
rencia entre coherederos franceses i estranjeros, pues en- 
tónces los franceses pueden exijir una porción de los 
bienes igual a la que exista en el estranjero, de los cuas 
les sean escluidos por leyes o costumbres locales. 

En Inglaterra bajo el reinado de la reina Victoria, ma- 
dre del actual Eduardo VII, si bien se otorgaban algunas 
ventajas a los estranjeros, sin embargo no les era permi 
tido poseer bienes inmuebles; i, solo en 1864, se les conce-. 
dio la facultad de poderlos tomar en arriendo; pero esto 
no obsta a que puedan ejercer el comercio i toda industria 
lícita, asi como tampoco se les priva de los derechos Ha. 
mados comunales, con tal que concurran a sus impuestos. 

Mas en 1870, por los Estatutos c 33 i 34 Victoria», se 
les acordó a los estranjeros la capacidad para adquir in- 
muebles en el Keino Unido; pero se les negaba la facul- 
tad de hacerse propietarios de buques ingleses i de los 
derechos electorales. . 

Tampoco eran hábiles para desempeñar cargo público 
alguno, pudiendo solo ser jurados en materia criminal en 
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unión con nacionales^ cuando tenian diez a&os de residen- 
cia en el pais. 

En Austria i en los Estados alemanes se hace depender 
todayia la igualdad de la condición de la reciprocidad que 
Be observe con sus subditos. 

En Holanda el derecho civil del reino es el mismo para 
los estranjeros que para sus" reignicolas, salvo el caso en 
que alguna lei especial declare otra cosa. . 

El Código Civil italiano ha igualado la condición del 
estranjero a la del nacional en todo lo referente a dere^ 
chos civiles. 

Allí se puede decir que no existió el derecho de aubana i 
en lo tocante al de naufrajio solo tenia aplicación con los 
subditos de los Estados que lo practicaban en detrimento 
de sus nacionales i por eso la reciprocidad era lo único 
que se tenia en vista en cada caso que ocuf ria. 

En Ñapóles, los estranjeros eran considerados jurídica- 
mente comS capaces de gozar de todos los derechos civi- 
les. En consecuencia, podian testar, heredar, enajenar 
i comparecer en juicio, beneficios que alcanzaban aun los 
estranjeros no domiciliados en el reino; pero siempre a 
condición de reciprocidad. 

En los Estados Pontificios, es decir, antes déla unifica- 
ción de la Italia i cuando los Soberanos Pontífices ejer- 
cian el poder temporal, Gregorio XVI habia establecido 
que los estranjeros podian heredar por testamento o ab- 
intestato i adquirir, siempre que por leyes en vigor en los 
paises estranjeros, los subditos de los Estados Pontificios 
fuesen aptos para heredar o adquirir, sin perjuicao de lo 
que dispusieran los Tratados especiales. 

£1 nuevo Código ^Civil de Italia unifioadaí ha «ido el 
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primero entre los modernos en equiparar los estranjeros 
a los ciudadanos en el goce de los derechos civiles. 

El Instituto de Derecho Internacional, bajo la denomi. 
nación de derechos^ civiles, comprende todos aquellos que 
no sean políticos o derivados de éste i bajo este punto de 
vista, acordó, reunido en Oxford, exitar a todos los Esta- 
dos civilizados para que pusieran sus respectivas lejisla- 
ciones en armonía con la siguiente regla: 

cEl estranjero, cualquiera que sea su nacionalidad o su 
relijion, goza de los mismos derechos civiles que los reg- 
nícolas, salvo las escepciones formalmente establecidas 
por la lejislaoion actual.» 

En .vista de tan variadas opiniones sobre esta materia, 

I 

se hace preciso unificar los principios de Derecho Inter- 
nacional privado, ya que i)0 es posible su codificación, 
porque sus reglas no pueden elevase a preceptos obliga- 
torios por ningún medio humano. No es malo, pues, aspi. 
rar por ahora a suavisar las práticas de las naciones i es- 
trecharlas > entre sí por principios o reglas jenerales que 
poco a poco vayan adoptándolas todos los Estados. 

¿Cómo lograr este objeto? Es indudable que pueden 
hacer mucho en este sentido la acción diplomática, la ac- 
ción científica individual, así como la colectiva. 

En 1867 el gobierno italiano pretedió reunir un Con. 
greso Internacional para que resolviera sobre los princi- 
pales conflictos de derecho, pero esta idea fracasó por 
completo. El Gobierno de los Países Bajos también ha 
tratado de que se celebre una conferencia jurídica sobre 
la ejecución de las sentencias estranjeras. El Gobierno 
Federal Suizo comunicó a otros Estados un proyecto de 
oonveaoion iuter&aoionAl sobre los trasportes por los oa- 
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minos de hierro. La España en 1^69, pensando en reaii-^ 
zar la uni^cacion del Derecho Internacional, propuso a la 
Francia esta idea. Solo se logró que ambas naciones ce- 
lebraran un tratado creyendo que con el se podria llegar a 
la reunión de un Congreso i a la unificación de estp De- 
recho, pero ésta idea no se realizó ni la convención espa- 
ñola francesa se llevó a término. , 

' La^ acción científica individual si bien es cierto que ha 
trabajado en publicaciones especiales a este fin, ella no 
ha bastado por si sola a realizar el objeto. 

La acción científica colectiva ha dado mejores resulta- 
dos. En Nueva York se fundaron dos instituciones. 
En 1872 el Presidente de la International Code Commiteéj 
el jurisconsulto Dudley Field, publicó en 1872 un pro- 
yecto de Código Internacional. 

El Instituto de Derecho Internacional que funciona en 
Béljica ha propuesto temas sobre estas materias. 

En 1885 presentó al Congreso de Oxford Mr. Piesan- 
toni, una Moción sobre^Derecho Internacional i se publi- 
có en la Kevista de pse Instituto en 1887, cuya parte 
dispositiva es como sigue: 

«I. El Instituto declara: 

1.^ Que en el estado actual de la ciencia del derecho i 
de las relaciones internacionales, i en presencia del gran 
número de leyes elaboradas en los paises civilizados, la 
prueba de las leyes estranjeras no puede ser una cuestión 
de derecho abandonada a la iniciativa de las partes. 

2.0 Que es necesario fijar reglas jenerales i uniformes para 
reemplazar los diferentes usos que se encuentran en vigor; 

11. El instituto emite el deseo de que, por acuerdos in^ 
ter nacionales, los Estados se obliguen a la aplicación de 
las reglas siguientes: 
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a) Cuando, en un juicio civil haya necesidad de aplicar 
una leí estranjera sobre cuya existencia i sentido las par- 
tes no se hallan de acuerdo, el juez, el tribunal o la Cor- 
te, a petición de las partes o de oficio declarará por una 
resolución previa, cuales son las leyes o los puntos de 
derecho necesarios para solucionar la cuestión. 

b) El juez o el presidente dírijirá, en el mas corto plazo 
posible, cartas rogatorias que, por intermedio del Minis- 
terio de Justicia i el de Eelaciones Esteriores, serán entre- 
gadas al Ministerio de Justicia del Estado cuyas leyes o 
puntos de derecho se necesita conocer. 

c) Los Gobiernos de los Estados contratantes se com- 
' I- 

prometen a nombrar, cerca del Ministerio de Justicia o 
del de Eelaciones Esteriores, un comité de lejislaciou, 
compuesto de majistrados i de profesores de derecho, que 
responda a las cuestiones consultadas. 

d) El comité deberá abstenerse de toda opinión o jui* 
ció sobre la cuestión de hecho. Se limitará a afirmar la 
existencia i el tenor de las leyes. 

é) Desde que los textos de las leyes i los certificados 
liayan sido entregados al tribunal, serán depositados en 
su secretaría, i a petición de la parte mas dilijente, la 
tramitación ordinaria seguirá su curso. > 



IV 



El Derecho extraterritorial se Japoya principalmente 
en los tratados que celebran los Estados entre sí i ellos 
son por consiguiente su primera fuente i, por lo tanto, 
tienen una autoridad superior a las leyes de un Estado, 
puesto que en tal caso su derogación no es arbitraria una 
vez que han sido aceptados, ratificados i firmados, al- 
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contrario de lo que sucede con las leyes internas de un 
pais, que se derogan con la misma facilidad con que se 
les da fuerza. 

Después de los tratados tienen cabida las leyes que se 
dictan sobre éstas materias, i por último, son fuentes de 
este derecho los fallos de los tribunales en que se conoce 
la voluntad del lejíslador de cada pueblo. 

Los Congresos de jurisconsultos de que antes hemos 
hablado, darán a esta ciencia una importancia i. una utilidad 
práctica que no es desconocida por nadie. 

Ademas de las asociaciones nombradas antes, existe en 
Gante un Instituto de Derecho Internacional, que es ór- 
gano de esta ciencia en el mundo civilizado i el hará que 
ella adquiera la preponderancia que está llamada a ejer-* 
cer en todos los pueblos cultos. Allí se han discutido las 
principales cuestiones que urje res- Iver, pero la principal 
está resumida en la siguiente tesis: 

«Utilidad de hacer obligatorio para todos los Estados, 
bajo la fcrma de uno o de muchos tratados intemacicna- 
les, cierto número de reglas jenerales de Derecho Inter- 
nacional Privado, para asegurar la un forme resolución 
de los conflictos entre las diversas lejislaciones civiles i 
penales.» 

Mas desde el momento que es imposible esperar que 
haya un¡for:r:idad en todas las lejislaciones por la diferen- 
cia de civilización, cultura, usos i costumbres, no por eso 
debemos desalentarnos en esta tarea. Por el contrario, 
esta en el deber de todos el buscar los principios comunes 
de la justicia i del Derecho Natural para unir de un mo- 
do sólido a las naciones entre sí. 

En Octubre de 1866, la Inglaterra reunió en Manches- 
ter un Congreso para estudiar un proyecto de Código in- 



ternaoional, que se denominó Asociación nacional de la 
ciencia social. 

Mas tarde, en Junio de 1872, en Francia, la € Alianza 
universal del orden t de la civilización > , invitó a los publi- 
cistas de Europa i de América a reunir sus esfuerzos i sus 
estudios para que el Derecho Internacional no careciera 
de leyes i de disposiciones convenientes para su exis- 
tencia. 

Es un hecho incontrovertible que si el hombre puede 
ejercitar su acción fuera de los límites de su nación, está 
indudablemente sometido a diversas leyes. Así, por ejem- 
plo, si un francés se radica en Chile i adquiere bienes i 
después se establece en otro país i desde allí dispone de 
ellos por testamento, donación o por venta, hai que saber 
que lei ha de rejir cada una de estas relaciones jurídicas 
que ha ejercitado. ¿Se aplicarán a estos actos la lei 
francesa, la chilena o la del lugar en que esa persona dis- 
puso de sus bienes? 

Estas dificultades de carácter jeneral son las que trata 
de resolver esta ciencia en bien de todos los pueblos civi- 
lizados, en bien de la humanidad entera i de su progreso. 
Mas como ya hai aceptados ciertos principios comunes, no 
está distante el dia en que también se admitan reglas je- 
nerales que formen un verdadero Código^cuyo título seria 
el de Autoridad exfraferi'itorial de las leyes. Este es el ñn 
que se persigue en los Congresos reunidos i en los quemas 
tarde vengan en auxilio de los esfuerzos de los publicistas 
de Derecho Internacional Privado. 

La cuestión de como pueden resolverse de un modo 
uniforme los conflictos éntrelas diversas lejislaciones civi- 
les i criminales, es tan importante que de no existir un 
acuerdo o lei, sobrevendrá un gran daño al comercio i a 
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todos los actos de la vida civil. Ante todo, es preciso que 
cada uno sepa que lei o que Código le protejo una vez 
que deja el suelo de su patria. 

Bajo el imperio de estas ideas, en 1S67, el Gojbiérno 
italiano propuso a los de Francia, Alemania del Norte, 
Béljica i demás Estados civilizados, la estipulación de 
un tratado internacional que estableciera reglas comunes 
i recíprocamente obligatorias, como se hizo en otro tiempo 
para la abolición del albinajio i de la trata de negros; pero 
los acontecimientos de Montana suspendieron las negocia- 
ciones, que ya se hablan comenzado con feliz éxito. 

Seria inútil citar otras tantas tentativas hechas con 
mas o menos provecho, en, el sentido de uniformar esta 
ciencia i para terminar esta materia, copiaremos las oon- 
olusiones jenerales aprobadas en 1874 en la reunión de 
Ginebra: 

PRIMERA 

El Instituto reconoce la evidente utilidad y hasta para 
ciertas materias, la necesidad de Tratados, por los cuales 
los Estados civilizados adopten de común acuerdo reglas 
obligatorias i uniformes de derecho privado, según las que ^ 
las autoridades públicas i especialmente los Tribunales *v | 
de los Estados contratantes, deberían decidir las cues- ' 

tienes concernientes a las personas, a los bienes, a los | 

actos, a las sucesiones, a los procedimientos i a las sen>« 
tencias estran jeras 

SEGUNDA 

El Instituto es de opinión que el mejor medio de con«* 
seguir este fin, seria que el mismo preparase proyectos 
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textuales de estos tratados, ya jenerales, ya coacernientes 
a materias especiales, i partieularoiente a los conflictos 
relativos a los matrimonios^ las sucesiones, así como a la 
ejecución de las sentencias estranjeras. Estos proyectos 
de tratados podrían servir de base a las negociaciones 
oficiales i a la redacción definitiva, que serian confiados 
a una conferencia de jurisconsultos y hombres especiales 
delegados por los diferentes Estados o a lo menos por aU 
guno de ellos^ concediendo en este ultime caso a los otros 
Estados, por lo que concierne a las materias sobre las 
que este sistema puede sin inconveniente adoptarse la 
facultad de adherirse a ellos sucesivamente. 

TERCERA 

2 [.Estos tratados no deberían imponer a los Estados "con- 
tratantes la uniformidad completa de sus códigos i sus 
leyes, no podrían hacerlo siji servir de obstáculo a los 
progresos de la civilización. Pero sin tocar a la indepen- 
dencia lejislativa, estos tratados deberían determinar con 
anticipación cual de entre las lejislaciones, que podrían 
hallarse en conflicto, habría de aplicarse a las diferentes 
relaciones de derecho. Se sustraerla así esta determina- 
ción de las contradicciones entre lejislaciones, muchas 
veces inconciliables de los diversos pueblos, de la influen. 
cia peligrosa de los intereses i de las preocupaciones na- 
cionales, i de las incertidumbres de la jurisprudencia i de 
la ciencia. 

CUARTA 

En el estado actual de la ciencia del derecho interna* 
cional, seria llevar hasta la exajeraoion el principio de la 
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independencia i de la soberanía territorial de las naciones, 
concederles un derecho rigoroso de negar absolutamente 
a los estranjeros el reconocimiento de sus derechos civiles 
i de desconocer su capacidad jurídica natural para ejer- 
cerlos en todas partes. Esta capacidad existe independien- 
temente de toda estipulación de los tratados i de toda 
condición de reciprocidad. La admisión de los estranjeros 
al goce de los derechos, i la aplicación de las leyes estran- 
jeras a las relaciones de derecho que dependen de ellas, 
no podrian ser solo la consecuencia de una simple corte- 
sía i benevolencia (cemitas gentium), sino el reconoci- 
miento i respeto de estos derechos por parte de todos los 
Estados deben ser considerados como un deber de justicia 
internacional. Este deber no deja de existir mas que 
cuando los derechos del estranjero i la aplicación de las 
leyes estranjeras son incompatibles con las instituciones 
políticas del territorio rejido por otra soberanía, o con el 
orden público tal como en ella se reconoce. 



En Bruselas surjió también la idea de convocar a los 
diversos Estados del mundo para centralizar en una oficia 
na jeneral todas las ordenanzas, tarifas, decretos i regla- 
mentos aduaneros, a fin de que por su medio pudieran 
llegar aquellas disposiciones a conocimiento de los intere- 
sados de los diversos paises del globo, traducidas a los 
respectivos idiomas. 

Conforme a esa idea^ el gobierno belga h'i solicitado la 
cooperación a ella. 

Hasta los primeros dias de Marzo, setenta i dos Estados i 
colonias Uablan contestado ({mq admitían de bueu grado la 
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institución proyectada. Solo ha sido ella rechazada por la 
China i Fersia que pretenden que sus tarifas son invaria- 
bles; por el Estado de Orange, que no tiene aduana [feliz 
Estado! i por el Ecuador. 

Colombia, Boliyia i Guatemala no habían contestado 
hasta la apertura del Congreso. 

El Congreso ha tenido ya seis sesiones habiendo ya 
formulado un proyecto de convención cuyas disposiciones 
mas esenciales son: 

I. — Entre Béljica i los paises que adhieren a la presen- 
te Convención se formará una asociación con el título de 
«Union internacional para la publicación de las tarifas de 
aduana». 

n. — La Union hará publicar i circular inmediatamente 
las tarifas aduaneras de todos los paises i las modificacio- 
nes posteriores. 

m. — Se orea en Bruselas una oficina internacional en- 
cargada de la traducción i publicación de esas tarifas i 
demás disposiciones lejislativas o administrativas. 

IV. — ^Esa publicación se hará en un <JJoletin interna- 
cional de las aduanas», órgano de la unión internacional. 
V. — >E1 boletin se publicará en cinco idiomas: alemán, 
ingles, español, francés e italiano. 

VI.— Las partes contratantes enviarán inmediatamente 
dos ejemplares de las leyes, decretos, reglamentos i cir- 
culares aduaneras i de los tratados i convenciones inter^ 
naoionales. 

El 10 de mayo de 1838, el Congreso de los Estados 

Unidos aprobó i el Presidente de la Eepública sancionó 

una lei para la reunión de un Congreso en ViTashington 

que debería instalarse al año siguiente, 

f «ra oomprender mejor el objeto que debía tenor este 

4 
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Congreso i las materias que ea él debían tratarse, copia- 
mos íntegro el testo de esta leí. 

Es como sigue: 

El Senado i la Cámara de Diputados de los Estados de 
América^ reunidos en Congreso , han aprobado la ki siguiente: 

I. Se solicita i autoriza al Presidente de los Estados 
Unidos para que invite a los gobiernos de las repúblicas 
de Méjico, de Centro i Sud-América, Haití, Santo Domin- 
go i del Imperio del Brasil, para celebrar, en unión de 
los Estados Unidos, una conferencia que tendrá lugar en 
Washington en abril de 1889, con el objeto de discutir 
i recomendar a sus respectivos gobiernos los medios de 
establecer el arbitraje para la solución de las dificultades 
i contiendas que entre ellos pudieran suscitarse en ade- 
lante; para estudiar las cuestiones relacionadas con el 
mejoramiento de los negocios i los medios de comunica- 
ción entre dichos paises, i para fomentar sus recíprocas 
relaciones comerciales en el sentido mas conveniente i 
que asegure mas estensos mercados a los productos de 
cada uno de dichos paises. 

II. Al comunicar el Presidente de los Estados Unidos 
la invitación a los gobiernos ya indicados, deberá esta- 
blecer que la conferencia tiene por objeto: 

1.^ Estudiar las medidas que tiendan a la conserva- 
ción de la paz i a promover la prosperidad de los estados 
americanos; 

2.^ Formar una unión aduanera americana conforme a 
la cual se estimulará el comercio entre las naciones ame- 
ricanas entre sí, en cuanto sea posible i conveniente; 

3.^ Establecer comunicaciones regulares i frecuentes 
entre los puertos de los diferentes estados americanos; 

4.^ Uniformar en los estados americanos independien* 
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tes la lejislacion de aduanas que regla la importación i 
esportacion de mercaderías i los derechos i cargos de 
puertos, estableciendo un procedimiento uniforme para 
la clasificación i avalúo de tales mercaderías en los puer- 
tos de cada pais, así como un sistema análogo de facturas 
i las reglas relativas al servicio sanitario i de cuarentena 
de las naves; 

5.® Adoptar un sistema uniforme de pesos i medidas, 
i leyes para la protección de les derechos de privilejios 
esolusivos, propiedad literaria, marcas comerciales de 
ciudadanos de un pais ^n otro, i para la estradicion de 
criminales; 

6.® Adoptar igualmente una moneda común de plata 
que seria emitida por cada gobierno en proporción corres ( 
pendiente a la población del respectivo pais, según lo 
que se acordare, la cual servirá de circulante legal en 
todas las transacciones comerciales entre los ciudadanos 
de todos los estados americanos; 

7.^ Acordar i recomendar a los respectivos gobiernos la 
adopción de un plan fijo de arbitraje para todas las cues- 
tiones, diferencias i contiendas que pueden ahora i en 
adelante existir entre ellos, a fin de poner término a 
tales cuestiones i diferencias internacionales de una ma- 
nera pacífica i zanjarlas evitando guerra; i 

8.0 Estudiar todos los demás asuntos relativo» al bien- 
estar de los diversos estados representados e invitados 
a tomar parte en la Conferencia, según cada uno de ellos 
pueda proponerlos. 

in. Se destina la cantidad de setenta i cinco mil pesos, 
o lo que fuere necesario, del fondo del tesoro público, que 
será invertida bajo la dirección del secretario de Estado, 
para subvenir a los gastos que demande la Conferencia, 
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IV. El presidente de los Estados Unidos nombrará, con 
acuerdo del Senado, diez delegados a la Conferencia, 
quienes deberán serrir ese puesto sin otra compensación 
que el pago de sus gastos actuales. lios demás estados 
que en ella tomen parte podrán ser representados por el 
número de delegados que estimen conveniente, en la inte- 
lijencia que para la resolución de las cuestiones sobre las 
cuales la Conferencia sea llamada a decidir, ningún esta- 
do tendrá mas de un voto. 

V. El secretario de Estado nombrará el número de se- 
cretarios i de empleados que fuere necesario, fijando sus 
gueldos^ i dispondrá lo necesario para la publicación dia«* 
ria por la imprenta de la nación, en los idiomas ingles, 
español i portugués, de todos los acuerdos i actos que !a 
Conferencia acordare dar a conocer i para que a su ter- 
minación presenten un informe sobre dichos trabajos al 
Congreso de los Estados Unidos, junto con la cuenta de in- 
versión de los fondos concedidos por la presente lei. 



• 



El 19 de Noviembre de 1900 se reunió en Madrid otro 
Congreso al que asistieron delegados de América. Su se- 
sión inaugural fué el 10 de ese mes en el salón de lectura 
de la Biblioteca Nacional, siendo presidido por el Minis- 
tro de Estado de España señor Marqués de Aguilar de 
Campóo. 

Representó a Chile en este Congreso nuestro Ministro 
en Paris don Alberto Blets Gana. Este Congreso fué pura- 
mente para estrechar relaciones la madre patria con las 
secciones de América, que antes habian estado bajo el 
dominio de España. 



La Comisión de Arbitraje estableció la idea de resolver 
los conflictos internacionales por medio del arbitraje, cons- 
tituyendo un Tribunal hispano- americano con este objeto, 
el cual debería tener carácter permanente, obligatorio i 
sin escepciones, sin perjuicio de establecer tribunales de 
arbitraje ocasionales o para cada conflicto particular. 

Como este Congreso fué puramente de interés particu- 
lar entre España i las naciones de América, nada hubo 
con relación a Derecho Internacional Priyado, fuera de 
las reglas relativas a estradicion i ejecución de sentencias 
i actos entre las naciones que estuvieran representadas 
en este Congreso. 

El resultado práctico de este Congreso fué enteramente 
negativo, porque desgraciadamente nada se realizó sobre 
lo acordado allí. Sin embargo América dio una prueba de 
simpatía a Espafia asistiendo a su llamado. 



VI 



Dentro de los límites de un Estado, no puede imperar 
mas que la leí propia de ese Estado, razón por la cual 
todo precepto estránjero no puede exijir allí autoridad. 
Lo único que puede suceder en estos casos es que la lei 
de un Estado niegue a las leyes estranjeras toda aplica- 
ción en su territorio o la permita en ciertos casos, he 
aquí entonces porque para la formación del Derecho In- 
ternacional privado o extraterritorial, es indispensable el 
consentimiento de los Estados, sin lo cual no puede tener 
vida, como ya lo hemos dicho. 

Un distinguido jurisconsulto español, el señor don Ma- 
nuel Torres Campos, a quien citaremos mas de una vez 
en el curso de este trabajo, dice que indicando las leyes 
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de un Estado que tienen aplicación fnei 
can a un tiempo loa derechos de que go! 
reoonocidos ya por la lejialaeion de sii 
de aquel en donde se encuentran i laa 
ajustan sus relaciones. No basta señalar 
en cada caso ha de aplicarse; ea menestí 
i esto hace otra oienoia también norfsim 
la Lejislacion comparada. ' 

En UQ principio la ciencia del Dereo 
privado se conocía con el título de Doc/j 
colisión de las leyes; pero no siendo otro 
ya lo hemos indicado, que el de deten 
por las que deben resolverse los eonfliot 
de los diversos Estados, se ve elaramení 
a dirimir lucha entre fuerzas y leyes o] 
únicamente tiende a componer la varied 
en la armonía de sus orgánicas relaciona 

El Derecho Internacional privado de 
tencia al orijen de jurisdicciones territo 
con leyes distintas. Esto ha hecho nee 
estas necesidades estableciendo principii 
dificultades que puedan nacer de esa difi 
sin que se lastimen los derechos ni la sob 
Estado. 

Sabemos que la fierra no está ocupada 
blo sino por distintas razas, diferentes ; 
que dominan, por el idioma que hablan i 
las reglas que se han dado para constituí 
pueblo está en posesión de un gobierno 
dentro del territorio que ocupa i por su 
guno fuera de él. Estos pueblos forman I 
i estos Estados abren sus fronteras a los h 



El comercio í las exijenoias científicas por otra parte i 
la afición a viajar, coloca a los individuos de un Estado 
en contacto estrecho con ios de otro. Estrechadas estas 
relaciones se suceden los contratos ya entre los estranje* 
ros que allí so encuentran, o bien entre éstos i los habi- 
tantes del pais en que se sitúan. Del mismo modo con- 
traen matrimonio, cometen delitos, enjendran hijos i final- 
mente mueren. Indudablemente que todos estos actos ya 
Sé consideren en conjunto o aisladamente, caen bajo una 
esfera jurídica i ellos son los que en' realidad han produ- 
cido el Derecho Internacional privado. 

Ahora bien ¿cuál es el medio de hacer posible el trato 
jurídico Internacional? Esto solo se alcanza dando fuerza 
extraterritorial a las leves dentro del límite conveniente 
que no dañe la soberanía de los Estados. Mas como exis- 
ten prineipios reconocidos que deben tener igual sanción, 
cualquiera que sea la nación en que se reclamen, es fácil 
poco a poco ir buscando el acuerdo para los restantes que 
se crea puedan ser aceptados por conveniencia recí- 
proca. 

El Derecho Internacional privado tiene por base la 
utilidad o nepesidad, justificadas, por su naturaleza espe- 
cial, mediante la cortesia. Ahora si buscamos el medio de 
resolver las cuestiones de Derecho Internacional privado 
bajo tópicos que nos conduzcan a un resultado justo i en 
armenia con las leyes naturales, tendremos que aceptar 
las siguientes conclusiones que establece con acierto el 
profesor de Granada, señor Torres Campos: 

PRIMERA 

La base para resolver las cuestiones de Derecho Inter- 
nacional privado, debe hallarse en la uooion exacta del 



Derecho, que comprende 
eaenci&I. 



£1 panto de partida d< 
ha de subordtaarae a las 
recarga. 



Cada Estado entiende 
modo, i solo debe emplea: 
como tal considera. 



El principio personal i 
haciendo que la voluntad 
ora tácita, ora espresame 
termine el Estado que hE 



Ea de desear, que des 
ciales i arbitrarias i susc 
guo, en los principios fuE 
una comunidad de Derec 



Cuando esta comunida 
jurídica debe surtir píen 



tt niíRer*tío iNTjLftsíAcioiíAL p&iVado 49 



SÉTIMA 



Cuando esta comuaidad no exista, debe rejir la relación 
el Estado que, disponiendo de fuerza física, pueda darle 
sanoion i hacerla efectiva. 



OCTAVA 

Cuando se hallen dos o mas Estados en tal caso, debe 
prevalecer aquel que pueda emplear en mayor escala la 
fuerza ñsica. 

NOVBNA 

Cuando sea difícil determinar esta circunstancia, sobre 
todo si uno puede ejercer su acción sobre las personas i 
otro sobre los bienes, en el caso de que la relación pueda 
hacerse efectiva sobre los últimos, la lei de su situación 
debe rejir. En el caso de que sea puramente personal la 
relación, debe atenderse al vínculo mas real i permanente 
de la persona, al domicilio, a falta de él, a la nacional!- 
dad, i en último estremo, al lugar en donde la misma sq 
halle. 

DÉCIMA 

Cuando pueda la relación hacerse efectiva en varios 
Estados, i no haya criterio para precisar el grado de la 
fuerza física que comparativamente puede emplearse, ni 
para distinguir, por la diversidad de las porsonas, la lei 
que ha de prevalecer, cada Estado debe emplear la fuerza 
oon que cuenta en apoyo de lo que reconoce como De- 
recho. 



i 




CAPITULO m. 

Congresos de Derecho Internacional Privado reunidos 

en Panamá, Lima, Montevideo, Washington 

i Méjico. Congreso Jurídico de Rio Janeiro. 

8cK4BriO/-^L Coníerencia de Panamá; Proyecto de Tratado Inter- 
naciona de Lima. —II. Congreso Sud-Amerioano de Montevideo* 
—III. Nuevo Congreso Pan^Amerioano de Méjico.— IV. Con- 
greso Jurídico Americano celebrado en Rio Janeiro el 12 de 
Octubre de 1892. 



La lejislacion española rijíó en las secciones de Améri- 
ca que dependían de la corona de España hasta mucho 
tiempo después que se independizaron i por lo tanto, no 
había otro [^Derecho Internacional privado, que el que se 
contenia en la lejislacion de Partidas; pero a medida que 
se han ido dando leyes propias, cada pais ha establecido 
reglas al respecto. 

También en América se ha reconocido la necesidad de 
uniformar el Derecho Internacional privado i con este fin 
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se han reunido algunos Congresos que debemos dar a cono, 
cer como también sus resultados, antes de entrar de lleno 
a su estudio, como base^ de lo que vamos a esponer mas 
adelante. 

Aunque no de carácter verdaderamente de Derecho In* 
ternacional privado, el primer Congreso que se celebró en 
América fué en Panamá el 22 de Junio de 1826, siendo 
su iniciador el libertador don Simón Bolívar. Tenia por 
objeto contrarrestar las pretensiones de la Santa Alianza, 
que era un Congreso que se estaba formando, según se 
creia entonces, de los soberanos de Europa con el objeto 
de reconquistar los intereses i derechos que España habia 
perdido en América. 

Se acordó invitar entonces a los cuerpos 'deliberantes 
de ambas Amérioas para que representaran unida a la fa- 
milia americana i se garantizara la independencia i liber> 
tad de sus Estados. 

Para llevar a efecto esta idea se celebraron varios tra- 
tados, de los gobiernos de paises sud-Americanos i en 
todos ellos se estableció la unión, liga i confederación de 
las partes contratantes. Con esto nació también la idea 
del arbitraje internacional para solucionar los conflictos 
futuros. 

El gobierno de los Estados Unidos no quiso tomar par- 
te alguna en este Congreso. 

Vino mas tarde, en 1878, el Congreso de Derecho In- 
ternacional Privado que se reunió en Lima, para estable- 
cer en América reglas uniformes sobre estas materias. 
Asistieron a él Plenipotenciarios de las Eepúblicas del 
Perú, Bolivia, Chile, Arjentina, Ecuador, Estados Unidos 
de Venezuela i de Costa Rica. 

Por el protocolo de 5 de Diciembre de ese mismo aSo 
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los Plenipotenciarios de Guatemala i do la Eepública 
Oriental del Uruguai, se adhirieron en todas sus partes a 
las conclusiones adoptadas por el Congresb en los sesenta 
artículos que formaban ese tratado. 

El Congreso del Perú aprobó el tratado de 1879, pero 
no sucedió lo mismo por las demás naciones que en él 
estnvieron representadas, a causa de la guerra que en ese 
mismo año se suscitó entre Chile, Perú i Bolivia. 

He aquí el tenor de ese tratado- 
Tratado para establecer en América reglas uniformes 
sobre Derecho Internacional Privado 

TITULO PRIMERO 

De la lki que rije el estado r la CAPAcmAi) de las personas, 
LOS bienes situados en la república X LOS contratos cele- 
brados en pais'estranjero 

Artículo primero. — Los estranjeros gozan en la Ee»» 
pública de los mismos derechos civiles que los nacionales. 

Art. 2.0. — El estado i la capacidad jurídica de las per- 
sonas se juzgarán por su lei nacional, aunque se trate de 
actos ejecutados o de bienes existentes en otro pais. 

Art. 3.0. — Los bienes inmuebles existentes en la Eepú- 
blica i los muebles que tengan en ella una situación per^ 
dianente, serán rejidos por las leyes nacionales, aunque 
sus dueños sean estranjeros i no residan en el Estado; 
salvo lo dispuesto en el título de las sucesiones. 

Art. 4.0. — Los contratos celebrados fuera de la Eepú-^ 
blica serán juzgados, en cuanto a su validez intrínseca i 
efectos jurídicos de sus estipulaciones, por la lei del lugar 
de su celebración, pues si esos contratos, por su naturale- 



za o por convenio despartes, tuviesen que cumplirse pre- 
cisamente en la Bepública, se sujetarán a las leyes de 
ésta. En uno u otro caso, el modo de ejecutarlos se rejirá 
por las leyes de la Eepública. 

Art. 5.**. — Las formas o solemnidades esternas de los 
contratos o de cualesquiera otros actos jurídicos, se reji- 
rón por la lei del lugar en que han sido celebrados. 

V 

Art. 6.^.— La prueba de la autenticidad de los instru- 
mentos otorgados en otro pais, estará sujeta a las leyes de 

la Bepública. 

TITULO II 

De los matrimonios celebrados en país ESTRANJERO 1 DE LOS 
CELEBRADOS POR ESTRANJER08 EN LA REPÚBLICA 

Art. 7.*". — La validez del matrimonio para los efectos 
civiles, se juzgará por la lei del lugar en que se ha oele> 
brado. 

Art. 8.0. — Se reputará también válido para los mismos 
efectos, el matrimonio contraido por un nacional en el 
estranjero, ante el Ájente Diplomático de la República, 
con arreglo a sus leyes. 

Art. 9.0. — El matrimonio celebrado según los cánones 
de la Iglesia Católica, producirá efectos civiles en la Re* 
pública, aunque no los produzca en el lugar en que se 
contrajo. 

Art. 10. — La capacidad jurídica para contraer matri- 
monio se juzgará por la lei nacional de los contrayentes. 

Art. 11. — Los estranjeros que pretendan casarse en la 
República, estarán obligados a probar su capacidad jurí- 
dica ante la autoridad que la lei local designe. 

Art. 12. — También estarán sujetos a las leyes de la 
República en lo relalivo a impedimentos dirimentes. 
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Art. 13. — Los derechos i deberes personales que el 
matrimonio produce entre los cónyugues, i entre éstos i 
sus hijos, serán rejidos por la lei del domicilio matrimo- 
nial; pero si este variase, se rejirán por las leyes del 
nuero domicilio. 

Abt. 14. — >Las capitulaciones matrimoniales celebradas 
fuera de la Eepública, estaran sujetas a las mismas dis- 
posiciones que reglan los contratos. 

Art. 15. — No habiendo capitulacionea. matrimonialefl, 
la lei del domicilio conyugal rejirá los bienes muebles do 
los cónyujes,][sea cual fuere el lugar en que aquellos se 
hallen o en que hayan sido adquiridos. 

Art. 16. — Los bienes inmuebles i los muebles de situa- 
ción permanente se rejirán en todo caso por la lei del 
lugar en que estén situados, conforme al artículo ter** 
cero. 

Art. 17 — El matrimonio disuelto en otro paiscon arre- 
glo a sus propias leyes i que no hubiera podido disolverse 
en la Eepública, no habilitará a los cónyujes para con** 
traer nuevas nupcias. 

TITULO nij 

DS LA SUCBSIOH 

Art. 18. — La capacidad para testar se rejirá por la lei 
imcionai del testador. 

Art. 19. — ^Los estranjeros podrán testar en la Repú- 
blica con arreglo a las leyes del pais de su nacimiento o 
naturalización^ o según las de su domicilio. 

^T 20. — La capacidad para suceder i la sucesión se 
rejirán por la lei a que se haya sujetado el testador, cou 
las restricciones siguientes: 
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1.^ No tendrán efecto las disposiciones testamentarias 
sobre bienes existentes en la Eepública, si se oponen a lo 
que se establece en el artículo 54. 

2.* En la sucesión de un estranjero tendrán los nacio- 
nales a título de herencia; de porción conyugal o de ali- 
mentos, los mismos derechos que según las leyes del Es- 
tado les corresponderian sobre la sucesión de otro nacio- 
nal; i los harán efectivos en los bienes existentes en el 
pais. 

Art. 21. — ^Los testamentos otorgados fuera de la Eepú- 
blica i que deben cumplirse en ella, estarán sujetos a las 
limitaciones establecidas en el artículo anterior. 

Akt. 22. Las solemnidades externas del testamento se 
rejirán por la lei^del lugar en que ha sido otorgado. 

Art. 23. — Las donaciones inter vivos se sujetarán a las 
disposiciones contenidas en los artículos anteriores. 

Art. 24. — La sucesión intestada se rejirá por la leí 
nacional del difunto con las limitaciones contenidas en el 
artículo 20. A falta de parientes con derecho a la heren* 
cia, los bienes existentes en la Eepública quedaran suje- 
tos a las leyes de ésta. 

TITULO IV 

DK LA. COMPETENCIA DE LOS THIBÜKALKS SOBRE ACTOS JURÍDICOS 
REALIZADOS FUERA. DE LA REPÚBLICA 1 SJBRB LOS CELEBRADOS 
POR ESTRANJEROS QUE NO RESIDEN EN ELLA. 

Art. 25. — Los que tengan domicilio establecido en la 
Bepública, sean nacionales o estranjero3 i estén presentes 
o ausentes, pueden ser demandados ante los Tribunales 
territoriales para el cumplimiento de contratos celebrados 
en otro pais. 
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Art. 26. — También pueden serlo los estranjeros que 
88 hallen en el país^ aunque no sean dotniciliados, si esog 
contratos se hubiesen celebrado con los nacionales, o con 
otros estranjeros domiciliados en la Bepública. 

Art. 27. — Los estranjeros, aunque se hallen ausentes, 
pueden ser demandados ante los Tribunales de la Nación: 

1.^ Para que cumplan las obligaciones contraidas o que 
deben ejecutarse en la Bepública, 

2.® Cuando se intente contra ellos una accipn real con- 
cerniente a bienes que tengan en la Bepública. 

3.0 Si se hubiese estipulado que el Poder Judicial de 
la Bepública decide las controversias relativas a obliga^ 
clones contraidas en otro pais. 

Art. 28. — Los estranjeros no domiciliados en la Bepú- 
blica que entablen alguna demanda contra los naturales 
o contra los estranjeros naturalizados o domiciliados, 
afianzarán las resultas del juicio^ si así lo exijiere el de- 
mandado. 

Art. 29. — No se exijirá, sin embargo, tal fianza en los 
casos siguientes: 

1.0 Si el extranjero apoyase su demanda en un docu- 
mento fehaciente; 

2.0 Si tuviere en la Bepública bienes suficientes; 

3.0 Si la parte líquida i reconocida del crédito cuyo 
pago solicita fuese bastante para responder de los resuln 
tados de su demanda; 

4.0 Si la demanda versare sobre actos comerciales. 

B.o Si el estranjero hubiese sido compelido judicial- 
mente a interponer la demanda. 

Art. 30. — Ea los juicios que se promuevan sobre el 
oamplimiento de obligaciones contraidas en pais estran* 
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jero, el modo de proceder se arreglará a lafi leyes de la 
Bepública. 

Abt. 31. — Se juzgarán también por las mismas leyes 
las excepciones provenientes de hechos qne se hayan rea- 
lizado en la Eepública, así como las acciones rescisorías, 
resolutorias o revocatorias que se funden en ellos; pero 
cuando se trate de probar la existencia de un acto jurí- 
dico, ocurrido fuera del pais, la prueba se arreglará a la 
leí del lugar donde ese acto se realizó. 

Art, 32. — La prescripción considerada como medio de 
adquirir bienes se juzgará por la lei de la situación de 
éstos. 

Abt. 33. — La prescripción considerada como medio de 
estinguir las obligaciones se juzgará por la lei del lugar 
en que éstas hayan tenido orí jen. 

TITULO V 

DE LA JURISDICCIOK NAClOlffAL SOBRE DELITOS C0METU)0B EH PAÍS 
ESTEANJEEO 1 SOBRE LOS DE^FALSIFlCACION EK PERJUICIO I>& 
OTROS ESTADOS. 

Art. 34.— Los que delinquieren fuera del pais, falsifi- 
cando la moneda nacional, billetes de circulación legs^l, 
títulos de efectos públicos u otros documentos nacionales 
serán juzgados por los Tribunales de la Bepública coax 
forme a sus leyes, cuando sean aprehendidos en su terri*« 
torio o se obtenga su estradicion. También son compe*» 
tentes los Tribunales nacionales para juzgar. 

1.^ A los ciudadanos de la Bepública que hubiesen 
cometido en pais estranjero un delito de incendioi asesi- 
nato, robo, o cualquier otro que esté sujeto a la estradi* 
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oion, siempre que haya acusación de parte o requerimiento 
del Gobierno del pais en que se hubiese cometido. 

2.<^ A los estranjeros que habiendo cometido los mis- 
mos delitos contra ciudadanos de la Eepública, vengan a 
residir en ella, siempre que preceda acusación de parte 
interesada; 

3.^ A los piratas. 

Art. 35.-:-E1 procedimiento de esos juicios se sujetará 
a las leyes del pais. 

Art. 36. — ^Cuando en el lugar de la perpetración i en 
el del juicio sea diferente la pena que corresponda al de- 
lito, se aplicará la menos severa. 

Art. 37. — Las disposiciones que preceden no tendrán 
efecto: 

1.*" Bi el delincuente ha sido juzgado i castigado en el 
lugar de la perpetración del delito; 

2.^ Si ha sido juzgado i absuelto u obtenido remisión 
de la pena; 

d.^ Si el delito o la pena hubiesen prescrito con arre- 
glo a la lei del pais en que se delinquió. 

Art. 38. — La responsabilidad civil proveniente de de- 
sitos o cuasi-delítos se rejirá por la lei del lugar en que 
le hayan verificado los hechos que los constituyen. 

Art. 39. — Serán castigados en la Eepública conforme 
a sus leyes, los delitos consistentes en falsificar para la 
oiiculacion: 

1.0 Moneda que tenga curso legal en cualquier pais; 

2.0 Obligaciones o cupones de la deuda pública o bilie»* 
tes de Banco de cualquiera nación, con tal que su emi^ 
sion esté autorizada por una lei de la misma; 

3.0 Obligaciones u otros títulos emitidos en cualquier 
paiB por sus municipalidades o establecimientos públicos 
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de toda especie o cupones de intereses o de dividendos 
correspondientes a tales títulos; 

4.° Acciones de sociedades anónimas, legalmente cons* 
tituidas en otro pais. 

TITULO VI 

DE LA BJEGTJ0105 DE LAS SEKTENCIAS t OTROS A0TO8 

JURISD1CCI0>ALE8 

Art. 40. — Las sentencias i cualesquiera otras resolu- 
ciones judiciales en materia civil, espedidas en las Repú- 
blicas signatarias, se cumplirán por las autoridades na- 
cionales con sujecoion a lo prevenido en éste título. 

Art. 41. — La ejecución de dichas sentencias o resolu" 
cienes se pedirá al Juez o Tribunal de primera instancia 
del lugar en que han de cumplirse, para lo que se le di- 
rijirá un exhorto con inserción de todas las piezas nece- 
sarias. 

Art. 42. — El Juez exhortado le dará cumplimiento 
con sujeción a lo dispuesto en el artículo 54: 

1.0 Si no se opone a la jurisdicción nacional; 

2.0 Si la parte hubiese sido legalmente citada; 

3.0 Si la sentencia o resolución estuviese ejecutoriada, 
con arreglo a la lei del pais en que se hubiere espedido- 

Art. 43. — La parte que se considere perjudicada por 
el auto del Juez exhortado, puede interponer los recursos 
que la lei permita en el pais de la ejecución; pero será 
prohibida toda controversia que no se refiera a alguno 
de los casos puntualizados en el artículo anterior. 

Art. 44. — Los exhortos que se espidan en las repú- 
blicas signatarias para la ejecución de los laudos o fallos 
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arbitrales, se cumplirán también con arreglo a las dispO'* 
sioíones precedentes, si están homologados. 

Art, 45. — ^Los laudos que no estén homologados se 
sujetaran a las mismas reglas que los contratos. 

Art. 46. — ^Los actos de jurisdicción voluntaria surtí" 
rán sus efectos bajo las mismas condiciones establecidas 
en el artículo 42. 

Art. 4tl. — Los exhortps que tengan por objeto hóper 
una simple notificación, recibir declaraciones o cuales- 
quiera otras dilijencias de ésta naturaleza, se cumplirán 
siempre que estuviesen debidamente legalizados. 

Art. 48. — Lo dispuesto en los artículos 41, 42, 43 i 
44 se observará también respecto de las sentencias i otros 
actos judiciales, así como sobre los arbitrales espedidos 
en- paises estranjeros a las Eepúblicas signatarias: 

1.^ Si favorecen el derecho de los ciudadanos de di- 
chas Eepúblicas. 

2.^ Si aunque sean espedidos a favor de otras personas, 
se acredita que en el Estado donde tuvo lugar el juicio o 
el arbitraje, se observa la reciprocidad. 

Art. 49. — No se exijirá la reciprocidad para ejecutar 
los exhortes relativos a actos de jurisdicción voluntaria o 
a simples dilijencias judiciales. 

Art. 50 — Los medios de ejecución para el cumplin 
miento de los exhortes a que se refieren los artículos an- 
teriores, serán loe establecidos en la Eepública. 

TITULO VII 

T>Á LAS LEGALIZACIONES 

Art. 51. — Para que los exhortos i otros instrumentos 
públicos procedentes de un pais estrañjero produzcan 
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efectos legales en la República, su autenticidad será oomp 
probada conforme a las reglas siguientes: 

Los exhortes en que se solicita la ejecución de senten- 
cias i laudos, serán legalizados en la nación de au proe^ 
dencia conforme a la lei o práctica establecida en ella. 

8i la última firma deesa legalización fuese la del Ajea^ 
te Diplomático o Consular del pais de la ejecucioU; seré 
autentificada por el Ministro de Eelaciones Esteiioves del 
mismo. 

Si la última firma fuese la del Ájente Diplomático o 
Consular de una nación amiga^ el representante o ájente 
de ésto, en el pais de la ejecución la autentificará i pa9a.rá 
el exhorto al Ministro de Eelaciones Esteriores para los 
efectos indicados en el inciso anterior. 

Si la nación de que procede el exhorto tuviese Ájente 
Diplomático o Consular en el pais en que ha de cumplirse, 
podrá el Ministro de Eelaciones Esteriores de aquella nar 
cion remitirle el exhorto para que, previa la autentifica- 
cion de su firma, pase al de igual clase de la nación ea 
que ha de ejecutarse a fin de que le dé el curso respec- 
tivo. 

Art. 52. — Los demás documentos surtirán sus efectos, 
si son legalizados por el Ájente Diplomático o Consulaj 
de la Eepública, o de manera que la comprobación pueda 
hacerse por el Ministro de Relaciones Esteriores del paiB 
de la ejecución. 

TITULO VIII 

DISPOSICCOKES C0MUTÍTC&6 DE LOS TÍTULOS PREOBDSHTBS 

Art. 53.— Las disposiciones de los títulos anteriores no 
alteran las establecidas en los tratados vijentes con otras 
naciones. 
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Art. 54. — Las leyes, sentencias, contratos i demás ac- 
tos jurídicos que hayan tenido oríjeñ en pais estranjero, 
solo se observarán en la Eepública, en cuanto no sean in- 
compatibles con su Constitución Política, con las leyes de 
orden público o con las buenas costumbres. 

Art. 55. — Corresponde al que invoca una lei estranjera 
i pide su aplicación conforme a los títulos precedentes, 
probar la existencia de dicha lei. 

Art. 66. — El presente Tratado, aprobado que sea por 
los Congresos i ratificado por los Gobiernos de las Eepú- 
blicas signatarias, será canjeado en Lima en el menor 
tiempo posible. 

Art. 57. — No es indispensable para la vijencia de este 
Tratado la aprobación de todas i cada una de sus estipu* 
laoiones por todas las naciones signatarias. La que lo 
apruebe en todo o en parte, lo comunicará al Gobierno 
del Perú, para que lo trasmita a las demás naciones con- 
tratantes. Este procedimiento hará las veces de un canje. 
^ Art. 58. — Hecho el canje en la forma indicada en el 
articulo anterior, el tratado quedará en vigor desde ese 
acto, i por tiempo indefinido, entre las naciones que lo 
hubieren efectuado. 

Art. 59, — Si coü el trascurso del tiempo, alguna de las 
naciones contratantes creyere necesario introducir modi - 
fioaciones en este Tratadd*, notificará a las demás sti vo- 
luntad de hacer cesar sus efectos en la parte correspon* 
diente; pero no quedará desligada^ sino tres a3os dospues 
de ese acto, término en que se procurará llegar a un nuevo 
acuerdo por la vía i en la forma que se juzguen mas oon- 
yeaientes. « 

Art eO.^El artículo 57 es ostensivo a todas las Repú- 
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El 14 de Febrero de IS 
blica Arjentina i del TJruj 
que convenían en la reui 
internacional Sud-Americ 
celebración de un tratado 
que abarca el Derecho Ini 
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Funcionó ese Congreso desde el 25 de Agosto de 1888 
hasta eri8 de Febrero de 1889. 

Se proyectaron en ese Congreso los siguientes tratados: 

I. De Derecho Civil Internacional, compuesto . de 71 
artículos. Los representantes de Chile estuvieron en desa- 
cuerdo i presentaren enminoria otro tratado elaborado por 
el señor Prats, constante de 36 artículos. El señor don 
Belisario Prats pronunció un brillante discurso comba- 
tiendo el proyecto de la mayoría i apoyando el suscrito 
por ól. 

II. De Derecho Comercial Internacional, que consta 
de 52 artículos, suscrito también por los Plenipotencia « 
rios de Chile. 

in. De Propiedad Literaria i Artística, que consta de 
16 artículos, suscrito también por los representantes de 
Chile. 

IV, De Derecho Penal Internacional que consta de 51 
artículos. No fué suscrito por los Plenipotenciarios de 
Chile. 

V. De Derecho Procesal, que consta de 16 artículos, i 
que fué suscrito por los representantes de Chile. 

YI. De Marcas de Comercio i de Fábricas, constante 
de 8 artículos, suscrito también por los Plenipotenciarios 
de Chile. 

YII, De Patentes de Navegación i que se forma de 
diez artículos, suscrito también por los representantes de 
Chile. 

VIII. Sobre el ejercicio de profesiones liberales que 
oonsta de seis artículos i que no fué Armado por los Ple^ 
nipotenciarios de Chile. Se firmó ademas un Protocolo 
adicional que fué aceptado por los Plenipotenciarios de 
Chile, para lu aplicación de lo pactado en los anteriores 
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La capacidad una vez adquirida por razón de la edad, 
emancipación o habilitación de edad, no puede ser modi- 
ficada por la lei que impere en el Estado dentro del cual 
se constituye un nuevo domicilio. 

La existencia i capacidad de las personas jurídicas de 
carácter privado, se rije por las leyes del pais en el cual 
han sido reconocidas como tales. 

El artículo 11 establece que la capacidad de las perso- 
nas para contraer matrimonio, la forma del acto, la exis- 
tencia, separación i la disolución del vínculo matrimonial, 
se rijen por la lei del lugar en que éste se celebra. 

Aquí se prefiere el lugar de la celebración del matri- 
monio i para contratar prefiere la lei del domicilio. ¿Acaso 
el matrimonio no es contrato? Mas en cuanto a los debe- 
res i derechos de los cónyujes i eñ lo relativo a sus rela- 
ciones personales, prefiere las leyes del domicilio matri»* 
monial, o por las del nuevo domicilio, cuando éste haya 
sido variado. 

En cuanto a las leyes que deben gobernar los bienes 
de los casados, no hizo distinción entre bienes muebles 
o inmuebles i no acuerda ninguna importancia al cambio 
de domicilio. 

En esta materia el Congreso se inspiró en la doctrina 
de Savigny. 

■ 

Luego se establece que en defecto de contrato nupcial, 
o en todo lo que en él no se haya previsto, las relaciones 
de los esposos i de la sociedad conyugal respecto a sus 
bienes presentes i futuros, deben rejirse por la le^^del do- 
micilio conyugal que de común acuerdo hubieren ellos 
fijado, antes o al tiempo de la celebración del matrimonio 
en todo lo que no esté prohibido por las leyes se rija por 
la lei de la situación de dichos bienes. 
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Ea cuanto a la lei que debe rejir las relaciones pecun 
niarias creadas por la patria potestad, se resolvió que 
tanto los derechos que nacen de esa relación, así como 
la enajenación i demás actos que los afecten, se rijan por 
la lei del Estado en que dichos bienes se hallan situados. 
Esta regla también rije para los tutores i curadores. 

Los bienes cualquiera que sea su naturaleza, bien sean 
muebles, inmuebles o creditorios, son esclusivamente re- 
jidos por la lei del lugar donde existan, en cuanto a su 
calidad, a su posición i a su inalienabílidad absoluta o 
relativa i a todas las relaciones . de derecho de carácter 
real de que son susceptibles, lo que equivale a establecer ' 
que los derechos reales i relaciones jurídicas de carácter 
real sobre toda clase de cosas, asi como la clasificación 
de estas cosas, se rijen por la lei de su situación. 

Las lejislaciones de muchos países hacen gran diferen- 
cia entre las cosas muebles i las raices, aceptando el prin- 
cipio de que los inmuebles forman parte del territorio 
nacional i se rijen por la lei del territorio, en lo que no 
hai razón jurídica para que leyes diversas rijan las cosas 
situadas en un mismo pais. 

Fiore con casi ningún fundamento, hace división entre 
las cosas muebles según estén destinadas a permanecer 
poco o mucho tiempo, para rejirlas por diversas leyes. 
Otros consideran los bienes raíces sometidos a la lei terri- 
torial i los bienes muebles exentos de esta lei, siendo a 
nuestro juicio, lo mas lójíco que todas las cosas situadas 
en un país deben quedar sujetas a la lei del país en^que 
se encuentren. \ 

¿Cuál es la situación de los buques i la de los cargan 
mentes? *^ 

El buque que se encuentra en aguas de jurisdicción de>s 
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un pais, sobre todo, si este país es el de su matrícula o 
se halla fondeado, está como cualquier otro objeto in- 
mueble, sujeto a las leyes de esa nación, lo mismo que su 
cargamento. 

Si el navio se encuentra en aguas no jurisdiccionales, se 
le reputa situado en el lugar de su matrícula. 

Los choques i abordajes que acontecen en aguas no 
jurisdiccionales, se gobiernan por la lei de la nación de la 
matrícula, tal como sucede en el caso de los buques. 

La bandera coloca al buque bajo la jurisdicción del pais 
a que pertenece. 

En cuanto al cargamento del buque, resuelve el Con- 
greso de Montevideo, que no estando en agnas jurisdiccio- 
nales se reputa situado en el lugar del destino definiti- 
vo de las mercaderías. ¿Porqué el Congreso estableció . 
conclusiones tan diversas respecto del buque i de su car- 
ga? El cargamento debe seguir la lei que rija al buque, 
siendo que ambos tienen una misma situación. 

Después resolvió que las averías gruesas se rijan por la 
lei del pais de la matrícula del buque en que han ocun 
rrido. ¿Porqué no siguió la doctrina del Congreso de 
Amberes, dando preferencia,, no a la lei del pabellón, 
si nó a la del lugar del destino de las mercaderías o donde 
se termina el viaje? 

¿Cuál es el asiento de los derechos creditorios? El Con- 
greso resolvió que se reputaran situados en el lugar en 
qu6 la obligación deba cumplirse. 

Laurent, Foelix i Despagnet les asignan como lugar 
de situación, la nación o el domicilio del acuerdo, al paso 
que Rodenburgh i Fiore prefieren la lei del domicilio 
del deudor. 

Respecto al cambio i situación de los bienes muebles 



derechos adquiridos con arreglo a la lei del lugar donde 
existían al tiempo de su adquisición i que el dereclio ad- 
quirido por terceros a los misoaos bienes, de conformidad 
a la lei del lugar de su nueva situación, después del cam- 
bio operado i antes de llenarse los requisitos referidos, 
priman sobre las del primer adquirente. Ésto quiere decir 
que un derecho adquirido en un país debo ser respetado 
en cualquier; otro Estado, con tal que ese derecho no ata* 
que una lei de orden piíhUco internacional. 

El título X del Tratado sivil, que lleva por rubro «J!)e 
los actos Jurídicos» i que en realidad de verdad se refiere 
solo a obligaciones i derechos correlativos, establece que 
los contratos sobre cosas ciertas e individualizadas, se 
rijen por la lei del lugar donde ellas existían al tiempo 
de su celebración. 

Los contratos sobre' cosas determinadas por su jénero, 
se rijen por la lei del lugar del domicilio del deudor al 
tiempo en que fueren celebrados. 

Loa contratos referentes a cosas ñinjíbles se rijen por 
la del lugar del domicilio del deudor al tiempo de su cele- 
bracion, etc. etc. 

Vamos por partes en estas materias. 

El Congreso resuelve: 

1." Que los contratos, bajo todos sus aspectos, ae go- 
biernan por la lei en donde deben cumplirse. 

a," El lugar del otorgamiento gobierna laa formas del 
instrumento público i esa misma lei gobierna su natura- 
leza, su validez, sus efectos, sus consecuencias, su ejecu- 
ción i en suma todo cuanto concierne a los contratos. 

3.'> Los contratos sobre cosas ciertas c individualizadi.a 
i los que versan" sobre prestación de servicios^ cuando re-* 



l)tí DEBÉÍCHO IKTEEXACÍOKAL PRlVAüd ^i 

caen sobre cosas, se rijen por la lei del lugar donde esas 
€Osas existían al tiempo de la celebración del contrato. 

4.^ Si la eficacia de los servicios se relaciona con algún 
iagar especial^ el contrato se gobierna por la leí del lugar 
donde haya de producir sus efectos. 

5.<> Los contratos que recaigan sobre cosas jenéricas o 
sobre cosas funjibles^ así como los de prestación de servi- 
cios, fuera de los casos antes enumerados, se rijen por la 
lei del lugar del domicilio del deudor al tiempo de la 
celebración del contrato. 

6.^ Para la permuta se sigue la lei del domicilio común 
de los contratantes i en defecto la lei del lugar en que la 
permuta se celebró. 

7.® Las letras de cambio se gobiernan según la lei del 
lugar del acto i ella es laque rije la forma de este último, 

8.^ La forma del contrato se gobierna por la lei del país 
en que el contrato deba cumplirse, con lo que se destruye 
la regla locus regit actum que ha sido jenei:ííilmente acep - 
tada. 

En el contrato de permuta, el Congreso abandonó la 
doctrina de que se rijiera por la lei del lugar de la ejecu- 
ción del contrato i estableció reglas arbitrarias que no 
obedecen a ningún principio, siendo que la permuta es 
natural que se rija por los mismos principios que gobier^ 
nan los demás contratos bilaterales, i por lo tanto, ¿para 
qué^buscarle una regla especial? 

Este mismo Congreso resolvió que el contrato de socie- 
dad comercial se rije tanto en su forma como respecto a 
Ifts relaciones jurídicas entre los socios, i entre la socie- 
. dad i los terceros, por la lei del pais en que ésta tiene su 
domicilio comercial. 
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Se dio, como se vé, preferencia a leí d' 

Cada sucursal establecida en otra nat 
mícilio en el país en que se encuentre. 

El contrato de fletamento se rije i juz, 
tribunales del paia en que está domicilia 
rítima coa la cual ha contratado el fletadi 
trato de fletamento tiene por objeto 1 
mercaderías o de pasajeros entre puQi 
Estado, será rejido por las leyes de ést 
esto la lex loci excecutionis para dar prefe 
lugar del contrato. 

£1 contrato de seguro está sujeto a d 
Bcgun el Congreso de Montevideo. El mi 
vida, siguen las leyes del país en que es 
sociedad aíteguradora o la sucursal o ajen 

Los seguros terrestres i de trasportes 
interiores, se rijen por la lei del pais en 
el bien objeto del seguro a la época de 8 

El contrato de préstamo a la gruesa i 
del pais en que pe hace el préstamo. 

Se ve que estos contratos apesar de su 
tejidos por reglas diversas. 

El Congreso de Ambares de 18S5 resc 
tenciones relativas al contrato de segu 
ben, en cuanto a los casos no previstos p( 
dirse según la lei, condiciones i usos del 
ha sido adoptada por las partes. 

En el préstamo a la gruesa rechaza el ( 
tevideo la lex loci executionis para dar oí 
contractus. 

La doctrina eatranjera somete eate prés 
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de los préstamos i contratos en jeneral, que coincide con 
la doctrina del Congreso. 

Las facultades del capitán para contratar el préstamo 
se rijen por la lei del pabellón del buque. 

La lex reí sitoe rije el ejercicio del privilejio que corres- 
ponda al prestamista sobre la cosa afectada al préstamo. 

El Congreso de Montevideo acuerda que enel caso de 
varios préstamos sucesivos, tenga preferencia el préstamo 
tomado para llenar las nopesidades del último viaje, sobre 
las deudas contraidas para la construcción o compra del 
buque. 

Las cuestiones que se susciten entre el deudor i el toma- 
dor, se someten a la jurisdicción de los tribunales del Es- 
tado donde se encuentren los bienes afectados al préstamo, 
i cuando el prestamista no pueda hacer efectivo su crédito 
en dichos bienes, podrá ejercitar su acción ante los tribu- 
nales del lugar del contrato o del domicilio del deman- 
dado. 

El contrato de ajuste de la jente de mar, según el 
Congreso de Montevideo, queda sometido a la misma 
regla del préstamo a la gruesa^ siendo lo natural que siga 
la regla de todo contrato oneroso relativo a prestación 
de servicios, rijiéndose cada servicio por la lei a que el 
obligado ha entendido someterse. 

La jurisprudencia estranjera, en esta materia, establece 
que se sigan las reglas ordinarias de los contratos. 

Las obligaciones resultantes de una letra de cambio dá 
la preferencia a la lei del lugar en que se realiza el acto^ 
lo que es conforme con la regla locus regit actum, aceptada 
por todos los autores i que no obstante el Congreso so 
mostró tan poco afecto a ella, 

Mttohoa opinan que la obligaoioQ de oada firmante de 
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Sí el bien mueble hubiere cambiado de situación, la 
prescripción se rije por la lei del lugar en que ha comple- 
tado el tiempo necesario para prescribir. 

La prescripción estintiva de acciones reales, se rije 
por la lei territorial. 

Para las sucesiones ha establecido el Congreso: 

1.0 Bije la forma de los testamentos la lei del lugar de 
la situación de los bienes hereditarios al tiempo de Ja 
muerte de la persona de cuya sucesión se trata, es decir 
que los somete a la lei personal del difunto. 

2.^ Esta misma lei rije la capacidad de las personas 
para testar, la del heredero o legatario para suceder, la 
'palidez i efectos del testamento, los títulos i derechos 
hereditarios, de los parientes i del cónyuje sobreviviente, 
lo relativo a la existencia i proporción de las lejítiraas, 
la existencia i monto de los bienes reservables i en su na, 
tedo lo relativo a la sucesión lejítima o testamentaría. 

En materia de comercio resolvió el Congreso que los 
comerciantes i ajentes de comercio están sujetos a las 
leyes de comercio del país en que ejercen su profesión, i 
el carácter de comerciantes por la lei del país en que una 
persona tiene el asiento de sus negocios. 

El contrato de sociedad se rije en su forma i en cuanto 
a las relaciones jurídicas entre los socios i entre la socie- 
dad i terceros, por la lei del pais en que ésta tiene su do- 
micilio comercial. 

Para conocer de los juicios de quiebra son jueces com- 
petentes los del domicilio comercial del fall'do. Si tiene 
dos o mas casas comerciales independientes en distintos 
territorios, son competentes para conocer en el juicio de 
quiebra de cada una de ellas, los Tribunales de sus res- 



otivoa domicilios. Igaales reglas se aplican a las sooie- 
dea anónimas. 

Eeaolvió también el Congreso sobre actos de jnris- 
Bcion: 

1.0 Que las acciones personales se deben entablar 
te loa jueces del lugar a cuya leí esté sujeto el acto ju- 
iico, materia del juicio. 

2.*> Pueden entablarse también ante los jueces del do- 
ícilio del demandado. 

3." La declaración de ausencia se solicita ante el juez 
1 último domicilio del presunto ausente. 
4.0 El juicio de capacidad de las personas para el ejer- 
!Ío de los derechos civiles, se sigue ante el juez de sa 
micilio. 

5." Las acciones que proceden del ^ercicio de la patria 
testad i de la tutela i cúratela, i de ineapaces, así como 
éstos contra aquéllos, ante los Tribunales del pais en 
e estén domiciliados los padres, tutores o curadores. 
6." Las acciones que versen sobre la propiedad, ena- 
laciono actos que afecten a los bienes de los incapaces, 
entablarán ante los jueces del lugar en que sus bienes 
hallen situados. 

7.0 Son competentes para conocer del juicio de rendi- 
)n de cuentas, los jueces del lugar en el cual se discer- 
ó el cargo de tutor o curador. 

8." Loa jueces del domicilio conyugal son competentes 
,ra conocer del juicio do nulidnd de matrimonio, divor-* 
), disolución i en jeneral de todas las cuestiones que 
Bcten las relaciones personales de los esposos. 
9." Las cuestiones que surjan entre esposos sobre ena- 
aacion n otros actos que afecten los bienes matrimonia- 
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les, son del resorte délos jueces del lugar en que eeten 
Qbicados esos bienes. 

10. Los juicios sobre existencia i disolución de una 
Hoeiedad civil, son del resorte de los jueces del lugar del 
domicilio de la sociedad. 

11. Los juioios' a que dé lugar la sucesión por causa 
de muerte, se siguen ante los jueces de los lugares en 
que Be encuentran situados los bienes hereditarios. 

12. Las acciones reales i las denominadas mistas, se 
entablan ante los jueces del lugar en que existan todas las 
cosas sobre que la acción recaiga. 

8í comprendieran cosas situadas en distintos lugares, 
el juicio debe ser promovido ante los jueces del lugar de 
cada nno de ellos. 
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Apenas terminaba el anterior Congreso, cuando Mr. 
Blaine provocó la reunión de otro en Washington, que se 
verificó a fines de 1889 i terminó a principios de 1890. 

El Gobierno de Estados Unidos tuvo un derroche de 
lujo i de ostentación, i apesar de esto no hubo un resulta- 
do práctico, como no lo han dado ni lo darán los pasa- 
dos Congresos sobre estas materias. 

Mr. Blaine parece que quería que América fuera para 
los Americanos del Norte i la América latina contestó 
«América para la humanidad.» 

De este Congreso nació la « O/icina de las Repúblicas 
Americanas.* 

En esas conferencias se aprobaron tratados sobre di- 
versas materias i en lo referente a Derecho Internacional 
Privado, se estableció lo siguiente: 
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Entre tanto Chile en respnesta al Ministro Americano 
residente en Santiago, en nota fecha 22 de J'ulio 1900 ea- 
tabléelo que est-iria dispuesto a concurrir a la proyectada 
Conferencia Americana, eiempre que con arreglo a su 
programa no asuma la adopción de resoluciones de carác- 
ter retroactivo, arrogándose el conocimiento de cuosttonea 
pendientes o pasadas en las cuales alguna de las Kepú- 
blícas invitadas i concurrentes paeda tener interés, para 
evitar asi el peligro de que se susciten oneationes enojo- 
sas entre ^as Bepúhlíoas. Exijió ademas del Comité 
Ejecutivo por medio del Sr. Uorla Vicuña que definiera 
de una manera precisa los arts. 1.°, 2." i 3» del proyecto 
programa que decia así: 

1. Puntos estudiados por la Confereticia anterior, que 
. la nneva Conferencia decida reconsiderar. 

2. Arbitramento. 

3. Corte Internacional de reclamaciones. 

4. Medios de protección a la industria, agricultura i 
comercio. Desarrollo de las comunicaciones entre los paí- 
ses de la TJnion. Heglamentt» Consulares de puertos i 
aduanas. Estadísticas. 

6. Eeorganizaoion de la Oficina Internacional de las 
Bepúblioas Americanas. 

Concluyó espresando que solo cuando se resuelvan sus 
observaciones, podrá dar respuesta definitiva a la invíta- 
oion a la segunda conferencia Americana que se le hace. 

El Comité Ejecutivo celebró entonces en Washington 
una reunión en 6 de Mayo de 1901, en el gabinete del 
Ministio Mr. David Hill para tomar en consideración las 
observaciones que se haoian por parte de Chile. 

En respuesta al señor Moría se le pasaron por escrito ka 
nsoluoioiids del Comité, qoe fueron laa siguientes: 
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• 

para anular el acuerdo adoptado por el Comité Ejecutivo 
de fecha 6 de Mayo en vista de su importancia i los ele- 
vados propósitos que lo motivaron que desde luego ase - 
guraba el éxito del Congreso. 

Esas jestiones solo probaron que habia naciones intere- 
sadas en mantener un programa vago e indeterminado, 
con lo que se justificaban las justas apreciaciones del Go- 
bierno de Chile. ¿Por qué se evitaba que el Congreso 
Pan Americano que debia reunirse en Méjico tuviera para 
sus deliberaciones un programa concreto de trabajo, en 
el que solo pudieran tener cabida los temas de interés je- 
neral i común para el desarrollo i consolidación de las rela- 
ciones políticas i comerciales de las Eepública^ de la 
América? 

Lo que se queria era dar cabida a cuestiones que po* 
dian afectar situaciones determinadas, para resolver con* 
troversias pendientes, renovar hechos ya consumados, sa- 
tisfacer aspiraciones de predominio «o crear intereses 
políticos en favor de unos con desmedro de los derechos 
de los demás.» 

«£1 programa de un Congreso Internacional es, pues, 
el antecedente sobre que descansa la actividad que cada 
cancillería asume en presencia de una invitación para 
concurrir en determinadas condiciones i con objetivos 
bien definidos a la discusión i estudio de problemas de 
interés jeneral i de conveniencia recíproca. 

No puede este programa alterarse o modificarse en 
forma alguna^ sin el asentimiento de la unanimidad de 
las naciones invitadas, porque se destruiría la base fun- 
damental de la convocatoria i se cambiarían mas o menos 
austanoialmente las condiciones en que los respeotivoa 
OtobieruQs acordaron su aoeptaoioni retrotrayéndose laa 

u 



S!2 ^RIKCIPIOS ELEHtj 

Cosas, en tal emerjencia, a la aitu 
traban en el momento de la invit 

lÜBta es la regla uaiformementc 
camente debe rejir en los actos i 
carácter. 

Así lo entendió la oaDoilleria íi 
presaba en 9u circular de invitaci 
concurrieron a la Conferencia de 
. <Queda bien entendido que toe 
cernientes a laa relaciones polític 
orden de cosas esiablecido pot los J 
todas las cuestiones que no estén con 
ma adoptado por loa Gabinetes, deb 
tómente de las deliberaciones de la ( 

La cancillería de Washington c 
entregar a la libre discusión i reS' 
cas Americanas todo lo referente 
ferencía para no frustrar el buen 
pedia apoyar ideas disolventes, i 
movible i obligatorio para el Coi 
el Comité, a menos que todos los 
nieran modificar el programa pro] 
tario de Estado del gobierno de 'V 
cunstaneia de haber comuDicado ( 
aceptaba la definición dada al reft 
vista de ól concurriría a la confer 
carácter de hecho consumado. 

Vencidos, pues, los que pretent 
jenoias de Chile i quedando en cli 
florte del Congreso, Chile designó 
la reunión inaugural de este Couj 
de Octubre de 1901. 
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El Gobierno de Méjico se mostró espléndido con los 
delegados al Congreso. Las naciones de Amérioa tendrán 
que recordar con gratitud la hospitalidad que recibieron 
sus representantes. 

Discutido el Eeglamento interior, se entró al debate 
de las cuestiones, no sin que algunos Delegados hubieran 
abandonado la pretensión de tratar cuestiones estrañas al 
programa, como ser el arbitraje obligatorio; pero esta vez 
fueron también vencidos como era natural. Aquello fué 
mas bien una celada que un hecho serio, digno de hom.- 
bres que en alge deben apreciar el cargo con que se en- 
contraban investidos. 

Pero dejando estos recuerdos a la historia ¿qué se hizo 
en el Congreso Pan Americano reunido en Méjico con 
relación a Derecho Internacional Privado? 

La Comisión respectiva presentó nn estenso informe 
sobre codificación del Derecho Internacional i en el que 
dijo entre otras cosas lo siguiente: 

Siendo la base de las relaciones entre los Estados la li- 
bertad e independencia de cada uno de ellos, es menester, 
para la confección del Código Internacional, que todos 
Concurran libremente a establecer, i si es posible a san- 
cionar las reglas que deben rejir entre sus relaciones re- 
cíprocas. 

Este acuerdo no siempre es fácil por lá naturaleza mis- 
ma de los principios del Derecho Internacional que, lo 
mismo que los de todas las ciencias políticas i sociales, 
tienen su oríjen i fundamento en las necesidades reales 
de la vida de los pueblos, i como tales, i en lo que puede 
afectar el carácter especial de cada uno, no son suscepti' 
bles de reglas uniformes é!invariables. 

De esta circunstancia nace una triple dificultad para 
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la oodiflcacion, qae es menc 

La primera dificultad nai 
nacionales, dada su natura 
daa con la política interior 
lítioa que a su vez, está doi 
paciones i pasiones mas o n 
pdblica. Esto trae lójtcamt 
económico entre los Estad( 
relaciones mutuas, de done 
en muchos de los principios 

Prácticamente vemos estí 
materia determinada celeb 
£n ellos no se adoptan sien 
misma norma de conducta, 
Bea la situacioii política de 
con ellos se tengan. 

Mas notoriamente se ve 
ocurre en Conferencias Int 
Si se quiere discutir un pri 
dos los paises en ella repre 
realidad no son sino codific 
das, encuentra mucha resi 
mayores aun para su ratifíi 
esos debates hai diverjenci; 
mas fundamentales, i que 
aprobación de todos; i aun i 
gan a suscribir colectivan 
dispuestas a celebrar con i 

La segunda dificultad pr 
cipios del Derecho Literní 
en las necesidades reales 
tan variables como ellas, i 
caciones. 



La historia de las relaciones internacionales nos de 
muestra que los grandes suceso^ políticos i económicos, 
han producido siempre profundas modificaciones en esas 
relaciones^ de manera que siempre ha habido una marcha 
paralela entre la historia política i económica de los Esta- 
dos i los progresos del Derecho Internacional. 

La tercera dificultad que se opone a la codificación, de- 
riva también de la íntima relación de los preceptos del 
Derecho Internacional con la vida i desarrollo de los Es- 
tados. * 

A medida que éstos progresan política i económicamen- 
te, surjen nuevas necesidades que reglan de diferente ma- 
nera sus relaciones recíprocas. Los principios del Derecho 
Internacional se van desarrollando por este motivo de un 
modo gradual i constante, sin que sea posible determinar- 
los de una manera completa. 

De aquí que, aun prescindiendo del carácter antagóni^ 
co de las relaciones internacionales, i suponiendo, por con- 
siguiente, que todos los Estados estuvieren en un momen- 
to dado de acuerdo con todas las reglas porque deben re- 
jirse en sus relaciones recíprocas, el carácter variable de 
esas relaciones i su desarrollo continuo dificultan una ri- 
gurosa codificación. 






Hai, sin embargo, algunas materias que, por no tener 
la naturaleza esencialmente variable queen jeneral tienen 
las relaciones internacionales, están casi exentas de los 
inconvenientes antes indicados. Aludimos a aquellas que 
por su' carácter jeneral no afectan ni se ligan con los in*- 
tereses de ningún pais determinado, no sufren casi alte- 



raoion con loa caí 
i que aun progres 
modo sensible. A 
riag de Derecho '. 
conocidas con el n 
fin, las que se fun 
raleza humana, ct 
les las leyes de la 

Las diñcultnde: 
reclio Interna ció I; 
insuperables. Coi 
conocer con exacl 
emprender esa ce 
llevarse a efecto. 

Aparece desde 
que ese trabajo si 
consultos americ 
existentes en nue 
rias quo serftn ob_ 

Esa Comisión i 
glamentar minué 
objeto del Doreoli 
cultades mención. 
para ello, esa regí 
nientea que ventí 



La codificación 
portantes en que 
glamentacion, i q 
la práctica de liis 
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los preceptos que se establezcan sean la consagración d e 
las relaciones efectivas que existen actualmente entre 
ellas i que se manifiestan sobre todo en sus usos i trata- 
dos. Ellos deben inspirarse ademas en las exijencias de 
la verdad científica i en los principios fundamentales del 
Derecho. 

La Comisión debe tomar en cuenta la mayor o menor 
variabilidad de las materias que va a codificar. Ahí don- 
de las relaciones internacionales estén íntimamente liga 
das con la política del pais, o en aquellas materias que 
por su naturaleza cambian constantemente con el solo 
desarrollo de la civilización, lo mas prudente, lo único ha- 
cedero, es establecer tan solo los principios fundamenta- 
les en qu6 estén de acuerdo todos los paises, pero que es 
menester proclamar de una manera jeneral, para que así 
tengan la autoridad de una lei. 






Las materias que por su naturaleza no están sujetas a 
los vaivenes de la polítici, i que ademas no tienen un de- 
sarrollo progresivo mui rápido, pueden ser reglamentadas 
de una manera mas miuuciosa i completa. 

Es indispensable, adornas, quo la codifteacion esté ins- 
pirada i dirijída por algunos priiiciploá fuii Jumentales que 
le sirvan de punto de partida, que vivifiquen todas las 
instituciones, llenen sus vacíos i establezcan la debida 
unidad i vinculación entre ellas. En este concepto, el 
punto fundamental de partida i la base de todas las ins- 
tituciones, debe ser, no la independencia absoluta de los 
Estados, sino elrecouocimieuto do la idea de comunidad 
internacional, en virtud do la cuil cada Estado, conser- 
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vando su independencia, está natura 
otros por intereses materiales i moral 
palabra, de (solidaiidad* entre ellos, c 
ouencía el Teconocimiento de derech< 

COS. I 

Deben también las instituciones es 
espíritu republicano i democrático q 
todos los pueblos americanos. 

La Comisión que lleve a efecto la 
después de terminado su trabajo, sorr 
los Gobiernos de los diversos Estado 
de que éstos hagan sus observacionc! 
sideradas por aquella al redactar, el 

Solo tomando en cuenta todas las i 
indicadas, será posible llevar a térm 
de codificación, al menos en algunas 
materias del Derecho Internacional, 
por principal objeto establecer en fór 
sas, i reconocidas por todos los paiscí 
laciones entre los Estados que ahor 
ragas i fácilmente eludibles. 

El contribuirá también, i éste no a 
ñores méritos, a modificar i fraterniza 
tre los Estados, poniendo de manifies 
existe entre ellos, i a fortalecer i ele^ 
litica i jurídica de los pueblos, que es 
Derecho Internacional. 

En conformidad con todas las idea! 
informe, sometemos a la consideracio 
fereneia Interii:ieioiKil Am^rieaua, el 
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Protkcto de Convención: 

Art. 1.^ El Cuerpo Diplomático AmeiiQanp residente 
en Washington, nombrará una Comisión de cinco jurís* 
consultos americanos, encargada de organizar en el ínter 
valo de la actual a la futura. Conferencia, un t Código de 
Derecho Público Internacional,» i un «Código de Derecho 
Internacional Privado, » que rejirán las relaciones entre 
las Naciones de América. 

Akt. 2.<> Bedactados dichos Códigos, la Comisión los 
hará imprimir i los someterá a la consideración de los 
Gobiernos de las Naciones Americanas para que propon- 
gan l^s observaciones que juzgaren convenientes. 

Ai^T. 3.^ Coordinadas sistemáticamente estas observa* 
ciones i revisados los Códigos por la Comisión que los 
TedactOi serán presentados a la futura Conferencia Pan- 
Americana. 

Art. 4.^ Para la vijencia del Tratado que sancione los 
referidos Códigos, no será necesario el canje simultáneo 
de ratificaciones por todas las Naciones signatarias, bas- 
tando la simple comunicación hecha por el gobierno de 
cada una de ellas, al de los Estados Unidos, de haber ñdo 
aprobada en la forma de sus leyes internas. 

Art. 5¿* Ja Comisión encargada de la redacción de 
loS'Códigos, funcionará en la capital europea o amerioa. 
na designada por el Cuerpo Diplomático que nombre a 
la. Comisión. Los gastos que ocasionen la ejecución del 
presente proyecto serán cubiertos por los gobiernos ame^ 
xioanos en la forma i proporción que la acordada para la 
Aotual Oficina de la ünion de las Bepúblicas Americanas. 

SrU de la OtfoiÚQai 30 de DioUmbre de 1901.-^(?ir^ 




Vendrá alguna 

Por eso se puec 

Be ha alcanzado e 

once años con él < 

del de Méjico. 



En naestro deE 
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tadas en eate Con 

I. Las obras pu 
gozar de la misma 
dispensa a las obi 



DK DERECHO INTEESACIONAL PRIVADO 91 

n. «¿La lei civil, debe asegurar al oónyuje sobrevi- 
viente un derecho sucesorio sobre los bienes del predifun- 
to, aunque concurran parientes a la herencia de este?» 

El Congreso adoptó, por unanimidad, la siguiente con- 
clusión: 

«La lei civil debe asegurar al cónyuje sobreviviente un 
derecho sucesorio, con esclusion de los colaterales, sobre 
los bienes del predifunto, aunque concurran parientes a 
la herencia de ésto 

in. «¿Cuál es la lei que debe regular la capacidad i el 
estado civil de los estranjeros? ¿La lei de su nacionalidad 
o la lei de su domicilio?» 

El Congreso adoptó, por 37 votos^contra 25, la si- 
guiente conclusión: «Es la lei del domicilio la que debe 
regular la capacidad civil de los estranjeros.» 

IV. «¿La lei debe considerar la letra de cambio solo 
como un instrumento de contrato de cambio, o como un 
título de crédito, independiente de todo contrato de cam- 
bio?» 

«¿Son condiciones esenciales de la letra de cambio: 
1.^ la remesa de un lugar a otro; 2.^ la declaración del 
valor recibido; d.^ la existencia de provisión al venci- 
miento; 4/ el endoso?» 

Por unanimidad el Congreso adoptó las siguientes con- 
clusiones: 

«1.* La letra bancaria es un instrumento de cambio 
i sobre todo, un instrumento de crédito, asi como un ins- 
trumento de pago;» 

«2.* La remesa de plaza a plaza, la declaración de 
valor recibido i la provisión, no son condiciones esencia- 
les de la letra de cambio;» 

«3,* El endoso es inherente a la naturaleza de la letra 
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Dbbboho Internacional Privado bn materia civil 
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CAPITULO PRIMEEO 

Teoxia de los Estatutos 

SüiiABto.«-I. ¿Por qué en la antigüedad no se desarrolló la doc^ 
trina relativa al Derecho Internacional privado; cuándo apare- 
ció ésta i qué comprende. — II. Qué se llaman Estatutos, de cuán< 
tas clases son i que comprende cada una de ellas.— III. Por qué 
lei se rije cada Estatuto; escepciones a la regla que somete a los 
ciudadanos a la soberanía de su patria. Exijencias respecto a 
las formas de los actos para que valgan en otro pai^i. — IV. Pre- 
rrogativas de cada Estado dentro de.'su territorio.-- V. Gomo pue* 
den producir efecto las leyes estran jeras dentro de otro Estado. 
Soberanía e independencia que goza cada nación para gobernar<« 
se por sus leyes i rechazar toda disposición estranjera 



La doctrina del Derecho Internacional Privado, no se 
desenvolvió en la antigüedad, ya porque no tenia razón 
de ser por el aislamiento en que vivian los hombres, o 
bien por el recelo que existia entre ellos en fuerza de las 
guerras continuas en que se encontraban, lo que por cier ' 
to les apartaba de toda relación que hiciera necesaria U 
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exíatenoia de reglas internas para confite 

nacer, dada la situación creada por ese &E>tauu uo uuoao. 

Las naciones^ venoedoraa ae imponían sobre las venoi* 
das i solo por pririlejio les concedían a veces nsar la le* 
jífllaoíon. 

La doctrina, materia del estadio qne nos ocupa, sutjíó 
del principio territorial en la época del feudalismo, lu- 
chando con el principio personal i sólo llegó a tomar cuer- 
po a ñnes del siglo XYÍII, 

El ^'«s geníium de los romanos i el Derecho Internacio- 
nal Privado de los tiempos modernos, era mui distinto en 
sn objeto i en su fin. Al presente se tiende a reglar de 
una manera uniforme la colisión de los diferentes dere- 
chos positivos, cosa que como queda dicho, era estraHa en 
la antigtLedad. 

El Derecho Internacional Privado de hoi dia, se com- 
pone de reglas relativas a la aplicación de las leyes civi- 
les i criminales de un Estado en territorio estrapjero. 

En cuanto a si las leyes criminales se deben compren- 
der en el sstudio de esta ciencia, estiman muchos que 
nÓ, por ser el delito un hecho público i, por lo tanto 
su sanción debe ser pública. Dicen los sostenedores de 
esta doctrina que la ciencia que nos ocupa es de carácter 
puramente privado; pero ¿acaso las relaciones penales i 
procesales no pueden dar lagar a competencias interna- 
cionales? Es evidente que sí, i a nuestro juicio, no existe 
diferencia real entre uno i otro orden de materias i en tal 
caso ¿cómo proscribirlo i desentesdernos de él? 

El Derecho Penal es garantía í salvaguardia de lúa.maa 
oaroB intereses sociales i es evidente que oaben las oom- 
petenoiaa que puede ofrecer su aplioaoion. No existe, pues, 
potiro p»ra wnsiderar alDereobo Feaal ditiajSoeael 
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Derecho Internacional Privado i a negarle su rol, pros- 
cribiéndole del lugar que le pueda corresponder en ciertos 
casos. 

Los que lo rechazan se fundan en que las palabras j^tí-» 
blico i privado^ que aplican abDerecho Internacional en 
jeneral deben guardar relación con su significado, siendo 
que en realidad no deben tenerlo cuando se les aplica al 
Derecho Internacional del Estado, 

La palabra privado ha tenido en la historia jurídica 
multitud de significaciones i es arbitrario, bajo todos as- 
pectos, tomar una de ellas como insustituible i única, 
siendo precisamente que las propuestas para reemplazarla, 
acusan lo que aquella tenia de insuficiente o de poco sa- 
tisfactorio. 

De todo esto resulta que habiendo, pues, contradicción 
entrcí el nombre i objeto de una ciencia, todo aconseja re- 
nunciar al primero para salvar la integridad del segundo, 
ya que si hai fundamental analojía entre las competencias 
civiles i las penales i son de carácter privado las mas i de 
carácter público las que nacen de las otras, en vez de se« 
pararlas, rompiendo la unidad que forman, se vé enton- 
ces que el procedimiento natural i lejítimo, consiste en 
mantener su significación, denominándolas de tal modo 
que, entre el nombre i la cosa espresada, haya Verdadera 
armonía. 

n 

4. 

El hombre está ligado a la lei de tres modos: por su 
persona^ por sa propied.id i por sus actos. Esto ha hecho 
nacer tres situaciones especiales, que se denominan Es- 
fatutos, siendo el uno i)Qnonal^ real el otro, i el tercero 

formoHf o mlsto^ sirviendo de ba99 n esta división la del 



Derecho romano que estab 
cho eran las personas, las i 

Ahora bien, ¿qué es lo (] 
estudio? Es la lei, ordenan 
el qne se rijen, dontro de 1 
terna de uá Estado, las pe 
lo oonstitnyen. 

Kas, la palabra EataMo 
clase de leyes i reglamenti 
sioion de una leí es un Es 
prohibe algana cosa. 

Se entiende por Estatuti 
oiones afectan directa i un: 
cien a su estado, nacionali 
para realizar actos propios 
por ejemplo, las leyes que 
regnícola o estranjero; si e 
mayor o menor de edad; si 
nio válidamente; laa que < 
que pueda éste anularse, I 
bijo a la potestad del marii 
padre en el segundo, etc., 

Estatuto real, es toda lei 
turaleza de las cosas i hac 
como son las leyes que del 
bienes de que puede dispo 
oonsideraoioD a éste, detei 
un derecho incorporal que 
efectivamente o né, etc. 

Estatuto /ormaí o misto, 
ma de los actos sea la que 
en que se celebran. 
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En todo acto deben distinguirse dos ideas: su forma i 
su contenían. Bl contenido de todo acto jurídico es su fun- 
damento, su razón, es decir, la capacidad de las entidades 
jurídicas que intervienen en él, ya como sujeto, ya como 
objeto. La forma es la serie de requisitos con que ese acto 
se ha de llevar a cabo para que sea válido. 

El Estatuto personal se rije por la lei- Legis domidlli 
persone. 

El real por la regla; Lex lod rei sita. 

I el formal por la prescripción: Locus regit actum. 

No obstante, puede presentarse el caso de no obser- 
varse las formalidades prescritas por la leí del lugar en 
que se redacte un documento i no por ello será ilegal. 

Beconocido el principio de la soberanía de las naciones 
i la sumisión de los ciudadanos a la de que proceden , 
constituye siempre esto una regla jeneral; pero este prin- 
cipio admite las siguientes escepciones: 

1.^ La necesidad que existe de evitar a los poseedores 
de bienes en diferentes paises, la dificultad de otorgar 
tantos testamentos o contratos como inmuebles hayan si- 
tuados bajo el imperio de leyes diferentes, o de llenar en 
un mismo testamento o contrato todas las solemnidades 
prescritas en los diversos lugares en que estén si^ 
tuados los bienes. 

2.* La imposibilidad en que se encuentra el individuo 
sorprendido en el estranjero por enfermedad mortal, de 
llenar las formalidades prescritas en el pais de que pro- 
cede i de donde es ciudadano, o en el de la situación de 
sus bienes. 
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3." Por la necesidad de que loa actos 
8© anulen con demasiada facilidad sin cu 

4> Por la'-impo3Íl>ilidad que exiatt 
parte de loa hombres de oonocer laa fon 
cada localidad. 

5.* Porque para estos casos deben U 
aplicarse loa motivos que introdujeron ei 
la forma simple del testamento militar. 

Eata doctrina sirve para apreciar Ii 
actos otorgados por el esfranjero, de lo 
se deduce que ai laa distintas lejislaeion 
tantea estranjeros, debiau aer conocidas 
del lugar en que ocurran, lo que será ni 
jirlo i basta por lo tanto, que se proceda 
lei del paia en que asa ftiníjíoaario «xtati 
presenten. _ 

Por eso cuando un O'itrinjero qníere e 
to a las'formas del documento que desea 
.leyes de su paia, ea preciao que lo bag 
diplomático o consular del territorio de 
rio, en cuyo caso si se tiene en cuenta 
cion del Derecho Internacional Piiblico, 
dichas oficinas como parte integrante 
nación que representan. 

El Estatuto personal, no median'lo un 
debe rejir todos los actos que se refieren 
persona de! estranjero, subordinándose 
tes en el pais de que es subdito i dee 
todas las cuestiones de aptitud, capicida 
aonales. 

Mas respecto de los bienes que un esl 
otro paia, es claro que cstoa se rljen por 
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cacion. Por ejemplo, muere inteatato un boliviano que 
es casado con boliviana i que reside en Solivia i no 
tiene hijos, pero sí parientes, como ser hermanos i so- 
brinos en Chile i los bienes están en Chile; ¿quiénes 
serán los herederos ab intestato de ese boliviano? Por la 
lei de su nación lo es la mujer i por la lei de Chile lo 
son los hermanos i sobrinos, i en este caso heredan los 
hermanos o sobrinos respecto de los bienes que están si- 
tuados en Chile conjuntamente con el derecho que pue- 
da tener la viuda; i respecto de los bienes que tenga 
en Bolivia será solo la mujer. Mas si testa con arreglo 
a las leyes de su pais donde ha muerto, esas disposiones 
se respetan en Chile. 

En cuanto al Derecho positivo referente al Estatuto 
formal y tenemos que son válidos en Chile i causan ante 

m 

nuestros .tribunales los efectos que procedan en derecho, 
todos los contratos i demás actos públicos, siempre que se 
justifique su autenticidad con arreglo a nuestras leyes, 
tal como lo preceptúa el art. 17 del Código Civil i dispo^ 
siciones del Código de Enjuiciamiento. 

El art. 18 de nuestro Código Civil, viene a completar 
la anterior doctrina en lo relativo a la clase de prueba, 
que se exije que ha de ser de instrumentos públicos, i 
rechace la testimonial. 

Ademas nuestras leyes exijen que el asunto material 
del acto o contrato, sea lícito i permitido por la lei chile- 
na i que los otorgantes hayan tenido aptitud i capacidad 
legal para obligarse con arreorlo a las leyes de su pais i 
que en el otorgamiento se hayan observado las fórmulas 
establecidas en el pais donde se han verificado los actos 
i contratos. Cuando esos actos contengan venta o hipo- 
teca de bienes situados en Chile, se deben inscribir en 
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el rejistro del Conservador de Bie 
en que esos bienes se encuentran, 
de naestro Código Civil dioe qae I 
Chile están sujetos a las leyes ohileE 
sean estranjeroa i no residan en Cl 

Los documentos otorgados en ol 
el mismo valor en juicio que, los a 
reúnen los siguientes requisitos: 

1.» Que el convenio o pacto sobr. 
to sea lícito i permitido por nuestrs 

2.*> Que los otorgantes teugtfu ap 
obligarse con arreglo a las leyes de 

3.0 Que en el otorgamiento se ha 
mas i solemnidades establecidas e 
verificado el asto o contrato; 

4.0 Qae el documento se presentí 
ma que lo exijen las leyes chileni 
bradoa con el pais de donde procede 
ga por auténticos. 

Loa estranjeroa que celebren mati 
ben hacerlo con arreglo a nuestras h 
caso acreditar su libertad para su C( 
que lo exije la lei chilena. El contrs 
estranjeros con arreglo a las leyea ¿ 
Chile todoa los efectos civiles del d 

El matrimonio contraído en el ei 
leños o por un chileno i uu estranje 
le, siempre que se hayan observado 
leyes establecidas en el país en qu< 
guiar la forma esterna de aquel coi 
tea tuvieren aptitud para celebrai 
leyes chilenas. Por último, tenemos t 



^nidades de los contratos, testamentos i de todo instru- 
mento público, se rijen por las leyes del pais en que se 
hubieren otorgado. 

En resumen diremos: que están admitidos en nuestro 
Derecho positivo los Estatutos Personal, BeaL i Formal , 
en razón de que toda relación jurídica debe ser juzgada 
según las leyes del lugar en que ha tomado existencia. 

De los antecedentes espuestos se deduce que las leyes 
de cada Estado no tan solo afectan sino que también obli- 
gan i rijen de pleno derecho todas las propiedades mue<^ 
bles e inmuebles que se encuentran en su territorio, como 
también todas las personas que habitan en él. Asimismo 
son aplicables a todos los contratos estipulados dentro de 
los límites de este territorio. 

Desde luego no se puede poner en duda que los regní- 
colas o naturales están sometidos a las leyes de su nación. 
En cuanto a los estranjeros, resulta que éstos no pueden 
ser admitidos en un pais, sino a condición de someterse a 
las leyes que rijen en él, puesto que de otro modo sé me- 
noscabarla la soberanía, siempre que se encontraren indi- 
yiduos no comprendidos en sus determinaciones jenerales. 

IV 

Cada Estado tiene poder bastante para determinar las 
condiciones con que pueden poseerse i trasmitirse los in- 
muebles existentes dentro de los límites de su territorio. 
I aunque estos bienes sean poseídos por estranjeros, deben 
en su enajenación o tra&lacion de dominio, ser reglados 
por las leyes del pais en que se encuentran. 

El dominio eminente de estos bienes pertenece a la 
nación, por ser partes componentes de su territorio. Tam< 
pooo estos bienes pueden ser hipotecados sino por los 
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medios i con las formatídades p: 
Igualmente, pertenece a la m 
minar el estado i la capacidad i 
encuentreD, asi como la valide: 
aotos que han tomado en él nacic 
gaoiones que resulten de aquel 
que las acciones puedan intent 
les limites de ese territorio. 
Esto necesita esplioarse un po 
Estado i capacidad de las pers 
ae reñere, por ejemplo, a saber 
los 21 aSos para la mayoridad > 
en este caso válidos los oontrati 
país, si con arreglo a las leyes 
aunque por las de la naoíoü a 
por fijar para esto loe 25 aiíos. 
La validez de los contratos, se 
que tiene cada país para determ: 
tratos í otros acto» emanados de 
Becada Estado para lejislar sol 
tentes en su territorio pertenet 
tranjeros, principio que está ba: 
posee sola i esclusivamente la i 
en toda la estensiou de su terri 
Las leyes de un Estado no pi 
te, ligar o reglar los objetos que 
su territorio, o afectar i obligar 
tes en él, sea que le estén o no 
BU nacimiento. 

Esta ea una deducción de^la s< 
Estado para dictar las leyes que 
BU territorio. Fero se dice allí, s 
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das por el hecho de su nacimienfOj porque por regla jeneral 
las personas se hallan sujetas a la leí del pais en que re- 
siden o-se encuentran. El Estado que pretendiere hacer 
estensivas sus leyes en ajeno territorio ofenderla al sobe- 
rano de éste. Sin embargo, hai leyes que son inherentes 
a la nacionalidad del individuo i que le siguen a donde 
quiera que se encuentre, como ser las concernientes a la 
condición civil i a la capacidad personal de los ciudada- 
nos, que les son aplicables aunque se encuentren en el es- 
tranjero, tales son las calidades personales universales 
que comienzan desde el nacimiento, como la lejitimidad 
o no lejitimidad, o que se refieren a una época determina- 
da después del nacimiento, tal como la minoridad o ma- 
yoridad; o bien a una época indeterminada después tam- 
bién del nacimiento, comp la demencia, la quiebra, el ma- 
trimonio i el divorcio pronunciado '"por sentencia de tri- 
bunal competente. 

Las leyes concernientes a todas las cualidades perso- 
nales universales de los ciudadanos, les vsíguen por to da^ 
partes i sé adhieren a ellos, donde quiera que residan. 



Todos los efectos que las leyes estranjeras pueden pro- 
ducir en el territorio de un Estado, depende9 pura i es- 
elusivamente del consentimiento espreso o tácito de este 
Estado. 

La razón es porque ninguna nación está obligada a ad- 
mitir en su territorio la aplicación i los efectos de las le- 
yes estranjeras i puede rehusarles todos sus efectos dentro 
de su territorio. Sin embargo, puede esta negativa ser, 

]:99peoto de algaQa3 i pecmitir q[ue otras produzcan sus 

u 
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efectos en todo o en parte. SÍ 
positiva bajo uno u otro de est 
necesatiameate los Tribunales 
en caso de silencio pueden ent 
ciar en asuntos particulares ha 
gnirse las leyes estranjeras i a 
fundamento que existe para ai 
chas leyes, ^e funda no en un 
poco en una obligación cuya e 
únicamente en consideraciones 
reciproca entre Estados. 

La necesidad del bien públii 
ha hecho acordar en cada Esta 
efectos mas o menos esteasos i 
BU ventaja en este modo de pn 
subditos de cada Estado tieoei 
los de otros Estados; ellos estái 
cios i en sus bienes situados ei 
viene la necesidad o sea la útil 
está entonces en el propio inte 
dar ciertos efectos a las leyes i 
validez de actos pasados en lo: 
que sus subditos encuentren e 
protección recíproca en sus int 
convención tácita sobre la apli( 
jeras, bajo la base de necesidac 

Esta convención no es por i 
partes. Algunos Estados han 
la completa reciprocidad, tratai 
misma manera que sus subdito 
de estos estranjeros. Otros Est; 
como absolutameate inherente: 



DE DERECHO tííTEaNÁCIOííAt MlVADO 107 



. s."0' 



nos, escluyendo de su goce a los estranjeros, o bien ellos 
dan tal importancia a algunas de sus instituciones 
que rehusan la aplicación de toda lei estranjera como ins 
compatible con el espíritu de estas instituciones. 

Al presente todos los Estados han adoptado en princi- 
pio la aplicación, dentro de sus territorios, de las leyes 
estranjeras, salvo las restricciones exíjidas por el ieve^ 
cho de soberanía i del interés de sus propios subditos. 

El consentimiento espreso del Estado para la aplicación 
de las leyes estranjeras en su territorio, es el que resulta 
de las leyes promulgadas por el Poder Ejecutivo con la 
aprobación previa del lejislativo, o bien de los tratados 
celebrados con otros Estados. 

El consentimiento tácito es el que se manifiesta por las 
decisiones de las autoridades judiciales i administrativas, 
así como también por las doctrinas de los escritores sobre 
esta materia. 

Los actos^ pasados lejítimamente i según las formas 
ante las autoridades constituidas de un Estado, conservan 
jeneralmente su validez en el estranjero, siempre que no 
contengan vicio en el fondo i que las leyes del Estado es- 
tranjero no exijan espresamente la intervención de una 
autoridad del pais. 

El Código francés, por ejemplo, en el inciso final del 
art. 2123 dice que no puede tampoco resultar la hipoteca 
de los fallos que se hayan dado en pais estranjero, hasta 
que se declaren ejecutorios por un tribunal francés, sin 
perjuicio de las resoluciones contrarias que^puedan conte- 
nerse en las leyes políticas o en las de los tratados. Ense- 
guida el artículo 2128 del mismo Código agrega: los con- 
tratos hechos en pais estranjero, no pueden producir hi- 
poteca sobre bienes que radiquen en Francia, si no hai 
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tli?¡iüsic¡one3 contrarias a este pri 
ticas o en loa tratados. 

Pero en contra de esto, ae eucu 
digo las siguientes disposiciones: 
i>i t;i del estado civil de los france 
redactada en pais esíranjero, han 
la^ formas usuales de dicho pais. 
matrimonio contraído en pais est 
o entre franceses i estranjeros, si 
hrado con las fórmulas establectd 
que haya sido preeidido de las ] 
por el art. 63 i que el francos no 
posiciones contenidas en el ait. It 
que el francés que se encuentre € 
hacer sus disposiciones (trata sob 
nados testamentos) en acta priva 
arreglo al art. 970 o por acta aut 
dades admitidas en p\ pais en qm 

For fin, los actos i contratos he 
traria n las leyes del país en que 
rec/ii adiim, no harán validez en e 
que son nulas en su oríjen, princi 
solo a los actos i contratos hechos 
domicilio fijo en el lugar en que 
gados, sino también a las persona 
mas que temporal, puesto que u 
las leyes del lugar en que ha sido 
todas partes, pero sin que esto se 
muebles ni a los casos en que haj 
de un otro Estado en menoscabo ( 
i de los derechos e interés de bus 
concerniente a la ejecución del C( 
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La razón es porque los inmuebles se hallan sujetos a 
las leyes del pais en que se encuentran situados. 

No debe observarse la regla jeneral en los casos en que 
haya conflicto con las leyes de un otro Estado, relativas 
a la policía, salud pública, rentas del Estado, i en jeneral 
todas las veces que sean en menoscabo de su autoridad 
soberana i derechos e intereses de sus subditos. Por ejem- 
plo, si se venden en un lugar mercaderías que no son 
prohibidas para ser entregadas en otro pais en que lo 
sean, no podría exijirse el precio en este último pais, cu- 
yos tribunales no deben acordar fuerza a un contrato ce- 
lebrado en violación de sus leves. 

En los casos en que un contrato deba ejecutarse en 
otro pais, sea por la naturaleza Tnisraa del contrato, sea 
por la lei del pais en que se ha pactado, o por la intención 
espresa de las partes, deben aplicarse las leyes que rijen 
en el lugar de su ejecución. 

I por qué? Porque todo Estado solo puede ejercer do- 
minio, imperio o jurisdicción dentro de su propio territo- 
rio, con independencia absoluta de los otros Estados i no 
puede limitar la soberanía de los demás, porque, todos 
ellos son igualmente soberanos sin tener que pedir favor 
alguno a este respecto, i en tal caso en cada pais se deben 
observar las reglas que rijen su orden interno en los ac- 
tos jurídicos que realizen allí o que van a producir efecto 
en ese Estado. 



»vvvvvw%v 








CAPITULO ,n 

De la nacionalidad í del domicilio 

SoKABio. -I. De la nacionalidad. -II. Ciudadanía por estracdon 
i por domicilio.— IIL Ciudadanía por nacimiento; de la espao 
triacion. — IV. Derechos que se niegan en los Estados a los ea- 
tranjeros que se establecen en él. Que cargas soportan los es- 
tranjeros domiciliados en otro pais. — V. Del domicilio. — VI. Qué 
se entiende por estado civil de una persona. — VIL Derecho que 
se estableció en Chile a causa de los reclamos de la guerra del 
Pacífico. 



Las leyes relativas al estado i capacidad siguen a las 
porsonas en todas partes, aunque residan en el estranjero, 
agrega el Código Civil de Francia. 

¿Se aplicará una regla análoga a las personas civiles, o 
mas claro; si ella es reconocida como tal^ en el lugar en 
que tiene su asiento? Debe acompañarle este carácter a 
todas partes? Algunos escritores franceses están por la 
afirmativa i otros por la negativa. Esto último se sostiene 
ademas por Inglaterra i Estados Unidos, establecien^Q 
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que las corporaciones i demás personas morales no tienen 
existencia fuera de la jurisdicción del poder en virtud del 
cual existan, ni otra capacidad que la que ese poder lea 
otorgue, porque nadie puede dar mas de lo que tiene. 
Esto nos parece evidente desde el momento que hai dife- 
rencia notable entre ellas i las personas físicas. 

El estudio de la nacionalidad es de lo mas importan- 
te en el Derecho Internacional Privado. 

La nacionalidad nos hace sumisos a las leyes i a la 
autoridad de que un individuo es o se hace subdito. 

I decimos que se hace subdito porque hoi dia hai liber- 
tad de espatriacion, cosa que antes no existia, porque el 
individuo estaba perpetuamente ligado al pais a que per- 
tenecía. 

La ciudadania jeneralmente se adquiere por nacimien- 
to, por estracáon, por domicilio i por privilejio. 

Ed cuanto a la nacionalidiidad por nacimiento, ocurre 
que pueden seguirse dos criterios: el del principio perso- 
nal que hace derivar la nacionalidad de la filiación; i el 
erritorial, que atribuye la nacionalidad del individuo al 
lugar de su nacimiento. 

El primero domina en la mayor parte de los Estados 
Europeos; i el otro en Inglaterra i en América en jene- 
ral. En algunos paises domiuan estos dos principios, pero 
sin embargo dan preferencia al personal. 

En las naciones en que se acepta el primero de estos 
principios, señalan claramente la nacionalidad de los 
diferentes hijos. El que es lejítimo sigue la nacionalidad 
del padre; el ilejítimo la de la madre, siempre que su 
padre no le haya reconocido legalraente por tal hijo 

Los que carecen de padre son ciudadanos del pais en 
(jue se les encuentra despuos del nacimiento» Si mw tai< 
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de se les reconoce siguen la del padre o madre que presta 
ese reconocimiento i si ambos la del padre. 

A la mujer se le atribuye la nacionalidad del marido, 
como resultado de la comunidad de intereses en el matri- 
momo. 

La Italia i la Francia, asi como Chile i otros paises, 
en que se admite el principio personal, reconocen como 
sus nacionales a los nacidos dentro'' de sus respectivos 
territorios, siendo de padres de cada una de esas naciona- 
lidades. En otros, el hijo de un estranjero nacido en un 
pais distinto del de su padre, es ciudadano del pais en 
que nace. Esto es lo que se observa en Inglaterra, en los 
Estados Unidos i en la mayor parte de las Eepúblicas 
Sud Americanas. Mas según el art. 10 del Código Fran^ 
eos, el nacido en Francia de un estranjero sigue la condi- 
ción del padre; pero en llegando a la mayor edad puede 
reclamar la nacionalidad francesa o de francés. E n Espa- 

r 

fia, es español el que nace en domicilio español de padre 
i madre, o a lo menos de padre que haya nacido en te^ 
rritorio español. 
Estos casos se denominan de ciudadanía por estraccion. 



n 



En e»ta materia la dificultad surje cuando, por ejem- 
plo, la Francia reclama como sometido a sus leyes al na- 
cido de padres franceces en territorio arjentino o chileno, 
o bien en otro pais en que se declare como regnícolas al 
que nace en su territorio, aunque sea de padres estran^ 
jeros. En estos casos resulta que hai dos leyes que tratan 
de imponer su nacionalidad a estas personas: la francesa 
por ler hijo de padre francés i la del pais en que ha naoi** 
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do, que le tiene por su nacional. En 
otro criterio posible que el sometin 
a las leyes del país en que se encuen 

Tal dificultad se subsana señalánd 
un plazo, una vez que llegan a la m 
se declaren por la nacionalidad que < 

La oiudadania por domicilio, es d 
que esta se adquiere o se pierde, soe 
recho político interno de cada pais. 

En muchofl Estados la residencia c 
mero de afios, asi como también en el e 
tria o el dominio a una propiedad ra 
estranjeros para obtener la eiudadaí 
ser en Estados Unidos, el estranjero 
de naturalizarse, debe doa años áutes 
cion bajo juramento, adjurando su c 
soberano de quien es subdito, prestan 
de au admisión juramento de fídeltdac 
bajo el mismo juramento renunciar 
daño o subdito de otro Estado i prii 
a quien ultimante ha pertenecido. F 
haber estado cinco años continuos ei 
afio dentro de la jurisdicción del re. 

Los hijos de menor edad de persou 
turalizadas, son considerados ciudad 
permanecen residiendo en territorio 
dos. 

m 

Be loa distintos modos que existí 
ciudadanía, siu duda alguna el mas j 
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es el de nacimiento, por ser el que mas nos une a la pa- 
tria que nos vio nacer i el que da oríjen a acciones mas 
grandes i nobles. 

Perdida la ciudadanía por un individuo por haber ad- 
quirido carta de ciudadanía en otro pais, o bien por aoep. 
tacion de cargos o empleos sin el permiso correspondiente, 
88 pu^de recobrar en el primer caso volviendo a su pais 
i haciendo la? declaraciones que se exija en cada nación . 

En Chile toca al Congreso dar permiso para acepta^ 
empleos de gobiernos estranjeros 'dentro o fuera del pais 
para no perder la ciudadanía; pero perdida ésta, corres- 
ponde también al Congreso volverla a conceder como an^ 
tes del hecho que causó la pérdida de ella, o suspender 
los efectos del fallo judicial que así lo hubiere declarado, 
cuando esa pérdida'ha sido impuesta por sentencia judicial 

Para que la ciudadanía por privilejio, por domicilio o, 
por estraccion, impongan las obligaciones propias de ese 
beneficio, se necesita el consentimiento del individuo a 
quien se trata de favorecer con tales derechos. 

La ciudadanía por privilejio es una gracia i solo se de- 
be dar con el consentimiento del agraciado, el que se su- 
pone de antemano por actos que indiquen su aceptación. 

La ciudadanía por domicilio es solo para el estranjero 
que se encuentra colocada en alguno de los casos antes 
indicados, quien es libre para pedirla o aceptarla si se le 
ofrece. 

Mas, puede suceder que las leyes del pais en que resi' 
di un estranjero impongan espresa i forzosamente la ca- 
lidad de ciudadano por haber contraido alguna de esas 
especies do domicilio, como por ejemplo, por haber adqui- 
rido un inmueble en el pais en que las leyes declaran for^ 
^osai»ente ciudadano a los poseedores de esta clase de 
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el que le ofrece su pais natal; pero existen países donde 
restrinjen este derecho. 

En Inglaterra, el subdito nativo tiene con el Soberano 
una obligación de fidelidad i vasallaje intrínsica i perpe- 
tua de que no puede desentenderse. Los tf ibunales de esta 
nación han declarado que el subdito nativo que recibe 
comisión de un príncipe estranjero i pelea contra su pa- 
tria, es reo de alta traición, puesto que el subdito no puede 
deponer su vasallaje ni transferirlo a un príncipe estran- 
jero, ni tampoco puede príncipe alguno, empleando ó na- 
turalizando a un ingles, romper el vínculo que lo liga a 
su soberano nativo. 

En los Estados Unidos nada hai resuelto sobre esta 
materia; pero la práctica judicial ha establecido que no 
se puede abjurar la ciudadanía sin permiso legal del Go- 
bierno. 

En Francia, puede un ciudadado abdicar la ciudadanía 
i hacerse subdito de otro Estado; pero en ningún caso le 
es permitido tomar servicio bajo un soberano estranjero 
contra su patria. 

En el reino de Wurkemberg, se prohibe la emigración 
a los hombres, pero no así a las mujeres. Igual cosa suce** 
de en el reino de Baviera. 

En la China, hasta hace poco se encierra a sus habitan- 
tes bajo murallas para tenerlos esclavos de sus tradicio- 
nes, pero nunca podian salir las mujeres. Puede que 
penetrando ^Uí la civilización europea cese esa situación. 

Lo repetimos otra vez: fuera de los casos de escepcion 
la regla es que no son indisolubles los lazos que unen al 
ciudadano con su patria i por consiguiente no puede ser 
prohibida a nadie 'la espatriacion voluntaria. ¿Qué has 




í 
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ria un hombre si su soberano no le da en sus domi- 
dios pan, tranquilidad, trabajo i la miseria lo invade, i 
todavia quisiera privarle la salida? Lo que sujeta i arrai- 
ga al individuo en su patria es una buena i sabia admi- 
nistración, el qué su gobierno le proporcione trabajo para 
subsistir en el pais, que lo coloque al abrigo del hambre i 
1^ de la miseria, que es lo quede ordinario o^lig.i al hombre 

a emigrar. En todo caso, no hai derecho puní prohibir a 
nadie que salga a tierras estranjeras en busca de mayores 
comodidades o por otros motivos, como ser la salud o el 
M deseo de reunirse a personas que le sean de su agrado en 

M otro pais. El vasallaje es solo un resto fósil de la época 

S del feudalismo, cuando los hombres eran considerados 

I como inmuebles, arraigados a la tierra, como utensilios 

i de labranza. 

En Chile no se le exije al que sale al estranjero pasa- 
porte i ni siquiera aviso a la autoridad, siempre que no 
tenga cuentas pendientes con ella, por delito cometido i 
quiera sustraerse a sa acción. Los estranjeros entran i 
salen también con igual libertad que los chilenos. 

IV 

* 

Fluye de lo dicho antes que el individuo que se natu** 
raliza en pais estranjero, rompe evidentemente los vín- 
culos que lo ligaban con su patria i pasa entonces a ser 
miembro de otra asociación con la que tiene* que llenar 
nuevos deberes; pero esto no le autoriza ni puede tam- 
poco hacer jamas armas contra la patria que lo vio nacer. 
Esto sería un crimen propio de un hijo desnaturali- 
zado. 

Por otra parte, el nuevo pais que lo recibe no exijiría 
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tampaco tamaño sacrificio de ua hombre, porque eso sería 
establecer un mal precedente para el que lo acepta, ya 
que si se aprobase esa inmoralidad podría ese hombre 
hacer igual cosa respecto de este otro pais, si se le des- 
moraliza hasta ese estremo. 

¿Qué derechos se le niegan de ordinario a un estran- 
jero? Solo los relativos a los políticos o sea la facultad de 
intervenir en el gobierno i él de concurrir a la formación 
del poder lejislativo del pais en que se encuentra, los que 
solo son propios de los ciudadanos activos con derecho a 
sufrajio en las elecciones populares. Mas en cambio se le 
conceden siempre los derechos privados o civiles, sin que 
exista otra diferencia que ésta entre nacionales i estran-' 
jeros, bien entendido que para ello no necesita la exis^ 
tencia de tratados ni el hecho de la reciprocidad, por estar 
esta doctrina aceptada por todas las naciones de Europa 
i América. En efecto, ¿qué razón habria para colocar al 
estranjero en situación mas desfavorable que al regní- 
cola? Un acto en contrario solo nos presentaría un ejem^ 
pío de cierta estrechez de miras conómicas i políticas, así 
como de una desconfianza con respecto a los estranjeros, 
que en esta época ya no tiene razón de ser. 

A este respecto el Instituto de Derecho Internacional 
de Oxford, tomó la resolución siguiente: 

El Instituto manifiesta el deseo de que las siguientes 
reglas sean admitidas de un modo uniforme en las leyes 
civiles de todas las naciones i se garantice su manteni'- 
miento por tratados internacionales, en los que se debería 
insertar, a la vez, al artículo 1.^ la cláusula que a con- 
tínuacioñ se espresa: 

fLaa potenciad oontratantes se obligan recíprocamente 
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a no introducir ninguna nueva e: 
el consentimiento de las partes qi 

Las naciones en Jas cuales exis 
se obligan a poner su lejíslacioi 
posible, en armonía con esta regí 

El estranjero, cualquiera que st 
lijion, goza de los mismos derech 
no, salvo las escepcioaes forma 
la lejislacíon actual. 

El Instituto dejó constancia qu 
chos civiles, todos loa que no son 
otros derechos del dominio privac 

Si bien es cierto que un sober 
entrada en su territorio o bien 
condiciones, el hecho es que perm 
pueden alterar caprichosamente 
caso de dictarse disposiciones qut 
nefl, se les debe conceder un pías 
trasladen con sus bienes a otra p 

El estranjero al ingresar a un 
cion tácita de sujetarse a las leyef 
ese momento le debe protección i 
pública i justicia de paite de los' 

Solo sujetándose un estranjero 
que se asila, puede permitírsele 1 
pretendiera evadirse de ellas se ( 
dor del orden i tranquilidad púb 
que fijen las leyes penales para e 

La protección que le da el Esti 
BU seguridad personal como a 81 
lando que estos le vejen o maltre 
lo hiciere i ese eatranjero a quíe 
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entrada bajo esa condición que va subentendida, no fue- 
ra protejido i castigados los culpables una vez conocidos 
éstoS) se baria responsable de tales actos ante la nación 
a que pertenece el ofendido. 

La administración de justicia se debe a todo individuo* 
& todo hombre cualquiera que sea su patria, i el majistra- 
do o tribunal que la deniegue cometer ia un prevaricato 
e introduciria la desconfianza i una desigualdad irritante. 
Esto daría lugar a que cada uno se hiciera justicia por si 
mismo. Sin embargo, hai países en que a ciertos estranje. 
roa que se establecen en ellos, fiados a sus leyes, se les 
hace justicia a medias o se terji versan éstas en contra 
dB ellos, como sucede con los hijos del Celeste Imperio. 
Mas>aliera entonces prohibirles su entrada, sí la justicia 
XLO ha de ser cumplida. 

En la América latina los estranjeros han abusado bas- 
tante con el sistema de pedir indemnizaciones injustas, 
reclamando daños i perjuicios que no han existido o si 
han tenido lugar son ellos la causa de ese resultado o al 
menos si se han ejecutado actos son de aquellos que su^ 
fren los regnícolas i que no puede evitar la autoridad. 

La regla es que la condición de un estranjero no puede 

« 

ser mejor sino igual a la de los individuos del país donde 
ae establece, 

Tin estranjero comete un delito o hai indicios de su 
oulpabilidad, se le procesa i sale absuelto si es inocente. 
Lo primero que hace en estos casos es reclamar por con- 
ducto de su Miuistro una fuerte suma por indemnización , 
siendo que las leyes del país han autorizado el pro- 
cedimiento. Esto es injusto i ningún diplomático hon« 
radio se deba prestar a ello, Solo debe yijilar qne ea su 
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conciudadano se aplique la lei, que no se le. demo»< 
re la causa ni se le haga sufrir injustamente i, por fin, 
no se falte a las garantias que dá la lei ea tales casos. 

En caso de revoluciones, los estranjeros se dicen per^ 
judícados i en vez de cobrar lo que realmente han perdi- 
do, solicitan ciento por uno. Muchas veces se han mez- 
clado en los bandos contendientes o se han hecho antipá- 
ticos por sus opiniones i esta ha sido la causa del daño 
recibido. Los ministros diplomáticos amparan un absur- 
do i cuando se ven burlados por falta de derecho, piden 
escuadra a su gobierno, e intimidan i logran por la fuerza, 
lo que en derecho no les corresponde. 

¿Cómo desterrar este abuso que se comete xíon frecuea- 
oia en las Eepúblicas Americanas? Estableciendo en las 
leyes o en los tratados para recibir estranjeros el que la 
nación no es responsable especialmente por los daños- i 
perjuicios que se ocasionen a los estranjeros en tiempo de 
guerra i por ocasión de ésta, pues en tales casos tendrán 
los mismos derechos i acciones que los nacionales, ya que 
toda nación es árbitr a para fijar las condiciones con que 
deban ser admitidos los estranjeros en sus territoiios. 

El ciudadano que se ausenta temporalmente de su p a- 
tria sin intención de abandonarla, no pierde su calidad 
de tal, ni tampoco el soberano en cuyo territorio se en* 
cuentra tiene derecho sobre la persona de aquel ni sobre 
sus bienes, debiendo ser su salida enteramente librea salvo 
que a ello se opongan razones poderosas de Estado. 

La razón es porque su entrada o su permanencia ha 
sido sine animo manendi, lo que significa que no ha teni- 
do la idea de abdicar su nacionalidad . 

El derecho a sus bienes es sagrado e inviolable i 6st6 

protejido por la lei i como el soberano del territorio ea 
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que se encuentre en tal condición no tiene ningún dere- 
cho sobre su persona, no puede oponerse a su salida, sais 
vo que haya cometido algún delito o que se tema vaya a 
informar al enemigo llevando datos que puedan causar 
daño si los revela.' 

V 

Los estranjetos domiciliados están obligados a soportar 
las cargas que las leyes i las autoridades ejecutivas im- 
pongan, pudiendo ser incorporados en las guardias naoio^ 
nales. 

No gozando un estranjero domiciliado en un pais de 
todos los derechos de los ciudadanos, por eso los servi- 
cios que se exijen de ellos guardan proporción con los be- 
neficios que reportan, solo se acostumbra incorporarlos 
en la guardia nacional que sirve para conservar el orden 
interno de las poblacioneá. 

No pueden ser movilizados ni enrolados en el ejército 
de línea, porque la defensa de la patria toca solo a los 
ciudadanos. 

Los estranjeros transeúntes están exentos de todo ser- 
vicio militar, salvo el caso de irrupción de un pueblo bár- 
baro. Están también exonerados de los impuestos i de- 
mas cargas personales; pero no de las que recaen sobre 
los productos de uso i consumo. 

í^ La residenciando los transeúntes ós precaria i no existe 
vínculo que los una al suelo que pisan i no proporcionan" 
doles por otra parte el Estado mayores beneficios, mal 
puede demandarles servicios; por eso no pueden ni si- 
quiera pertenecer a la guardia nacional, en razón a que 
no tienen bienes que conservar. Solo en un caso estraor- 
dmmo como ser la presencia de bárbaros, como queda dicho, 
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Este contacto de los habitantes, merced a la libertad que 
hubo para ir de un pueblo a otro, ha hecho preciso el es- 
tudio del domicilio de las personas, que se define di^ 
oiendo que es el lugar que se elije con plena libertad por 
residencia permanente. El constituye el centro de sus 
relaciones legales 1 de sus negocios. 

La cuestión de domicilio es de yital importancia en 
el estudio del Derecho Internacional privado, sobre todo 
para los pueblos en que domina el principio territorial. 
Prescindiendo de la nacionalidad tenemos entonces que no 
nos queda otra cosa para establecer la sumisión de las 
personas a un derecho determinado que el del domicilio, 
que lo dividen los autores en domicilio de oríjeriy real o 
leffal i adquirido. 

El primero corresponde al lugar del nacimiento de la 
persona, que dura hasta que adquiere otro. Suele ser el 
del padre o de la madre cuando el primero no se conoce 
o no existe. 

Si la persona es espósita su domicilio será donde nace 
o donde ha sido encontrada, como ya lo hemos dicho. 

Domicilio real o legal, es el lugar donde la lei presu^ 
me, sin admitir prueba en contrario, por tratarse de una 
presunción de derecho, que una* persona reside de una 
manera permanente para ejercer sus derechos i dar cum- 
plimiento a sus obligaciones. 

Las mujeres casadas no separadas de su marido si; 
guen el domicilio de éstos i los menores el de sus guar- 
dadores legales. 

Los criados el de sus amos. El de los empleados es el 
pueblo en (Jue sirvieren sus destinos. 

Un ser colectivo o moral tiene su domicilio donde se 
encuentre su principal establecimiento; prescindiéndose 
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¿Por qué se dice calidad individual? Porque no es sus- 
ceptible de adquirirse por delegación ni ser renunciado, 
puesto que la lei lo otorga mediante la realización de he- 
chos i circunstancias prefijadas por ella. Sobre el estado 
civil no se puede transijir, dice el art. 2430 de nuestro 
Código Civil ni la lei misma puede arrebatarlo una vez 
que se adquiere i por eso cada vez que se dicta una lei 
nueva que imponga otras condiciones para adquirirlo, es 
sin efecto retroactivo, es decir, conservando cada cual sus 
derechos con arreglo a la lei antigua si ella le favorece 
mas que la posterior. 

El estado civil se rije especialmente por la nacionali* 
dadjdel individuo, pero no debemos olvidar que la calidad 
jurídica de lo, capacidad es territorial i debe en conse- 
cuencia juzgarse por las leyes del lugar donde ella se ha- 
ce valer. 

La capacidad es inherente al estado civil, tal como la 
posesión es el signo mas manifiesto para comprobar el do- 
minio. La capacidad es ,el hecho que manifiesta el estado 
civil o sea la consecuencia útil de dicho estado i por eso 
se dice en la definición qué antes hemos dado, que el es- 
tado civil consiste en la calidad individual que habilita 
para contraer ciertos derechos i obligaciones civiles. 

El objeto al determinar la capacidad de una persona, 
no es de ordinario otro que saber si es o no hábil para el 
ejercicio de ciertos derechos o para la ejecución de actos 
determinados i por eso es que en este estudio solo intere- 
sa saber, en caso de conflictos internacionales, la lejisla- 
cion por la cual ellos se han de resolver. 

Las leyes concernientes a la condición civil de una 
persona i a la capacidad personal, le son aplicables aun 

euftudo resida eu pais estranjero , puesto que son calida* 
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estudios, i se puede decir, que si no se agotó el debate, 
por lo menos bien poco quedó olvidado a los defensores 
de los reclamantes i a los del Gobierno de Chile, que por 
supuesto rechazaba las pretensiones de los que se decian 
damnificados por esa guerra. 

La historia de estos sucesos es demasiado conocida para 
que la repitamos otra vez. 

La cuestión que Chile tenia pendiente con Bolivia des- 
de su emancipación respecto a límites fué zanjada por un 
tratado a virtud del cual aquella Eepública cedia en sus 
derechos, a trueque de que Bolivia no sujetase a nuevas 
oontribuoione, ni U, pek.í,«, ni 1« indortri.», ni lo. 
capitales chilenos en el territorio disputado. 

Entre tanto Bolivia celebró con la Eepública del Perú 
un tratado secreto de alianza ofensiva i defensiva i se co- 
menzó entonces a maquinar abiertamente contra la in- 
dustria chilena. 

Al efecto, dictó Bolivia en 1878 una lei por la cual im- 
ponía una contribución de 10 centavos por cada quintal 
de salitre que elaborase la Compañía Chilena en Antofa- 
gasta^ violando el tratado a que nos hemos referido. 

Los reclamos del Gabinete de Chile fueron desatendí-* 
dos por Bolivia, i no aceptó tampoco el arbitraje propues- 
to i que era establecido en el tratado. Bien a su pesar tuN 
yo Chile que declarar la guerra. 

En tales circunstancias, el Perú mandó a Chile un me- 
diador de paz, i entretanto hacía a toda prisa aprestos bé- 
lieos para ayudar a Bolivia. Chile le exijió declaración de 
neutralidad, i <no habiéndola obtenido^ le declaró también 
la guerra» 

Do9 naciones que contaban S*000,000 de habitantes i 

COOttMOt dQ toda espeoiei entrabAa aliados en guerra o^a 
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Mlaoiones legales o negocios, aoompattada 3e la lutenoioa 
real o pregunta de permanecen en ella por un tieupo hi« 
deñnido. 

Be aquí ñp deduce que el domicilio puede ser personal^ 
real o misto. 

Es personal, aquel donde un Individuo fija el asiento de 
8US relaciones dé familia; es real, donde tiene sus propie< 
dades o negocios^ i misto cuando ambos se coml>into ó 
concurren. 

El domicilio personal^ como es anexo al individuo, no 
puede ser sino único, pero el domicilio real puede ser 
'múltiple, según sean varios los países donde una peleona 
tenga propieda,des o estableoimiétftos comerciales o indus* 
tríales. 

Lo que constituye el domicilio personal de un indivi* 
dúo, es el tiempo de permanencia en un punto dado con 
ánimo de radicarse en él, lo cual se infiere por la residen* 
cia real en ün lugar elejido. 

Ahora bien: el domicilio en un pais belijerante ¿comu- 
nica la calidad de enemigo del otro belijerante al ciuda- 
dano o subdito de un Estado neutral? 

Para resolver esta cuestión, bai que tener presente lá 
división que poco antes hemos hecho del domicilio. ISi'se 
trata del personal o misto, estamos por la afirmativa, i la 
calidad de enemigo que se comunica al neutral, es jene^ 
iral, es decir, que se estiende a todos sus bienes. 

En el caso del domicilio real, esta calidad no llega sino 
solo a los bienes ubicados en el pais enemigo i a las em* 
presas industriales o comerciales que en él tenga estable- 
cidas ese neutral. 

Én jeneral, el estranjero, una vez que adquiere ^*eza ó 
se establece en un pais, está obligado a soportar las car^- 
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migo cuyas tropas hayan oaasado el daSo, ni tampoco esa 

ftooion se podrá dirijir con resultado contra el Gobierno 

que no le protejió. 

£n cuanto a las reparaciones que por estas mismas cau' 

saa se deban a loa estranjeros a virtud del mismo título 
.^- que a los nacionales, hai que tenfer ea cuenta para resol- 
'•'i'^ ver la cuestión, el principio de reciprocidad que se haya 
:; I pactado. 
i'i:" Los Estados Unidos en la guerra con loa separatistas, 

no abonaron perjuicio alguno a los estranjeros damniñoa- 
iWo"- dos en ella. 

, aa~ La Alemania obró de este mismo modo respecto de los 
ite. suizos perjudicados por el bombardeo de Estrasburgo. 
V Sentados, pues, estos antecedentes, se deduoe clarai 

mente que el estranjero es domiciliario del pais en cuyo 
1 territorio es ^u^í^o de campos, casas o construcciones, i a 
I este titulo no puede ni tiene derecho para exijir indem'* 

■ nizaciones del Estado enemigo, cuyas tropas hayan can- 
I sado daño a sus propiedades, como no lo podrían tampoco 

■ «xijir los ciudadanos de ese territorio. 

t La práctica constante es la de que el estranjero que 
deja su patria está obligado a someterse a ser gobernado 
por las leyes de la residencia que toma, sean las que fue- 
ren. 

Este principio, que ya es jcneral, trae entre otras co- 
sas, la igualdad de condición entre el ciudadano i el do- 
miciliado por le que toca a la posesión político internacio- 
"^ nal del segundo. 

'^ Hé aquí porque si al estranjero le sorprende su perma- 

3- neneia en un pais que es teatro de una guerra i que su- 
"• I fre perjuicios por esta causa en sus propiedades, no tiene 
- ^ derecho para recurrir a la protección diplomática del Go- 
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trales el coQOcimiento i fallo definitivo de las reclamacio- 
nes de subditos de los paises que los formaban, cuyas re- 
clamaciones tuvieran por oríjen actos u operaciones bóli- . 
cas del Ejército o Armada cailena en los territorios ene- 
migos. 

Evidentemente se desprende que solo la calidad de 
subdito de algunos de los Estados que hablan aceptado 
eatd medio pacífico de solucionar estas cuestiones^ conferia 
el derecho o personería para presentar reclamación. 

,En cuanto a prueba, se estableció que se aceptaría toda 
aqiiella que según el criterio i recto discernimiento de los 
miembros de cada Tribunal, i que creyeran conducente 
al mejor esclarecimiento de los hechos controvertidos, i 
mui especialmente para la oalifioacion del estado i carác- 
ter i^eutral de cada reclamante. 

La base, pues, de que se partía en este asunto era la 
neutralidad personal en cada pretendido damnifiqado, para 
que pudiera reclamar la que no ha debido comprometer 
personalmente; es decir, que no haya estado al servicio 
n^ititar de los enemigos de Chile, ni les haya prestado 
ausilio de ninguna otra manera. 

Ijos fallos debian ser ajustados a las reglas de Derecho 
Internacional, i al mérito de la prueba rendida, i ésta de*- 
bia ser o recaer principalmente sobre el estado i carácter 
neutral del reclamante. Luego, pues^ es evidente que el 
domicilio no quedaba fuera de la esfera de acción de cada 
Tribunal para apreciar en definitiva la cuestión de per- 
jiuclcis. 

S&mos sostenido que el domicilio está sujeto al deber 
de soportar las C9.1amidades de la guerra; pero este prinoi* 
pío tieae en verdad una esoepoion, i ella es cuando esas 



Bar en esaescepcíon, es preciso analizar los actos impu- 
tados a Chile i ver si los llevó a efecto con derecho, o si, 
al haoer uso de ese derecho hubo exceso o estralimitaoío' 
fioi g\ie le bioierAQ naponsaUei 
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Lo primero que pe ha hecho es negar que Ohile pudie- 
ra capturar i echar a pique embarcaciones menores. 

Conviene desdo luego dejar aquí sentada la circunstan- 
oia que jamas se ha puesto en duda, el derecho de apre- 
samiento de naves mercantes enemigas; pero se sostiene 
que este principio no reza con embarcaciones menores, i 
qne mucho menos pudo ejercitarlo si los dueños de ellas 
eran neutrales i domiciliados en pais belijerante. 

Para resolver este incidente basta solo saber que por 
nave se entiende toda construcción destinada a flotar en 
el mar, en rios o estanques, o bien toda construcción des- 
tinada al comercio. 

La palabra nave es jenérioa i comprende las chalupas, 
barcas i todas las demás construcciones destinadas a la 
navegación. 

Lójico es entonces deducir, que hasta las pequeñas em-* 
barcaciones caen bajo la regla de la captura i confiscación 
i ellas no forman una escepcion, como se ha sostenido por 
los reclamantes. 

Htibiendo igualdad de condición entre el domiciliado i 
el nacional, la propiedad marítima del uno es tan oonfis- 
oable como la del otro. 

Los cruceros ingleses en 1854 destruyeron en el mar 
de Azofí las pesquerías, redes, instrumentos de pesca, 
prbvisiones, lanchas i hasta las cabanas de los ribereños, 
a pesar de que siempre se ha reconocido como escepcion, 
que los pescadores de costa sigan en su pequeña industria. 

Chile usó, pues, de un derecho perfecto destruyendo 
embarcaciones que le eran hostiles, i no ha tenido para 
qué averiguar si estas eran de naúionales o estranjeros 
domiciliados en pais enemigo, ya quo en estos casos no 

o«&9 el hAoer dUtiaoioa ftl^u&a, 
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jir indemnizaciones a favor de los neutrales domiciliados 
en pais enemigo, aunque naveguen con bandera neutral, 
siendo que aquellas sirvan en puertos enemigos, ya sea 
en embarque o desembarque de tropas o de mercaderías. 






Los bambardeos de Moliendo, Pisagua i Mejillones del 
Perú, tuvieron por causa el deber dé castigar la agresión 
hecha por las fuerzas militares que guamecian esos puer- 
tos, o por sus moradores, contra las pequeñas embarca, 
ciones tripuladas por marinos chilenos que iban en co mi- 
sión a destruir las lanchas que habia en ellos. 

Para resolver esta cuestión i ver si Chile pudo proce- 
der de ese modo, es necesario buscar el derecho consti-« 
tuido que es a nuestro juicio, la única regla obligatoria 
para las naciones. 

El Congreso de Bruselas que se reunió en Julio de 
1874, trató todo lo relativo a bloqueos i bombardeos de 
puertos, i después de discutir estas materias, adoptó el 
principio de que solo las plazas fuertes pueden ser sitia- 
das, pero consagró la escepcion de que si una ciudad o 
plaza de guerra, o bien una aglomeración de habitantes o 
una aldea, eran defendidas^ el comandante de las fuerzas 
sitiadoras, antes de emprender el bombardeo, deberia ha- 
cer todo lo posible para dar el correspondiente aviso a las 
autoridades, salvo el caso de ataque a viva fuerza. 

En Moliendo el vecindario hizo fuego sobre los botes i 
el buque chileno que allí habia. 

El comandante hizo entonces la intimidación corres^ 
pendiente, i a pesar de esto, hubo resistencia agresiva. 

El bombardeo de Pisagua fué contra un puerto guar^ 



ros, puesto que los bienes raices son parte del territorio 
nacional, i sus due&os miembros de la asooiaoion piY^, 
sea cual fuere su nacionalidad. 

El Austria i la Prusia en 1866, agobió oon contribu- 
ciones a Francfort i a otras ciudades enemigas. 

En la guerra franco-alemana de 1870 a 1871, se irapu* 
siercn también fuertes gravámenes a las ciudadefi dp 
Buan, Nancy, Eeims i otras. 

Las requisiciones para el mantenimiento de las tropas 
9on aceptadas por el Derecho Internacional, i de aquí nace 
el principio de que el invasor puede exijir todos los soco- 
rros necesarios para sus ejércitos. 

Todo lo que se obtiene por estos títulos no es reembol- 
sable i aunque los obligados reciban certificados o com- 
probantes de esas entregas, tales documentos no son un 
título que obliguen al reembolso de lo pedido contra pl 
invasor o contra el gobierno vencido. 

Todos estos principios están reconocidos i sanciQns^dqfi 
por la práctica actual de las Naciones, sin qup por consi- 
guiente pueda resultar por el ejercicio de este derecjip, 
responsabilidad alguna contra el Estado cuyos ejércitos 
hubieran hecho uso de estos medios de hostilidad. 

Chile pudo entonces gravar a los habitantes de los te- 
rritorios vencidos, ya fueran ellos nacionales o estranje- 
ros domiciliados allí, cod contribuciones estraordinarias o 
requisiciones de guerra. 

La espropiacion que se hace a los particulares de las 
especies que un ejército invasor pueda necesitar para su9 
necesidades, descansa, como es natural, en idénticas ra- 
zones que las consignadas en los casos anteriores. 

Los estranjeros avecindados, pQro no domiciliados en 
pais enemigo, se miran a este respecto como neutrales, i 
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durante una batalla, ni que ellos fueron tampoco la con- 
secuencia precisa i necesaria de ella, sino que se realiza- 
ron después de haber cesado toda lucha entre los comba- 
tientes i cuando esos sitios eran ocupados por el vence- 
dor; que tampoco han sido el efecto de una necesidad 
bélica, sino la obra esclusiva de la conducta licenciosa de 
las tropas chilenas. 

La batalla de Chorrillos tu¥o lugar el 13 de Enero de 
1881 i los incendios i saqueos a que se refieren esas re< 
olamaciones se suponen ejecutados en los dias 14 i 16 de 
ese mes. 

En efecto, Chorrillos fué el teatro de una lucha activa 
i el incendio fué consecuencia necesaria de la resistencia 
que opuso el ejército enemigo. Concluido el ataque i re«« 
suelta la contienda a favor de Chile, lo primero que se 
hizo fué atender a los heridos i organizar las tropas. No 
fué posible que nuestro ejército se ocupara primero en 
estinguir incendios de la población que habia sido el tea- 
tro del combate, producidos por los fuegos de uno i otro 
contendiente. 

Si el ataque filé fatal a la ciudad i hubo toda clase de 
hostilidades contra los ejércitos de Chile, no se puede 
culpar al vencedor de tan fatales resultados. 

Es verdad que la población estaba encerrada en un cir- 
culo de fuego, i que las llamas se estendieron rápidamen- 
te a casi todos los edificios; pero de aquí no se infiere que 
Chile responda de esos hechos naturales de un combate. 

Barrancos era el punto de unión entre la primera i se- 
gunda línea de defensa de las tropas peruanas i paso obli« 
gado de todos los movimientos militares que allí se desa* 
RolUroDi 
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Por ñn no fueron pocas las reclamaciones que se hicie^ 
ron a Chile fundándose en actos de pillaje o devastacioni 
i en los que se culpaban a los soldados de sus ejércitos. 

Por regla jeneral, una vez que se ocupaba -una pobla- 
ción, el jefe de las fuerzas de Chile lo primero que habia 
ordenado era que se tomase posesión de los edificios pú- 
blicos para alojar los cuerpos de tropa. En seguida se or- 
ganizaba el servicio de guardias, de avanzadas i patru- 
llas, dictándose a continuación las medidas de seguridad 
para la población. 

Si algún soldado u oficial faltaba a la disciplina mili^ 
tar, se le sometía en el acto a consejo de guerra i se le 
castigaba con todo rigor. Nada se toleraba a la tropa, a 
fin de no relajar la disciplina militar. 

Chile no podia ser responsable de infracciones aisladas 
ni de perjuicios causados sin que fueran ordenados por la 
autoridad, esto es, caso que tales cargos fueran efectivos* 
Aquellos actos si se efectuaron, no eran aprobados por 
autoridad alguna; se reprimían todos los excesos con cas- 
tigos severor, i por fin, no debe, confundirse al soldado 
de un ejército que obra independientemente, con el ejér- 
oito mismo. Aquel no es corporación, i como en las con- 
venciones se ha hablado de actos i operaciones ejecutadas 
por las fuerzas de mar o de tierra de la Kepública de 
Ohile, resulta que cualesquiera otra clase de actos, no 
oaen bajo el conocimiento de los Tribunales arbitrales. 

Ahora es necesario no olvidar que^ bajo el título de pi« 
llaje, se han disfrazado en las reclamaciones á^ esta oíase 
R0t9t de muí distinta natureleas^, 

Id 
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Los que se dicen neutrales perjudicados, eran solo me- 
ros arrendatarios de predios rústicos pertenecientes a 
peruanos, i lo que reclaman con el título de pillaje son 
meras cargas de alojamiento, manutención o forraje, lo 
cua^l'UO constituye verdaderas apiiypiacíones, sino simple- 
mente requisiciones que gravan, como antes hemos di* 
cho, a lo» propietarios del país invadido en beneficio del 
ejército invasor, i tales contribuciones pesan sobre toda 
clase de propietarios. 

Abara esos contratos de arriendo erando fechas recien- 
tes i con el móvil esclusivo de burlarlos derechos al ocu- 
pante, i tales títulos no bastan para legalizar reclamaoio- 
' nes que hasta cierto punto son indecorosas. 

Nos resta solo Cisponer que la devastación i el pillaje 
de soldados aislados es. una consecuencia de toda guerra, 
así como el que estos actos tienen que soportarlos pacien- 
temente los habitantes del pais invadido. La calidad de 
subditos de un estado no crea en favor de ese neutral in- 
munidad «Iguna, siempre que sea residente o domiciliado 
en el teatro de las operaciones bélicas. 

La regla jeneral es que los neutrales domiciliados en 
el teatro de la guerra, pueden ser considerados i tratados 
como enemigos pasivos a la par de los ciudadanos no ar- 
mados del país enemigo,' i como activos, si toman armas 
o participación en defensa de la causa que sostiene el Esh 
ta<k> en qne se encuentran. 

Previos estos antecedentes, ya es tiempo de llegar a 
una conclusión definitiva, i ella no puede ser otra sino 
dejar establecido que el subdito de un Estado neutral 
domiciliado en territorio de un pais belijerantO; no tiene 
en roalidad derecho alguno para pedir indemniuoionev 

bw^ l^s perjuicios %\k9 pueda o hs^ya en realidad recibido 
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'por loB aotos de fuerzas militares del otro pais.beíUjeraBite 
i que era precisamente lo que hemos pretendido probar, 
asi como el ningún fundamento con que se entablaron 
reclamaciones contra el Gobierno de Chile por perjuicios 
que, si no eran imajinarios, se exajeraban on estremo. 



♦ * 



Para concluir nuestro trabajo, nos falta solo oo&signar 
en estracto algunos de los fallos de los Tribunales. arbi- 
trales, para que así se comprenda mejor la aceptación de 
las teorías que hemos desarrollado antes. 

Eiohard Thomas Anderson reclamó 11,200 soles de 
plata, importe de siete trimestres de intereses que por 
tin empréstito se le debian por el Consejo provincial de 
Lima, i que no se le pagaron durante el tie^mpo déla 
ocupación chilena a pesar de que Chile se apropió del^s 
rentas de ese Municipio i no saldó los compromisos que 
tenia pendiente. E )ta reclamación se desechó por unani- 
midad de votos. 

David Ganno cobró al 'Gobierno de Chile 173 libras 
.esterlinas, importe de perjuicios causados en una propie- 
dad urbana de su dominio, a causa de la destrucción del 
fuerte Santa Rosa ejecutado por orden del Jeneral en. je- 
fe del ejército de Chile. 

' El fallo establece: L®, que tanto los principios del De- 
recho Internacional universal, como la enseñanza unifor** 
me de todos los tratadistas antiguos i modernos, afirman 
el derecho. del belijerante para destruir e inutilizar todos 
los reductos, parapetos, obras de defensa, almacenes de 
.provisiones o artículos de guerra de que pudiera. dispo- 
ner el enemigo; 2.<^, que el jefe del ejército de Chile. us(J 
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sin que mediara necesidad de guerra ni otro i 
no justificado que autorizase este acto de pillaje 
tacion. 

Se esclareció que el reclamante era corredor de comer- 
cio del Perú i ciudadano peruano para el desempefio de 
este cargo. Por esto i no estar probado el cargo se dese- 
chó la reclamación. 

Por iguales causas se absolvió al Gobierno de Chile 
del reclamo de 1835 libras que, cobraba Williams E. -Aít* 
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ken por muebles, ropa i útiles de su oasa en Miraflores, 
que suponía incendiada intencionalmente por soldados 
del ejéroito chileno en alguno de loa dias 16, 17 o 18 de 
Enero de 1881. 

Benjamín Smith reclamaba de Chile 870 libras, impor* 
te de s\i menaje de casa, libros i otras especies que tenia 
en Miraflores el día de la batalla de San Juan, que aban-^ 
donó su casa, i que cuando regresó a ella el 1 9 de Enero 
de 1881, uno de los departamentos estaba incendiado i el 
resto de las habitaciones saqueadas o destruidas, presen- 
tando los muebles señales de cortaduras hechas al pare^ 
cer con cuchillo o bayonetas, i que tiene la convicción que 
fueron soldados chilenos los que le causaron este daño. 

Se absolvió al Gobierno de Chile de esta reclamación. 

David Duncan i otros, reclaman al Gobierno de Chile 
1,000 libras en compensación del incendio dé una casa 
denominada cKancho Verde», en Chorrillos, la que dicen 
no fué destruida por una necesidad de guerra i que no 
sirvió de refujio o punto de apoyo a los soldados peruas 
nos en el combate de 13 de Enero de 1881, que supone 
fué destruida el 16 de ese mes. 

Eran los reclamantes domiciliados en territorio enemí 
go, i se confiesa que la casa estaba abandonada. 

No habiéndose probado que esa destrucción se verifi- 
cara por órdenes de autoridad militar chilena, se desechó 
la petición. 

Huth i Compañía reclaman del Gobierno de Chile 327 
libras, importe de 97 bultos despachados en Burdeos en 
la barca Maria^ la que descargaba en Moliendo cuando el 
17 de Abril de 1879 se presentó en esa rada el blindado 
chileno Cochrane. Se notificó el bloqueo i se di(J un plazo 
para que todos los buques se hicieran a la mar; que el 
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capitán de la Maña creyó que le era lícito oontinaai m 
descarga, i qne tratándose de mercaderías de lila* po- 
meFcio, de propiedad de neutrales, cubiertas también por 
pabellón neutral, salidas del puerto de su procedencia 
antes de la deolaracion de guerra, califica de in«orceoto 
el procedimiento. 

Se desestimó la petición. 

Jobn James Harris exije el pago de 14,600 soles pkta 
por perjuioios que le infirió un decreto del cuartel jeneral 
en Lima imponiendo derechos de internación a los tubos 
de plomo para agua i gas de su fábrica en San Lorenzo. 
Agrega que se le hacia imposible el ejercicio de bu iadus- 
tria, i que fué ilegal i arbitraria la imposición de derechos 
a los productos de su fábrica. 

El Tribunal estableció que era improcedente analizíir 
la lejitimidad de una medida eatraordinaria, i anormal, 
invocando el mérito de la lejislacion aduanera peruana, 
vijente antes de la ocupación chilena, i que uno de ¡es 
efectos de la ocupación bélica es dejar en suspenso el ri- 
gor de las leyes que reglan al pais ocupado. Por fin, que 
las autoridades militares chilenas no compelieron a Hi- 
rris a abandonar su establecimiento i sus habitaciones en 
San Lorenzo. Se absolvió del cargo al Gobierno de Chile, 

Williams V. Fry cobra a Chile 4554 libras, importe de 
varias mercaderías despachadas de Valparaiso en la barca 
nicaragüense Monroe con destino a Moliendo i echada a 
pique en este puerto, con parte de su cargamento por el 
Almirante Cochrane el IS de Abril de 1879, la cual habia 
zar padn" antes de la declaración de guerra del puerto de 
Valparaíso; que se notificó en Moliendo que los buques 
surtos en esa bahía debían abandonar eso puerto dentro 
de cuarenta i ocho horas, i, antes de vencerse este plaao, 
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fué remolcada mar afuera por la Magallanes; que es falso 
que la Monroe hubiera intentado burlar el bloqueo, se 
estableció que la destrucción de la Monroe fué un acto 
lejítimo de guerra, i que conducía mercaderías de contra- 
bando de guerra, etc. 

Se absolvió a Chile de ,1a reclamación. 

Carlos Baker reclama 31483 soles plata por pérdidas 
sufridas en su hacienda de Azapa i en su botica de Ari^ 
ca. Se funda en que él no tomó parte directa ni indirecta 
en la guerra, i en que el saqueo se verificó cuando las 
tropas chilenas estuvieron acampadas en la vecindad de 
la hacienda. 

El Tribunal arbitral dijo: Considerando en cuanto al 
daño de la botica, que no era conforme a los principios 
de derecho internacional declarar responsable al Gobier' 
no de Chile por el saqueo i destrucción de propiedades 
del reclamante, siendo que tales exesos hablan tenido lu- 
gar en una ciudad fortificada, teatro de un sangriento 
combate i tomado por asalto. 

Se absuelve por unanimidad de votos al Gobierno de 
Chile de esta petición. 

Tomas Simonds Tuffield reclama de Chile 764 libras, 
valor de muebles i otros efectos que dice tenia en su casa 
en Arica i que fueron tomados o destruidos por soldados 
chilenos, siendo que él no tomó parte directa ni indirecta 
ooirtra Chile i que la casa en que tenia los muebles esta* 
ba situada lejos del campo de batalla; que el saqueo de 
ella empezó después de la batalla i continuó hasta el dia 
9. El fallo dice así: 

Oonsiderando que es público i notorio que el puerto de 

I 

^1' oott las lartifiosioionea que defendiau sus entradui 




por mar i por tierra fueron tomadas por asalto después 
de un reñido i sangriento combate; 

Considerando que lo es igualmente que sus defensores 
hicieron uso de minas de pólvora i dinamita, ocultas i dis- 
puestas convenientemente para hacer esplosion por medio 
de la electricidad, a fin de rechazar i es terminar, si fuera 
posible a los invasores; 

Considerando que librado un combate en estas condi- 
ciones, i estando la ciudad al alcance de la poderosa arti- 
llería de ambos combatientes, no es posible establecer de 
una manera cierta e indubitable cual fuera el oríjen del 
incendio o destrucción de cada uno de sus edificios, pu- 
diendo ser imputados, tanto a la acción de los asaltantes 
como a la de los defensores, ni si debían considerarse co- 
mo consecuencia del combate o atribuirse a la acción par- 
ticular de individuos no combatientes; 

Considerando que^ aun en el caso de haberse compron 
bado que hubo exceso i se ocasionaron los daños en que 
el reclamante funda su acción i que ellos deben imputar^ 
se a soldados chilenos, no por eso seria responsable el 
Estado de Chile, puesto que en plazas tomadas por asalto 
i en las condiciones ya indicadas, son de ordinario consi- 
guientes e imputables solo a las calamidades de la gue- 
rra, siendo difícil i a veces imposible, evitar que solda- 
dos dispersos^ fuera de las filas i prevalidos del desorden. 
Be entreguen a ellos, en conformidad a las prácticas de 
las naciones i a los principios de derecho sustentados 
por los notables publicistas Kluber, Droit des gens mo- 
déme de Europe, traducción de Ott, Paris 1861, párrafo 
263; Wheaton Elements ofinter. law.^ parte 4.*, cap, 2.*; 
Bello, Principios de Derecho Internacional parte 2.*, oap, 
4*^1 EdUvt^ Ls dmt inU jpuU. de JS^droj^ei SluastohU 
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Broit int\ cód. art. 657, 2.^ edición, traducción de Lardy; 
Martens Wallech, etc., etc. se absuelve de la reclamación 
iJ Gobierno de Chile. 

Juan. Meikle exije del Gobierno de Chile 534 libra», 
importe de las pérdidas sufridas por el incendio de las 
casas de Lasan: 

Considerando que el incendio délas casas de Lasan fué, 
en consecuencia, una operación lejítimade guerra i su des- 
trucción i de los objetos contenidos en ella de propiedad 
4^ sus moradores fueran estranjeros o nó, no impone res- 
ponsabilidad al Gobierno de Chile, conforme a los prin- 
cipios de derecho internacional, según lo reconocen CalvQ, 
párrafo 1942; Bello, parte 2.* cap. 4.^, núm. 4; Schmalz, 
libro 6.^, cap. 3.^ se declara sin lugar la reclamación. 

Carlos Hume Williams reclama 5,000 libras, importe 
de los muebles i la casa que le destruyó el ejército chiles 
no, situa,da en la Alameda de Miraflores, sin necesidad p 
motivo alguno, iñucho tiempo después de haber cesado 
toda resistencia por parte de los peruanos i de haberse 
entregado a las fuerzas chilenas la capital i puerto prin- 
oipal del Perú; 

Considerando que es público i notorio que el pueblo de 
Miraflores, estando fortificado i habiéndose establecido 
fuertemente en él el ejército peruano, después de la ba* 
talla de Chorrillos, fué teatro de un sangriento combate; 

Considerando que en el combate funcionó no solo la 
artillería rodante de ambos ejércitos, sino la de grueso 
calibre d« la escuadra chilena i la de varios fuertes i b(t« 
terífi^ OQlooadas en las alturas de los cerros ooutiguoSi 
actillería que, no solo podía ofender a la población, sino 
que en ocasiones de propósito fué dirijida a ella, por ser 
O|eiaeioii goaveuiente jpara el éuto de U batalla; 

18 
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las naciones, de la que no debía quedar escepcionado 
Chile. 

A propósito, hemos recorrido solo unas cuantas recia- 
maciones de ciudadanos ingleses neutrales pero domici- 
liados en el Perú, para manifestar con esto la indepen- 
dencia con que obró el Tribunal. 

Ko obstante, Chile ha tenido que hacer desembolsos 
crecidos en pagos i gastos por reclamaciones, a pesar de 
que le ha amparado la lei i que sus procedimientos en esa 
guerra han sido legales. 





CAPITULO m 
Del principio personal i del territoriel 

BUMAS10.--I. El principio personal i el territorial. -11. Bn qué se 
funda cada uno de los principios antes nombrados i cu&l es el 
que se profesa en Europa i cuál en América.— III. Están l(M 
estranjeroB sujetos a las leyes del Estado eu que se establecen? 
— IV. Cómo se resuelven los conflictos que nacen de las leyes 
reales i per3onal&9?--^V. En que casos no son aplicables las le- 
yes estranjeras?— Vi. La lei personal sigue o no al ciudadano 
de un Estado? — VI [. Derecho voluntario i darecho necesatío i 
£u retroactividad. 



El principio personal i el territorial enjendrarón la 
teoría de los Estatutos, pero aquellos principios mantie- 
neb todavía divididos a los escritores de Derecho Iñt'er- 
naíoional Privado. 

La escuela italiana apoyada por notables publioistad 
franceses^ se ha decidido por la lei de la nación o sea por 
el* domicilio. 

Los ingleses i americanos por el territorial; i loa áld* 
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orden, las relaciones de familia i las sucesiones. Las vo- 
luntarias son las concernientes a los bienes i su disfrute^ 
las referentes a la formación de los contratos, a las obli- 
gaciones i a otras materias análogas. 

£1 Derecho civil privado, como personal i nacional si. 
gne a la persona fuera de su patria. El Derecho públicOi 
que es territorial dominando sobre el territorio que rije 
obliga a todos los que habitan en él, sean indíjenas o es- 
tranjeros. 

Todo lejislador debe reconocer sin reserva el derecho 
privado del estranjero sobre su territorio i rehusar toda 
eficacia a las leyes en contradiccioh con el derecho públi- 
co i que turben el orden interno del territorio. De este 
modo se salvaguardian los derechos de cada Estado i al 
mismo tiempo los del estranjero i se evitan conflictos de 
Derecho Internacional privado. 



n 



Cómo se resolverán en la práctica las cuestiones rela- 
tivas a la capacidad personal de los individuos? — Estable- 
cido como queda que hoi dia ya nadie confunde los dere- 
chos políticos con los civiles i contando con el ausilio dé 
la teoría de los Estatutos, no es difícil resolver esta cues- 
tión. 

Los hombres en cuanto al derecho privado no se divi- 
den en nacionales i estranjeros, desde el momento qué 
bajo este punto de vista todos son miembros de la gran 
familia humana. El estado i capacidad de una persona 
no se modifican por el solo hecho de que se cambie dd 
domicilio. No obstante, existen dos principios en oons* 

Uate pugM i elloi aoa el ^sorwl i el twritoml. M pn^ 
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¿cómo podrían estos Estados permitir que los emigrantes 
quedaran sometidos a sus diferentes lejislaciones en vez 
de estarlo^ como es natural^ a la del pais en que se esta^ 
bleoen? ¿Qué de cuestiones no surjirian diariamente por 
tal causa? Era pues necesario evitar todo esto i ello que- 
dó salvado con la aplicación en jeneral de la lei nacional. 

Pot otra parte, «el principio territorial ofrece un crite- 
rio igualitario en armonía con las instituciones libres; es 
un factor común para todos i al que se someten volunta . 
ñámente i demandan el reconocimento i la sumisión de 
sus derechos a las autoridades reconocidas.! 

En Chile como en la Arjéntina la lei civil es obligato- 
ria tanto para nacionales como para estranjeros i en am- 
bos paisos ofrecen iguales garantías, sin hacer distinción 
de ninguna clase i por ^so con rasen se ha dicho que 
en América nadie es estranjero. 
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Haciendo dhora un resumen de lo que antes hemos 
espuestO; podemos desde luego establecer como principios 
predominantes en Derecho luternacional privado, que las 
leyes de un Estado obligan en jeneral a los nacionales i 
estranjeros que se encuentran en su territorio i que a este 
respecto no admiten escepcion alguna las leyes penales, 
de policia i de seguridad en cuanto a su aplicación den* 
tro de sus dominios. En consecuencia, ningún Estado 
aplica otra lejislacion que la que tiene establecida o esta- 
blezca para sus regnícolas, lo que por cierto es una ga« 
rantia jener'il, puesto que no se hacen distinciones odio*» 
W8 en favor de nadie. 

I«aa leyes oiyil^a oatranjeras solo suelan aplioarae por 
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queda sometido, en cuanto a los que cada uno ha de sur- 
tir, a Ja lejielacion respectiva. 

Si se someten a la lenslacíon nacional, los Tribunales 
están obligados a aplicar la lei del pais. 

Si en algunos casos se admiten los efectos de la lejisla- 
cion estranjera, deberá ella por consiguiente ser tomada 
en cuenta. 



IV 



Cuando en un pais se considera que una materia cae 
bajo el Imperio del estatuto personal i en otro como real, 
o cuando se admite escepeion en la doctrina, es cuando 
surje el conflicto o la lacha de Estatutos. Esto sube de 
punto si interyienen personas de difei'entes nacionalida- 
des, ya sea de oríjen o por nacionalización, Tersando la 
controversia sobre cosas situadas en diferentes Estados i 
cuando los actos han tenido lugar en un pais distinto ¡de 
aquel a que pertenecen las personas o en el que se en*» 
cuentran las cosas. ¿Cómo resolver esta dificultad i que 
lei aplicar en tal caso? Será la de las personas, la de las 
cosas o la que rije los actos? 

No es difícil comprender que cada Estado, cuando vé 
que en tal cuestión tiene interés alguno de sus subditos, 
o cuando de alguna manera se desarrolla alguna relación 
de derecho dentro de su soberanía, trate de [someterle a 
sus leyes. Mas si esto es aparentemente natural no es en 

« 

realidad justo, porque en todo caso debe dominar el prin- 
cipio territorial, puesto que dentro de un Estado no se 
puede aplicar la lejíslacion estranjera i debe prevalecer 
en estos casos la lejislacion nacional i cuando esto no se 
pueda verificar, prefieren los Estados declararse incom- 
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snltfido atentar a las leyes del reino que coneagran o ga- 
rantizan un derecho o un interés sociat. 

En el Congreso de Montevideo se estableció que jamas 
serian aplioables contra las instituoiones políticas, las le- 
yes de orden público o las buenas costumbres del lugai 
del proceso. 

El Código arjentino, basado en el pri&cipio territorial, 
dice que la aplicación de las leyes estranjeraa, en los ca- 
sos en que este Código las autoriza, nunca tendrá lugar 
sino a solicitud de parte interesada, a cuyo cargo será la 
prueba de la existencia de dichas leyes. Esoeptúanse las 
leyes estranjeraa que se hicieren obligatorias en la Bepú- 
blica por oonvenciones diplomáticas, o en virtud de lei 
especial. 

Luego, pues, es un hecho que cuando se alega la lei 
estranjera debe probarse su existencia. La lei nacional 
es nn derecho que simplemente se alega sin depender su 
aplicación de la prueba, porque se supone conocida desde 
su promulgación. Igualmente i antes, como cuestión pre- 
via, deberá probarse que el hecho de que se trata fué natu- 
ralmente efectuado en el lugar cuya lei se quiere hacer va- 
ler. Una vez determinado el lugar de la formación del acto, 
viene la prueba de la existencia de la lei i la conformí» 
dad con las formas empleadas en él i demás requisitos 
necesarios a su validez. 

Luego otro artículo agrega: 

Las leyes estranjeraa no serán aplicables; 

1." Cuando BU aplicación se oponga al derecho público, 
(como las leyes de Francia i de otros Estados de Europa 
qae consideran los, derechos civiles como únicamente pro- 
pios a la calidad do nacional) o criminal de la Bepública, 
(como laa leyes de los paisea en que la bigamia es per* 
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clara nulo, si el juicio se ventilara en la Arj entina, se 
aplicarían las leyes de su pais por ser mas favorables a la 
yalidez del acto. 

Supóngase que un individuo hace un contrato en Chile 
sujetándolo a la forma establecida en la Arjentina i no a 
la del lugar de su redacción. ¿Qué sucedería si se deman- 
dare ante jueces arjentinos el cumplimiento de ese con- 
trato? Qué lo declararían válido, dice el señor Segó ña en 
la Arjentina, pero el señor Lie venas dice que sería nulo; 
en primer lugar porque al formarlo se han violado dos le- 
y^s, la'del lugar de su formación i las de la Eepública, que 
ordenan que la forma de los actos se haga con arreglo a 
las leyes dd lugar de su redacción. ¿Cómo podría decirse 
que habia colisión entre ambas leyes para poder aplicar 
el inciso 4.^ cuando las dos disponen una misma cosa? 
For otra parte, queriendo aplicar nuestra lei, no habria 
razoiv para decir que ésta era mas favorable a la validez 
del acto, desde que los arts. 12 i 950 lo declaran nulo. 
¿Qué disposición se^ invocaría para declarar válido seme- 
jante acto? Ninguna, puesto que todas las disposiciones 
de nuestro Código sobre la materia le serian contrarias. 

La cortesía de los Estados para permitir que se apliquen 
leyes estranjeras, no puede llegar jamas hasta el estremo 
de sacrificar intereses vitales i su orden público interna, 
despreciando sus leyes, siendo que nadie puede reclamar 
eü .un pais otros derechos que los reconocidos taxativa- 
mente a los nacionales, desde el momento que los estran- 
jeros no pueden estar en situación mejor o mas privilejia- 
da que aquéllos i, por lo tanto, el que crea una situación 
jurídica se somete a la jurisdicción donde ella se realiza^ 
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jilomioUto? Savigaí acepta oomo personal la lei del domioi* 



lio. Ea Roma la lex oríjinis constituía la regla respecto al 
derecho personal del individuo; pero la tendencia actual 
es que debe prevalecer la nacionalidad sobre el domi- 
cilio. 

El Código de Napoleón consagró la ¡^doctrina de la na- 
cionalidad al fijar la lei que debia rejir el estado i capa- 
cidad^de los franceses. Los americanos^ ingleses i alemanes, 
sostienen la lei del domicilio. La Italia siguió a la Fran- 
cia a este respecto, i se fundan en la corriente que emigra 
de sus dominios i la necesidad que existe de someterlos, 
aun fuera de ellos, a la lei nacional. 

El Instituto de Derecho Internacional, deseando salvar 
estas dificultades, tomó en 1880 las siguientes resolu^ 
ciones: 

* 

«El estado i capacidad de una persona se rejirá por las 
leyes del Estado a que esa persona pertenezca por su na- 
cionalidad. 

Cuando una persona no tenga nacionalidad, se rije por 
las leyes de su domicilio. 

En el caso en que diversas leyes coexistan dentro de 
nn mismo Estado, las cuestiones relativas al estado i ca- 
pacidad de un estranjero se decidirán con arreglo al dere- 
cho interior del Estado a que pertenezca», es decir, por 
su nacionalidad, o bien por las leyes del lugar de su do> 
micilio de orljen cuando existan diversas lejislaciones ci- 
viles dentro de un mismo Estado. Por ejemplo, la lei 
escocesa difiere de la inglesa; pues bien: ¿según qué lei se 
apreciará en Francia la capacidad de una persona de .orí* 
jen escoces i domiciliada en Londres? El Instituto resolvió 
que la resolución de este caso corresponde al derecho ín^* 
temo del Estado donde se encuentra* 

La lejislaoíoa ohiletia dice que a las leyes patrias qaa 
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reglan las obligaciones i di 
sujetos los chilenos, no obst 
en país estranjero, en lo relt 
condición i capacidad para i 
jen de Bartir efecto en Chi 
nes i derechos que nacen de 
solo respecto de su cónyuge 

Los bienes situados en Cl 
chilenas, aunque sus dueñoE 
en Chile, sin perjuicio de la 
loa contratos otorgados váU< 

El principio de la naciouí 
moa visto, los códigos francí 
con la escepcion que la capa 
contratado en Bajonia, se ap 

El principio del domicilio 
América del Norte, Prusia i 

El código arjentino oonsa^ 
cilio, diciendo que la capaoi 
sonas domiciliadas fuera d 
será j)izgada por las leyes ( 
aun cuando se trate de aotoi 
lentes en k Bepúblioa 

Este Código se refiere ] 
ejemplo, dice el seSor Llere 
en Chile viene a la Arjentii 
una incapacidad de hecho (i 
do, según las leyes arjentinf 
incapacidad i hubiere podi< 
contrato en caso de estar d( 
berá considerarse el acto oo 
IftB le^es de Obile; qi a^ul e 
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Arjentína, aunque los bienes de que se trata estuvieran 
en esa Bepública, 



vn 



Las reglas de Derecho Internacional Privado, asi como 
las. leyes particulares de los Estados, están sujetas a cam- 
bios i transformaciones porque todo en el mundo pregre* 
sa. De aquí surje el problema dé determinar la eficacia de 
esas reglas i la época del tiempiD en que rijan. 

No surjiria ninguna cuestión de derecho transitorio s{ 
todas las consecuencias de una lei terminaran completa- 
mente durante su vijenoia; pero sucede que quedan vijen- 
tes o nacen muchos vínculos de derecho i prolongan sus 
efectos después que viene otra lei posterior. Puede suce- 
der que la nueva lei desconozca o limite los efectos de las 
acciones concedidas por la lei antigua o derogada o modi- 
ficada, siendo entonces cuando nacen las cuestiones i en 
tal evento conviene conocer las reglas i aplicarlas para tales 
casos. 

£n paises que se encuentran en perfecto pié de igual- 
dad i no reconocen sobre ellos lejislador que les pueda 
dictar leyes, el derecho se manifiesta por medio del con- 
sentimiento mutuo que presten a las nuevas leyes, espre-* 
sándolo de un modo espreso o tácito. Los tratados esta- 
blecen lo primero i la costumbre lo último. Mas hai, sin 
embargo, que distinguir entre el derecho necesario i el 
derecho voluntario. El primero es formado del conjunto 
de reglas que no necesitan para su aplicación la manifes- 
tación de la voluntad de los Estados i que acompañan a la 
sociedad internacional desde su aparición, formando así 
el derecho natural i universal de esta sociedad, él cual 
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no paede ser derogadt 

estos casos no cabe distinguir entre una regla anterior o 

posterior, porque aquel derecho o reglas son 

en el tiempo i en el espacio i no pnede con reta 

hablarse de rettoáctividad o de nó retroaotivi 

cual máxima. Con relación a este derecho no 

sentarse lójicamente un conflicto, como son, p 

las reglas sobre la libertad del hombre» sobn 

que se deben los Estados entre sí o sus r 

tes, etc. 

Ahora si los Estados, en un momento dado, 
oen esos principios de derecho natural, en tal 
recho positivo nuevo, tiene efecto retroactiv 
hubiera existido siempre, puesto que solo se p 
tir un derecho natural verdadera, que estaba ( 
por los antiguos errores i usos. La retroactivid 
indispensable en esta hipótesis i no admite i 
oepeion. Así, por ejemplo, si un tratado derog 
vitud i el trasporte de esclavos de un pais a o 
debe ser aplicado desde el momento mismo et 
en vigor a todos los actos i contratos que s 
celebradoanteriormente, sin que puedan admit 
tra los derechos adquiridos. 

Si una convención internacional deroga las 
rítimas como consecuencia natural de la invíol 
la propiedad; debe aplicarse retroactivamente; 
secuencia natural de la inviolabilidad de la p 
las presas realizadas con anterioridad por un 
sobre otro, pero siempre que los Tribunales d 
hayan [resuelto definitivamente sobfe sa vi 
estas bases se puede formular la regla jeneral 
das las novedades introducidas en los tratado 
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Clones entre Estados, como reconocimiento de las reglas 
superiores de derecho natural, deben obrar siempre re- 
troactivamente, destruyendo el estado de cosas anterior, 
resultado del pasado i que constituye por sí mismo una 
violación manifiesta de este mismo derecho. 

En el derecho voluntario^ es decir, aquel que no hubie- 
ra surjido si la voluntad de los Estados no le hubiera 
dado impulso, tiende a la creación de una situación de- 
terminada. Dentro de este derecho se puede presentar la 
necesidad o la conveniencia jurídica de reconocer i apli- 
car la máxima de que las leyes solo se hacen para los ca- 
sos futuros, que no deben tener ningún efecto retroacti- 
vo, que deben respetar los derechos adquiridos bajo el 
imperio de las leyes anteriores. Así, por ejemplo, 'si se 
trata de una convención consular celebrada entre varios 
Estados, en que modifican la situación precedentemente 
establecida acerca de los derechos i deberes de los Cónsules 
hacia sus nacionales, ninguno de éstos podría invocar, des- 
pués de naber entrado en vigor el nuevo tratado, una 
convención anterior para deducir de ella ciertos derechos, 
como ser para ejecutar ciertos actos válidos en justicia, 
sin la autorización del Cónsul. Mas si los actos o formali- 
dades conformes a la lei anterior, habian sido realizados 
bajo el imperio de ésta, no podrían ser anulados en vir- 
tud de reglas nuevas, porque existiría allí un verdadero 
derecho adquirido, que debe ser respetado, dándole toda 
la estabilidad que le es propia por su orí jen. 
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CAPITULO IV 

D« la aplicación de la lei estranjera dentro de nn 

Estado Soberano 

■»■ 

SuHARic^L Aplioadon do la leí nacional a todo negocio que ha 
de surtir efectos dentro de un Estado i escepcion al respecto. — II. 
Cuándo i bajo qué bases se aplica en un pais Ja lei es(ran|era? — 
III. En qué casos puede el juez aplicar de oficio la lei e<^tran je- 
ra; prueba de esta lei i a quien corresponde?— IV. Procede el 
recurso de casación en los fallos en que se aplica 1^ lei estranje^ 
ra o nó?--V. £n qué casos se aplica la lei estranjera en un £s« 
tado Soberano? 



Hemoi) establecido en el curso de estos estudios^ que 
un Estado es libre para prescindir en absoluto, dentro de 
la ostensión de su territorio, de toda lei estranjera a vir« 
tud de su independencia i soberanía^ doctrina que todos 
reconocen i aceptan sin vacilar. Mas, cuando la lejislacion 
de un^pais acepta una parte determinada del Derecho dé 

otra potencial este aoto es coa relaoiou al pais que la ooa* 
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siente, ua hecho de beneToIencia, 1 
de cortesía internacional. 

La libertad de que hacemos méril 
prescinda de toda lejislacion estran; 
torio, legla que está conforme con 
de que leges nom valent extra territí 
sámente a establecer que la primer 
derae para el fallo de toda cuestión 
en que el negocio se ventila. Solo p 
aplicar, en uno que otro caso la lei 
cierto elle no procede porque ten^ 
BÍnó en virtud de existir convenció 
tolerancia o bien por disposición es 
tritgno- 

En Chile, por ejemplo, ha oourrii 
que se penó a un subdito chileno p 
nuestro territorio, aplicándole no < 
Arjentina. ¿Por qué? El reo se fug 
se solicitado su estradicion para ju: 
entregado, previos los trámites usua 
tratado a este respecto con la Arjer 
biecia para estos casos, que al reo ae 
en que hubiese delinquido la lei qui 
delito i este era el de estafa, pudo e 
Techo pedir que se juzgara el caso 
donde habia sido estraido. 

Los tratados internacionales comp 
lacion positiva en todos los paises, desde que son leyes 
que se dictan de ordinario con aprobación del poder le- 
jislativo, como sucede en Chile para que tengan vigor i 
por cuya razón vianeu a tener el oaráoter dd verdaderaa 
le^es del paÍB. 
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A falta de leyes positivas i de tratados especiales, tie, 
nen aplicación en las cuestiones de Derecho Internación 
nal privado, los prineipios de Derecho Natural, lo que se 
hace para que toda cuestión sea solucionada con arreglo 
a principios que descansen si nó en una base legal al mé - 
nos en equidad i justicia, como lo son las reglas naturales 
que reconocen todos los píieblos civilizados. 

El poder judicial i la policia suprema de un Estado se 
estiende como es natural a todas las personas que habí- 
tan su territorio, ya sean regnícolas o estranjeros, así co- 
mo a todos los delitos i crímenes que se cometan dentro de 
sus límites territoriales. 



II 



No obstante, la teoría de que un Estado es indepen- 
diente i soberano para aislarse por completo i prohibir 
dentro de su territorio la aplicación de toda lei estranje- 
ra, no es del todo cierta i poco a poco vá desapareciendo, 
por cuanto la aplicación de leyes estranjeras os hoi una 
verdadera obligación de Derecho Internacional que tiene 
por base no u^ deber de necesidad, sino consideraciones 
de utilidad i conveniencia recíproca entre las naciones 
que sostienen relaciones mutuas por las ventajas que a 
todas ellas les reporta. 

Empero, de esto resulta también que no está al arbitrio 
de un juez la elección de la lei que deba aplicar en un 
caso dado, por no estar obligado a manifestar razón en 
materias de Derecho Internacional privado ni mlicho 
menos benevolencia o cortesía. 

Tampoco es del todo exacto que las leyes estranjeras 
pueden producir todo9 sus efectos en el territorio de una 

5a 
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La lei estranjera ¿se aplicará del mismo modo i en igua^ 
les condiciones que la lei nacional? Debe el juez aplicar 
la lei estranjera aunque las partes no lo reclamen, es de 
cir, de oficio? Qué hará si existe duda o contradicción res- 
pecto a lo que disponga el Derecho estranjero? Exijirá 
la prueba de esto último a la parte que lo invoca i en 
caso afirmativo se producirá esa prueba segim las reglas 
de la que -se produce en las cuestiones en que se ventilan 
hechos? Por fin, ¿tendrá lugar o será procedente el recur- 
so de casación por violación o aplicación errónea de la lei 
estranjera en los paises en que dicho recurso existe? 

Es fuera de duda que para resolver todas estas cues- 
tiones, i^e debe tener muí en cuenta el procedimiento, lex 
foriy i organización judicial de cada pais i no siendo esto 
posible, nos debemos limitar a establecer los principios 
jenerales que creemos que se deben observar a falta de 
disposiciones espresas sobre estas materias. ' 

Entrando ahora al estudio de las indicadas cuestiones 
tenemos que puede el juez de oficio aplicar la lei estran- 
jera, por ser esta la opinión mas acentuada, sin que tam- 
poco falten publicistas, entre^ellos Mr. Slimaugeat, que 
opinen lo contrario. Otros consideran el Derecho estranje- 
ro como un simple hecho i no permiten al juez aplicarlo 
sino cuando uno de los litigantes lo exije, siendo esta la 
doctrina inglesa. Kori sostiene una doctrina intermedia, 
diciendo que el juez está autorizado para aplicar la lei 
estranjera, sin obligarle a ello. 

Entre tanto, es un 'aecho que la misión del juez con- 
siste en juzgar todo litijio que se someta a su conocimien* 
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to, según el derecho q 
que estime aplicable i 
caso lo hará en la lei i 
invocaren, si es que ai 
aun en el caso de que 
zado para tomar en cu 
tos por las partea, ^iei 
ciarlos según el Derec 

Ahora cuando un jv 
tradiccion respecto a 1 
solver el caso? La mis 
ticiai si estima que el 
recaer sa fallo deba es 
se encuentra entonces 
que cuando aplica la li 
cual ce esa lei i la api 
es hacer estricta justic 
ta de la lei que en tali 

Si las partes no logí 
que pretenden que st 
hará el juez entóncesr 
sado de aplicarla; pen 
práctica ha de vencer! 
dios para conseguir el 
con relación al texto i 

En Alemania es re^ 
lacion de Derecho esti 
dominio de la lei esti 
caso el Derecho estra 
diendo fundar ese cor 
ya en la prueba sufici 
hieran producido. Mu 
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oho estranjero, desconocidos para el juez, puede éste exi- 
jir la prueba a la parte que los invoca o practicar de ofi- 
cio las indagaciones necesarias; pero en rigoroso derecho 
no está obligado a ello. Puede en tal caso el majistrado 
con arreglo a las presunciones, decidir que el Derecho es- 
tranjero, desconocido para él, está en armonía con el De- 
recho nacional; pero como estas presunciones pueden ser 
destruidas por la prueba en contrario practicada por las 
partes, no ligan al juez de tal modo que está obligado a 
fallar según ellas, ya que la máxima Jara novit curia, no 
puede alegarse tratándose de Derecho estranjero. 

¿Incumbe la prueba del derecho estranjero a la parte 
que lo invoca? Es indudable que la parte interesada os 
la que debe establecer la exactitud de sus apreciaciones 
con sólidos razonamientos para que los complete el juez 
de oñcio; pero esta exijencia dista mucho do ser. como 
cuando se alega un hecho que le toca probarlo al que lo 
afirma. ^ 

Por otra parte, se debe también suponer que un juez 
de derecho si no conoce una lejislacion estranjera para 
aplicarla en un caso dado, su deber es estudiarla i. ver 
lo que exista al respecto para resolve;: la cuestión con 
arreglo a ella. 

También la prueba de las leyes estranjeras puede ha- 
cerse como en Francia, por certificados de jurisconsultos 
de los paises en que se apliquen, puesto que lo que se bus- 
ca es solo la existencia de tales o cuales leyes estranjeras 
i en este caso las opiniones de los escritores de Derecho i 
las opiniones de hombres doctos en la jurisprudencia de 
sus'naciones, son conducentes para establecer si existen, 
o no las leyes que se invocan. 

Por fin, el Derecho estranjero no se debe asimilar a la 
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lorepancia por toda clase de perso- 
untes. 

teoríaa el lejislador chileno dijo que 
se conocía diferencia entre el chileno 
ato a la adi^uisicion i goce de los de* 
;la la leí civil i eata misma loi ase- 
gura a todos los habitantes de la República la igualdad 
ante ella. 

Todavía agregó mas, espresando que la leí es obligatoria 
para todos los habitantefi de la República, inclusos los 
estranjeroa. 

Por fín^ los bienes situados en Chile están sujetos a lag 
leyes chilenas, aunque sus dueños sean estranjeros i no 
residan en Chile, sin perjuicios de las estípnlaciones con- 
tenidas en los contratos otorgados válidamente en pais 
esttaño, si están arreglados a las leyes chilenas. 



De las mismas teorías sentadas en los párrafos anterio- 
res de' este capitulo, se ve que ninguna lei estranjera se 
puede aplicar en otro paisi sino cuando la voluntad del 
lejislador la admite espresa o tácitamente i solo en los ca- 
sos claramente determinados o en los que pueda esten- 
derse la doctrina mediante una interpretacioa racional i 
lójica. 

Cada Estado dá sanción al Derecho que quiere implan- 
tar en él; tal como lo entiende, dando como ea natural 
un predominio absoluto al principio territorial. 

La soberanía de un Estado consiste, pues, principoU 
mente en no reoibir leyes de otro í en la existencia de 
WA autoridad suprema que lo dirija i represente. 



La independencia es consecui 

La aplicación de leyes estranj 
hablado, dentro do uo Estado 
Bolo por escepeion en los casos 
del Estado en que eso suceda o 
ese respecto o por la costumbre 
tamente i sin que ella se rechac 
por esperarse reciprocidad en caí 
también, por cortesía entre los ] 

81 bien es cierto que las lejis! 
tablecen ya diferencia alguna e 
jeros en cuanto a los derechos p 
de lo mismo en cuanto a los c 
refunden en la facultad de inti 
formación de la lejislaeion de ui 
reconoce a loa ciudadanos natur 
dido que la adquisición de ell( 
peciales para otorgarlos solo eu! 
jencias i aun asi tienen sus lim: 
tituciones de cada país. 

Esto es perfectamente corred 
tranjeros no pesan las mismas 6 
regnícolas. 

Por eso el Derecho Internacii 
esta diferencia, busca su apoyo 
justificada por su propia natura 
la exijcncia de realizar, como la 
cia jnrídíca, su objeto para el c 
hombre. 

La vida social de las nacíone! 
re<;peto i por eso es que existen priocipios j 
aoQ aceptados por todos lo3 puebloa oivilizs 
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una relación jurídica puede recaer bajo el imperio de dife- 
rentes soberanías, tal situación nos obligaba buscar la lei 
que deba rejirla. Si esto presenta dudas, el conflicto se re- 
suelve examinando si la persona ejecutante del hecho está 
rejida en él por el principio personal o el territorial. En 
tal caso el guía seguro es apelar a la doctrina de los JEs- 
tdtutos que ya conocemos i aplicarlos a los actos que en- 
jéndran los hombres. 

Estas diverjencias desaparecerian si se pudiera unificar 
el Derecho Internacional Privado, con lo que también se 
lograría dar garantías a las obligaciones de los individuos 
que contratan i logrando por otra parte el objeto de la 
unificación de principios, se resolverían fácilmente los con- 
flictos que surjieran entre las lejisláciones de diferentes 
Estados. 

¿Se llenará esta necesidad i cómo? El hecho no es im- 
posible i el camino para llegar a él sería merced a la acción 
diplomática o bien por la acción científica individual o 
colectiva. 

Empero se ha tropezado con la dificultad de que algu< 
nos Estados solo aceptan el principio personal i otros el 
territorial. El primero es inaceptable por ser imposible, 
cbmo lo dice el Sr. Torres Campos, por no dar criterio 
para resolver las cuestiones cuando se suscitan conflictos 
elitre leyes personales i reales o entre el elemento pri- 
vado i el público. j, 

El principio territorial ya se impone en todas partes, 
aun en la misma Italia, apesar de que allí sostienen sus 
jurisconsultos teóricamente el personal. Mas, el principió 
territorial, agrega el autor citado, debe suavisarse, no 
descomponiendo las relaciones jurídicas subordinadas de 
un modo parcial a varias lejisláciones^ sino sometiéndolaa 

n 



a la soberanía de la lei> a 
pendan. Esto puede ser u 
de la naturaleza de las ce. 
8Ín menoscabo de sus leye 

Nuestro distinguido '■ 
miembro de la Corte Supi 
de Código Civil de !a Uni 
desconooimiento de las fu< 
Int^naoional no tiene sai 
es solo necesario para'fija: 
en lasolacion de los oonfl 
falta de reglas positivas, s< 
ria de un réjimen legal aj 

Luego agrega: Estas rej 
cialmente: 

1.* La leí de cualquier 
oía entre nacionales i estr 
sioion i goce de los derect 

2.' La constitución i es 
como la capacidad pata og 
la lei del lugar donde se a 

3.'^ Las relaciones de ís 
nidad, separación de bici 
paia, deben rejirse por las 

4.* La exiatendía i capí 
de carácter privado deben 
en el cual han sido reconc 

5.* Loa actos o oontrat< 
del lugar de su celebracio 

6.^ La misma regla, lO' 
pecto de loa actos i contra 
inmueblesj pero sus efecto 
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I del lugar donde se encuentren o estén 
ubicados dichos bienes {lex loci rei silce sobre los efectos.) 

7.' Los estranjeroa, cualquiera que sea su condición, 
deben hallarse sometidoa a las leyes de poliofa fiscales o 
comunales del paia en que se encuentren. 

8> Las resoluciones espedidas por tribunales de justi- 
cia competentes sobre personas o cosas sometidas a su 
jnñsdiccion actual, deben prodacir efectos donde qníera 
qae se trate de hacerlas cumplir. 

9.^ Toda nación tiene derecho no obstante las reglas 
anteriormente espuestas, para restrinjir dentro de su terri- 
torio la aplicación de las leyes estranjeras cuando ellas se 
opongan al orden o al Derecho Público o Criminal, a la 
relijion, a la tolerancia de cultos del Estado, a la moral 
i buenas costumbres. 

I concluye diciendo: I)e lo espuesto fluye naturalmente 
la consecuencia que, en la solución de los conflictos de 
Derecho Internacional Prirado, deben aplicarse las leyes 
en el siguiente orden. 

1.* Laa positivas del pais que interviene en diohoe 
conflictos; 

2.*> Las reglas i prácticas adoptadas por el mismo país 
en BUS tratados i relaciones con el E-ítado a cuya lejisla- 
cion se refiere el conflicto; 

3." Las declaraciones competentes que hubiere verifi- 
cado la nación a quien toca resolver el confiíoto en casos 
jenerales o particulares en orden a la materia controver- 
tida; 

4.° Las reglas consagradas por el mismo pais en bus 
tratados i relacione s con las demás naciones civilizadas; 

5.» La jurisprudencia de sus Tribnnales de Justicia; 

6." Los principioa abstractos del Derecho Internacional 



CAPITULO V 

D» la condición juridioa de las cosas 

ScMABio.— I. El Estatuto real. — II. Lei territorial que afecta alo8 
bienes raices; lei personal del propietario, sobre eas cosas toue- 
blea.-III. Lejislacion comparada; disposiciones patriai.— IV, 
Lei que rije la forma do los actos para su necesaria validez. 



Vamos a tratar ahora de la lei que rije la Bitnaoion ju-» 
rfdica de ios bienes en oada país, materia mai importan- 
te en el Derecho Internacional privado. 

Del principio de la soberauia nacional, que no permite 
la intruicion de disposiciones de un Estado dentro de otro, 
nace el estatuto real, que no es mas que el conjunto de 
leyes aplicables para rejir loa derechos i obligaciones que 
pueden recaer sobre las cosas i - el modo de adquirirlas, 
perderlas, hipotecarlas, etc. 

Los derechos sobre las cosas se rijen por la lei de su 
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BÍtuacioii^ Ux sitce, lex réi sitos. Ahora bien el que desea 
ejercer un derecho real sobre una cosa es indudable que 
queda voluntariamente sometido a las leyes del país en 
que esa cosa se encuentra. 

No sucede lo mismo respecto de los bienes muebles, los 
cuales siguen la condición de la persona a virtud del prin«> 
cipio mobüia personam sequntur^ mobilia ossibus inJuB* 
rent. * 

Luego se pusieron en lucha los que pretendían el pre- 
dominio del estatuto real sobre el personal i aparecieron 
entonces dos escuelas: una que queria conservar el 
principio feudal a virtud del cual se consideraba como un 
accesorio del suelo los derechos del individuo, buscando 
el predominio de la lei territorial para escluir la aplica- 
cacion de la lei peí'sonal. La otra buscaba la emancipa** 
oion del hombre de las cadenas del feudalismo, pr^ela- 
mando el predominit) de la personalidad, restrinjiendo el 
predominio de la lei territorial para que imperase el de 
la patria de cada cual. 

Entonces apareció otra doctrina proclamada por Fro- 
land por la que tratándose de una sucesión, del modo de 
dividirla, de la parte de bienes de que se puede dispo- 
ner entre vivos o por testamento, de la enajenación de in- 
muebles, de la viudedad de la paujer, de la lejftima etc., 
era necesario atender a las leyes i costumbres de los lu- 
gares en donde estaban situadas las propiedades. La os« 
curidad se aumentó tanto que llegó a estenderse la antori 
dad territorial déla lei hasta exijir que la capasidad para 
adquirir un inmueble debia depender de la hx m ^í», -así 
tcomo para disponer de él entre vivos o por testamento, de 
pendiendo de esta misma lei los cónyujes i los hijos. 



t>& t>lB&fiC£tO llf:l*i¿EJfAXllOXAIi PltlYAÜa' Í8i 



n 



Eor los tiempos modernos se ha aceptado que la leí ter- 
látocíal debe rejir esclui^iyamente los bienes inmuebles 
orastantes en el territorio» es decir le han dado vida al 
piáftcipío feudal. 

£n Francia es tradicional la teoría que establece que las 
leyes que rijen los inmuebles constituye el estatuto real; 
perOi en jeneral, domina el principio de que cada lei solé 
debe tener autoridad en el territorio^ i como éste se oom- 
poxie de los. inmuebles prevalece sobre ellos la; lei territor 
riaL 

Ea Inglaterra i en América domina el principio de Los 
jurisconsultos de la Edad Media. Las relaciones respecto 
de los inmuebles de cualquiera dase que sean están su- 
jetos a la lex rei sUce, la que también se aplica a la capa^^ 
cidad para adquirir, enajenar, trasmitir los inmuebles, a 
los derechos sobre los mismos que se derivan de la lei o 
del GOAtrato i a las formüas i. solemnidades para adquirir 
los deirechos sobre los inmuebles. 

Boceo en Italia sosteniendo la teoría de la Edad Me- 
dia, acepta la distinción entre el estatuto real i el perso. 
nal, agregando que el estatuto real debia mantenerse en 
todas las leyes relativas a las cosas independientemente 
de la condición de las personas, concluyó por afirmar que^ 
la Zea; rei ^«^ debia aplicarse no tan solo para regulac 
la. condición jurídica de las cosas que existan en el terri** 
torio, sino también a los derechos sóbrelos inmiueblesi 
por ende ales derechos de sucesioüi a las donaciones entre 
cónyujes, ,a la porción lejítima, a la edad para disponer 
de los innuebles por testamento eto. 
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MaoÍDÍ, abandonan 
pueden imponer al esl 
en lo relativo al dereí 
respetar la aplicacioi 
la de la patria de ca( 
que ae derivan del es 
familia, de la Bucesioi 
este reconocimiento c 
sometido a la SQbetai 
orden público vijente. 

En cuanto a la lei 
loa derechos que se T' 
desde antiguo que de 
la leí pereonal del pi 
acompaüar ta persona 
to no podían 'ser oons 
torio ni retenerlas suj 
ea aquellos tiempoa < 
tia en oro o en joyaa 
oondidas; nada maaju 
oonsideraaen sometidí 



' Muchos esoritores 
cíon antigua de oons 
bles de las inmueble: 
deben encontrarae so 
porales o incorporaleí 
mo los inmuebles, dic 
bre reúne sus biene; 
d9 hecho eaten en oti 
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sideran reunidas a su duefio, i se rijen por la misma lei 
que el propietario. Ademas se supone/ que siguen al duefio 
i se consideran sometidas a la misma lei que rijen el esta- 
do i la capacidad de aquella i esta lei es entonces la del 
domioilioi o en otros términos el estatuto personal rije los 
muebles corporales o incorporales. 

Savigny i Waechter sostienen que falta la razón jurí- 
dica para sustraer los míuebles al imperio de la lei terri- 
torial i como ellos, otros jurisconsultos modernos escluyen 
la distinción jeneralmente admitida entre los muebles e 
inmuebles respecto de la lei que debe regular los derechos 
sobre los mismos. Otros reconocen ciertas relaciones jurí. 
dioas que solo tienen por objeto los bienes muebles que se 
deben rejir por la lei del lugar en que éstos se encuentran. 
Para el c^ho de someterlos a la lei del propietario, los 
escritores se han dividido hasta ^1 extremo de admitir 
unos la lei del domicilio i otros la lei nacional^ siendo 
esta la opinión de los que en Italia siguen a Mancini. 

En los Códigos modernos se halla establecida unánime* 
mente la máxima de que los inmuebles se deben rejir por 
la kx rei sitie. Se fundan en que la tierra es el único ele- 
mento estable de propiedad i por eso la soberanía nacio- 
nal le prestaba todo cuidado i protección. Bajo elréjimen 
feudal el objetivo era acumular grandes estenciones de 
territorios que quedaban sujetos a la lex rei sitos] pero hoi 
día es notable la subdivisión de la propiedad i esta sitúa- 
t)ion aleja todo temor a la autoridad en contra de su po- 
der, notándose que la tendencia moderna se dirije a la 
acumulación de bienes muebles, porque con ellos se ejerce 
la misma influencia que con las grandes propiedades de 
los seSores feudales, 

For^otra partei Portalia espusOí al sostener quo los in« 
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ee que por el estatuto real 66 rijen la capacidad de loa 
adquirientes de bienes raices i toa modos de trausferírlos. 

Todo esto nos induce a establecer que la propiedad 
tanto mueble como inmueble i los derechos reales sobre 
ia misma, se deben gobernar por las leyes del pais donde 
osos bienes se encuentren, sin quo el principio lex reí sita 
limite la capacidad personal del estranjero en cuanto a 
disponer de esos bienes por actos intervivos o mortts causa 
i entonces tendremos que por la lei del lugar de la situa- 
oion de los bienes se resolverán todas las cuestiones rela- 
tivas a la propiedad i a los accesorios que de ellas se 
deriven. 

No podrá ningún Estado admitir que una lei estranje- 
ra tenga autoridad en su territorio siempre que esté en 
oposición con sus leyes de orden público i de réjimen 
interno. Así, por ejemplo, ¿cómo habria de tolerar pais 
alguno que las servidumbres prediales que tenga esta- 
blecidas en beneficio de las heredades o por razón de su 
rituaoion o en interés de la propiedad inmueble, fueran 
Tejidas por la leí estranjera? Tampoco la hipoteca cons- 
tituida sobre bienes inmuebles podrá ser válida sí no está 
constituida con arreglo a la lei del pais en que se encuen- 
tran. En suma los estranjoros ejercitarán sus derechos 
en el pais donde se encuentren, respetando allí el derecho 
social que rija. La soberanía territorial no tendrá jamas 
ínteres en imponer a los estranjeros leyes destinadas a 
rejir los derechos privados de los ciudadanos, en relación 
oon su propiedad i con el patrimonio de familia. 

En Chile por ejemplo, la lei no reconoce diferencia en- 
tre el rrgnicola i el estranjero, en cuanto a la adquisición 
¡ goce de los derechos civiles. Los estranjeros son llama- 
dos a las sucesiones, ab inlestato abiertas en Chile, de la 
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misma manera i Began le 
nos. Ea la palabra tdele 
domioilíado i al transeui 
pisado jamás nuestro ter 
tableoido la igualdad oít 
No obstante, existen algí 
neral, por ejemplo, en e 
libremente solamente loa 
ciliados, quedando tácite 
loa estránjeros transeunti 
es para evitar el oontrabt 
be la pesca en los ños i ] 
es posible el contrabandt 
tablees cuando la lei 6hi 
intestato de un estranjer 
territorio de la Repúblici 
de herencia, de porción ( 
mo3 derechos que, según 
derían sobre la sucesión 
leños interesados podrán 
loa bienes del estranjero 
les corresponda en la 3u< 
esto mismo en caso nece 
que deja bienes en país i 

Los estranjeros transe 
el país una residencia es 
un testamento solemne ( 
la celebración de un ma 

El chileno queda suje 
side o se domicilia en el estranjero en lo relativo »! Ratnrtn 
de las personas i a eu capacidad para ejecutar i 
tos que hayan de tener efecto en Chile; en las 
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nes i derechos que nacoa do las relaciones do familia," pe- 
ro solo de sus cónyujes o parientes chilenos. 



IV 



Consecuencia de lo anterior, es saber ahora la léi que 
debe rejir la forma de loa actos para su validez. 

Tanto los escritores antiguos como loa modernos están 
acordes en sostener que la forma de los actos se debe re- 
jir por la lei (íel lugar en doudo se han estipulado, llegan- 
do a ser regla de Derecho Internacional privado el cono- 
cido proverbio lociis reg'it acítim. 

La difícultad en la apliciieion de esta' regla ha estado 
en confundir los elementos que constituyen la esencia 
del acto con loa que so refieren a lasformiilidades intrínsi- 
cas exijidas por la lei para la legalidad del mismo i con 
los requeridos para probar un hecho jurídico. 

En materia de obligaciones convencionales, tanto tra- 
tando de la esencia de ellas i de todas las condiciones 
para su validez, dependen eselnaivaraente de la lei del 
lugar en que se haya de llevar a cabo. 

Las formalidades o formas con que se han de revestir 
Ibs actos que los hombres llevan a efücto, son de varias 
elases: unas se llaman habiliianíes, otras intrinsicas i es- 
trlnsicas i por fin las hai de ejecución. 

¿Qué se llaman formas habilitantes? Las que producen 
él efecto de convertir en capaces a ciertas personas para 
realizar determinados actos, que por razón de su estado 
eran incapaces para realizarlos, como ser la autorización 
det marido a la mujer, la del ourador o la del juez a loS' 
menores. Se rijen por la lei del lugar en que el aoto ha 
tenido efecto. 



Las formas mMnsic 
oencia miama del aotc 
laa partes contratantei 

Las estrínsicas, son 
para la realización del 
que se les aplica la re{ 

Las formalidades lis 
al procedimiento i por 
del acte, sipo qno son 

T>aurent sostiene q 
rías i qoe las ha establ 
sideraoioBes de interés 
leotual i moral díil pai 

Pero volviendo a la : 
para ser aplicada con • 
oe. En efecto, la pali 
designar el mismo neg 
estrínsioo, o sean las fo 
lei para acreditar el ao 
dice Fiore, es en el qa 
cuando se trata de con 
gar en que se baya rea 
tenido del acto i a su a 
su validez i otras de eE 
del lugar en que aquel 
ajustarse a esta lei úd 
formalidades esterioreí 
legalmente lo hecho. 

Bebería, pues, enter 
en el sentido de que I 
actos jurídicos i laa ex 
instrumentos, de los ci 



raciones i documentos destinados a comprobarlos, deben 
rejirse por la lei del lugar en que dichos actos hayan sido 
estipulados o redactados. Las formalidades que prescribe 
la lei solo se han ^e observar para la validez legal estrín- 
sica de los mismos, como opina Fiori. 

¿Cómo se rije la f^rma de los actos? En el Código Na- 
poleón Go acepta la regla locus regit actum^ cuando dice 
que la forma de los actos ser^ rejida por las leyes del 
pais en que se hayan verificado. Igual cosa establece el 
Código prusiano cuando dice que la forma de un contrato 
debe rejirse por la lei del lugar en que aquel se celebró. 
Para esto se atiende al pais en que está fechado el docuN 
mentó i si en él se han indicado dos o mas lugares, se 
acepta el del pais en que produzca sus efectos. 

La lei alemana sobre letras de cambio establece una 
doctrina facultativa pero en territorio alemán no puede 
celebrarse matrimonio válido sino ante el encargado del 
estado civil. La lei holandesa reconoce también la regla 
locui regit actum con algunas esce pelones e igual cosa 
aoepta la lejislacion española, con respecto a contratos, 
testamentos i demás instrumentos públicos. 

La lei chilena en materia de formas dice que éstas en 
los instrumentos públicos se determina por la lei del pais 
en que hayan sido otorgados i que su autenticidad se pro* 

■ 

bará según las reglas establecidas en el Código de Enjui* 
ciamiento. La forma se refiere a las solemnidades esternas 
i la autenticidad al hecho de haber sido realmente otor* 

M 

gados i autorizados por las personas i de la manera que 
en los tales instrumentos se espresa. En los casos en que 
las leyes chilenas exijieren instrumentos públicos para 
pruebas que han de rendirse i producir efecto en Chile, 

no Yaldráa las escrituras privadas, cualquiera ({w sea la 
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fuerza de éstas en el pais en q 
doctrina confirmada en los an 
tro Código Civil. 

La lei chilena somete a aus 
documeutos estranjeros, puest 
cuando la lei exije instruxen 
de un ftoto o contrato, lo que 
radical en esta materia. 

Empero, no faltan quienes 
regit actunt, no puede iuvocí 
acto se ha realizado en el esti 
otoñal relativa a la forma, po 
escepcion para toda regla. En 
dente la cuestión sobro ai hai 
en otro paia, siendo que exisf 
oion que a uno le agrade para 
libertad existe, el acto ojecut 
fler naturalmente lícito. No o 
.que el lejislador puede probil 
para el cual lejisla, determiu 
debe dictar disposiciones esp< 
hibir loa actos que no quiera 
traujero, sin lo cual no puedt 
dad, tal como lo ha hecho el 
lo que no se prohibe es lícito 
. Ahora bien, la lei locus reí 
facultativa? O mas claro: el 
jero es valido solo cuando se 
critas por la lei de este paia 
la persona que lo realiza ea 
para seguir si asi lo prefiere 
4}ue h regla es faoaltativa pe 
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ficio de las partes interesadas, puesto que los favores no 
se imponen, siendo el objeto de ella solo facilitar la rea*- 
lízacíon de actos a las personas que se encuentran en el 
estranjero. 

Igualmente la máxima que nos ocupa es evidentemen- 
te también facultativa por lo que toca a los actos auténti- 
cos; pero en lo tocante a los actos privados, parece que la 
regla tiene carácter obligatorio, admitiendo, no obstante, 
una escepcion en favor de la forma prescrita por la lei 
nacional, que es al caso en que se estiende un documento 
privado por una sola persona o por varias que tengan la 
misma nacionalidad, como por ejemplo, cuando dos perso- 
nas celebran un convenio en el estranjero con arreglo a 
la forma prescrita por la lei nacional, puesto que por lo 
que respecta a la forma, será jeneralmente reconocido 
como válido en el pais de los contratantes; pero ¿lo será 
también en aquel otro donde se celebre? La Corte de 
Casación francesa resolvió la n ^gativa i en tal caso para 
evitar conflictos la regla mas \ ceptáda es aquella de que 
las formalidades nejesarias p.ira celebrar un contrato, 
son todas i esclusivamente las !)rescritas por la lei del lu- 
gar en que el contrato se celebró. 

Eq resumen tenemos que un contrato válido según las 
leyes del lugar en que fué celebrado, puede también serlo 
en todas partes^ con tal que no viole las leyes e intereses 
de otros Estados i siempre que no sea contrario a lo que 
al respecto exijan las leyes del lugar en que se pretenda 
hacerlo efectivo, en lo concerniente a la forma, interpre- 
tación, obligación i efectos del contrato. Así, por ejemplo, 
si la lei de un pais exije que para la compra de bienes 
raices o para hipotecar o testar o para reconocer un hijo 
natural, se otorgue escritura públioai es claro que do- 
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cumentos que no II 
eii ese paia. 

Por otra parte, ti 
en el lugar a cuya 1 
ella su validez en 
aplicación de la reg 
a la misma person: 
probar que él acto í 
se reñera dicba pi 
actos auténticos, ea 
lidez se exije escrit 
tífíoar qne el funcia 
lo esté para ello i i 
época; que su firma 
por otro funcionarle 
oerca del cual quiei 

No sucede lo mif 
dos; porque para el 
presentan mayores 
de exhortes judicial 
que ello se logre coi 
caso que hemos con 

Les hechos espue 
carece tampoco de i 
bajadores i Ministre 
un gobierno, están ( 
adhim del país en qu 
titnyen una escepci 
cometidos a las Icye 
nes diplomáticas. Nc 
titivo observar, si a 
sidencia, 
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Fiori no estima esta doctrina fundada i cree que los di- 
plomáticos están sujetos en los actos civiles que ejecutan 
a la lei del país en que residen, doctrina que nos pare- 
ce razonables en el caso que pretendan que en ese lugar 
surtan efectos legales los actos que ejecutan. La casa de ! 

una legación no está fuera del derecho común i que en 
ella no se aplique la regla locus regit actum es natural des- , 

de que a nadie le es dado separarse de los principios je"* 
nerales del derecho, i si bien es cierto aue en la casa del 
diplomático se puede estipular un acto observando la lei 
de la nación a que pertenezca esa Legación, fuera de eso 
se deben observar las reglas que dejamos establecidas 
para decidir acerca de la lei que debe rejir las formalidades 
de dicho acto. 



CAPITULO VI 

Se las cosas i de la leí que debe rejir los derechos 

reales 

3DMAB10.— I. Co<>aB que se TÍjen por la Isi de la aituacion,— II. Ju» 
rispradencia estranjera respecto a loa bienes muebles e inmae* 
bles.— III. Lei a que se sujétala forma de los actos sobre con- 
tratos muebles e inmuebles; teoría dominante sobre esta ma- 
teria. 



Los derechos sobre I09 inmuebles se rijen por el con- 
junto de leyes que se denomina estatuto real. Ninguna lei 
estranjfera puede rejir los derechos sobre los inmuebles 
minados en otro país, los que quedan sometidos de hecho 
a las leyes que rijan esta mat,er¡a, tanto para adquirirlos 
como para enajenarlos i para resolver sobre la validez o 
nulidad de los actos que se ejercitan con relación a ellos, 
i saber si están o nó en el comercio humano, si carecen de 
dueSo i si son susceptibles de ocupación, los requisitos 
para prescribirlos i para reivindicarlos. Se les aplica, 
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sometidas a la leí que rije el estado i capacidad de aquella. 
Esta lei es, pues, lo repetimos, la del domicilio, es decir, 
que el estatuto personal rlje los muebles corporales o in- 
corporales. 

Si bien es cierto que no hai discrepancia en aceptar 
que los bienes están sujetos a la lei del lugar en, que se 
encuentran, üai empero opiniones distintas en cuanto a 
aceptar el sometimiento a la lei del propietario, pues unos 
están por la del domicilio, i otros por la lei nacional. Los 
escritores italianos profesan esta última doctrina. 



n 



Veamos ahora que regla siguen las Jejislaciones de los 
paises mas adelantados sobre estas dos materias. 

El Código de Baviera somete a la lex rei sute todos los 
bienes corporales o incorporales, muebles e inmuebles. 
El Prusiano dispone que los inmuebles sean rejidos por 
las leyes de la jurisdicción en cuyo dominio se hallen si- 
tuados sin consideración alguna a la persona del propie- 
tario. El de Austria establece que todos los inmuebles se 
hallan sometidos a la lei del lugar en que están situados. 
El de Francia dice quelos bienes inmuebles, aunque sean 
poseídos por un estranjero son rejidos por la lei francesa. 
Iguales disposiciones contienen los Códigos de Holanda, 
de Polonia, de Luisiana i de Méjico, etc. El italiano dice 
que los bienes inmuebles están sometidos a las leyes del 
lugar en que se hallan situados. El art. 16 del Código 
Civil de Chile resuelve que los bienes situados en Chile 
están sujetos a las leyes chilenas, aunque sus dueños sean 
estranjeros i no residan en Chile. 

La Oonstitaoion del Perú establece que a las leyes de 
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tónces a la leí personal de éste, como por ejemplo las co- 
sas que lleva un viajero al atravesar un pais o la merca- 
dería trasportada por mar, puesto que estas cosas no están 
destinadas a permanecer por mucho tiempo en un lugar 
determinado i entonces ¿cómo sujetarlas a la lei de un Es- 
tado? Pero, cuando las cosas muebles están destinadas a 
permanecer largo tiempo en un lugar determinado i efec- 
tivamente se encuentran en él, tiene sobre ellas autori- 
dad la lei de ese pais. 

Poco há hemos dicho que el Código Civil italiano dia- 
ponia que los bienes muebles estaban sujetos a la lei de 
la nación del propietario; pero añade: «salvas las disposí«« 
cienes contrarias déla lei del pais en que se hallen», es 
decir que considerados en conjunto, como, universalidad 
para que se rijan por la lei del pais enrque se encuentren, 
los deja sujetos a la lei del lugar en que efectivameuíte 
se encuentran situados, si esta lei es contraria a la lei 
italiana. 

El Código francés dice en cuanto a muebles, que es ne*" 
oesario tomar en consideración la lei de su situacian i sus 
relaciones naturales con las leyes del pais. El Código ar- 
jentino en su art. 11 dice que los bienes muebles que tie- 
nen situación permanente i que se conservan sin interés 
de trasportarlos, son rejidos por la lei del lugar en que 
están situados; pero los muebles que el propietario lleva 
siempre consigo o que^ son de uso personal, esté o no en 
BU domicilio; como también los que tiene para ser vendi- 
dos o trasportados a otro lugar, son rejidos por las leyes 
del domicilio del dueSo. 

El Código de Prusia establece que los muebles son re* 
jidos por las leyes del domicilio del propietario o por lad 
ci^l lugar donde se enouentran estoa muebles, si el pro* 
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pietario tiene varios domicilios. Eii España los bienes 
muebles se rijen por las leyes del pais en que su duefio 
está domiciliado. 



III 



Es un hecho que a virtud de la soberanía que es propia 
a cada Estado, resulta que todo acto ejecutado en un de- 
terminado pais, queda irremediablemente sometido a la 
lejislacion que impera en el pais donde deba producir 
efectos jurídicos, i si ha de producirlos en dos o mas, 
queda sometido en cuanto a los que dentro de cada uno 
ha de surtir, a la lejislacion respectiva. Ahora, si se so- 
meten total o parcialmente a la lejislacion nacional, en- 
tonces los Tribunales aplicarán su propia lejislacion. 

La forma de los actos se ha de rejir por la lejislacion 
del pais en que éstos tienen lugar, a virtud de la regla 
Ux regit actum. 

En resumen tenemos que la doctrina referente a la 
aplicación de la lei de la situación a los muebles i a loa 
inmuebles, fué proclamada por Savigny i WSohter. Este 
último, espone que la razón jurídica de esta regla es la de 
no haber tenido en cuenta el lejislador sino las cosas que 
están en el territorio sin distinción alguna. Savigny afiade 
que toda persona que quiere adquirir, tener o ejeroitar 
un derecho real sobre una cQsa cualquiera, se somete yo- 
luntariamente para esa relación jurídica, a las leyes del 
pais en que la cosa se encuentra. FcbIíz estableció la regla 
de que los bienes muebles siguen a la persona, salvo 
cuando no tengan una íntima relación con la persona del 
propietario. 

Por último, 9e debe eatableoer que va ganando iamemo 
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terreno la dootrína de que^ tanto los muebles como los 
inmuebles se rijen por la lei del lugar de su situación, 
que es la mas conforme con la razón i la justicia. 

La otra regla que los muebles siguen a la persona, se 
le tacha por ser demasiado antigua i ofrece la dificultad 
de no saberse si siguen al propietario de ellos o al posee- 
dor, que puede ser persona distinta de aquel. Si se dice 
que lo es al propietario ¿quién sería éste? ¿I qué lei se 
requeriría en tal caso? 

Si es al poseedor o tenedor de ellos ¿cómo distinguirlo 
desde que, de ordinario, al tenedor de una cosa se le reputa 
dueño i a él se refiere la lei cuando trata de esclarecer la 
cuestión de dominio para saber que lei rije las cosas 
muebles? 

Ahora ¿por qué lei se rije la validez de todo acto, sea 
este íníer vivos o mortís causa, cuando tenga por objeto una 
cosa mueble?. Ya creemos haberlo dicho con bastante cla- 
ridad, estableciendo que por la lei del lugar en que* cada 
uno de estos actos se realiza, es decir, por la lei donde 
existan bienes muebles de esa persona que dispone en 
vida o para después de su muerte i que la forma de esos 
actos quede también sujeta a la lei del pais en que deban 
snrtir efecto. 

El Código francés hace esta adición: las leyes relativas 
al procedimiento judicial i las que conciernen a la forma 
i la validez de los actos de la vida civil verificados en el 
territorio, se aplican igualmente a los nacionales i estran- 
jeros. 

El de Parma dispone que los instrumentos heclios por 
subditos en pais estranjero deben, para ser ejecutados en 
este ducado, ser regularizados en lo que conciernen al 
estado i capacidad de las personas. El de Luisiana estaN 



bleoe que la forma i el efecto de los instrumeiitos públi* 
eos i privados se ríjen por las leyes del país ea que han 
sido autorizados. Sin embargo, el efecto de los instrumen* 
tos que han de recibir ejecución en otro pais se rije por 
las leyes de éste. El de Berna ordena que las formas de 
los actos se juzgarán según las leyes del lugar en que se 
han celebrado. El español preceptúa que las formas i so- 
lemnidades de los contratos i testamentos i de todo ins- 
trumento público, se rejirán por las leyes del pais en que 
se hubiesen otorgado. 

MaS; lo repetimos otra vez, no podrá aplicarse la lei de 
la situación de las cosas muebles cuando no es posible de- 
terminar donde se encontraba la cosa en el momento del 
acto o cuando ella esté en movimiento en tal instante, 
pues en tales casos habrá que aplicarse a los efectos reales 
del acto la misma lei que lo rije, como por ejemplo, si la 
cosa está en viaje, se ha de admitir de ordinario que las 
partes han querido atenerse a la lei del punto de destino. 
Si' el lugar de la cosa no es conocido de las partes en el 
momento de realizar el acto, los terceros pueden preva- 
lerse también de la lei del punto de destino respecto de 
los derechos reales, si tal lei les concede derechos mas 
estensos que la del lugar en que el acto se otorgó; pero, 
en todo caso, se respetarían los derechos adquiridos sobre 
los muebles después de ser trasladados a otro pais ijsiem- 
pre con arreglo a la lei de éste, aunque el mueble estu- 
viera, antes de su trasporte, sometido a la lei de su si- 
tuación. La lei del pais adonde los muebles han sido 
trasportados prevalece sobre los derechos anteriormente 
adquiridos en virtud de la lei de la antigua situación, 
escepcion que nace de la fuerza de las cosas i de las ne- 
cesidades del comercio. 



Igualmente se pierden los derechos reales sobre las oo»i 
sas una vez que éstas se han trasportado del país en que 
tales derechos fueron válidamente adquiridos. Por ejem- 
plo, si en un pais no se exije la posesión de la cosa para 
constituir la prenda i en él esta se ha celebrado i la cosa 
se lleva a otro pais, donde sin la posesión no puede ha- 
ber prenda , como ser en Chile, es claro que aquel grava- 
men se debe considerar estinguido aquí, porque tales 
cosas se consideran libres de ese gravamen i pasan a ter^ 
ceros sin obligación de respetar la prenda que sobre ellos 
se constituyó antes de la. llegada a Chile. 

Nace todavia otra cuestión que conviene estudiar i ella 
es la de saber que lei decidirá acerca del derecho de reivin- 
dicar una cosa mueble. Será acaso la lei del demandante, 
la del demandado, la del lugar de la situación o la del lu- 
gar en que se interpone la demanda? Unos, como Savi- 
gny, creen que rije la lex forí^ la que puede a veces ser 
lei de Situación; otros como Massé, opinan que los mue- 
bles, con raras esoepciones, están rejidos por la lei del 
domicilio del propietario i que cuando se reinvidican se 
debe seguir la lei de la situación real i efectiva del mue- 
ble i no la del domicilio de la persona a quien pertenez- 
can. 

Pero si la cuestión versa sobre esclarecer si el deman- 
dado adquirió sobre el mueble un derecho que escluya 
la reivindicación que se demanda o un derecho, merced al 
cual, ella no se admita bajo ciertas condiciones, como ser 
mediante el precio de la venta, es indudable que se de- 
berá seguir la lei bajo cuyo imperio adquirió el demanda- 
do el derecho sobre el mueble, que de ordinario es la lei 
del lugar donde el mueble se encontraba al tiempo de la 
adquisición* 
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CAPITULO vn 

De la leí de las obligaciones 

Sumario. — I. Regia jeneral que rije las obligaciones i escepciones 
al respecto. II. En qué lugar se perfecciona el contrato. — III. 
En qué lugar se debe considerar ejecutoria la obligación. — IV. 
Lei qiie rije la naturalaza i efectos jurídicos de la obligación — 
V. Lei que rije la prescripción de las acciones. — VI. Valor es^ 
traterritorial de una obligación convencional. — Vil. Cómo se 
subsana el olvido de los contratantes cuando el contrato se pacta 
en un lugar i ha de cumplirse en otro.-^VIII. A qué regla se 
sujeta la prueba de las obligaciones contraidas en pais estranje^^ 
ro?— IX. Cómo se estinguen las obligaciones?... X. Obligaciones 
que nacen de la lei. 



Ya que conocemos todas las cuestiones relativas a la 
capacidad de las personas i a las formas de los actosi 
tócanos tratar ahora de conocer la lei que rije la obligación 
considerada en si misma, asi como en cuanto a sn esen* 
oia validez intrÍQsioa i efectos que produce. 

Son materias de e^te estudio las obligaciones conven^ 
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del pais en que el contratp se celebró, o por no ser de un 
mismo estado los con tratan tes^ se aplicará la lei del deu. 
dor o del acreedor? 

Si las partes son autónomas para contratar i no exis- 
tiere en el contrato declaración espresa respecto a some- 
timiento de lei para la obligación, hai que rastrear la in « 
tención de los contratantes i se debe ayerigaar que lei 
debieron tener presente al contratar. 

En las obligaciones unilaterales esta duda no puede 
existir por que el autor se supone que ha querido referirse 
a la lei de su patria, sea cual fuere el lugar donde ha rea- 
lizado el acto. Ahora, si deudor i acreedor son ciudadanos 
de una misma patria, es claro que se han referido a la lei 
que les obliga o a la de su domicilio mas bien. que a la del 
lugar de la estipulación, que podia ser ignorada por ellos. 

En las letras de cambio o cualquier compromiso por 
esta clase de letras^ librada en pais estranjero, se regla 
por las leyes del' pais en que el acto se ha realizado. 

Pero fuera de este caso especial referente a letras de 
cambio i en todo otro negocio, cuando los contratantes 
BOU estranjeros i éstan domiciliados en el mismo pais ¿qué 
lei regula la obligación? Será la del lugar donde el contrato 
se estipuló o la de aquel en que debe ejecutarse? Para 
solucionar estas cuestiones, están mui divididas las opi- 
niones de los autores; pero la mayoría opta por la lei del 
lugar en que el contrato se celebró, regla aceptada por la 
Inglaterra i los Estados Unidos, siguiendo el principio 
lea; loci contraetus célebrati. Sin enbargo, otros se deciden 
por la regla kx locí solutionis^ &|in que a ello se oponga el 
RTeriguar en que pais tiene bu verdadero asiento el negó* 
oio d« quo Be trata para q[ue se rija por lás leyes de ean 
l^gar. 



La regla relativa a 
cion del contrato, se aplica como escepcioa a la anterior, 
Guando la obligación tenga de cumplirse en otro lugar ya 
sea que esté determinado éste por las partes en el mo- 
mento en que contrataren, o bien que ello resulte de una 
disposición de la lei. 

Savigny dice que el lugar de la ejecución está siempre 
determinado por la voluntad de las partea, siendo ella es- 
presa o tácita, i que ademas está determinada también la 
jurisdicción especial de la obligación,' que por lo tanto 
está siempre fundada en la voluntaria sumisión de los 
contratantes. 

La doctrina alemana otorga la preferencia a la lei del 
domicilio del deudor, i. si la obligación es bilateral, esije 
que el acreedor esté obligado también en virtud de su 
propia lei. 

Asser i Kivier distinguen entre los elementos que se 
refieren al vínculo jurídico, a la validez intrfnsica, a la 
materia, a la estension de la obligación por una parte i a 
lo que concierne a la ejecución por la otra. Para ellos la 
lei del lugar del contrato determina el vínculo jurldioo i 
la del lugar de la ejeoucioa lo que a esta se reSere. 

Booo, escritor italiano, dice que aun cuando la ooaven< 
oion celebrada en el reino debería producir efecto en un 
territorio estranjero i existieren algunas diferencias res- 
peoto a las oondioiones de las onales dependa la validez 
intrínsica i substancial de los contratos, siempre es nues- 
tra lei la que debe deoidir. Si se celebra en el reino un 
contrato de compra venta de meroadeiías que se hallen 
ea Suiza i hai diversidad entre ambos Estados respectos 
k oauaa de la oblígaoion i a lo3 motivos que pueden vi* 
ciar si QODSeatimieato, reapeoto a la praeba i : 



traoion fehaciente de una voluntad libremente manifes^ 
tada, el contrato válido según nuestras leyes, tendrá fuer- 
asa en Suiza, i el vendedor • estará obligado a consignar 
aquí las mercaderías, aunque él contrato no hubiera pro- 
ducido efectos caso de haberse celebrado en Suiza. 

Foeliz hablando de la escepcion a la regla lex loci con** 
iractus, dice, cuando según la naturaleza del acto o según 
la lei del lugar del contrato, o. en fin, según la determi- 
nación de las partes, el acto debe ejecutarse en algún lu- 
gar distinto de aquel en que se perfeccionó, todo cuanto 
concierne al cumplimiento de las obligaciones adquiridas 
por virtud del contrato i a la ejecución de éste; en otros 
términos, todo lo que debe hacerse después de celebrado 
aquel, se ríje por la lei del lugar en que se ejecuta. Así^ 
esta lei determinará las formalidades de la entrega i del 
pago, la medida de las tierras o de los objetos muebles 
enajenados, la moneda en que el pago deba efectuarse, la 
obligación de dar finiquito, la morosidad i la obligación 
queimpíica de indemnizar daños i perjuicios. 

En cuanto a la moneda en que deba hacerse el pago, 
dice Massi, que debe verificarse siempre en la corriente 
del lugar en que este se hace, sea cual fuere aquel en que 

se haya estipulado. 

La presunción de la presunta intención de los contra- 
tantes, que nace de la aplicación de la lei del lugar del 
contrato en todo aquello que se refiere a la esencia de la 
obligación, cesa en los casos siguientes: . 

1.0 Cuando dos personas domiciliadas en el mismo lu- 
gar contratan juntas en otro, se debe entonces presu^ 
mir racionalmente que han querido seguir la lei de su do. 
micilio i no la lei nacional, porque si dichas personas es- 
tán domiciliadas fuera de su pais, la nacionalidad no ejey- 
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equiparar al que se hace de presente, dioe Fiori, porque 
no habiendo la simultánea aceptación de ambos eonsenr 
tímientos, estima que el contrato se perfecciona en el 
lugar en que se verifica la aceptación. 

^Quó lei rije el contrato hecho por intermedio de co- 
misionista? La lex loci contractus, puesto que en tal easo 
la cuestión solo reduce a averiguar en que lugar se per*» 
feccionó el contrato, cuestión que es deDerecho interno. 

La celebración de una convención ya sea por escrito^ 
por telégrafo o cable produce sus efectos desde el me< 
mentó que se acepta la oferta. El contrato entonces se 
perfecciona en el domicilio de la parte que acepta o que 
no rehusa lo que se le propone. Pero concretándonos al 
oaso propuesto en que el mandato o la comisien se ha 
dado por cartas, queda perfeccionado el contrato entre 
mandante i mandatario desde que éste lo haya aceptado i 
ejecutado sin que sea necesario que la aceptación sea oo- 
nocida por el comitente que hubiera hecho la proposición, 
regla que debe admitirse aún en el sistema que declara 
necesario, para la perfección del contrato por correspon- 
dencia, que la aceptación llegue a noticias del proponente 
ya que este principio no es aceptable al contrato de man- 
dato a pesar de que en él no puede exijirse la respuesta 
preventiva de aceptación. 

La diferencia que existe entre una venta heoha por 
cartas i un mandato dado en la misma forma, es que en 
la primera ambos contratantes se obligan a hacer una cosa 
distinta i su obligación es para ambos principal i recí 
proca i no puede establecerse sino por el acuerdo de am- 
bas voluntades. En el otro caso la obligación principal es 
tínica i recae en el solo ínteres del mandante i La volun- 
tad manifestada por éste subsiste hasta que no sea revo^ 
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facer sus necesidades, deberá pagarlas donde las haya con- 
traído porque esto resalta de la naturaleza de las cosas i 
de la intención de las partes. 

Puede presentarse la duda cuando por la naturaleza 
misma del contrato puede admitirse que sea posible el 
cumplimiento de la obligación en distinto lugar de aquel 
en que se estipuló el contrato i no se fijó esto espresa-^ 
mente en él, como por ejemplo, la obligación de remitir 
una mercadería a un punto determinado, sin haber esti^ 
pulado el modo de hacer la entrega. La duda estaría 
donde debería de considerarse obligatoria, es decir si en 
el domicilio del deudor o en el del acreedor, cuestión di- 
fícil pero que puede resolverse estableciendo como regla 
que debe considerarse como lugar de la ejecución aquel 
en que la mercancía debe ser reconocida i aceptada i no 
en el de su embarque, . porque el obligado a entregarla 
solo cumple su obligación cuando esa mercancía se recibe 
i se determina su calidad i no antes. 



IV 



¿Qué leí rije la naturaleza i los efectos jurídicos de la 
obligación? C on arreglo- a la lei del lugar en donde so 
contrae, es como se decide si la obligación es civil o na- 
tural^ pura i simple o condicional i si ella consiste en dar 
o en hacer i si es rei certa ^ o si es una obligación generis. 

Si hai solidaridad de deudores comprometidos, ya pro* 
venga la solidaridad de un convenio o de la lei, ella siem- 
pre se rije por la lei del lugar en donde se ha realizado 
el contrato. Igualmente los benefloios pue puedan alegat 

loa fiadores o oodeudorea se deben deduoir i ae rijea por 
la Iw Iqgí contraotia^ porque allí ei doade el aoreedor 4eb«' 
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lei de su domicilio. Pero si el deudor varía de domicilio 
para causar perjuicio al acreedor, buscando un pais en que 
la prescripción tenga un plazo mas breve ¿qué regla se 
debe seguir para evita-r este abuso? En tal easo se aplica 
según Pardessus la lei del lugar en que el deudor tenia 
su domicilio a la fecha en que celebró el contrato. Otros 
como Troplong prefieren la lei del lugar del pago, por- 
que la prescripción estintiva es, en cierto modoujia pena 
i ella se pide ante el juez en que el acreedor estaba obli- 
gad© a obtener el cumplimiento de su obligación. 

Los jurisconsultos alemanes consideran la prescripción 
como perteneciente a lo esencial del procedimiento i en 
vista de ello establecen que se rije por la lex /orí. Meri- 
gnhao estima que estando fundada la prescripción estin^* 
tiva en el interés de todos, ante este interés deben ce- 
sar necesariamente los privados i que el jeneral exije el 
placo mas breve i que por consiguiente debe aplicarse la 
lei del domicilio del deudor en el dia del contrato, si esa 
lei consagra el plazo mas breve; i que en todo otro caso 
ha de preferirse la del domicilio del acreedor. Savigny 
piensa que la prescripción se rije por la lei aplicable a la 
obligación misma i que el plazo se debe determinar en 
jeneral por la lei del lugar del contrato. Pero, la doctrina 
mas aceptable i que se contiene en varias lejislaciones, es 
que cuando la obligación es lícita i no se ha declarado 
terminantemente la voluntad, se somete aquella, inter- 
pretando ésta, a la lei del lugar de la celebración del oon* 
trato* 

VI 

¿Cuál 69 el Valoi^ estraterritorial de una obligaoioa 
OonvonciQnal? Toda obligi^oion no prescrita dá derecho al 
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bando es boIo delito para los que violan las leyes del Es- 
tado i por fin agregan que sufrirían los intereses oopoier*' 
piales un grave desequilibrio si una naoion se propusiese 
prohibir el contrabando permitiéndole las otras. Fothier 
dice que permitir el contrabando es faltar a la buena fé i 
a los deberes recíprocos el sancionar contratos hechos pa- 
XfL defraudar las leyes aduaneras de otro Estado. Acepta- 
mos efiít^ opinión que es también la del ilustre Fiore, 
puesto que ningún Estado debe amparar ni dar fuerza a 
los contrabandos hechos para defraudar la Hacienda de 
otro Estado i para violar leyes que deben ser oopsidera- 
das conio ilicitns i contrarias al orden público del pais 
cuyas l^yes se ha tratado de infrinjir« 



vn 



En la oscuridad i ambigüedad de los contratos, o -los 
netos verificados en un pais i que deban ejecutarse en 
0tros, se ocurre entonces a la interpretación, supliendo así 
el olvido o la ignorancia de los contratantes. En todo ea? 
QO se debe buscar la intención de estos, teniendo 
en cuenta la naturaleza de la obligación, la situación 
del objeto, la ejecución i hasta el lenguaje del lugar en 
que la estipulación se verificó. En la venta de bienes rai'* 
pej9 situados en pais estranjero, si surje cuestión respecto 
a la Tpedida por estar determinada en ¿reas o por acres 
¿qué lei se aplicará para resolver la duda? Será la lex loci 
cqntracfus o la lex rei sita? La medida como esten^pn 
forma parte del objeto del contrato, porque denota el cuann 
to de la obligación i el modo d^ ejecutarlo pertenece a| 
acto de medir i la manera como debe hacerse i es indud^r 
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Ya sobre esta materia hfimos dicho algo anteriormente 
i ahora esplanaremos esas ideas na tanto mas. 

Dijimos que el juez tenía que resolver oon arreglo al 
derecho constituido i a la prueba suministrada laa cues- 
tiones sometidas a su conocimiento. Muchas Teoes el va- 
lor jurídico de la obligación pende de la prueba por que 
ella establece la verdad jurídica. Es natural aplicar la lei 
vijente en el lugar en que la obligación ha nacido, salvo 
el caso de que se violen leyes de orden público o existan 
limitaciones fundadas en la violación del derecho público 
territorial. El juez debe fallar la cuestión por medio de 
la prueba reconocida por la lei del lugar en donde la obli- 
gación se ha oontraido. Si quisiese escluir medios de prue- 
ba ateniéndose a la lei de"sa pais, seria esto desconocer loa 
derechos adquiridos por las partes, siendo que estos me- 
dios de prueba de las obligaciones deben determinarse 
oon arreglo a laa leyes a~que debe estar sujeto el acto ju- 
rídico de que la obligación se deriva. 

Sin embargo hai quienes opinan que el juez debe for- 
mar BU convencimiento i fallar solo oon la lex fori, oosa 
no aceptable, por que no pueden rechazar todo jéhero de 
prueba desde qae ella no haga lesión a la lei territorial i ol- 
vidandoque esa obligación nació bajo el imperio de una lei 
distinta a la del pais en que se demanda esa obligación. 
La lei nacional no puede decidir en el fcndo la cuestión, 
por que se necesita conocer por la prueba no tan solo la 
existencia do esa obligación sino los hechos que la cons- 
tituyeren i en tal caso debe aceptar todos los medios con- 
sentidos i autorizados por la lei bajo la que se obligan. 
Pebe pues el juez aceptar prueba documental i testimo- 
nial si se le ofrece, pero sin que esto signifique obligación 
en el juez de atenerse a la lei estranjera, aun en lo con 
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como ser la remisioR forzosa de lo debido, la compensa- 
ción^ la nulidad o la rescicion pronunciada por sentencia 
ejecutoria i la prescripción. 

Jja solución de las obligaciones se rije por la lei del lu- 
gar fijado para el cumplimiento de la obligación misma, 
es decir por la lex loci solutionis, a la que quedan sometió 
das todas^ las cuestiones relativas al modo como debe rea* 
lizarse el pago, la calidad de las c^sas que puedan ser pa- 
gadas» las personas a quienes se puede hacer^ el pago para 
que el deudor quede verdaderamente libre, los efectos del 
pago por subrogación, el depósito o consignación i la ofer^ 
ta, etc., etc. 

£n los contratos se deja la fijación del precio a la libre 
voluntad de los contratantes; pero el pago del precio es- 
tipulado cae bajo el dominio de la lei del lugar donde deba 
efectuarse. Si desde la fecha de la creación de la obliga- 
ción hasta la del pago, surje alteración el valor de la mo- 
neda, el deudor debe siempre apesar de la rebaja pagar 
la suma numérica que debe. Igualmente si aumenta de 
valor se libeíta del pago haciéndolo con el beneficio que 
le reporta. Esta leí que es de interés público no puede 
ser violada por convenio en contrario; pero si se ha esti- 
pulado hacer el pago en una especie i en una oantidad 
determinada de monedas de oro o de plata i se ha alterado 
el valor intrinsico de la moneda o ha dejado de circular 
o no te encuentra en el lugar del pago, puede el deudor 
pagar en moneda que tenga curse forzoso debiendo abo- 
nar el equivalente del valor intrinsico que tuvieran las 
monedas a la época del contrato o el equivalente del valor 
del oambio; si la especie se ha determinado en moneda 
0itnii}em« 
. Ahora 01 en el interralo entre el dia de la obligación i 
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en los casos de concurso o cesión de bienes, llevándose los 
rejistros que la lei exije en estos casos. 

La novación consiste en sustituir una deuda antigua por 
una nueva obligación o nueva deuda, haciendo cesar ipso 
jure la primera obligación con todos sus accesorios. Se rije 
este nuevo acto por la lei del domicilio en que él se veri- 
fica i no por la que rejia la anterior. 

A igual regla quedan sujetos los demás modos de es- 
tinguir las obligaciones i por eso es que no entramos a es- 
tudiarlos por separado. 



1 

Hasta aquí dejamos tratadas las obligaciones que nacen 
de los convenios o sea de las convencionales. Debemos 
ahora ocuparnos de las que nacen de la lei i que propia- 
mente dicho, se les denomina legales^ como lo son las obli^ 
gaciones ad exhiberídum, ad edendum, la alimenticia, que 
nace del parentezco o del matrimonio; i en fin, las diver-* 
sas obligaciones derivadas de las restricciones legales de 
la propiedad, i las que nacen de un cuasi contrato, de los 
delitos i del cuasi delito. 

Todas estas obligaciones están sometidas a la leí del lus 
gar donde se ha verificado el hecho a consecuencia del cual 
existen, donde se realiza la situación que las orijina. 

Pero no es solamente la lei la causa precisa de estas 
obligaciones, porque para que nazcan se necesita una ac* 
clon u omisión. La lei solo entonces les dá derecho para 
orijinar la obligación, la que en tales casos es impuesta j 
por eso no se les puede aplicar otra regla que la le^ loci. 
Este mismo principio rije con las obligaciones ex lege, qua^ 
9i €9 QontmGti^i qnasi ex deliotu. Se apUoa también la mia« 
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ina regla lex lociy al cobro de lo indebido^ a la jeslitín de 
negocios i al daño causado por un animal. 

La obligación que nace por haberse encargado de una 
tutela procede de Derecho público i no puede ser impues- 
ta sino por la lei nacional de la persona que está llamada 
a desempeñarla, lo que no impide que pueda ser conferi-^ 
da a un estranjero, quedando por esto sujeto a la leí del 
lugar en que se le defiere. 

Eespecto del abordaje que puede ser delito o cuasi de- 
lito, lo trataremos por separado. 

En cuanto a las obligación nacidas de las restricciones 
legales déla propiedad, se debe observar que la lei del lu> 
gar que las rije es al mismo tiempo la lei de la situación. 

La deuda alimenticia se determina por la lei personal 
'del pariente o óónyuje o sea del obligado a prestarlos. El 
Ttibuñal de Paris, ha resuelto que el marido estranjero 
pu^de ser obligado a suministrar alimentos a su mujer én 
interés del orden público en el lugar donde se encuentre. 

Muehlenbruck opina en jeneral por el domicilio del 
deudor cuando se le piden alimentos. 

Laurent, hablando de Iob cuasi contratos dice que se 
rijen por la lei personal de las partes si todas tienen las 
lüiisma nacionalidad, i si pertenecen a naciones distintas 
por la lei del lugar en donde el cuasi contrato se realizíS. 

En cuanto a las obligaciones ex delicio, hai autores de 
nota qne quieren aplicarles la lei del tribunal que eni 
tiende en el asunto, opinión que la basan en el Derecho 
Penal. Por ejemplo, tal acto es un delito según la lei del 
pais en que se cometió i como de él nacen obligaciones 
civiles, epinan porque el juez que conoce del delito, deberá 
exijir del procesado esa responsabilidad, aun cuando el 
acto no esté penado por la Ip forí^ sin que en tal o¿so 




pueda alegarse que el juez al hacer esto, aplica una lei 
pei^al estranjera. 

Es entendido que aquí se habla de los da&os i pevjul^ 
elos provenientes del hecha punible, puesto qu^ si se tra? 
tase de una verdadera penalidad civil, no podría el jues 
exeder los límites establecidos por la lei del tribunal com? 
pétente para ese negocio. 

La falsificación de obras literarias, artísticas e indui? 
tríales, forma también una importante fuente de obliga^* 
oiones internacionales ex delictOy que de algunos afios a 
esta parte ha dado orijen a numerosos tratados i conferen- 
cias internacionales. 

Los Estados de Europa pretenden asegurar en América 
la propiedad literaria i artística para evitar que en estos 
paises reproduzcan i traduzcan las obras de sus autores 
8Ín que éstos den su consentimiento, defraudándoles en 
BU propiedad, lo que por cierto es una exijencia justa. 

Se considera también como obligación ex delicto la que 
tiene el hijo natural para ser alimentado por su padre en 
los paises donde no está prohibida la inyestigacion de la 
paternidad. Queda en tales casos la obligación que nace 
de este hecho sometida a la lex loci concuhituSy según unos 
i a la del tribunal llamado a decidir de la acción alimen- 
ticia según otros. Para nosotros el tribunal que hace la 
declaración de hijo natural en favor de una persona, es el 
competen te. para juzgar de los alimentos que son conse 
cuencia necesaria de aquella declaración. Igual regla debe 
rejir la obligación de la madre natural en el mismo caso 
de la paternidad. 

La acción alimenticia así como la acción de dafios i per* 
juicios por seducción, rapto o violación deberá ser recha- 
zada por los tribunales de los paises rejidos por el Código 
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CAPITULO vm 

De la competencia a de otras materias de uso frecuente 

en los paises 

Sumario.^ I. Contiendas de autoridades, qao se rijen por razón 
del lugar en que ee formule Ja demanda. — II. Procedimientos 
ordinrarios i decisorios, con personas que tengan su domicilio en 
el estranjero. — lU. Efectos de las sentencias civiles dictadas por 
tribunales estraujeros. — IV. Fallos en lo crimiminal dados en 
otro pais que el de la residencia del delincuente.— V. Valor de 
las sentencias estranjeras en Chile. 



Las competencias se producen de ordinario entre las 
autoridades judiciales en el interior de un Estado i entre 
jueces de una misma clase que ejercen sus funciones en 
paises dirersos. Las primeras se orijinan por razón de la 
materia i las segundas por razón del lugar. 

La primera clase de competencias es estraSa a este tra* 
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resorte del Derecho Páblico interno de cada paia. 

La oompetenoia ratione loci se determina por la leí del 
lugar ea que se interpone la demanda, es decir, por U 
lexfori o sea lei del fuero, que no es otra oosa que el con- 
junto de reglas qoe tienen fuerza de lei en el paia del juez, 
así como los tratados celebrados coa esa nación i que el 
juez estáobligado a aplicar por tenor, como ja lo bemol 
dicho, fuerza de lei obligatoria mientras se encuentren 
en vijenoia. 

Foeliz establece que no hai ejemplo de que una nación 
haya concedido efecto alguno a leyes estranjeras en su te- 
rritorio, relativas a la competencia de las autoridades i 9 
las formas de proceder ante ellas. Según las leyes de cada 
nación se debe juzgar ai un asunto ha de llevarse ante la 
jurisáiccion ordinaria o ante unajurisdieoion eacepeional. 
En Francia la regla es que debe ejercitarse la acción ante 
el tribunal del domicilio del demandado. 

En cuanto a si los gobiernos están obligados o nó a ve- 
lar para que se apliquen los tratados de Derecho Interna- 
oíonal, resolvió el Instituto de Derecho Internacional de 
La Haya en 1875, que las reglas de Derecho Interuacio 
nal Fñvado qtle forman parte de las leyes de un paia a 
consecuencia de un tratado internacional, se aplicáiíin por 
los tribunales, sin que, de parte de los gobiernos, ixiata 
la obligación internacional de cuidar de esa aplioacioi.'^or 
medio de la via administrativa. 

Si el litijio se reñere a la propiedad o a un dere<^f i¿t 
es competente el juez del forutn rei citiB, puesto que i. 
estando la cosa en el país del juez no seria competente. 

Si el demandado es estranjero i abandonando la reela 
actor aequitur/oium rd, se demanda al estranjero aote los 1 
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tribunaleB del país, aun cuando no tenga allí su residen- 
cia. Sin embargo, en uno i otro caso es la lei del fuero 
la que determina la competencia i l^i que resuelve sobre 
las escepciones que el demandado deduzca para no con- 
testar la demanda. 

Puede suceder que en los tribunales de dos o mas pai- 
res puedan ser competentes para un mismo litijio en vir- 
tud de sus respectivas leyes ¿cómo evitar entonces los in- 
ioon venientes que esto pueda traer? En tal caso se procede 
tomo se hace en los tribunales de un mismo pais, dedus 
tiéndese escepciones perentorias, como per litispendeñoía 
i otras, para que solo conozca el primer juez a quien se hn- 
biere ocurrido i cesen lús otros de prevenir en el mismo 
asunto. 

A consecuencia de la diversidad de lejislaciones rela- 
tivas a la competencia, puede suceder que ningún juez 
sea competente, como por ejemplo, si se entabla una 
lacoion real referente a cosa mueble que se encuentre en 
el pais A i aquí no se admita la competencia del juez de 
la situación sino en materia de inmuebles. La lei de la 
persona que se quiere demandar en este caso, no acepta 
sino para muebles e inmuebles una única competencia, la 
del juez de la situación i en tal caso uno i otro juez deben 
declararse incompetentes. Esto probará que es difícil que 
se establezcan reglas uniformes sobre esta materia: 

En Europa todo estranjero tiene el derecho de obtener 
justicia contra otro estranjero i las contiendas que pue- 
den suscitarse entre estranjeros o entre un estranjero o 
tin ciudadano, se resuelven por el juez del lugar i se- 
gún las leyes de este último. 

£q Francia un estranjero no puede obtener juatioia 
oo&tra otro e^traujoro sino ea tanto cuanto oí mismo o ol 
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demandado hayan adquirido en Francia un domicilio, 
doctrina que es contraria al Derecho de jentes europeo. 

Mas, la regla internacional sobre competencias mas 
aceptable seria la de establecer competente en lo posible 
al juez del pais cuya lei rijiese la relación jurídica en li*« 
tijio. 

El Instituto de Derecho Internacional de La Haya en 
1875 estableció los siguientes principios: 

1.^ El domicilio i subsidiariamente la residencia, en 
las acciones personales referentes a bienes muebles i la 
situación de los bienes, en las acciones reales relativas a 
inmuebles determinarán, como regla jeneral, la compe- 
tencia del juez, salvo la admisión de fueros escepcionales 
para determinada clase de litijios. 

2.<> La regla anterior producirá el efecto de que el juez 
competente para decidir un litijio no pertenezca siempre 
al pais cuyas leyes rijan la relación de Derecho litijioso, 
sin embago, la aludida admisión de fueros escepcionales 
deberá principalmente encaminarse, en cuanto sea posi- 
ble, a que los jueces del pais cuyas leyes rijan una situa- 
ción de derecho, sean quienes resuelvan los litijios refe- 
rentes a esa relación; por ejemplo, a quel los litijios que 
tienen por principal objeto ventilar cuestiones de esta- 
do o de capacidad personales, se resuelvan por los tri- 
bunales del pais cuyas leyes rijan el estatuto personal. 

3.^ En los litijios civiles i comerciales, la nacionalidad 
de las partes no debe influir en la competencia del juez, 
salvo los casos en que la misma naturaleza del litijio deba 
hacer admitir la competencia esclusiva de los jueces na' 
clónales de una de las partes. 
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Las formas de proceder mantenidas por numerosos tra- 
tadistas se denominan ordinarias i decisorias, siendo las 
primeras las formalidades del procedimiento prescritas 
para asegurar la marcha regular i justa del procedimien- 
to í que no ejercen influencia directa en el contenido de 
la sentencia. 

Forma decisoria es todo lo que se toma en cuenta para 
determinar la relación jurídica qué existe entre las partes 
i todo lo que por tanto puede influir directamente en la 
decisión del litijo. Estas formalidades miran al fondo de^ 
asunto controvertido. , 

Las formas ordinarias se rijen por la lex fori, es deci- 
por la lei del tribunal competente^ puesto que son reglas 
de procedimiento que debe observar el juez en la trami>i 
tacion del negocio. 

Las formas decisorias se determinan con arreglo a la 
lei que rije la relación de Derecho litijioso i son indepen- 
dientes del faero. Asi, por ejemplo, las notificaciones, cita- 
ciones i emplazamientos ilos espedientes que han de llevarse 
para las diferentes cuestiones i tramitaciones de ellos, perte- 
necen a las formas ordinatorias. La prueba en cuanto toca a 
los medios admisibles corresponde a las decisorias, puesto 
que, oomo dice el Sr. Torres Campos, según pueda acep- 
tarse en cada caso una u otra, con arreglo a las diferentes 
lejislaciones, cabe negar o reconocer un derecho, ya que 
no sería justo que un contrato estipulado con toda liber* 
tad por lo 3 contrayentes, dejara de tener efecto, por uo 
estar ul ultl.b en un p'^is como medio de prueba con que 
OOütaroa lys o^atrutaates; pero en ouauto a la miiuera de 
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declarar los testigos, a la fórmala del juramento, etc, 
como asunto de mero trámite, se deben seguir las dispo- 
sioiones del lugar en que esas pruebas se producen. La 
lex fori rije las formalidades de la prueba como las otras 
si haí que ejecutarlas en diferentes Estados, deben seguir- 
se en cada uno las aceptadas. 

Si el empla^^amiento se rije por la lei del lugar en que 
se entabla la demanda ¿cómo se hará con las personas que 
están establecidas en el estranjero? Es usual hacerlo a 
los estrados i seguir después la jestion por la vía diplo- 
mática, pero esto es absurdo i abusivo porque sin ef tar 
notificada la persona no puede defenderse ni conocer la 
acción deducida. Lo justo es pedir exhortes para hacerle 
saber la demanda i notificársela por la correspondiente au- 
toridad^en el lugar que exista, puesto que el emplaza- 
miento significa el comienzo del litíjio i de ese modo se 
le llama ul tribunal donde se le demanda. 

En Chile se envian exhortes para notificar la demanda 
i se notifica con arreglo a la lei del pais donde reside el 
demandado i se le fija plazo para que comparezca. No fi« 
jado el plazo, se rije éste por la tabla de emplazamientos 
según la distancia del lugar en que se encuentra el de- 
mandado. Es conveniente arraigar al demandado en el 
lugar del juicio apercibiéndole con seüalarle los estrados 
del tribunal para que le representen, caso de ser rebelde 
i no comparecer por sí o por apoderados al lugar del jai* 
cío para que le pare el perjuicio correspondiente a su 
rebeldía. 

Algunas naciones celebran tratados i establecen todo 
lo relativo a la dilijenoiadura de eichortos de dilijenoias 
judiciales. E^tos exhortes suelen llamarse comisiones ro^ 
gatorias que se tramitan por las rías diplomátioa^ o oouia^ 
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lares. Esto se funda en la cortesía internacional que lleva 
en sí la reciprocidad, cuando no hai obligación de hacerlo 
en virtud de tratado especial que en tal caso surte los 
efectos de lei. Estos exhortes se dirijen también para 
producir prueba en otro pais, incluyéndose en copia auto- 
rizada las piezas que van a diligenciar fuera del pais en 
que se encuentra el litijio. 



m 



¿Qué efectos produce una sentencia civil en pais estran- 
jero? Era teoría aceptada desde la Edad Media que las 
sentencias estranjeras debian ejecutarse i dárseles el ca- 
rácter de ejecutorias si así estaba declarado en el pais de 
donde procedían. Mas, esta doctrina no es aceptada hoi 
día i la regla es que la fuerza ejecutoria de las sentencias- 
pertenece de hecho al tribunal donde se presenta o sea a 
los tribunales nacionales. Massi dice que es regla funda 
mental del Derecho público de todas las naciones, que la 
sentencia dictada en un pais no puede ser, en otro, ejecu^ 
toria de pleno derecho, en virtud tan solo del mandamiento 
del juez que la ha dictado. Para que una sentencia estran- 
jera pueda ejecutoriarse, se necesita en todas partes que 
sea presentada a los tribunales del pais, los cuales, apro- 
piándosela, le confieren, en cierto modo, el bautismo de la 
nacionalidad, de donde toma su fuerza ejecutoria. Esta 
regla tiene su fundamento natural en la consideración de 
que la fuerza ejecutoria no se comunica a la sentencia si- 
no por mandamiento del soberano, única persona en quien 
esa fuerza reside, i no teniendo autoridad tal mandamien- 
to sino en el territorio sometido al soberano de quien 
emana, necesariamente debe ser reemplazado por otro 
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cuando se trata de ejecutar la sentenoia en territorio dis- 
tinto. 

Las lejislaciones actúe !.s se encuentran divididas a este 
respecto en tres grupos: Unas qne rehusan a las senten»* 
cias estranjeras la fuerza ejecutoria o que no se la con- 
ceden sino después de reTÍsarlas; como ser en Suecia i 
Noruega; otras que permiten al juez nacional que conceda 
sin revisión o sea sin exequátur y mediante empero de de- 
terminadas concesiones, como ser la reciprocidad i demos- 
tración de la competencia del juez estranjero. Este siste- 
ma se seguía en Francia, en Béljica, en los Países Bajos, 
en Portugal i en Suiza. El tercer sistema rehusa el 
exequátur contra los regnícolas, pero lo concede contra los 
estranjeros, como sucede en Alemania, Austria, España, 
Italia, Eusia, Inglaterra i Estados Unidos. 

En Grecia se concede el exequátur sin revisión entre 
estranjeros i con ella si una de las partes es regnícola. 

El Instituto de Derecho Internacional ha formulado 
sobre esta materia las siguientes resoluciones a falta de 
leyes jenerales que las rijan i en vista de la necesidad de 
uniformar estos principios: 

1.^ No podrá realizarse una reforma completa respecto 
a la ejecución de sentencias estranjeras, por el medio úni- 
co de leyes jenerales uniformemente aplicables a todas 
aquellas. Es preciso esperar el complemento, de un siste- 
ma de convenciones internacionales .elebradas con los 
Estados cuyos tribunales i organización judicial parezcan 
presentar garantias suficientes. 

2.^ Estas leyes i convenciones deben establecer reglas 
uniformes acerca de la competencia relativa de los tribu- 
nales i estipular un mínimum de garantías en cuanto a 
las formalidades de procedimiento, especialmente en lo 
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que tooa a las formas del emplazamiento i a los plazos 
para comparecer. 

3.^ Entre las condiciones bajo las tuales ha de cotqce* 
derse el exequátur a las sentencias estranjeras por los ixX- 
banales del pais en que la ejecución deba yerifícarseí (sin 
revisión en el fondo), se debe estipular que el demandante 
pruebe ser ejecutoria la sentencia estranjera en el Estado 
en que se dictó; lo que implica la prueba de que tiene QUr 
toridad de cosa juzgada, en el supuesto de que la leiiaja- 
cion del país donde se dictó el fallo solo considera» ejecu- 
torias las sentencias contra las cuales no hai recurso. ; , 

Si dictó la sentencia el Tribunal de un Estado cuya lei 
nacional no haya admitido de una manera jeneral i apli- 
cable a todos los litíjios, las reglas de competencia men«» 
cíonadas bajo el número 2, el demandante tendrá que 
probar, en todo caso, que la sentencia estranjera fué,dÍQ^ 
tada por un juez competente según la convención entre 
ambos Estados. 

4.^ Aun cuando se hayan facilitado las pruebas men- 
cionadas en el número 3.^, no se concederá el exequátur 
8Í la ejecución de las sentencias implicare la realización 
de un acto contrario al orden público o prohibido poruña 
lei cualquiera del Estado en que el exequátur se exije, 

5.*^ Los medios de ejecución deben determinarse por 
la lei del pais en que aquella se verifica. Sin embargo, la 
prisión por deudas no se aplicará en parte alguna sino 
fué decrotada por el tribunal que dictó la sentencia estran- 
jera. 

No se admitirá hipoteca judicial sino ,está concedida 
por las leyes de ambos paises. 

6.^ La adopción, deseable bajo varios, aspectos^ de re- 
glas uniformes que sirvan de base para resolver los con- 
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fiiotoB de lejisIacioD cí' 
para facilitar la introdui 
teroaciotial de las sentei 
La leí de Enjuionmiie 
las sentencias pronuncis 
en EspaSa las fuerzas ( 
peotívos i, donde no exia 
tras en la naoíon de done 
biere tratados ni base s 
prooidad, las ejecutorias 
nen las cirounstancias s 
baya sido dictada a oons 
oion personal; 2.* Que i 
3.^ Que la obligación ^ 
procedido sea lícita en 1 
ría reúna los requisitos i 
baya diotado para ser c 
que laa leyes espaSolas 
España. 



¿Qué efectos se deriv 
nunciada con arreglo a I 
juicio? Se deben admitii 
UQ hecho reconocido qu( 
deiía penal estranjera pi 
las relaciones civiles en 
en razón a que dicba co 
no fuera del territorio 
Sucede en esta materia 
lo civil. Es por esto qui 
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dades procedentes de una condena penal son enteramen- 
te locales, como la autoridad de las sentencias que las 
producen. Este principio tan absoluto lo rechaza Fiori i 
solo acepta que las sentencias penaj[es no pueden tener 
autoridad extraterritorial ni atribuírseles la de la cosa 
juzgada; pero que en ciertos casos deben considerarse las 
sentencias penales estranjeras como un acto jurídico dán- 
dole la autoridad de tal en lo relativo a ciertos efectos 
legales que del mismo pueden derivarse. El hecho de 
pesar sobre una persona una condena, aunque sea de 
pais estranjero, ]le hace sospechozo i se le aparta de cier- 
tos cargos, sobre todo si tienen atinjencia con el delito 
que motivó la condena. Si se le diera mayor alcance ten- 
dríamos que la lex fori tendria autoridad extraterritorial. 
La leí italiana no atribuye a la sentencia penal estran - 
jera autoridad alguna; pero por lo que respecta a las in- 
capacidades nacidas del fallo, habrá casos en que ellas 
tengan valor en el estranjero i sirvan de antecedente 
para piivar al condenada de ciertos derechos civiles pero 
sin modificar su estado i su capacidad jurídica con rela- 
ción a la lei de su patria. No obstante, si un fallo crimi- 
nal se hace valer en un pais donde exista tratado que es- 
tablezca lo contrario, se debe estar a esa convención i se 
le dará entonces valor a la sentencia penal, si esto se hu<« 
biese establecido en el tratado. 



¿Qué regla se ha adoptado en Chile en materia de sen* 
tencias estranjeras cuando se ha pretendido que nuestros 
tribunales lea den valor? Para presentar esta materia en 
forma obra, nos es nooesario recordar t^ue el 27 de ootu^ 
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bre de 1812, se sancionó un Keglamento Constitucional 
qrié establecia que ningún decreto, provindencia u orden 
qaeí emanase de cualquiera autoridad o tribunales de fue- 
rá Üél territorio de ' Chile, no tendrá efecto alguno, i los 
qié intentaron* darles valor, serán castigados como reos 
dé''B^tado. Esto se concibe, puesto que recien se pasaba 
dé- la 'esclavitud a la libertad i era preciso hacer reconocer 
nuestra soberania i gastar un celo estremo contra todo 
adf 6 ^srtranjero. 

^EF23 dte oótubre de 1818, se sancionó un proyecto de 
Constitución* qne a este respecto decia que la autoridad 
judicial residia en el Supremo Tribunal Judiciario que se 
deberá formar en la actual Cámara de Apelaciones i en 
todos los juzgados subalternos que se hallen establecidos 
en- ^ Estado- i que el Congreso Nacional estableciere. 

EaCrfnirtítucion de 1822, tratando sobre la organiza- 
ción del Poder Judicial, dijo. «Siendo Chile un Estado ín- 
dé^iidiénte, ninguna causa criminal, civil ni esblesiásti- 
cá'^de los (ühilenos se juzgará por otras autoridades de dis- 
tifilo^ territorio». 

íiá 'del -año 1828, agregó: «La Eepública no reconoce 
fuera de BÚ territorio tribunal alguno». 

Woih ésto manifiesta que la voluntad de nuestros lejis- 
ladoregi no quiso que ninguna sentencia estranjera tuvie^ 
te^táloren Chile. Altas consideraciones de Estado impe- 
dían que Chile aceptara los progresos que en la culta Euro- 
pa se hacían notjtr en materia de relaciones internacionahs. 

Dictóse mas tarde la Constitución de 1833, que rije 
hasta el presente, í estableció que la facultad de juzgar 
laH (Múíás oi viles i criminales pertenece esolüsivam ente a 
los establecidos por la leu I agregaba todavía que ia ter no 
IQ dictara la iei da Organizaoioa de los Tribuu:]iiei í Jaa^ 
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gados subsitiria el actual orden de adminisiracion de jus- 
ticia. 

En la lei de 8 de Febrero de 1837, que es el procedi- 
miento que se debe seguir en el juicio ejecutivo, se esta- 
bleció k) siguiente: 

«Las obligaciones contraidas en paises estranjeros no 
«eran ejecutivas en el territorio chileno sino con arreglo a 
las leyes de la Kepública>. 

Vino al fin lei Orgánica de Tribunales de 15 de oc- 
tubre de 1875 i ella estableció que la facultad de conocer 
de las causas pertenece esclusivamente a los tribunales 
que esta lei establece. Chile, pues, ha consagrado una in- 
dependencia absoluta en sus negocios judiciales con los 
demás países. 

Las sentencias estranjeras no han tenido en Chile mas 
valor que como titules o pruebas del derecho que se recla- 
ma i no se ha dado cumplimiento a exhortes que se han 
presentado del estranjero, conteniendo sentencias que se 
ha pretendido ejecutar, haciendo que las reconozcan 
nuestros tribunales. 

Esta situación no cuadra a nuestros progresos ni es 
modo de vivir con los demás pueblos del mundo. Se ne- 
cesita dar franquicias en bien del comercio i para que las 
transaciones sean fáciles. 

Está en vísperas de promulgarse nuestro Código de En- 
juiciamiento civil i en él se establecen las siguientes re- 
glas que luego settin lei en la Eepública i que están mas 
en armonía con los progresos que se imponen del Derecho 
Xütetnaoional privado: 

«Las resoluoiones pronunciadas en país estranjero ten* 
dr&n en Chile la fuerza que le concedan los tratados res* 
peQtiV09¡ i para su ejecución se seguirán los procedimien** 
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toa que establece la ley chilena, en cuanto no aparezcan 
modificadoa por dichoa tratedos. 

8i no existieren tratados relativos a esta materia con la 
nación de que procedan las resoluciones, se lea dará la 
misma fuerza que en ella se diere a los fallos pronuaci&- 
dos en Chile. 

Si la resolución procede de nn pais en que no ae d& 
cumplimiento a los fallos de los tribunales, no tendrá fuer- 
«a en Chile. 

En loa casos en que no pudiere aplicarse ninguno de los 
tres artículos precedentes, las resoluciones de tribunales 
estranjeros tendrán en Chile la misma fuerza, con tal que 
reúnan las circunstancias siguientes: 

Frimera: Que no contengan nada contrario a laa leyes 
de la Bepúblioa. Pero no se tomaran ea oonsideraolon las 
leyes de procedimientos a que hubiere debido sujetarse en 
Chile la sustanciacion del juicio. 

Segunda: Que tampoco se opongan a la jurisdicción nació 
nal. 

Tercera: Que tampoco hayan sido dictadas en rebeldía; i 

Cuarta: Que estén ejecutoriadas en conformidad a las 
leyes del país en que hubieren sido pronuciadas. 

Las reglas de los artículos precedentes son aplicables a 
las resoluciones espedidas por jueces arbitros. En este 
caso se hará constar su autenticidad i eficacia por el visto 
bueno u otro signo de aprobación emanado de un tribunal 
superior ordinario del pais donde se hubiere dictado el fa- 
llo. 

En todos los casos a que ae refieren loa artículos prece- 
dentes, la resolución que ae trate de ejecutar se presenta- 
rá a la Corte Suprema en copia legalizada. 

En loa casos de jurisdiooion coutenoioaa, ai 
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miento de la solioítud a la parte oontra quien se pidiere 
la ejeoucion, la cual tendrá para esponer lo que estime 
oonveniente, un término igual al de emplazamiento para 
contestar demandas. 

Con la contestación de la parte o en su rebeldía, i con pre- 
via audiencia del ministerio público, el tribunal declarará 
si debe o no darse cumplimiento a la resolución. 

En losactos de jutisdicion no contenciosa, el tribunal 
resolverá con solo la audiencia del Ministerio público. 

Si el Tribunal lo estimare necesario podrá abrir un tér- 
mino de prueba antes de resolver, en la forma i por el 
tiempo que este Código establece para los incidentes. 

Mandada cumplir una resolución pronunciada en país 
estranjero, se pedirá su ejecución al tribunal a quien ha- 
bría Qorrespondido conocer del negocio en primera o en 
única instancia, si el juicio se hubiera promovido en Chile.» 




CAPITULO IX 

Sel matrimonio i del divorcio 

SDiUBro. — I. Di»poBÍcÍone8 que rijen el matrimoaio, por la leí del 
pw8 en que se contrajo. — II. Reglas pam la sucesión de loa 
estranjeros — III. Relaciones del parentezco, según el estatuto 
personal. — IV. Capacidad i requisitos en el matrimonio, —V. 
Del divotcio, de la paternidad i de la ñlíacíoa. 
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Es un hecho que el estado de famíUa tiene por base el 
matrtmoaio, resultado del oual es la orgauiaaoioa de la 
sociedad civil. 

SeguD las leyea de la Iglesia Católioa, eu los países 
qne profeaan esta relíjiou, el matrimooio ea un sftora- 
mento que ooustituye un vfaculo indisoluble í se rije ea 
todo por sus disposiciones. 

En algunos países las disposioíones relativas al matrii 
monio eatólíoo, están incorporadas en laleictTÍl positÍTa, 
dejando a la autoridad eclesiástica el conocimiento de 
estos negocios. En otros, i éstos son los mas, se rije esta 



&&1 



pnmcipioB BbBi 



materia por- las leyes civiles, es 
es ua contrato indepeadiente d 
i 86 oonstituye por el mutuo ooi 
tcataDtes, uaa vez que cumpleu 
civil para su celebración, deján( 
que antes o después del matríu 
matrimoDio relijioso, o bien se 
primero que el relijioso. 

El matrimonio civil es an ce 
por esto se debe confundir con 
diferentes en su fin i efectos p 
los paises esta unión es perpétu 
la familia i de la sociedad, sah 
pues pronunciado éste por sen 
de los cónyujes, sin que por est 
ver a casarse. No obstante, hai 
anula el matrimonio i de3apare( 
esposos quedan enteramente lib 
nulidad de matrimonio. 

Como el matrimonio enjendrí 
he aquí porque se hace preciso 
rejirlo, así como las relaciones i 
secuencias precisas. 

Algunos admiten que este ac 
del lugar en que se celebra o b: 
contrayentes se sometieron al t 
parándolo en este caso a cualesi 
los que así piensan olvidan su i 

La leí del lugar en que un ms 
cuando muo^o reglar las formal 
tud del principio locas regit acta 
a la esooncia del mismo i de los 
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SU validez que obligan al contrayente a respetar su leí 
nacional? 

La teoría mas aceptable es la que establece que al 
matrimonio debe aplicarse la lei del domicilio matrimo- 
nial; pero hoi dia, habiendo variado las condiciones a que 
obedecía el principio antiguo, tenemos en tal caso que 
cualquiera que sea el lugar en donde se haya celebrado 
el matrimonio debe en jenéral ser rejido por la lei del 
Estado de que sea ciudadano el contrayente en el mo- 
mento de la celebración. Esta es también la opinión del 
ilustre Fiori, quien dice que la familia que se constituye 
mediante el matrimonio pertenece al Estado de que el 
marido es ciudadano, con tal que de reconocer la autori- 
dad estraterritorial de aquella, no resulte ofensa al derecho 
ni al orden público del pais en donde haya de aplicarse* 

El Código Civil chileno establece que el matrimonio 
celebrado en pais estranjero en conformidad a las leyes 
del mismo pais, o a las leyes chilenas, producirá en Chile 
los mismos efectos civiles que si se hubiese celebrado en 
territorio chileno. Sin embargo, si un chileno o chilena 
contrajere matrimonio en pais estranjero contraviniendo 
de algún modo a las leyes chilenas, la contravención pro- 
ducirá en Chile los mismos efectos que si se hubiera co- 
metido en Chile. 

De esto resulta que como todo acto o contrato lleva 
incorporadas en si todas las leyes vijentes sobre la mate« 
ria en el lugar i tiempo en que se verificó i que existien^^ 
do la regla que ordena que los contratos se rijen por las 
leyes del pais en que se celebran, o se^ylocus regit adum, 
tenemos entonces que el matrim^onio, como cualesquiera 
otro contrato legalmente celebrado en pais estranjero^ no 
Oftduoa en su9 efectos ni pueden estos sufrir alteraoiou 



alguna por el solo liecho de que lo3 contrayentes oam* 
bíaren de nacionalidad o de residencia. 

£1 minino Código ha dicho que a las leyes patrias que 
reglan las obligaciones i derechos civiles permaneceraa 
Bujetos los chilenos, no obstante su residencia o domici« 
lio en pais estranjero, en lo relativo al estado de las per- 
sonas i a su capacidad para ejecutar ciertos actos que ha- 
yan de producir efecto en Chile; en las obligaciones i de>« 
reehos que nacen de las relaciones de familia, pero solo 
respecto de sus cónyujes i parientes chilenos. Todo esto 
nos confirma en el principio de que las leyes o estatutos 
personales son inherentes a la persona i viajan con ella. 

Luego otra disposición agrega que el matrimonio di^ 
suelto en pais estranjero en conformidad a las leyes del 
mismo pais, pero que no hubiera podido disolverse según 
las leyes chilenas, iio habilita a ninguno de los dos cón- 
ynjes para casarse en Chile mientras viviese el otro con^ 
yuje. Se desprende de esto que dicho precepto envuelve 
una esoepcion al principio locus regit actiiM^^L que no nos 
parece aceptable, pues ese fallo debe surtir efectos en 
Chile desde que hubo motivos fundados en el pais en que 
ee dictó. ¿Por qué privarlos de casarse en Chile mientras 
esté vivo el otro cónyuje? Es esto acaso por ser indisolu^ 
ble el matrimonio en Chile i por no existir entre nosotros 
el divorcio que traiga la disolución del matrimonio como 
Buoede en otros paises, como ser en Francia? 

Luego agrega el art. 121 de nuestro Código: «el matri- 
monio que según las leyes del pais en que se contrajo 
pudiera disolverse en él, no podrá sin embargo, disolver* 
9e en Chile sino en conformidad a las leyes chilenas. » 
¿I por qué? Por ser la leí chilena obligatoria para todos 
los habitantes de lu Bepública, incluios los estranjeroSi i 
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■ 

en tal caso, las causales para disolver un matrimonio han 
de ser de las reconocidas por nuestras leyes. ¿Qué causa- 
les serían estas? Solo las contenidas en Iop arts. 37 i 38 de 
la lei sobre matrirfaonio civil de 10 Enero de 1884, que lo 
son la muerte natural de uno de los cónyujes, la declara, 
cion de nulidad pronunciada por autoridad competente; por 
la muerte presunta de uno de los cónyujes, si cumplidos 
10 años desde las últimas noticias que se tuvieren de su 
existencia, se probare que han trascurrido 70 desde el 
nacimiento del desaparecido i, por fin, si trascurrido que 
sean 30 a&os desde la fecha de las últimis noticias, cuaN 
quiera que fuese a la espiración de dichos 30 años la edad 
del desaparecido, si viviese. "^ 

Eix Ciiilvi U autoridad competente para pronunciar la 
declaración de nulidad, es única i esclusivamente los Tri- 
bunales ordinarios de justicia, sin conáderar para nada a 
las leyes de la Iglesia i a los funcionarios eclesiásticos. 
La razón es clara: en Chile está establecido el matrimo^ 
nio civil por la lei antes citada de 10 de Enero de 1884; 
pero a nadie se le prohibe el matrimonio católico, sin 
embargo él no produce en Chile efectos civiles de ningu- 
na clase. 



II 



¿Qué lei debe reglar la sucesión de los estranjeros? Es 
indudable que la sucesión tiene íntima )onexion con el 
derecho do familia, que por cierto no es el mismo en todas 
las naciones, variación que proviene ya de las diversas 
condiciones de civilización o bion de costumbres o de 
oo&dioiott^a morales i poUtioas ^ue influyen en el modo 

ai 
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de estar organizadas las familias en los países que pue^ 
blan el mundo. 

La herencia se recibe por testamento o por la lei i en 
uno i otro caso toda dificultad que ella produzca, se re- 
suelve por el predominio absoluto del principio territo. 
rial. Mas cuando verdaderamente se sueltan oonflictos de 
esta clase es en el caso de quedar hijos o padres con na- 
cionalidades diversas i bienes situados en territorios so- 
metidos a diferentes soberanías. Nacen entonces estas 
dificultades por la imposibilidad de conciliar los derechos 
i obligaciones creados a la sombra de varias leyes. £n 
estos casos habrá tantas sucesiones cuantos sean los Esta- 
dos en que se encuentren bienes de la sucesión; pero el 
testador conociendo estas dificultades así como las atri» 
buciones que tiene por cada lejislacion del lugar donde 
tenga bienes i que él esté obligado a respetar, sabrá evi- 
tar estas dificultades que puedan oponerse a la realiza^ 
cion de su última voluntad, disponiendo entonces de sus 
bienes dentro de los límites que le marquen esas diferen. 
tes leyes. 

El Üong]:eso jurídico de Barcelona estableció que la 
trasmisión de los bienes por testamento o ab intestato se 
rije por la lei de la nación a que pertenecía la persona fa- 
llecida i el procedimiento o forma de trasmisión por la lei 
del pais donde se verifica. 

El Congreso de Montevideo dijo que la lei del lugar de 
la situación de los bienes hereditarios, al tiempo de la 
muerte de la persona de cuya sucesión se trate, rije la for- 
ma del testamento. La misma lei de la situación rije la 
capacidad de las personas para testar, la del heredero o 
legatario para suceder, la validez i efectos del testamento 
i todo lo relativo a la suoeaiou lejítiata o tostfi^iaentarU 
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eto. En ouanto a las deudas que deban ser satisfechas en 
alguno de los Estados contratantes, dispuso que gozarán 
de preferencia sobre los bienes allí existentes al tiempo de 
la muerte del causante. Si dichos bienes no alcanzan para 
el pago de las deudas mencionadas, los acreedores cobra- 
rán sus saldos proporcíonalmente sobre los bienes dejados 
en otros lugares, sin perjuicio del preferente derecho de 
los acreedores locales, etc., etc. Véanse artículos 44 ah 
60, del tratado civil del Congreso de Montevideo. 

Tres sistemas han dividido las opiniones con relación 
a esta materia ya que no se ha logrado que todos los pai- 
ses acepten un derecho común que solucione los conflictos 
que surjan en los casos de sucesión de estranjeros. 

Primeramente se consideró la herencia como una con- 
tinuación de la personalidad del difunto, sometiendo tos 
dos los derechos hereditarios a la la lei a que él se encon- 
traba sujeto. 

Después vino otro sistema que tenia por base someter 
a la lei territorial todas las relaciones que se derivaban 
de la sucesión. 

El tercer sistema viene de una doctrina mista, que 
consiste en admitir la aplicación de la lei personal del di- 
funto para los derechos de sucesión sobre los bienes mue- 
bles, i la aplicación de la lex rei citu para los derechos 
hereditarios sobre los bienes inmuebles. Como se com- 
prende fácilmente, el primer sistema se referia a la época 
en que los estranjeros estaban fuera del derecho común i 
cuando el heredero era continuador de la personalidad 
del difunto. 

El segundo se reñere a la época en que solo el ciudada- 
no era heredero i se consideró a la herencia como dé de- 
recho civil. 
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herencia se trata, cualquiera que sea la naturaleza de los 
bienes i el pais en que se hallen. Esto quiere decir que 
ha de ser una sola la lei que rija el órdea de la sucesión i 
la medida de los derechos correspondientes, sea cual fuere 
la calidad de bienes que formen la herencia. Pero desde 
que esta teoría no está consagrada en los Códigos de las 
naciones i cada cual rije las sucesiones por sus leyes con 
relación a los bienes que existen dentro de su pais, ya 
sea el fallecido nacional o estranjero i muera allí o fuera, 
habrá de atenerse solo a los^ bienes i repartirse estos con- 
forme a las leyes de su situación. Esto es lo que determi- 
na el Código Civilde Chile4 casi todos los de América i 
es claro que cada pais impone sus leyes a los bienes si- 
tuados dentro de sus dominios. 

Aunque no estamos tratando aquí de como heredan los 
estranjeros en Chile sino de como deben disponer de sus 
bienes, conviene sin embargo sabor que según nuestro 
Código Civil, los estranjeros son llamados a las sucesios 
nes ab-intestato abiertas en Chile de la misma manera i 
según las mismas reglas que los chiíenos, lo que nos prue- 
ba la igualdad de condiciones en que nuestra lejislacion 
los ha colocado tratándose de derechos hereditarios ab^ 
intestato. 

La sucesión en los bienes de una persona se abre, se- 
gún la lei chilena, al momento de su muerte, en su último 
domicilio, es decir donde tenia su residencia real o pre- 
suntivamente C9n ánimo de permanecer en ella. 



III 



¿Cómo se gobiernan las relaciones de familia? Ellas se 
rijen por el estatuto personal, por ser él quien gobierna 
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Al presente la lei que rije al matrimonio i las relacio- 
nes de familia, es la lei del Estado de que es subdito el 
individuo que se casa, cualquiera que sea el lugar en 
donde el matrimonio se celebra. £n la Edad Media todo 
esto se rejía por la lei del domicilio matrimonial, cosa que 
duró hasta principios del siglo pasado en que comenzó a 
imperar la opinión antes manifestada, que tenía por fun- 
damento que la familia se constituye por el matrimonio i 
ella pertenece al Estado de que el marido es ciuda- 
dano, siendo también ciudadanos de la patria de su padre 
i hiB aquí por que estas relaciones se rijen por la lei de la 
nacionalidad del padre, resultando de aquí que el estatuto 
de la familia se determina con arreglo a la lei del Estado 
a que pertenece el jefe de ella, pero siempre que por re- 
conocer la estraterritorialidad de esa lei no resulte ofensa 
al derecho ni al orden público del pais en que haya de 
aplicarse dicha lei. 



IV 



Para poder contraer matrimonio es necesario que el 
hombre i la mujer sean capaces. Esta capacidad se deter- 
mina por la lei personal de cada parte, puesto que la 
mujer solo pierde su ciudadanía i domicilio una vez que 
se casa; pero antes conserva la suya i ella se rije por su 
propia lei personal. Esta lei rije la edad para contraer el 
matrimonio. 

Otros sostienen que el matrimonio está sometido a la lei 
del lugar en que se celebre en lo relativo a las solemnio 
dades i a la capacidad de las partes, teoria que se acepta 
en Inglaterra i en Estados Unidos, pero esta teoria ofrece 
seriad diñoultade^i i es mas aceptable la primera. 
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autoridad es absoluta dentro de su territorio i se le debe 
dar cumplimiento, sin que puedan contravenirla los es- 
tranjeros en el Estado en que celebran un matrimonio 
por ser en bien de la familia i de la moral. 

Las solemnidades que deben observarse para celebrar 
uñí matrimonio se rijen por la lex loci i caen bajo la regla 
locus regít acticrn. Por eso es válido el matrimonio qué 
se rije por la lei canónica como lo es el rejido por la lei 
civil i se debe observar lo que la lei manda en el país en 
que el se celebra. 

¿Cómo se comprueba la celebración de matrimonio? Por 
medio de un documento en que consta la celebración de ese 
acto conforme a la lei del país en que él se ha efectuado. 
Si se quiere hacer valer en otro país debe presentarse 
debidamente legalizado. 

En Chile el estado civil de casado o viudo i de padre o 
de hijo lejítimo, podrá probarse por las respectivas parti- 
daH de matrimonio, de nacimiento o bautismo i de muerte. 
La falta de los referidos documentos podrá suplirse en 
caso necesario por otros documentos auténticos^ por de- 
claraciones de testigos que hayan presenciado los hechos 
constitutivos del estado civil de que se trata i en defecto 
de estas pruebas, por la notoria posecion de ese estado 
civil. 

' La facultad de oponerse a un matrimonio por las per- 
senas que tengan derecho e interés para ello por causas 
que también sean legales tendentes a garantizar las rela- 
ciones de familia^ se rije por la lei a que la familia misma 
haya de continuar sujeta i que deba regular sus intereses. 
Mas si la lei concede derecho al ministerio público en ín- 
teres social para oponerse a la celebración de un matrímo- 
nio por existencia de impedimentos absolutos que lo impi^ 
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dan, penderá entonces ¿e la leí territorial. ¿Quién resolve- 
rá toda oposición a la celebración de un matrimonio? Mien- 
tras no haya un derecho uniforme sobre estas materias es 
natural qu« los tribunales de cada pais decidan las cues- 
tiones de nulidad i las demaa que se suoitao, con arreglo 
a la lei en él vijente, que es la que debe fijar las condi- 
ciones necesarias para contraerlo validamente. 

El matrimonio legalmente colebmdo produce impor- 
tantes consecuencias jurídicas que la misma lei determina; 
crea derechos entre los cónyujes i efectos civiles, que 
Tarian según la lejislaoion de cada pais, asi oomo los 
derechos de los cónyujes sobre el patrimonio de ¡la fa' 
milia. 

La potestad marital que fué omnímoda en la antigfle- 
dad; hoi dia se reduce a representar a la mujer i a exi» 
jir de ella sumisión i reipeto, habiendo no obstante 
una completa igualdad jurídica, escluyendo todo lo odioso 
de las lejislaoiones antiguas. Kije esta situación la lei 
territorial i ella vela también por la seguridad personal de 
ambos. No tenemos para que ocuparnos de las obligacio- 
nes de los padres con relación a los hijos i del derecho de 
aquellos respecto al usufructo de los bienes de éstos, los 
que se rijen por la lei bajo la eual nacieron estos derechos. 

Los contratos que celebran los que contraen matrímo> 
nio respecto a sus bienes i el réjímen a que se someten, 
Tarian también seguu las lejislacioneadecada pais; pero es 
regla que todas estas cuestiones se rijan por la lei del domi- 
cilio conjugal, aunque no faltan quienes los sometan a la lei 
territorial, es decir unos buscan la lei donde el matrimonio 
se celebró i otros donde están los bienes. 

Fiori opina que no habiendo celebrado los esposos ca- 
pitulacione mjtámoalalúi a quj d^boa 30iujt<3r el gobier' 



no de los bienes^ quedan aquellos sometidos al derecho 
común en todo lo concerniente al réjimen de los bienes 
que les pertenecen i ese derecho común no e^ otro que el 
del Estado de que el marido sea ciudadano en el momento 
de celebrar el matrimonio. Esta es también nuestra opi'» 
nion, por que de hecho han quedado sometidos] al réjimen 
que gobierna esta situación donde se realizó el acto ma* 
trimonial. 



El divorcio tiene por objeto desligar a los cónyujes de 
la obligación de vivir juntos i realizar el objeto primor*- 
dial del matrimonio, cual es la formación de la familia. 

El divorcio como ya lo hemos dicho no disuelve de 
ordinario el matrimonio. Deja subsistentes los efectos 
jurídicos que de él se derivan i solo separa los cónyujes de 
la vida en común. Éste objeto solo se obtiene por medio de 
un fallo de autoridad competente que declare el divorcio. 
Cada pais ha establecido en su lejislacion las causales que 
bastan para un divorcio perpetuo o temporal i el tiempo 
de la duración de este último. ¿Quó lei rejirá esta mate- 
ria? Es indudable que sea la del pais en donde se encuen- 
tran cuando se han producido los hechos que pueden dar 
mérito a un divorcio perpetuo o temporal o a una se- 
paración de bienes, en los casos que exista el réjimen 
de comunidad i que el marido sea el jefe de ella i dé causa 
para que la mujer solicite esa separación. 

If o obstante hai escritores que establecen que tratán- 
dose de acciones entabladas por estranjeros, teniendo por 
objeto la separación personal i la disolución del vínculo 
conyugal deben decidirse por los tribunales de su patria, 



porque las cueationes de estado personal puéde- 
la condición jurídica de las personas, pero est: 
suerte no es la que impera i basta que los hei 
duzcan en eí país en que residen para que la 1 
exista sea aplicada si se solicita. Eso si que 
podrá producir otros efectos que los que ii 
leyes del pais cuya lei se aplicó. En América 
opinión de la competencia de los tribunales di 
de los cónyujes que soliciten el divorcio i qne 
tria es la que debe Ser aplicada sin considerar 
lei personal del marido contra quien se entt 
manda de divorcio. 

¿Qué lei gobierna el procedimiento en los 
divorcio? Es fuera de dudas que lo es la lex f 
debe aplicarse a la pruf^ba de los hecbos en 
manda se funda. El divorcio trae consigo la 
de bienes. Los cónyujes liquidan la comunids 
i cada cual recibe lo suyo para trabajar indi 
mente el ano del otro. 

¿Qué lei go]>ierna las cuestiones concern 
paternidad i a la filiación? 9e trata aquí de 
que nace de matrimonio válido, en tnl casi 
puede ser otra que la del estatuto personal 
ner este estado la principal prueba es la exi 
matrimonio, base del derecho que se ejercita. 

El hijo nacido de personas que no están un 
trimonio en la época de la concepción, se repu 

La condición de estos hijos i el modo de r 
varía en cada lejislacion. En algunas se pern 
la paternidad i en otras no, siendo el reconoe 
acto espontáneo del padre. En otros paises, ce 
cia, Noruega i en Dinamarca el hijo natural 
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estado jurídico i de derechos respecto del padre, si no se 
le reconoce. Otras lejislaciones i estas son las mas, prohi- 
ben el reconocimiento de hijos adulterinos e incestuosos 
i sacrilegos, como sucede en Francia, epi Chile etc. 

La lei que gobierna la filiación es la lei personal del 
padre o madre de quien pretenda el hijo el reconocimien- 
to i sí ambos la reconocen qu^da sujeto a la lei personal 
del padre. 

Según la lejislacion chilena, es prohibida la indagación 
de paternidad i también la de maternidad cuando se in- 
tente contra mujer casada. 

Solo se pueden reconocer hijos naturales de personas 
solteras a la época de la concepción o del parto. El reco- 
nocimiento de hijo natural es un acto voli^ntario i se pue- 
de hacer por testamento o por escritura pública. El reco- 
nocimiento de hijo ilejítimo es solo con el objeto de obte- 
ner alimentos i este derecho solo se estiende a obligar al 
padre o madre a que declare bajo juramento sí tal perso- 
na cree que sea o no su hijo. Negado esto cesa el proce^ 
dimiento i termina toda jestion al respecto. 

La cuestión relativa a si una persona es mayor o menor 
de edad, se resuelve según la lei personal. Igual regla 
siguen las cuestiones referentes a los efectos de la mino- 
ría i esta misma regla rije la tutela en cuanto a su esta- 
blecímíento, organización, duración, atribuciones del 
tutor, administración que le corresponde i rendición de 
la cuenta. 

La misma lei personal rije la interdicción de los mayo- 
res de edad, decretada por enfermedad u otras causas i 
el nombramiento i atribuciones del tutor. 
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CAPITULO X 

De la propiedad en jeneral 

SvMABio.— I. De la propiedad en jeneral; reglas sobre el dominio 
de las cosas i modo de adquirirlo i de perderlo. — II. De la propio • 
dad industrial.— III. Déla propiedad literaria i artística.— IV. 
¿Hai derecho para gozar de la propiedad industrial^ artística i 
literaria de un pais en otro? 



¿Quó cosa es la propiedad? Es el derecho de disfrutar 
i disponer de las cosas de un modo absoluto, siempre qae 
el uso de este derecho no se oponga a las leyes i regla- 
mentos. 

El derecho de propiedad es entre todos los derechos el 
mas antiguo i el mas universalmente reconocido. Ko ha 
sido ni es el resultado de una convención humana o de 
una leí po|iitiya. Su orijen se encuentra en la naturaleza 
misma del hombre i en que le es necesario para su exia- 
tencia. 
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No obstante el derecho de propiedad puede estar suje- 
to, según las circunstancias, a la lei del lugar donde se 
encuentra la cosa, objeto del derecho, i en este caso im^ 
pera la lei territorial, es decir está bajo la protección de 
la lei que lo rija en cada Estado. 

Varios son los sistemas lejislativos que han rejido la 
propiedad. En unos se admite que únicamente el sobera- 
no debe considerarse propietario del suelo, no teniendo 
los cultivadores i poseedores otro derecho sino el de po- 
seerlo i disfrutarlo con el beneplácito de su soberano, co- 
mo ser en Ejipto, donde solo se ha reconocido la pro- 
piedad individual en estos últimos tiempos. En otros se 
ha reconocido la propiedad inmueble con ciertas restric- 
ciones, como ser impidiendo su fraccionamiento para ase- 
gurar la primacía ae determinadas clases sociales. En 
Prusia solo hasta mediados de 1872 ha podido dividirse. 
En Inglaterra hasta 1870 ha conservado la propiedad su 
organización orijinaria derivada de las relaciones feudales. 
En otros en fin, se prohibia a los estranjeros ejercer do- 
minio i trasmitirlo; pero por suerte todo esto ha desapa- 
recido i la propiedad es hoi divisible i no existe diferencia 
para poseerla entre el ciudadano i el estranjero. 

El derecho de propiedad es inherente a la personalidad 
humana i no depende de la lei civil; pero se debe gozar 
conforme a las leyes de cada Estado. La ubica cuestión 
que puede existir es la relativa al modo de adquirir la 
propiedad de las cosas i para ello hai dos modos que son: 
-*-el de la adquisición a título universal, i el de a título 
particular. Estas categorías se pueden subdividir según 
la adquisición emane de actos inter vivos o de actos marlis 
causa^ dependiendo todos ellos de la lex rd átc^^ cuando 
el objeto del derecho sea una oosa inmueble. 
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Aquí vamos a tratar únicamente de la adquisición a 
título particular o sea de las que son efectos de un hecho 
jurídico consignado en la lei, como ser la ocupación, la 
accesión i la prescripción, las que dependen esclusivamen- 
te de la lex rd sitce. 

En un Estado puede que en una parte del territorio ha- 
yan adquirido derechos los particulares por medio de la 
ocupación i puede haber partes que no sean todavía obje- 
to de propiedad. En éstas la soberanía ejerce derechos 
de verdadero propietario por ser propiedad pública. En 
uno i otro caso debe el soberano protección i defensa de 
esos derechos i a él le toca determinar las condiciones 
bajo las cuales puede otorgar la propiedad en la parte 
que no reconoce dominio particular. La lei que esto de- 
termine tiene autoridad territorial, como la tiene la que 
reglamenta la adquisición, uso i goce de las cosas mue^ 
bles perdidas o abandonadas i sobre los tesoros que se 
encuentren en propiedad particular o del Estado. 

La accesión es un modo de adquirir la propiedad de la 
oosa accesoria unida a la principal. Si se trata de regní- 
colas es claro que todo esto se rije por la lei nacional; 
pero si la accesión recae en bienes de estranjeros unidos 
en matrimonio según la lei que gobierne ese contrato, se 
estará entonces a ],a que rija los derechos patrimoniales 
de los cónyujes estranjeros. 

Si la accesión se produjera en dos predios situados en 
los confines de dos Estados o en un rio o torrente que se- 
pare dos paises limítrofes, se debe estar a los principios 
de Derecho Público internacional, que es el que trata de . 
los derechos de los Estados sobre la parte que cada uno 
pueda tener en ese límite. Besuelta esta ouestion, ge 
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aplica entonces ea cada 
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cada una, así como las limitaciones que por razón de 
interés público o para la defensa del derecho social nes 
cesite. Es evidente entonces que todo Estado puede 
declarar las limitaciones al dominio i esas reglas tienen 
que ser inherentes al goce de la propiedad 
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Ocupándonos ahora, de los derechos de los industriales 
sobre los productos de sus industrias, así domo el de los 
fabricantes i comerciantes sobre las marcas de fábricas i 
nombre comercial, los de los inventores sobre sus modelos, 
planos i sobre lo demás inventado, deben ser protejidos 
por la leí ya que todo esto así como los productos de la 
intelijencia^ ora sea en ciencias o artes, son una verdadera 
propiedad. 

El modo como se adquiere o pierde la propiedad indus- 
trial, depende de la lei territorial de cada país. 

La Constitución de Chile establece que ninguna clase 

de trabajo o industria puede ser prohibida, a menos que se 
oponga a las buenas costumbres, a la seguridad o a la 
salubridad públicas, o que lo exija el interés nacional o 
una lei lo declare así. Luego agrega: todo autor o inven- 
tor tendrá la propiedad esclusiva d*^ su descubrimiento o 
producción por todo el tiempo que le concediere la lei; i 
si ésta exijiese su publicación, se dará al inventor la in- 
demnización correspondiente. 

Las leyes sobre propiedad literaria de 24 de Julio de 
1834, i sobre privilejios esclusivos de 9 de Setiembre 
de 1840, ^'i las de propiedad industrial o sea de marN 
cas de fábricas i de comercio nacionales o estranjeras de 
fecha 12 de Noviembre de 1874, reglamentan las condi- 
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plia protección, que han servido de base a la celebración 
de este jénero de acuerdos internacionales. 

Posteriormente, unasórie de Cougresos, celebrados 
desde el año de 1861, han venido conñrmando i robuste- 
ciendo los mismos principios. 

De este modo se llegó a la Union - Internacional que 
snijió de la Conferencia de Berna en 1886. 

Demasiado lata esta Convención i por eso mismo ina* 
plicable en nuestras jóvenes Eepúblícas, la Delegación 
de Chile como la de Haití en el Congreso de Méjico, 
han hecho mui bien en limitarse a tomar por base 
de sus proyectos, la conocida Convención celebrada 
por los paises concurrentes al Congreso Sud-americano de 
Montevideo, complementando las disposiciones de ésta 
con algunas ideas sacadas de la referida Convección de 
Berna. 

Incorporado, desde hace muchos años, en la lejislacion 
doméstica de casi todas las naciones del Continente euro- 
peo, en la de los Estados Unidos de América i en la de al- 
gunos de los paises latino americanos, tales como Méjico^ 
Chile i Haití, el principio de la propiedad literaria i artíS'* 
tica ha sido asimismo reconocido en numerosos tratados 
internacionales, como por ejemplo, en el suscrito por Bél- 
jica i España en 26 de Junio de 1880, en los* celebrados 
por Alemania con Francia i Béljica en 19 de Abril de 1883 
i 12 de Diciembre del mismo año respectivamente, i en 
muchos otros que seria largo enumerar. 

Todos los Estados, sobre todo los Americanos, deben 
celebrar tratados para reconocer i protejer los derechos 
de propiedad literaria i artística, comprendiéndose en 
esto los libros, folletos de toda clase, las obras dramáti- 
cas o dramático musicales, las coreográficas, las oomposÍN 
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birla i esteriorízarla por que el jeaio no orea las ideas 
sino que las encuentra formadas. Nosotros pensamos que 
todo Estado debe protección a las producciones del pen- 
samiento i debe concederse derechos iguales a los que 
nacen de la propiedad según» el derecho común. Lo repe- 
timos, esta protección debe ser igual para regnícolas i 
estranjeros, puesto que la nacionalidad es indiferente 
para la adquisición de todos estos derechos. 



IV 



La cuestión grave que hai que resolver en estas mate- 
rias es la de si un autor, o inventor podrá ser admitido en 
otro pais que no sea el de su domicilio o residencia a 
hacer valer el derecho de propiedad en otro pais i exijir 
en ól su protección contra cualquiera que le falsifique su 
invento o tome su nombre o le reimprima o traduzca sus 
obras. Es claro que en otros paises no se puede invocar 
la lei estranjera sobre esta materia sin existir un tratado 
al respecto i fundar en ella un derecho. La protección 
que dá la lei territorial de cada estado a la propiedad 
industrial i literaria, no puede salir de los confines de su 
territorio i bien puede que haya paises en que estos frau- 
des no se castiguen o no se consideren delitos. 

No tratándose pues de un Derecho Internacional que 
proteja esta propiedad en todas sus partes^ es claro que 
sin lei espresa no hai contravención alguna. Lo que suce- 
de de ordinario es que cada pais solo proteja las obras 
i trabajos científicos o inventos o artículos patentados 
que se producen en su territorio i he aqui por que las 
obras estranjeras faltando esa lei o uu tratado especial, 

8oa del dominio públioo i ouc^^uier^ puede en este oaao 



*^ ^^í*^ 




CAPITULO XI 

Derecho Internacional Privado de Chile 

Sumar o.-<I. Bl Derecho Internacional privado antes de la eman- 
cipación política de Chile.— II. Preceptos de Derecho Interna- 
cional privado que contiene la Constitución del Estado. — III. 
Preceptos que sobre la misma materia contiene el Código Civil 
de Chile.— IV. Id. el Código de Comercio — V. Id. el Código 
Penal. -VI. Esplicacion sobre los artículos de Derecho Internan 
cional ael Código Civil antes enumerados. — VIL Jurisdicción 
competente en las materias aquí tratadas, - VIII. Matrimonios 
de chilenos en pais estranjero i resumen de las reglas de Dere^ 
cho Internacional que se desprenden del estudio de nuestra 
lojislacion.— IX. Lejislacion estranjera sobre estas materias. 



Rejía en Chile antes de nuestra emancipación política, la 
lejislacion española como colonia que había sido de España. 

Las leyes de Partidas solo contenían las primeras dis- 
posiciones dispositivas, aunque vagas, sobre el derecho Iii« 
teriiaoional privadoi las que ya hemos dado a conooer 
«n este estadio^ 







-^' 
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Los monarcas españoles trataron de mantener aisladas 
las poseciones que tenían en América, privándolas de todo 
trato con otras naciones i para lograr este objeto llegaron 
a conceder en sus dominios privilijios de importancia a los 
estranjeros. El objeto de esta prohibición en las colonias 
no era otro que el que no se introdujere en ellas ideas de 
independencia respecto ala sujeción en que las mante- 
nian. Eso mismo hizo nacer el deseo de libertad de un po- 
der tan ominoso i ello al fin se logró no con pocos sacrificios. 

Chile, una vez libre e indepediente, ha ido poco a po- 
co formando una lejislacion propia i en sus Códigos ha 
ido consignando disposiciones aisladas referentes a Dere- 
cho Internacional privado i es fácil recorrerlas a la lijera. 

Ante todo es necesario advertir que nuestro Código 
Civil rije en fuerza de lei solo desde el 1.^ de Enero de 
1857. El de Comercio desde el I.'' de enero de 1867. El 
Penal desde el 1.^ de marzo de 1875. 



n 



La Constitución chilena fué promulgada el 25 de]marzo 
de 1833 i es la mas antigua de las que existen en la ac- 
tualidad, después de la de los Estado Unidos que se san- 
cionó en 1787 i la de Béljica en 1831. Contiene las pri- 
meras reglas de Derecho Internacional privado en los 
siguientes artículos, que dicen asi: 

Akt. — Q.^ son chilenos: 

1 .° Los nacidos en el territorio de Chile; 

2.^ Los hijos de padres o madres chilenos, nacidos en 
territorio estranjero, por el solo hecho de avecindarse 
en Chile. Los hijos de chilenos nacidos en territorio estran- 
jero, híillándose sus padres en actual servicio de la Be- 
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pública, son chilenos aun para los efectos en que las 
leyes fundamentales, o cualesquiera otras requieren naci- 
miento en el territorio Chile. 

3,^ Los estranjeros que habiendo residido un año en la 
Eepública, declaren ante la Municipalidad del territorio 
en que residan su deseo de avecindarse en Chile i solici- 
ten carta de ciudadania. 

4.^ Los que obtengan especial gracia de naturalización 
por el Congreso. 

Art. 7.^ a las Municipalidades del departamento de la 
residencia de los individuos que no hayan nacido en Chi- 
le, corresponde declarar si están o no en el caso de obte- 
ner naturalización con arreglo al l'insicio 3,^ del artículo 
anterior. En vista de la declaración favorable de la Muni- 
cipalidad respectiva, el Presidente de la Eepública espe- 
dirá la correspondiente carta de naturaleza. 

Art. — 11. Se pierde la ciudadania: 

1.^ Por condena a pena aflictiva o infamante. 

2.^ Por quiebra fraudulenta. 

3.^ Por naturalización en país estranjero. 

4.^ Por admitir empleos, funciones, distinciones o pen- 
siones de un Gobierno estranjero sin especial permiso del 
Congreso. 

Los que por una de las cansas mencionadas en este 
artículo hubieren perdido la calidad de ciudadanos, po- 
dran impetrar reabilitaeion del Senado. ; 

Estos tres artículos manifiestan como se adquiere o 
pierde la ciudadania chilena i no puedenjser modificados 
por medio de leyes ordinarias ni por tratados interna- 
cionales. 

La mujer chilena casada con un estranjero continúa 
siendo chilena i esto la hace hábil para trasmitir a sus 
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hijos la ciudadania chileDa ai 
estranjero, por el hecho solo 
avecindarse en Chile. 

La pérdida de la nacionalic 
influye en nada sobre la muje 

Abt. 12. — La Constitución 
tantes de la Hepública: 

1." La igualdad ante la leí. 
vilejiada; 

2." La admisión a todos los 
cas, sin otras condiciones que 

Como se vé no se hace dife 
i estranjeros. 

3.'^ La igual repartición de 
Des a proporción de los haber 
las demás cargas públicas. Un; 
el método de reclutas i reempl 
i tierra. 

é.'^ La libertad de permane 
la República, trasladarse de u 
torio, guardándose los regla 
siempre el perjuicio de tereert 
preso, detenido o desterrado, 
nada por las leyes. 

5.° La inviolabilidad de toe 
tinción de las que pertenezcaí 
dadea, i sin que nadie pueda f 

minio, ni de una parte de ella por pequera que sea, o del « 
derecho que a ella tuviere, sino en virtud de sentencia 
judicial; salvo el caso ea que la autoridad del Estado, 
calificada por una lei, exija el uso o enajenación de al- 
guna; lo que tendrá lugar dándose previamente al dueBo 



la indeninizacíoii que se ajuste con él, o se avaluare a 
juicio de hombres buenos; 

6.^ El derecho de reunirse sin permiso previo i sin 
armas. 

Las reuniones que se hagan en las plazas^ calles i otros 
lugares de uso público, serán siempre rejidas por las dis- 
posiciones de policía. 

El derecho de asociarse sin permiso previo; 

El derecho de presentar peticiones a la autoridad cons- 
tituida sobre cualquier asunto de interés público o privado 
notiene otra limitación que la de proceder en su ejercicio 
en términos respetuosos inconvenientes; 

La libertad de enseñanza; 

7.^ La libertad de publicar sus opiniones por la im- 
prenta, sin censura piévia, i el derecho de no poder ser 
condenado por el abuso de esta libertad, sino en virtud 
de un juicio en que se califique previamente el abuso por 
jurados, i. se siga i sentencie la causa con arreglo a la 
lei. 

Para este único caso está establecido por desgracia el 
jurado en Chile i el procedimiento se rije por la lei de 
17 de Julio de 1872. 

Tal es el Derecho público de Chile i para garantir el 
ejercicio de esta» preciosas garantias, que comprenden a 
chilenos i estranjeros, ya sean estos domiciliados o tran- 
seúntes, bai leyes especiales que citaremos mas ^adelante. 

Los otros derechos individuales que la Constitución de 
Chi'e reconoce también a todos los habitantes son: 

Akt. 123. — En Chile no hai esclavos i el que pise su 
territorio queda libre. No puede hacerse este tráfico por 
chilenos. El estranjero que lo hiciere no puede habitar en 
Chile ni naturalizarse en la-Eepública. 
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Antes de que Chile fuera independiente, se hacía aquí, 
así como en todas las colonias españolas, este infame trá 
fico. 

El primer Congreso patrio a principios de 1811 abolió 
éste i reconoció la independencia del hombre, sin distin- 
ción de castas i privilejios. 

La Constitución no opone al estranjero que desee ha- 
bitar en esta Eepública otra restricción que la de no 
comerciar con las personas, porque ellas están en Chile 
fuera del comercio humano. 

En lo demás el estranjero queda sometido como loa 
regnícolas en lo adverso i en lo favorable. 

Art. 124. — Ninguno puede ser condenado sino es 
juzgado legalmente i en virtud de una lei promulgada 
antes del hecho sobre que recae el juicio. 

TiOS leyes en jeneval no tienen efecto refractivo i en 
ro:^ífvin civil cuando se les de, se debe esto espresar i ello 
solo sucede cuando ¡jní un pel'gro g»'ave para el. Estado. 
No se debe abusar jamas en dar a las leyes efectos re-* 
fracUvos por ser esto sumameníe peligroso. 

En ma'c >a cr^a^^nal nunca se presentará es este caso, 
porque el avt. 133 de la Consí'tucion d'ce que ninguno 
puede ser coudenado sino e3 juzgado legalmente i en virtud 
deu7m lei promulgada antera ''¡lieclio sobre que recae d juicio. 

Luego el art. 18 del Cud'go Penal establece qpe si 
después de cometido el de^'ío i an.es de que se pronuncie 
seníenc'a de téra^''io, se p omuígn^cs otra Jei que e\.ima 
tal hecho de toda pena o le apl^'c^i'e o(ra menos rigurosa, 
deberá arreglarse a cUa su juzgamiento. 

A^.T. 134. — N^'nguno puede ser juzgado por comisiones 
especl'^lc.i, sino por el t 'bu nal que le señala la lei, i que 
se halle eslablecido con ante.loridad por és(a. 
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El juzgamiento de las causas civiles o criaiinales co* 
rresponde en Chile a los tribunales que establece la lei 
orgánica de 15 de Octubre de 1875. Lo contrario sería 
burlar la igualdad que se reconoce a todos los habitantes 
de la República si alguno pudiera ser enjuiciado por comi- 
siones especiales, pues el tribunal debe estar establecido 
con anterioridad i el procesado sabe por esto quien es el 
tribunal que debe conocer de su causa. 

Art. 135. — Para que una orden de arresto pueda eje^ 
cutarse, se requiere que emane de una autoridad que 
tenga facultad de arrestar, i que se intime al arrestado al 
tiempo de la aprehencion. 

¿Qué autoridad o funcionarios tienen facultad de arres- 
tar? Esto lo determinan los arts. 7.*^ i 8.^ de la lei'sobre 
garantías individuales de 25 de Seíiembre de 1884, donde 
puede leerlos el que tenga interés en ello. 

Akt. 136. — Todo delincuente m fraganli puede ser 
arrestado sin decreí^o, i por cualquiera persona, para el 
único objeto de conducirle ante el juez competente. 

La lei de garantías individuales declara loque es delin- 
cuente infraganti. El Código Penal casíiga todo abuso o 
estralimitacion de los derechos individuales que garantiza 
la Constitución del Estado. 

Art. 137. — Ninguno puede ser preso o detenido sino 
en su casa o en los lugares públicos destinados a este 
objeto. 

Art. 138. — ^Los encargados de las prisiones no pueden 
recibir en ellas a nadie en calidad de preso, sin copiar en 
su rejistro la orden de arresto, emanada de autoridad que 
tenga facultad de arrestar. Pueden, sin embargo, recibir 
en el recinto de la prisión, en clase de detenidos, a los 
que fuesen conducidos con el objeto de ser presentados al 
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juez competente, pero con la obligación de dar cuenta a 
éste dentro de las veinte i cuatro horas. 

Art. 139. — Si en algunas circunstancias la autoridad 
pública hiciere arrestar a algún habitante de la República 
el funcionario que hubiere decretado el arresto, deberá 
dentro de las 48 horas siguientes dar aviso al juez compe- 
tente poniendo a su disposición al arrestado. 

Art. 140. — Ninguna incomunicacipn puede impedir 
que el majistrado encargado de la casa de detención en 
que se halle el preso, le visite. 

Solo tenemos que agregar que en Chile los jueces abu- 
san del derecho de incomunicar a los reos^ lo que pasa a 
ser tortura. Hai casos en que un juez ha tenido reos inco- 
municados hasta dos meses. Esto es cruel i debe evitarse 
tal abuso. 

No puede un juez incomunicar a un reo sino hasta que 
le tome su confesión. Debe ajitar todas las dilijenóias 
para que un preso no esté incomunicado mas de seis dias 
en invierno i ocho en verano. La incomunicación es tor- 
tura para arrancar la confesión al reo o debilitarlo o mis- 
tificarlo i hacer que declare lo q'Ue al juez le agrade. 

Art. 141. — Este majistrado es obligado, siempre que 
el preso lo requiera, a trasmitir al juez competente la 
copia del decreto de prisión que se hubiere dado al reo; o 
a reclamar para que se le de dicha copia; o a dar el mismo 
un oertifícado de hallarse preso aquel individuo, si al 
tiempo de su arresto se hubiere omitido aquel requisito. 

Art. 142. — Afianzada suficientemente la persona o el 
saneamiento de la acción, en la forma que según la natu- 
raleza de los casos determina la lei, no debe ser preso, 
ni embargado^ el que no es responsable de pena afliotÍY4 
O ioifamante. 
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En Chile no existen penas infamantes. No es la pena 
sino el delito el que infama. La escarcelacion procede en 
los casos que determina el art. 37 del Código Penal i 
lei de Garantias individuales ya citada de 25 de Se- 
tiembre de 1884 i 3 de Diciembre de 1900 que es com- 
plementaria de la anterior. 

Art. 143. — ^Todo individuo que se halle preso o dete- 
nido ilegalmente por haberse faltado a lo dispuesto en 
los arts. 135, 137, 138 i 139, podrá ocurrir por si,' o 
cualquiera a su nombre, a la majistratura que señala la 
lei, reclamando que se guarden las formas legales. Esta 
majistratura decretará que el reo sea traido a su pre- 
sencia i su decreto será precisamente obedecido por to- 
dos los encargados de las cárceles o lugares de deten- 
ción. Instruida de los antecedentes, hará que se reparen 
los defectos legales i pondrá al reo a disposición del juez 
competente, procediendo en todo breve i sumariamente, 
corrijiendo por si, o dando cuenta a quien corresponda 
correjir los abusos. 

De aqui nace el recurso del Habeos Corpus que tiende 
a garantir la libertad individual contra las vejaciones o 
atropellos de que puede ser víctima una persona por los 
diferentes poderes públicos o de sus ajentes. 

EL delito de prisión arbitraria es mui grave i por des- 
gracia se abusa de esto por los ajentes de pqUcia i por las 
autoridades i las mas de las veces quedan impunes por el 
apoyo que encuentran de parte de la autoridad. 

Art. 144 — En las causas criminales no se podrá obli- 
gar al reo a que declare bajo juramento sobre hecho pro- 
pio, asi como tampoco a sus descendientes, marido o mu* 
jer, i parlente3 hasta el tercei: grado do oonsanguinídad, i 
aegundo de aftuidftd iaoluaive^ 
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Art. 145 — No podrá aplicarse tormento, ni imponer- 
se iBñ caso alguno la pena de confiscación de bienes. Mn- 
gbna pena infamante pasará jamas de la persona conde- 
nuda. 

* 

Desde que no hai penas infamantes en Chile, esa parte 
del precepto está demás. 

Ko se puede aplicar tormento a nadie. ¿I qué son eáas 
largas incomunicaciones de que antes hemos hablado? 
¿Que 80& los azotes i mal trato que los ajentes de policía 
a{^lioan a los que caen presos? ¿Con qué objeto los jueces 
hacen salir de noche a los reos a la sección de pesquisa? 
Sé cometen tantas atrocidades a este respecto por las po- 
lieias que este mal clama al cíelo. No hai seguridad ni 
para ks mujeres. La prensa diariamente denuncia estos 
delitoB i todos se encubren por que se hacen de noche i sin 
testigos estraños i los ejecutores niegan aunque el preso 
quede todo lastimado. 

Art. 146 — La casa de toda persona que habite el te- 
rritorio chileno, es un asilo inviolable, i solo puede ser 
allanada por un motivo especial determinado por la lei, i 
en virtud de orden de autoridad competente. 

La lei de Eéjimen Interior de 22 de Diciembre de 1885, 
establece qué autoridades deben dar las órdenes de allana- 
miento i la manera de ejecutarlas, aparte de lo que dispo- 
ne la de Garantías individuales. 

Art. 147 — La correspondencia epistolar es inviolable. 
No podran abrirse ni interceptarse, ni rejistrarse los pa- 
peles o efectos, sino en los casos espresamente sañalados 
por la lei. 

Los artfcnlos 47 i 1350 del Código de Comercio esta- 
bleoeii los casos en que se puede violar este derecho. 

A los procesados se les puede interceptar la oorres« 
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pondenoia para[;el caso que sea esto^necesario i entregarla 
al reo si bo es refereBte al delito que motiva el proceso. 

.Art. 148. — Solo el Congreso puede imponer contribucio- 
nes directas o indirectas, i sin su especial autorísaoion 69 
prohibido a toda autoridad del Estado i a todo individuo 
imponerlas, aunque sea bajo pretesto precario, voluntario 
o de cualquiera otra clase. 

Art. 149. — No puede exijirse ninguna especie d^ 8er>. 
vicio personal o de contribución, sino en virtud (le un 
decreto de autoridad competente, deducido de la l0Í qu.9 
autoriza aquella exacción i manifestándose el decretp ^\ 
contribuyente en el acto de imponerle el gravamen. 

Art. 150. — Ningún cuerpo armado puede h^opr requi- 
siciones, ni exijir clase alguna de ausilios, sino por medip 
de las autoridades civiles i con decreto de éstas. 

ART.515L — Ninguna clase de trabajo o industria puedjf» 
ser pro Vbida, a menos que se oponga a las * buenas 009- 
tumbres, a la seguridad o a la salubridad pública, o qu^e 
lo exija el interés nacional, i una lei lo declare así. 

«Art. 152. — Todo autor o inventor tendrá la propieda4 
esclusiva de su descubrimiento o producción por todp el 
tiempo que le concediere la lei; i si ésta exijiere su pu: 
biicacion, se dará al inventor la indemnización correspon- 
diente. 

III 

El Código Civil chileno, contiene las siguientes dií^po- 
Bicipnes que tienen relación con el Derecho Internacional 
privado. 

Art. 14. — La lei es obligatoria para todos los habitan- 
tes de la Eepública, inclusos los estranjeros. 

Art. 15. — A las leyes patrias que reglan las obligaoio- 



dirae i producir efecto en Chile, no valdrán las esoritnra« 
privadaS; cualquiera que sea la fuerza de éstas en el país 
en que hubieren sido otorgadas. 

Akt, 56. — Son chilenos los que la Constitución del Es- 
tado declara tales. Los demás son estranjeros. 

Art. 57. — ^La lei no reconoce diferencia entre el chile- 
no i el eirtranjero en cuanto a la adquisición i goce de los 
derechos civiles qne regla este Código. (1) 

Art. 58. — ^Las personas se dividen, ademas en domi* 
ciliadas i transeúntes. 

(Esto es por que en el art. 54 había dicho que las per- 
sonas son naturales o jurídicas.) 

Art. 59. — El domicilio consiste en la residencia, acom- 
pañada, real o presuntivamente; del ánimo de permane»» 
cer en ella. (2) 

. Art. 62. — El lugar donde un individuo está de asien- 
to, o donde ejerce habitualmente su profesión u "oficio, 
determina su domicilio civil o vecindad. 

Art. 63. — No se presume el ánimo de permanecer, ni 
se adquiere, consiguientemente, domicilio civil en un 
lugar, por el solo hecho de habitar un individuo por al- 
gún tiempo casa propia o ajena en él, si tiene en otra 
parte su hogar doméstico, o por otras circunstancias apa- 
rece que la residencia es accidental, como la del viajero, 
o la del que ejerce una comisión temporal, o la del que se 
ocupa en algún tráfico ambulante. 

Art. 64. — Al contrario, se presume desde luego el 



(1.) Bate artículo está conforme con el 32 del Cód. del Uruguay 
i con el 51 del Cód. de Guatemala. 

(2.) Véanse los arts. 202 del Cód. Napoleón; 16 del italiano i 41 
d%] portugués. 
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ánimo de permanecer i avecindarse en un logar, por el 
heoho de abrir en él tienda, botica, fábrica, taller, posa- 
da, escuela u otro establecimiento dnruble, para adminis- 
trarlo en persona; por el heclio de aceptar en dicho lugar 
un cargo consejil, o un empleo fijo de los qua regular'^ 
mente se confieren por .largo tiempo; i por otras circunsv 
tanoiaa análogas. 

Art. 119. — El matrimonio celebrado en país estranje- 
ro eo conformidad a In^ leyes del mismo pais, o a laa 
leyes chilenas, producirá en Chile los mismos efectos 
civiles que si se hubiese celebrado en territorio ohileno. 

Sin embargo, si un chileno o chilena contrajese matri" 
monio en paia eitranjero, contraviniendo de algnn modo 
a las leyes chilenas, la contravención producirá en Chile 
los miamos efectos que si se hubiese cometido en Chile. 

Abt. 120. — El matrimonio disuelto en territorio estran- 
JcFO en conformidad a las leyes del mismo paia, pero qae 
no hubiera podido disolverse aeguu las leyes chilenas, 
no habilita a ninguno de los dos cónyujes para casarse 
en Chile, mientras viviese el otro cónyuje. 

Abt. 131. — El matrimonio que según las leyes del 
país en que se contrajo pudiera disolverse en él, no podrá, 
sin embargo, disolverse en Chile sino en conformidad a 
las leyes chilenas. 

Art. 135. — 'Por el hecho del matrimonio ae contrae so- 
ciedad de bienes entre los oónyujes i toma el marido U 
administración délos de la mujer. 

Los que se hayan casado en pais estranjero i pasaren a 
domiciliarse en Chile, se miraran como separados de bie- 
nes, siempre que en conformidad a las leyes bajo cuyo 
jpiperio se casaron, no haya habido entre ellos sociedad 
de bienes. 



Come sabemos, en Chile existe el matrimonio Ciril au- 
torizado por la lei de 10 de Enero de 1884, asi como el Re* 
jístro Civil creado por lei de 17 de 'Julio de ese mismo 
año. 

Según el art. 16 de la primera lei citada, el matrimonio 
en Chile se celebrará apte el Oñcial del Bejistro Ciril, en 
el local de su oñcina pública, o en casa de alguno de los 
contrayentes, i ante dos testigos, parientes o estrafLos. 

El art. 15 de esta misma lei dice: 

El matrimonio celebrado en pais estranjero en confor- 
midad a las leyes del mismo pais, producirá en Chile loa 
mismo efectos que si se hubiere celebrado en territorio 
ohileno. 

Sin embargo, si un chileno o chilena contrajere matri* 
monio en pais estranjero contraviniendo a lo dispuesto ett 
Im arts. 4, 5, 6i7 de la presente lei, la contravención 
producirá en Chile los mismos efectos que si se hubiere 
cometido en Chile. 

Esta lei derogó las disposiciones del Código Civil en lo 
que fueren contrarias a ella. 

Cuando se promulgó nuestro Código Civil rejia en Chi- 
le el matrimonio católico i por eso el Código lo aceptó co^ 
mo un contrato apesar de ser sacramento i bajo esa base 
se lejisló respecto a él. ^ 

Art. 611. — Se podrá pescar |libremenre en los mares; 
pero en el mar territorial solo podrán pescar los chilenos- 
i los estranjeroa domiciliados (se les prohibe a los transeun*^ 
tes.) 

Se podrá también pescar libremente en los ríos i en los 
lagos de uso público. 

Á!&T. 965. — La sucesión en los bienes de una persona 




se abre al momento de su muerte ea su último domicilio; 
salvo los casos espresamente esceptuados. 

La sucesión se regla por la lei del domicilio en que se 
abre, salvas las escepciones legales. 

Akt. 997. — Los estranjeros son llamados a las sucesio- 
nes abin téstate abiertas en Chile de la misma manera i 
según las mismas reglas que los chilenos. (Eato destruye 
el derecho de albionaje que se reconocía en la Edad Me- 
dia). 

Art. 998. — ^En la sucesión ab intestato de un estranjero 
que fallezca dentro o fuera del territorio de la Eepública, 
tendrán los chilenos a título de herencia, de porción con- 
yugal o de alimentos, los mismos derechos que según las 
leyes chilenas le corresponderían sobre la sucesión intes- 
tata de un chileno. 

Los chilenos interesados podrán pedic que se les adju- 
dique en los bienes del estranjero existentes en Chile to- 
do lo que les corresponda en la sucesión del estranjero. 

Esto mismo se aplicará en caso necesario a la sucesión 
de un chileno que deja bienes en un pais estranjero. 

Art. 1012. — Enumera este artículo los que no pueden 
ser testigos de un testamento solemne i en primer lugar 
coloca a los estranjeros no domiciliados en Chile, por la di- 
ficultad para buscarlos i hacer que se presenten a declarar. 
Igual prohibición impone la lei de matrimonio ciyil a los 
estranjeros no domiciliados para que puedan servir de tes- 
tigos en un matrimonio. 

Art. 1027. — Valdrá en Chile el testamento escrilo,otor 
gado en pais estranjero, si por lo tocante a las solemni** 
dades se hiciere constar su conformidad a las leyes del 
pais en que se otorgó, i si ademas se probare la auteutioi^ 

dad dd íAstramento respectivo ea la forma ordinaria^ 



' 4. 
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Abt, 1028. — Valdrá así mismo en Chile el testamento 
otorgado en pais estranjero, eon tal que ooncurran los re^ 
quisitos que van a espresarse: 

1 «^ Ko podrán testar de este modo sino un chileno, o 
.un eatranjero que tenga domicilio en Chile. 

8.^ ^0 podrá autorizar este testamento sino un ministro 
•plenipotenciario, un encargado de negocios, un secretario 
4^ legación que tenga título de tal, espedido por el Fresi- 
jdente de la Bepública, o un cónsul que tenga patente del 
mismo; pero no un vice- cónsul. Se hará mención espresa 
.del cargo i de los referidos títulos i patente. 

3.<> Los testigos serán chilenos, o estranjeros domicilia**: 
dos en la ciudad donde se otorgue el testamento. 

4.^ Se observarán en lo demás las reglas del testamento 
«solemne otorgado en Chile. 

5.^ El instrumento llevará, el sello de la legación o 
consulado. 

Atr. 1029. — El testamento otorgado en la forma pres^» 
crita en el artículo precedente i que no lo. hay a sido ante 
un jefe de legación, llevará el visto bueno de este jefe; 
si el testamento fuere abierto, al pié; i si fuere cerrado, 
sobre la carátula; el testamento abierto será siempre ru- 
bricado por el mismo jefe al principio i ñn de cada pajina. 

El jefe de legación remitirá en seguida una copia del 
testamento abierto, o de la carátula del cerrado, al Minis- 
tro de delaciones Eateriores de Chile, el cual a su vez, 
4ibonando la firma del jefe de legación, remitirá dicha co- 
pia al juez del último domicilio del difunto en Chile, para 
ique.lahaga incorporar en los protocolos de un escribano 
del mMvio domicilio, 

Nooonociéndose al testador ningún domicilio en Ohile^ 
jeyá remitido el testamento por el Ministro de Belaoioues 
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Esteriores a un juez de letras en Santiago, para su incor- 
poración en los protocolos de la escribanía que el- soismo 
juez designe. 

Art. 2411. — Los contratos hipotecarios celebrados en 
pais estranjero darán hipoteca sobre bienes situados en 
Chile con tal qtie se inscriban en el competente Bejistro. 

ÁRT. 2484. — Los matrimonios celebrados en pai» es- 
tranjero i que según la lei chilena produeoan efecto en 
Chile, darán a los créditos de la mujer sobre los bienes del 
marido existentes en territorio chileno el mismo derecho 
de preferencia que los matrimonios celebrados en Chile. 

Art., 2508.— El tiempo necesario a la prescripción ordi- 
naria es de tres años para los muebles i de diez años para 
los bienes raices. 

Cada dos dias se cuentan entre ausentes como uno solo 
para el cómputo de los año^. 

Se entienden presentes para los efectos de la prescrip- 
ción los que viven en el territorio de la Eepública i ausen- 
tes los que residen en pais estranjero. 



IV 



El Código de Comercio contiene las siguientes disposi- 
ciones que se rozan con el Derecho Internacional privado. 

Art. 468. — Las compañías anónimas estranjéras no po- 
drán establecer aj entes en Chile sin autorización del Pre- 
sidente de la Eepública. 

Los ajentes que obraren por esas compañías sin haber 
obtenido la autorización gubernativa quedarán personal- 
mente obligados al cumplimiento de los contratos que 
celebraren i sometidos a to4as las responsabilidades pre- 
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oedentemente establecidas, sin perjuicio de la acciou a 
que hubiera lugar contra dichas compafiías. 

AitT. 830. — La propiedad de las naves chilenas vendi- 
das fuera del territorio de la República se trasmite según 
las^ leyes ó usos vijentes en el lugar del contrato.» Eije 
la regla lóaíS regit aduin. 

Art. 844. — ^Las naves estranjerás surtas en los puer^ 
tos de la República no podran ser embargadas por deuM 
das que no hayan sido cóntraidas en territorio chileno 
por causa O eft utilidad Je las mismas. 

Art. 848.— Los estránjeros propietarios de naves chile* 
ñas quedan sometidos a las prescripciones d^ la lei de na^ 
YBgaoibn i a todas las providencias de seguridad que el 
Presiáente déla República adopté en casó de guerra con 
la' nación a qué pertenezcan. 

Atrt. 975.— Los fletamentos de naves estranjerás cele- 
brados' en los puertos de la República están sujetos a las 
disposiciones de estó Código, aunque el capitán sea tamv 
bien estajero. 

Aportados fuera de la República, ' se sujetarán a las 
mismas disposiciones en todo locon^cerniente'aia descar- 
g^a o a cualquiera otro acto que deba ser realizado en ei 
temtorio chileno. 

AlsT. 1037.— ^En el arreglo de averías hecho fuera del 
territorio de la República, se observarán las leyes i usoer 
del lugar donde se verifique. 

Art. 1173. — En el rejistro de Comercio,; se tomará 
razón en estrácfo de todos los préstamos a la gruesa den- 
tro de los ocho dias siguientes ál dé sü fecha, siendo cele-' 
brados en la República; pero si lo fueren en territorio 
estranjeyo, la toma de razón se hará, dentro del territo" 
rio indicado, en la dancilleria del consulado chileno. 



r 
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Art. 1505. — La cantidad reservada para los acreedo- 
res residentes fuera de la Kepública permanecerá en de- 
pósito hasta el vencimiento del término de emplazamiento 
que designe el Código de Enjuiciamiento civil; i si los 
dichos acreedores no se presentaren i solicitasen dentro 
del término indicado el reconocimiento de sus créditos, 
la cantidad reservada será repartida entre los acreedores 
reconocidos i jurados. 



El Código Penal contiene las siguientes di&posioionea 
sobre la materia que nos ocupa: 

■ 

Art. 5.®. — La lei penal chilena es obligatoria para todos 
los habitantesde la República, inclusos los estranjeros. Los 
delitos cometidos dentro del mar territorial o adyacente 
quedan sometidos a las prescripciones de este Código. 
Este precepto es igual al art. 14 del Código Civil. 

Art. 6.®. — Los crímenes o simples delitos perpetrados 
fliera del territorio de la Eepública por chilei^os o por es- 
tranjeros, no serán castigados en Chile sino en los casos 
determinados por la lei. 

Estos delitos son aquellos que van contra la seguridad 
esterior del Estado, el de falsificación de moneda, el de 
calumnias publicadas en periódicos estranjeros por un ha** 
hitante de la Eepública. 

Art. 138. — Todo el que por medio de violencias o 
amenazas hubiere impedido a uno o mas individuos el 
ejercicio de un culto permitido en la República, será cas*» 
tigado con reclusión menor en su grado mínimo. 



I 

sos FftllSrOtPlOS BLBMBirFALM 



VI 



Nuestro Código civil ha abandonado todos los sistemas 
conocidos respecto a la lei que determina la capacidad ci- 
vil de las personas que obran o contratan en país estran* 
jero, sobre lo cual opinan algunos que debe ser la lei de 
la nacionalidad o de la residencia actual de la persona. No 
creyó que podía darse fuerza estraterritorial a las dispo- 
siciones concernientes al estado de las personas o que re- 
glan la capacidad o incapacidad i cautelando la soberanía 
del país i respetando la soberanía de los otros Estados, 
sentó dos principios jenerales al respecto. El uno fué reía** 
tívo a lá condición del estránjero en Chile i el otro a la 
del chileno en país estránjero, compatibles ambos con 
la independencia de cada Estado. 

El primer principio lo sancionó cuando dijo que la lei 
chilena era obligatoria para todos los habitantes de la 
Kepúblíca inclusos los estranjeros. Esto basta- para que 
todo et que pise el suelo de Chile sepa que queda sujeto 
a sus leyes en un todo. Mas tarde reforzanda todavía 
mas esta disposición^ dijo que la lei penal chilena' era 
ol)ligatoría para todos los habitantes de la Eepública, in- 
clusos los estranjeros i luego agregó: los delitos cometidos 
dentro del mar territorial o adyacente quedan sometidos 
a las prescripciones de este Código. 

Por eso civil i criminalmente queda el Bstranjero en 
sus actos sometido a nuestra lejislacion en lo adverso T 
favorable. 

La lei civil chilena es la que regla la capacidad civil del 
estránjero que ejecuta actos o celebra algún contrato en 
Chile, siempre que dicho acto o contrato tenga que produt 
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cir efecto en Chile o se reclame la intervención de nues"- 
tros tribunales para amparar o protejer los. derechos u 
obligaciones que de él resulten. 

La condición del ciudadano chileno en el estranjero que- 
dó también perfectamente deñnida cuando dijo: a las leyes 
patrias que rijen las obligaciones i derechos civiles per«« 
manecerán sujetos los chilenos, no obstante su residencia 
o domicilio en país estranjevo, en lo relativo al estado de 
las personas i a su capacidad para ejecutar ciertos actos, 
que hayan de tener efecto en Chile, i también en las obli- 
gaciones i derechos que nacen de las relaciones de familia; 
pero solo respecto de su cónyuje i parientes chilenos; lo 
que prueba que este sometimiento no es absoluto; por que 
fuera á% «stos dos casos en todo lo demás queda sometido 
al imperio de las leyes del país de su residencia. 

En cuanto a la lei que debe imperar sobre los bienes, 
sean muebles o inmuebles, ha seguido la regla locus rei 
sUcc sin hacer distinción entre muebles i raices, al decir 
que los bienes situados en Chile están sujetos a las leyes 
chiletioa aunqne sus dueñoa sean estranjeros i uo residan 
en Chile. Nuestra lejislacion no ha tenido necesidad de re- 
putar los bienes muebles como adheridos a la persona a 
que pertenecen i sometidos al derecho local de éste, sino 
únicamente al derecho local de la ubicación de tales 
bienes. 

Solo ofrecería dificultades la regla de nuestro Código 
en el caso de transporte de mercaaerias despachadas por 
mar o por tierra a diferentes naciones del globo, que ten- 
gan en su curso que pasar por diferentes territorios o 
mares sujetos a leyes diferentes. ¿Cuál seria en un mo* 
mente dado durante el viaje la ubicación de esos bie- 
nes? La duda no naoe aqvi de la re^la sino del si^nifi* 



oado que se dé a la palabra ubicación, cuando se trate de 
Apliearla, dice el jurisconsulto chileno señor Vergara, por 
que no es fija una cosa que se ocupa de traslación i no tiene 
por consiguiente ubicación. La adquirirá solo cuando lie- 
.gue al punto a que ha sido despadiada, salvo que acci- 
-dentes del yiaje le impidan llegar a él. En el priíoer 
caso el derecho local aplicable a la cosa será el punto de 
su destino i en el otro el del lugat donde el viaje se inte- 
rrumpa i es forzoso que la mercaderia permanezca. Pero 
casos especiales no bastan para desestimar la bondad de 
la regla i por eso no hai interés científico en modificarla 
Los bienes muebles en tanto conserven su ubicación no 
pueden ser sustraidos al imperio de la lei chilena^ salvo 
«en el caso de que contratos válidamente celebrados en 
pais estranjero como lo dice el inciso 2.^ del art. 16; los 
que por razón de reciprocidad i con arreglo a principios 
uniformemente aceptados, deben sujetarse en sus e£»^ 
tOkS a las leyes chilenas, siempre que tengan de cumplizi* 
.«e dentro del territorio sometido a nuestras leyes. 

Se ha creido también por algunos Estados que es nece- 
sario definir la jenuina significación i el lejítimo alcanoe 
de la regla locus regit actum\ pero en la lesjislacion chilena 
.esto no ofrece duda alguna, por que marca la esfera dentro 
de la cual debe contenerse su aplicación, puesto que nues- 
tro Código dice que la forma de los instrumentos públicos 
se determina por la lei del país en que hayan sido otor 
gados i su autenticidad se probará según las reglas del 
Código de Enjuiciamiento. La forma se refiere a las sch* 
Jemnidades esternas i la autenticidad al hecho de haber 
sido realmente otorgado i autorizado por las peraonas i 
de la manera que en los tales instrumentos se espreaa. J 

9omo se Té uada se habla aijui de los intrumentoa |^ 
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vados. El Código no olvidó esto sino que exprofeso se 
refirió a insttumentoB públicos, por que los privados no 
tienen forma alguna determinada por la lei i por eso nada 
se dijo con relación a ellos; solo advirtió que ^or forma 
de un contrato se entiendan las solemnidades esternas de 
que debe encontrarse revestido. 

Los documentos privados que hayan de producir efecto 
en Chile se aceptan sea cual fuere su forma, menos cuando 
nuestra lei exija para su otorgamiento instrumento pú- 
blico i deberán constar por escrito los actos o contratos 
que contengan la entrega o promesa de una cosa que vaL 
ga mas de 200 pesos. 

Las leyes chilenas requieren instiumento público como 
solemnidad necesaria i escencial para la validez de los 
aotos o contratos, entre otros, de los siguientes: 

Para la lejitimacion de los hijos habidos fuera de matri. 
monio, cuando el celebrado posteriormente por los padres 
no lo ha producido ispó Jure, asi como para aceptar o re^ 
pudiar este beneficio. 

La emancipación voluntaria. 

Para hacer, aceptar, o repudiar el reconocimiento de 
hijos naturales. 

La constitución del fideicomiso. 

La constitución por acto entre vivos de usufructos so- 
bre inmuebles. 

La constitución de los derechos de uso o de habita- 
ción. 

Para otorgar testamentos, hacer constar el otorgado ver- 
balmente i para hacer donaciones revocables. 

Para que dé acción contra los asignatarios de la cuarta 
de mejoras la promesa de no donar ni asignar por testa- 
uronto parte alguna a eata ouartai hecha por el difunto a 

«9 
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un descendieate lejítimo que a la razón no era lejitimario 
pues, en tal caso, esa promesa debe constar por inatra- 
mentó público, que debe ser una escritura entre vítos. 

El nombramiento de partidor heoho por el difunto. 

Las doDaciones irrevocables, a plazo o bajo condioioa, 
de cualquiera clase de bienes raices, así como la remisión 
■de deudas que pesen sobre los mismos. 

Las donaciones con causa onerosa o a título de dot«, o 
por razón dé matrimonio o a título universal. 

Para que se efectúe la subrogación por el ministerio de 
la lei en el caso del que haya prestado dinero al deudor 
para el pago. En cuyo caso se necesitan dos escrituras 
públicas, una de préstamo en que se espresa que el dinero 
prestado se destina al pago de la deuda en que se ha de 
verificar la subrogación, i la otra de pago en la que consta 
que con ese mismo dinero se ha satisfecho la deuda. 

Las capitulaciones matrimoniales; pero basta una escri- 
tura privada firmada por las partes i tres testigos domi^ 
ciliados en el departamento, cuando no pasan de mil pesoB 
los bienes aportados al matrimonio por ambos esposos 
juntamente, i siempre que en las capitulaciones no se cons- 
tituyan derechos sobre bienes raices. 

Las promesas que un esposo haga al otro antes de cele- 
brarse el matrimonio i en consideración a él, o que un 
tercero haga a uno de los esposos en consideración al 
matrimonio; aunque en este último caso puede suplir la 
escritura pública la confesión del mismo tercero. 

La venta o permuta de bienes raices, servidumbres i 
censos, o de una sucesión hereditaria. 

La constitución de censo i de renta o censo vitalicio. 

La hipoteca. 

?ara hacer constar, en caso de disputar prelacion ooii 
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otros acreedores, los créditos privilejiados de la cuarta 
clase. 

La autorización para comerciar otorgada por el marido 
a la mujer casada se presume cuando la mujer mayor de 
edad ejerce públicamente el comercio, sin que intervenga 
reclamación o protesta de su marido, notificada de antema- 
no al público, o especialmente al que contratase con la 
mujer. 

Para la revocación del permiso anterior se necesita es- 
critura pública debiendo dicha escritura de revocatoria 
ser rejistrada i publicada en estracto, so pena de que el 
marido tenga que responder a terceros de buena fó de 
las obligaciones contraidas por la mujer. 

El contrato de sociedad, sea ésta colectiva, en coman*- 
dita o anónima í cualquiera reforma, ampliación o modi- 
ficación del mismo. 

Los protestos de cualquiera clase que sean; 

La intervención en la aceptación o pago de letras de 
cambio i el nombre de la persona por quien se interviene; 

El contrato de prenda mercantil para que el acreedor 
prendario goce del privilejio de hacerse pagar con el va- 
lor de la cosa empe&ada, con preferencia a los demás 
acreedores del deudor; 

Se necesita asi mismo instrumento público para probar 
contra terceros el dominio xie nave de mas de diez tonela- 
das adquirida por contrato, por haberla construido o man- 
dado construir; debiendo tal escritura estenderbC en el 
Rejistro especial destinado a las naves; 

El nombramiento de administrador de las naves, cuan- 
do sus dueños no pueden administrarlas por sí mismos; 

El abandono de nave hecho en los casos previstos por 
la lei; i 
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El discernimiento do los cargos de tutor o curador 
jeneral. » 

Para la yalidez de cualquiera de los actos o contratos 
que hemos enumerado, las leyes chilenas exijen instru' 
mentó público, aunque tales actos o contrato? se hayan 
otorgado en pais estranjpro, siempre que se refieran abie' 
nes existentes en Chile o deban cumplirse dentro de su 
territorio. I si no reúnen, ese requisito indispensable en 
ningún caso pueden los contratantes, cualquiera que sea 
BU nacionalidad^ impetrar de la jurisdicción chilena el 
ausilio necesario para exijir su cumplimiento. 

La falta de instrumento público no puede suplirse por 
otra prueba en los actos o contratos en que la lei exija 
esta solemnidad. El testamento ológrafo que en ciertos 
paises es válido, no es aceptable en Chile como testamen- 
to para disponer de bienes situados dentro de la Bepú- 
blica, porque por nuestra lei debe ser ordinariamente un 
acto solemne i solo por escepcionse admite el testamento 
privilijiado o menos solemne, que-es el yerbal a presencia 
de tres testigos i en caso de estremada urjencia, el militar 
i el marítimo. 

La capacidad civil de los actores de un acto jurídico, 
se rije por la lei del pais donde el acto se ejecuta — locus 
regit actum. 

La ubicación de la cosa sobra que versa el acto, se rije 
por la lei del pais en que se encuentra. 

La designación del lugar en que la obligación deba 
cumplirse, significa que los contratantes se someten a la 
lei de ese lugar. 

¿Cómo se rijen por nuestro Código las sucesiones here- 
ditarias? Ante todo debemos establecer "que según nues- 
tras leyes se puede morir parte testado i parte intestado i 
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que la sucesión en los bienes de una persona se abre en 
el momento de su muerte, en su último domicilio. 

La sucesión se regla por la lei del domicilio en (¿ue se 
abre, salvo las escepciones legales. Mas en las sucesiones 
ab intestato de un estranjero que' fallezca dentro o fuera 
del territorio de la Eepiiblioa, tendrán los chilenos a tí- 
tulo de herencia o porción conyugal o de alimentos, los 
mismos derechos que según la lei chilena les corresponda 
en la sucesión intestada de un chileno; pero estos derechos 
solo se pueden hacer efectivos en los bienes que existan 
en Chile,'caso que la lejislacíon del pais a que pertenezca 
esa persona o donde muera no se las diera. Por eso nuestro 
Código ha dicho que los chilenos interesados en los bienes 
del estranjero podrán pedir que se les adjudique en los 
bienes existentes en Chile, todo lo que les corresponda 
en la sucesión del estranjero, en razón a que los bienes 
situados en Chile están sujetos a la lei chilena, aunque 
BUS dueños sean estranjeros i no residan en Chile i por^ 
que la lei no reconoce diferencia en estos casos entre el 
chileno i el estranjero en cuanto la adquisición i goce de 
los derechos civiles que regla nuestro Código. Igual de- 
recho pueden ejercitar los estranjeros ya que la lei dice 
que son llamadps a las sucesiones abiertas en Chile de la 
misma manera i según las mismas reglas que los chilenos. 
Existe, pues completa reciprocidad en estos derechos, 
apesar de que las leyes de otros países no establecen re** 
glas tan equitativas como el nuestro en el sentido que 
dejamos espuesto. 

Los estranjeros gozan en Chile de la testamentifaccion 
activa i pasiva; pueden testar i ser herederos por testa" 
mentó o ab intestato. No necesitan estar domiciliados ni 
siquiera la mera residencia en el pais para recojer enól la 
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herencia de UD chileno O de un extranjero que le haya 
sido deferida oon arreglo a las leyea nacionales. 

En Chile vale el testamento escrito otorgat 
estranjero si por lo tocante a sus solemnidades 
constar su conformidad a las leyes del pais c 
otoi^ó i si ademas se probare la autenticidad c 
mentó respectivo en la forma ordinaria. 

Esto no es mas que consagrar la regla locus n 
pnesto que ya se ha dicho que la forma de los ii 
tos públicos se determina por la lei del pais en ( 
sido otorgados, debiendo acreditarse su aatentici 
lo exija la lei chilena. Las solemnidades del t 
son los requisitos estemos que lo distinguen de 
contratos o que sirven para caracterizar las 
especies del mismo, requisitos que se refieren a 
dad de los testigos que concurren al acto, ya al 
rio ante quien se verifica, etc. todo lo cual del 
eonformidad con las leyes del lugar en que 
Esta eonformidad debe probarse en Chile con 
las disposiciones que ordena la lei chilena i la 
vez guarda conformidad oon los principios que í 
pecto reconoce el Derecho Internacional privad" 
les países civilizados. 

La autenticida'd del testamento otorgado en p: 
¡ero cuyos efectos se quieran valer en Chile, 
ÜDÍcamente al hecho de haber sido tal testamen 
do en realidad i autorizado poi las personas i d( 
ta que en el mismo se espresa. 

Vale en Chile el testamento otorgado en paíf 
ro de un chileno o estranjero que tenga domici] 
le; pero debe ser autorizado por un Ministro F 
ciarlo, un encargado de negocios, un secretarii 
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oion que tenga título de tal espedido por el Presidente 
de la Eepúblioa, o un Cónsul que tenga patente del mis- 
mo, pero no un Yice-oónsul, debiendo hacerse mención 
espresa del cargo i de los referidos títulos i patentes. 
Los testigos serán chilenos, o estranjeros domiciliados en 
la ciudad donde se otorgue el testamento, observándose 
en lo demás las reglas del testamento solemne otorgado 
en Chile. El instrumento llevará el sello de la Legación 
o Consulado. Esto es consecuencia del principio estable- 
cido que los contratos otorgados en pais estranjero para 
cumplirse en Chile, se arreglarán a las* leyes chilenas. 
Esto se ha establecido para facilitar a los chilenos i a los 
estranjeros un modo de disponer de los bienes; pero cuandb 
no se ha otorgado ante un jefe de Legación, debe Uevdr el 
visto bueno de este jefe. Si el testamento fuere abierto, 
ese visto bueno del jefe irá al pié, i si fuere cerrado, so^ 
bre la carátula. El testamento abierto será siempre ru 
bricado por el mismo jefe al principio i fin de cada pajina. 

El jefe de la Legación remitirá enseguida una copia 
del testamento abierto, o de la carátula del cerrado al 
Ministro de Belaciones Esteriores de Chile, el cual a sa 
vez, abonando la ñrma del jefe de la Legación, remitirá 
dicha copia al juez del último domicilio del difunto en 
Chile, para que lo haga incorporar en los protocolos -de 
un escribano del mismo domicilio. No conociéndose al 
testador ningún domicilio en Qhile, será remitido el tes- 
tamento por el Ministro de Belaciones Esteriores a un 
J4iez de letras de Santiago, para su incorporación en los 
protocolos de la escribanía que el mismo juez designe. 

Todas estas son solo solemnidades i requisitos estemos 
especiales para esta clase de testamentos i marcan el pro* 

.eedimiento que es necesario observar para probar la ««« 
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los conflictos que puedan nacer en estos casos, estable- 
ciendo solamente el modo de proceder en los casos de in- 
solvencia o quiebra que acontezcan dentro del pais i hace 
caso omiso de las que se abran o declaren fuera de ól. Ad- 
mite con relación a los primeros el principio de la unidad 
de jurisdicción i universidad del juicio de quiebra, resul- 
tando así un concurso de acreedores, con escepcion de que 
la tercera clase de créditos comprende los hipotecarios, i . 
que, a cada finca gravada con hipoteca podrá abrírsele un 
concurso especial si así lo piden los respectivos acreedo> 
res o cualquiera de ellos para que se les pague con su 
producto según el orden de las fechas de sus hipotecas, 
tal como lo dice el art. 2477 del Código Civil. 

Los matrimonios celebrados en pais estranjero que pro* 
duzcan efectos civiles en Chile darán a los créditos de la 
mujer sobre los bienes del marido existentes en territorio 
chileno el mismo derecho de preferencia que los matriz 
monios celebrados en Chile. 

No es menos importante el punto relativo a los efectos 
que deben producir en Chile las sentencias pronunciadas 
por los tribunales estranjeros. Ellas son mandatos de la 
autoridad soberana de un pais i se asemejan a las leyes 
por su fuerza obligatoria, pero esa fuerza no traspasa las 
frouteras del pais en que se dictan. Probando su autenti- 
cidad, se les ponen el cúmplase en algunos países sin mas 
trámite. En otros califican previamente no solo la auten- 
ticidad de la sentencia sino también la competencia del 
tribunal que la dictó i si el fallo ataca en algún sentido 
las leyes de orden público de la nación donde se pide su 
cumplimiento no se les dá el exequátur o cúmplase que 
se ^licita. 

Otro de los sistemas que se observan en estos casos es el 

•10 



Sabemos ya c 
estranjeros ante 
lo relativo al m 
estranjerO) es di 

La regla jen' 
corpotadas en i 
«1 lugar i tiemp 
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por las leyes del pais en que se celebran a virtud del prin- 
cipio locus regitactiim. El matrimonio, como cualquiera otro 
contrato, aunque se celebre en pais estranjero, no caduca 
en sus efectos ni sufre alteración por el hecho de que los 
contratantes cambien de nacionalidad o domicilio. Solo 
podría invalidarse por vicios que lleve en sí, por omisión 
de requisitos o por falta de solemnidades esenciales, 
pero jamas por causas posteriores. 

En cuanto a los chilenos que se casan en el estranjero, 
deben observar nuestras leyes, porque si faltan a ellas, 
epa contravención produce efectos en Chile. Aquí se con** 
firma el principio de que las leyes o estatutos personales 
son inherentes a la persona i viajan con ella. Ademas ya 
antes se habia establecido en nuestro Código que a lag 
leyes patrias que reglan las obligaciones i derechos civi- 
les permanecerán sujetos los chilenos, no obstante su re- 
sidencia o domicilio en pais estranjero, en lo relativo al 
estado de las personas i a su capacidad para ejecutar cier- 
tos actos que hayan de tener efecto en Chile i en las obli- 
gaciones i derechos que nacen de las relaciones de fami^ 
lia, pero solo respecto de sus cónyujes i parientes chi- 
lenos. 

Esta regla tiene una cscepcion al principio locus regit 
actum, i ella es que disuelto un matrimonio en territorio 
estranjero, en conformidad a las leyes de ese pais, no ha- 
bilita a ninguno de los cónyujes para casarse en Chile 
mientras viva el otro cónyuje, si es que ese matrimonio 
no hubiera podido disolverse según las leyes chilenas. S^ 
ese matrimonio fué legalmente disuelto en otro pais i los 
esposos quedaron libres i hábiles para casarse nuevamente, 
¿por qué no reconoce la lejislacion de Chile ese fallo i leg 
deja casados tan solo por no existir en la lejislacion de 
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Chile la causal que reconoce la lejislacion donde se dictó 
esa sentencia? Pero se dice que lo que se prohibe es 
casarse en Chile mientras viva el otro cónyuje, lo que 
equivale a no darle valor a un fallo. ¿I por qué esta pro. 
hibicion? Sin duda por aquello de que el matrimonio es 
indisoluble, lo que no sucede con los otros contratos i el 
divorcio'no existe en Chile en la forma que lo acuerdan al- 
gunas lejislacionesestranjeras, como por ejemplo en Francia. 

Lo repetimos, con relación a un chileno, si contrae ma- 
trimonio en el estranjero i segua las leyes del país en que 
lo contrae se puede disolver, no puede sin embargo disolver- 
se en Chile sino con arreglo a la lei chilena. Estoes lómalo; 
se impone nuestra lei a pesar de que el matrimonio nosece^ 
lebró bajo su imferio. El cambio de residencia les hace 
someter a la lei chilena sin que valga la lei bajo cuyo im- 
perio el matrimonio se contrajo. Esto obedece solo al 
principio de soberanía, a virtud del cual cada pais impone 
su lejislacion a los que llegan a él. ¿Cuales serian las 
causales para disolver un matrimonio celebrado en Chile 
o en el estranjer'o? Las designadas en los arts. 37 i 88 de 
la lei de 10 de enero de 1884. 

La autoridad competente para conocer en los juicios de 
divorcio o de nulidad de matrimonio, es esclusivamente 
la justicia civil ordinaria. 



« 



El art. 57 del Código Civil establece que la lei no re- 
conoce diferencia entre el chileno i el estranjero en cuan- 
to a la adquisición i goce de los derechos civiles, no obs- 
tante el art. 611 dice que se podrá pescar libremente en 
los mares, pero nó en el territorial|on el que solo pueden 
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hacerlo los chilenos í los estranjeros domiciliados) pero 
libremente se puede esto hacer en lo3 rios i en los. lagos 
de uso público. Entonces hai aquí una esoopcion: i es que 
los estranjeros transetmtes no pueden pescar en los mares 
territoriales. ¿Cuál es la razón de esta escepcion?. Tal vez 
por el temor que naturalmente existe de que sin esta 
prohibición pudieran los transeúntes dedicarse al contra- 
bando o por lo menos fomentarlo por la facilidad de hacer 
viajes a las orillas de la costa i burlar la vijilancia de las 
autoridades chilenas. 

Fuera de este caso, el estranjero domicilfado o tran- 
seúnte puede pescar libremente en los rios i lagos de uso 
público donde el contrabando no puede tener lugar, por- 
que en ellos no hai aduanas i el comercio interior está 
escento de toda contribución. 






Los contratos hipotecarios celebrados en pais estranje- 
ro, dan hipoteca sobre bienes situados en Chile, con tal 
que se inscriban en el competente rejistro. Se reconoce 
así mismo la validez de un contrato celebrado fuera de 
Chile; pero para que surta efecto dentro del pais debe estar 
arreglado a la lei chilena, i para que produzca el derecho 
real de hipoteca se debe inscribir en el rejistro del Con»^ 
servador de Bienes Eaioes del departamento donde está 
situado el inmueble que se dá en hipoteca, requisito sin 
el cual no produce, según nuestras leyes, efecto alguno 
cómo limitación del dominio. Mas, ¿cómo se hace esto? 
Para inscribir la hipoteca constituida en pais estranjero, 
es indispensable acreditar en la forma que nuestras leyes 
determinan, la autenticidad del instrumento que tal hipo* 
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teca contiene, así como la circunstancia de haber sido 
otorgado conforme a las leyes del lagar de su otorgamiento. 

La razón es clara: La lei estranjera, dice el señor don 
Leopoldo Urrutia, se aplica en Chile relativamente a los 
bienes «situados en el territorio: 

1.^ A las estipulaciones contenidas en los contratos 
otorga'dos válidamente en pais estraño, según el inciso 2.o 
del art. 16 del Código de Chile. 

2.** A las transferencias de la propiedad, adjudicacio- 
nes, gravámenes hipotecarios u otros derechos reales que 
afecten a los bienes, a consecuencia de matrimonios cele- 
brados en pais estraño, siempre que esos actos no contro- 
viertan el sistema jeneral de la lejislacion chilena; i 

S.** A los bienes comprendidos en sucesiones heredita- 
rias lícitas en territorio estraño, según lo establecido en 
los arts. 955 i 998 del Código CiviL 

Luego agrega el profesor citado: 

Las estipulaciones pueden referirse directamente a los 
bienes mismos objeto del contrato, o bien a las relaciones 
jurídicas personales de los estipulantes. Las primeras 
constituyen con propiedad el estatuto reály al paso que las 
segundas se hallan incorporadas en el estatuto personal. 

Las leyes reales son jenerales i en ellas no sé debe ha- 
cer distinción de las personas, aunque se haga distinción 
de los bienes. Las leyes personales son siempre relativas 
a cierta clase de personas i no pierden por cierto esta ca- 
lidad porque ellas afecten a los bienes de aquella clase de 
personas que se ha tenido en cuenta para dictarla. 

Las reglas que da nuestro Código Civil para resolver 
los conflictos relativos al efecto jurisdiccional de las leyes 
chilenas i estranjeras, se pueden reducir a las siguientes 

1.^ La lei chilena rijo todos los actos i contratos ejeou- 
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tados o celebrados en Chile para cumplirse deatro de este 
territorio, aunque se ritieran a hoclios acaecidos o a bie- 
nes ubicados en país eátranjero, dobíeudo esta regla 
aplicarse tantea las personas, cualquiera que sea su ñas 
cionalídad, como a loa requisitos internos, alas solemni" 
dades i a los efectos de los actos i contratos. 

2.* La leí chilena relativa al estado civil rije todos los 
actos i contratos de Ips chilenos, ejecutados en pais es- 
traño, cualquiera que sea el lugar donde deban produpir 
sus efectos, en todo lo relativo a la constitución, termina- 
ción i efectos de dicho estado civil. Sin embargo, la lei 
chilena no se aplica en lo relativo a la capacidad del chi- 
leno en los actos o contratos que se ejecutan en el est ran^- 
jero para tener efectos fuera de Chile, ni en lo relativo a 
las relaciones de familia respecto del cónyuje i parientes 
estranjeros. 

3.* La lei chilena rije los efectos, pero no los requisitos 
internos i solemnidades de los actos o contratos válida- 
mente ejecutados en el estranjero para cumplirse en Chile* 

4.* La lei chilena rije las sucesiones abiertas en Chile, 
aun cuando el dueño de los bienes haya fallecido en te^ 
rritorio estranjero. 

6.* La lei chilena rije las pruebas relativas a instruí 
mefntos públicos cuando han de rendirse i producir efecto 
en Chile, cualquiera que sea la fuerza probatoria de las 
escrituras privadas en el pais en que hubieren sido otor- 
gadas. 

6.* La lei chilena rije los derechos que a los chilenos 
confiere la lei chilena en las sucesiones abiertas en terri- 
torio estraño cuando la lei estranjera menoscaba esos de- 
rechos. 

7.^ La I9Í ohilena se apUoa a los requisitos iaternos do 
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loa testamentos lieclios ea piiis e 
los arts. I0i!7 i lUátí do nuestro C 

8^ Fuent de los casos cspvesad 
todoa los actos o contratos ejeeut 
chilengs o esti'anjeros sobre cualq 
respecto de los requisitos internoi 
de los efectos que producen. 

Loa aforismos locas regit acliim 
nen en nuestro dcreclio positivo 
soluta, en razón a que todo acto 
mente ejecutado en territorio es 
chileno, se rije en Cliile por la It 
gamiento en cuanto a aua requisitt 
lidadea i a los efectos que produce 

Pero cuando el acto o contrati 
producir efecto en Chile, dichos efi 
es natural por la lei chilena. 

El chileno no se encuentra soq 
trias personales, fuera de la Ee, 
estado civil, i solo respecto do eu 
contratos que ha3'att de producir 
sus relaciones de familia referenl 
parientes chilenos, siendo mui po( 
rentos al principio ya indicado loe 

IX 

Para concluir esta materia, sé 
disposiciones de otros códigos sob 

El Código Civil de Pruaia dice q 
obligan a todos sus miembros. 

Las leyea reeibea su aplicaoioc 









que imponen, como para las ventajas que garantizan, tanto 
hacia el regnícola como hacia el estranjero que habita el 
territorio. 

El art. I.'' .del título I, preliiñinar del Código Civil de 
la Eepública Arjentina, que es igual en esto al art. 5.° 
del Código Civil de las Dos Sicilias dice así: 

«Las leyes obligan a todos los que habitan el territorio 
del reino, sean ciudadanos, estranjeros, domiciliados o 
transeúntes. > 

Art. 9 del Código Civil de Luisiana 

«La l#i obliga indistintamente a los que habitan el Es- 
tado, el estranjero está sometido a ella por los bienes que 
allí posee i hasta por su persona, durante su residencia.» 
Art. 1.^ del Código Civil del Cantón de Friburgo: 

Las leyes del Cantón de Friburgo rijen a todas las per- 
donas i a todos los bienes que se hallan en su territorio, 
•en todo lo que no está esceptuado por el Derecho de Jen- 
tes, por el Derecho Público i los tratados o por disposi' 
^cienes especiales. 

Art 9 del Código Civil del Teaino. — Las leyes favo- 
recen i obligan también al estranjero en cuanto reside, 
contrata, poseo o puede adquirir en el Cantón. 

Art. 3.* del Código Civil del Uruguay. — Las leyes 
obligan iodistiato mente a todos los que habitan en el te- 
rritorio de la Eepública. 

Las leyes de policía i seguridad obligan a todos los 
habitantes del territorio. Art. 3.° § I del Código Civil 
francés. — \rt. 5 Código holandés, 9 de Luisiana; 2 de 
Taud; 12 Sardo; 2 de Valais; 7 de Bolivia; 5 de Haití, 
§ IV. título preliminar del Per\i, 

Art '6." del Proyecto del Código 0Í7Íl español — Laa 
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leyes penales, de policía i ^seguridad pública, obligan a 
todos los que habitan en el territorio del Estado. 

Art. 11 del Código Civil italiano. — Las leyes penales, 
de policía i seguridad obligan a todos los que se encuen^ 
tran en el territorio del reino. 

Art. 4.0 del Código Civil de Guatemala.— Las leyes 
penales, de policía i de seguridad obligan a todos los ha^ 
bitantes i transeúntes, salvas las disposiciones estableci- 
das por el Derecho Internacional. 

§ IT del Código Civil austríaco. — ^Las leyes civiles 
obligan a todos los ciudadaaos pertenecientes al 4)ais para 
el cual se han promulgado. Los ciudadanos quedan some- 
tidos a estas leyes para los actos i los asuntos que em- 
prendan fuera del territorio del Estado, en tanto que 
restrinjen su capacidad personal. 

El art. 1.0 del Código francés dice: que las leyes son 
obligatorias en todo el territorio francés en virtud de la 
promulgación que de las mismas hace el Poder Ejecutivo. 

Art. 11 de id. £1 estranjero gozará en Francia de los 
mismos derechos civiles que los concedidos a los franceses 
por los tratados de la nación a que el estranjero perte- 
nezca. 

En Inglaterra gozan los estranjeros de todas las facul- 
tades que un ciudadano inglés tenga respecto de los bie- 
nes inmuebles, según la lei de 12 de Mayo de 1870. 

Código Árjentino; art. 1.^ — Las leyes obligan a todos 
los que habitan el territorio de la República, sean ciuda- 
danos o estranjeros, domiciliados o transeúntes. Igual 
cosa disponen el art. 13 del Código holandés, el 46 del 
Prusiano, el 6 del de' Cicilia — id del de Zurich. 

El art. 6.0 del Código del Salvador dice que la lei obli< 
ga ea el territorio de la Bepública en yirtud de su solem* 
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ne promulgación eto. Igual cosa dispone el art. 12 del 
de Colombia. 

El art. 7 del Código del Portugal dice que la lei civil 
es igual para todos. 

El art. 14 del Código de Nicaragua establece que la 
lei es obligatoria para todos los habitantes de la Sepúbli* 
ca, inclusos los estranjeros. . 
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CAPITULO I 

Del comercio con Naoioneg Estran jeras 

StmASio. — I. Relaciones marítimas i terrestres.— II. Convoncio- 
nes intemaciouales sobre materia mercantil. — III.— Soberanía 
de los Sstados neoesaria para la validez de sus Tratados. — VI. 
Interpretación, término, disolución i desahucio de lo^ Pactos 
con Naciones Bstranjeras. 



Mientras no haya unificación en el Derecho mercantil, 
habrá que considerar las prácticas internacionales tal ao^ 
mo se establecen en los Códigos que en cada pais rijen 
estas materias, así como en los tratados i en las prácticas 
aceptadas en el comercio. 

No siendo posible que un Estado produzca todo lo que 
necesite para llenar sus necesidades, le es forzoso aceptar 
lo que le falta i dar salida a lo quo produzca una vez que 
llene sus necesidades internas. Esto motiva el comercio de 
los puoUoa entre aíi el oual es una preacripcion de U m<> 
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turaieza i merced a ella las naciones i los indinduos pros- 
peran i se engrandecen. Allí están 'para dar tes timo, 
nio de ello Sidon i Tiro en la antigüedad, Jénova i Ve- 
necia en la Edad Media, la Inglaterra, la Holanda, los 
Estados Unidos, Francia etc. en la época moderna. Nadie 
contiene ya el empuje del comercio: para él no hai cordi- 
lleras, mares ni rios que le detengan. 

El comercio se divide por tanto en marítimo i terres- 
tre, en interior i esterior, de importación i esportacion. 

Se llama comercio de cabotaje el que se hace por mar 
de un puerto a otro en un mismo pais, sin tocar territorio 
ajeno, salvo el caso de escala forzada. 

Si bien es cierto que todas las naciones están obligadas 
a comerciar entre sí, no^obstante esta obligación es imper^ 
fecta. 

Becimos que están obligadas por cuanto no estando 
concentradas en un solo pais las diversas producciones 
de que se tiene necesidad, es forzoso cambiar el exedente 
con los productos* de que se carece. No todos los paises 
producen todo lo que el hombre necesita i por eso lo que 
no hai en uno es preciso pedirlo al que lo tenga. 

La obligación es imperfecta por cuanto cada na« 
cion es árbibra para entrar o nó en relaciones con Us de- 
más. No puede ser compelida a vender lo supérfluo así 
como tampoco a comprar lo que le falte i sufrirá las con- 
secuencias en uno i otro caso. 

Es un hecho que el soberano de una nación está auto- 
rizado para prohibir cualquiera importación o esportacion 
i para cerrar sus puertos al comercio estranjero, asi como 
para establecer aduanas i aumentar o disminuir a su ar- 
bitrio los impuestos que se cobren en ellas, ejeroer juris^ 
4icoion sobre los comeroiantes, marinaros, uftYes i .m^r- 
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caderías estranjoras dentro de los límites de su territorio, 
imponiendo penas a los contraventores de sus ordenanzas 
aduaneras o mercantiles i por fin para hjacer las diferen- 
cias que quiera, concediendo gracias i privilejios particu- 
lares a favor de algunos Estados. 

La facultad de cerrar totalmente los puertos nace de 
la amplia libertad que tiene cada Estado para mantener 
flus relaciones comerciales como le agrade en virtud de su 
autonomía. De la soberanía emana la facultad de reglar 
todas estas materias como lo estime conveniente a sus 
intereses. 

Cada Estado ademas de dictar leyes para el comercio 
dentro de su territorio i con los que quieran hacerlo con 
él, tiene también facultad para celebrar con otras poten- 
cias tratados para fijar los derechos comerciales entre los 
eontratantes i por el tiempo que se estime conveniente. 

Estos tratados que se celebran en tiempo de paz com- 
prenden jeneralmente lo relativo a importar o esportar toda 
especie de mercaderías no prohibidas, de descargar o no 
descargar sus buques i de no pagar derechos mas que en 
el primer easo i una sola vez; libertad de conciencia por 
ser ésta una remora a los estranjeros para entrar a un pais; 
administración de justicia pronta e imparcial; dere- 
cho para llevar sus libros en tal o cual idioma i de no 
podérseles exijir su presentación sino en juicio i en su 
propio establecimiento; igualdad de impuestos; derecho 
de lofl subditos para disponer de sus bienes i trasmitirlos 
a sus herederos, etc. etc. 

En ca€o de neutralidad se acostumbra estipular princi- 
palmente la esoencion de angarias a favor de los buques 
neutrales; la enumeración de las mercaderías que debeu 
«0iMÍ4erar9e oono 'Qoatrabando de guerra^ las penas qu^ 

a 
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deben imponerse a dichas mercaderías, las reglas i for'» 
malidades de bloqueo, las reglas i formalidades parala 
visita de las naves i especificación de los ramos de comer- 
cio que han de gozar de las inmunidades neutrales. 

Para el estado de guerra suele estipularse la escepcion 
de apresamiento de las personas i escencion de embargo 
de los bienes de los subditos de cualquiera de los contra- 
tantes que, al tiempo de estallar la guerra, se encuentren 
en el territorio de otro; concesión de un plazo para la 
salida de sus personas i efectos, después del rompimiento 
de las hostilidades i especificación de las condiciones bajo 
las cuales pueden permanece? allí durante la guerra. 

Suele pactarse, a pesar del estado de guerra, la conti- 
nuación de ciertos ramos de comercio. 

Ahora bien, ¿a qué derechos está sujeto el permiso 
para comerciar con una nación i transitar por sus mares 
i rios? Al de anclaje, angarias, que es el servicio que 
deben prestar a un gobierno los buques anclados en sus 
puertos para el trasporte de soldados, armas i municiones 
durante la guerra; el de embargo o detención de buques 
anclados en un puerto, ya sea por necesidad pública, bien 
para evitar que den aviso al enemigo acerca de algunos 
planes ocultos; del de preension, que es el derecho que 
tiene un Estado para comprar de preferencia las merca* 
derías que pasan por su territorio; el de escala forzada, 
que consiste en obligar a las embarcaciones a hacer escala 
en determinados pasajes para reconocerlas o para cobrar 
por ellas ciertos impuestos; el de mercado o feria, que 
consiste en obligar a los traficantes estranjeros a que es- 
pongan al público en un mercado particular los efectos 
que llevan en tránsito; el de trasbordo forzado, para pro- 
porcionar a las naves nacionales el beneficio de fleten i 



-rs -». 
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por fin, el de cuarentena, que es una detención para evi_ 
tar la propagación de una enfermedad contajiosa. 

Todo esto debería suprimirse i no existir, escepto lo de 
la cuarentena i la imposición de derechos para comerciar 
o sea el de importación, i la detención de buques en caso 
de guerra, para evitar que frustren los planes de un go' 
bierno. 

Puede que la civilización destruya muchas de esas cor- 
tapizas i la libertad venga a dar al comercio mayores se- 
guridades que las que tiene al presente. 



II 



Vamos ahora a ocuparnos de los tratados internacional 
les. Ellos no son mas que contratos celebrados de nación 
a nación. Se dividen en tratados propiamente dichos i en 
convenciones. Los primeros están destinados a durar per- 
petuamente o por largo tiempo, v. gr. los tratados de paz, 
comercio, navegación o de límites. Las segundas se reali- 
zan por un acto |único, como la estipulación para el canje . 
de prisioneros. 

Se da también el nombre de convenciones a tratados 
cuyos efectos son jenerales i permanentes. Se dividen 
también en personales i reaíes: los primeros se refieren a 
las personas de los contratantes i espiran con ellas; los 
otros no dependen por cierto de las personas; pero los de' 
rechos i obligaciones que los constituyen son inherentes 
a las naciones. 

. Por fin, hai tanta diversidad de tratados como son los 
negocios materia de los contratos, como ser de paz, de 
alianza ofensiva i defensiva, de neutralidad, navegación^ 
comercio, etc. 



832 

¿Qué se llaman coneordaí 
bran con el Santo Padre c< 
siásticos. 



¿Quiénes son hábiles par 

liO son no tan solo los 1 
absoluta independencia, sii 
los que se han colocado baj 
pre que por el pacto de un 
nunoiado este derecho. ¿Coi 
tratados? Con la persona i 
Constitución de cada Estad 
con cualquiera otra autoríc 
lutas i auu en las Constiti 
el soberano reinante. 

En algunas repúblioaa, c 
Presidente, con ascenso de 
Sud-AmerifMnas, se negoci 
tros diplomáticos, debiendc 
80 i promulgados por el Pre 
bien se acostumbra designa 
para un tratado especial, ] 
Congreso i promulgado co; 

¿Por qué causas puede í 
habilidad de los contrata] 
persona no designada en I 
país a que pertenece la pe 
de consentimiento mutuo Ói 
si se obtiene por la violenc 
cuando ese uso lo autoriza 
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nnlidad; por haberse omitido requisitos que exija la Cons- 
titacion del Estado, como ser la ratificación o aprobación 
del Congreso del referido pacto; por lesión enorme, la 
que se entiende en el Derecho Internacional cuando en- 
vuelve poco monos de la ruina completa o el aniquila- 
miento de sus escenciales derechos; i por fin, la iniquidad 
o torpeza del objeto, porque aunque uno se obligue no es 
lícito ejecutar lo que es contrario a la leí naturaL 

Hai de particular que los tratados reales obligan a los 
contratantes independientemente de todo cambio en la 
soberanía, mientras que los personales solo obligan al Es- 
tado durante la vida de su jefe, espirando por la muerte 
de éste o su separación del poder. 

Se llaman reales los tratados concluidos por una Be- 
pública, donde nadie se puede arrogar el título de so- 
berano i por tanto todo pacto tiene que referirse a la 
nación i no a un individuo; los que obligan para siempre 
o por tiempo determinado, porque ellos no dependen de 
la vida de los contratantes; i aquellos en que el soberano 
se empeña para si i sus sucesores o en que se declara es- 
presamente que tienen por objeto el bien del Estado i no 
el de los contratantes o traen un beneficio permanente a 
la nación. En caso de duda se presume real el pacto, con 
tal que tienda a la utilidad de las partes contratantes. 



IV 



¿Por qué causas se disuelven los tratados? La primera 
eslpor haberse cumplido su objeto, como ser la aliansa 
para una guerra determinada, que espira por el tratado 
de paz, puesto que la alianza no tiene objeto. 

Lft segunda causa seria por haber llegado el tratado a 
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SU término, ya sea éste fijo o ya sea eventual, como lo son 
los tratados de comercio que se estipulan por tiempo de- 
terminado. Es eventual todo tratado personal, como ser 
el celebrado por la vida del príncipe contratante, loa 
pacto» de familia, por la estincion, abdicación o destrona- 
miento de la dinastía reinante. 

La tercera causal es por infidelidad de uno de los con- 
tratantes, puesto que dejando uno de ellos de cumplir lo 
pactado, tiene el otro derecho para declararlo roto o para 
hacerse justicia por las armas. 

La pérdida de la independencia política de una de las 
naciones es la cuarta causal para resolver un pacto, es de- 
cir por la muerte del obligado, sin embargo no se invali- 
dan por la conquista de ese Estado los derechos que cedió 
a perpetuidad antes de perder su autonomía. Tampoco se 
estinguen esos derechos por colocarse un pueblo bajo la 
protección o dependencia de otro, pues el hecho fué ante- 
rior i este acto voluntario no irroga perjuicio al contra- 
tante de buena fé i que no ha tomado parte en esa abdica- 
ción de soberanía. 

El mutuo consentimiento de las partes es la quinta 
causal que indican los tratadistas de resolución de un 
tratado. Esto es claro: así como el tratado se celebró se 
le da fin a él. 

Por último la sesta cauí^al es por la imposibilidad abso^ 
luta de llevarlo a término. 

En este caso hai dos especies de imposibilidad, siendo 
una física i la otra moral. Es física cuando no hai tam- 
bién medios físicos dependientes de las partes para cum- 
plir el pacto. Habrá imposibilidad moral [ú el cumpli- 
miento de la primera produce bien en los derechos de un 
tercero. 
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El contratante culpable en la ejecución de ua tratado, 
debe al otro estipulante cuando la imposibilidad era co- 
nocida de aquel e ignorada de este último a la época de 
la conelusion del tratado, los daños i queda obligado a la 
reparación, cuando la imposibilidad ha provenido por su 
causa, después de la conelusion del tratado. 

Los tratados a veces, p5r su ambigüedad o bien por la 
oscuridad de las palabras de que se sirven los contratan-* 
tes para labrarse capciosos derechos, hacen necesario que 
se fijen reglas para su interpretación. 

La condición principal para la interpretación de un 
tratado es la buena fé, puesto que si falta ésta la frase 
mas clara es objeto de largos i enojoaos debates. 

Las reglas jenerales de interpretación de los tratados 
son las siguientes: 

i.* No se debe interpretar lo que no tiene necesidad 
de interpretación, porque si el artículo está concebido en 
términos claros i precisos i no induce a ningún absurdo, 
¿qué se le interpreta i por que rechazar el sentido natural 
que presenta? Lo contrario es eludirlo i así se barrenarla 
toda convención, lo que es olvidar la buena fé con que se 
pactó. 

2.* No se debe hacer novedad en la intelijencia de las 
palabras que tienen un sentido determinado. Las palabras 
deben tomarse en la aceptación que les da el uso común 
de la lengua. Si un contratante pudiendo esplicarse con 
claridad no lo hizo, es suya la culpa. No habria conven- 
ción segura si después de levantada el acta, fuese dado 
a alguna de las partes hacer ampliaciones o restricciones 
que no hizo en tiempo oportuno o bien retirar la firma de 
las actas o protocolos que se suscriben. Este es el caso 
del diplomático arjentino seOlor Fortela^ que después de 
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firmar el aota con el Ministro de Chile, señor Yattez, pre- 
tendió alterarla suponiendo cosas que no liabian existido 
i que con justa razón rechazó la cancillería chilena. Si 
bien es verdad que Francisco I esclamó después de atra- 
vesar el Bidar va f aua soi rei,> declaró que el tratado 
firmado por él en Madrid a nada le obligaba, se fundaba 
para ello en que habia sido hecho bajo la presión de su 
cantiverio i por lo tanto no lo reconocia. 

«Es verdad también que Napoleón I, el César de la 
Francia, desautorizó en mas de una ocasión a sus repre- 
sentantes en el estranjero, por no haber comprendido su 
pensamieLto soberano. 

Pero avanzando a los tiempos modernos o contempo» 
ráneoB, no encontramos nada parecido a lo que acaba de 
hacer la diplomacia arj entina. 

Hai dos hechos que pueden tener una débil semejanza 
i pertenecen ellos a Italia. 

Cuando Italia pretendía, hace cuatro años, que la Chi- 
na le cediera la bahía de San Mun, el Ministro de Hum- 
berto, que era Eenato de San Martino, envió un ídüma- 
tum a la Corte de Pekin, i como Italia no quería la güera, 
desautorizó este acto de su Ministro, lo cambió i continuó 
las negociaciones pacíficas. 

Algunos años antes la diplomacia italiana rejistra otro 
hecho qne también le hace honor. 

El Conde Antonelli celebró con el Negus Menelik el 
tratado de üccialli, nna de cuyas cláusulas fué declarada 
nula por el rei africano, declaración que trajo por conse- 
cuencia nna guerra. 

Lo que dejamos anotado es lo único que por el momen- 
to reoordumos como precedente histórico, pero que no 

tlQ&« parecido oon la pretensión del sefior ForteU« 
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Es verdad que si nos remontáramos a la historia paga- 
na podríamos encontrar allí mas de un caso semejante, 
en aquellos embajadores cartajineses, cuya falta de serie- 
dad atrajo sobre su patria la fama de la fé púnica i la des- 
confianza de todos los pueblos; fé púnica i desconfianza 
que inspiraron a Catón su frase: Delenda est Cartago. 

Pero también es preciso tener presente aquel discurso 
de Thiers, el salvador de la Francia, en el cual aludiendo 
a las representaciones diplomáticas, afirmaba que el ple- 
nipotenciario no puede existir ahora, en que el telégrafo 
i el ferrocarril han suprimido las distancias de los pue- 
blos; los plenipotenciarios existían en los tiempos de 
Cartago, de Grecia o de Roma, ahora no. 

No es un Ministro el que falta a su palabra, es una na« 
oion, es la fó púnica.» 

Por suerte, el señor Pórtela i su gobierno, al ver que 
eae paso habria sido reprobado por el mundo entero, retiró 
sus pretensiones i las Actas firmadas por él libre i espon- 
táneamente se han respetado, puesto que aquellos hechos 
fueron consumados en forma legal. 

3.* Al que pudo esplicarse con claridad no debe per- 
mitírsele que introduzca después las restricciones que no 
eapresó a tiempo; porque suya es la culpa i no habria con- 
vención segura si fuera dado a alguna de las partes hacer 
amplificaciones o restricciones que no las hizo al tiempo 
de estenderse el acta. 

4.^ Ninguna de las partes tiene facultad de interpretar 
el tratado a su arbitrio; puesto que si cada parte pudiera 
a su arbitrio interpretar un tratado, lo baria del modo 
que íu'jra íav^üctüi. el íílh luLüreáüá. oi hu: dudas se de- 
berá hacer esto por arbitros. 

6,^ Todo lo declarado sufioieatemeute por uno do loa 
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contrataates se mirará como verdadero contra él. Los 
contratantes deben hablar con verdad i consignar las 
frases según sus intenniones. Si la intención verdadera- 
mente declarada no se tomare por la verdadera del que 
se obliga, será iuútil estipular i celebrar tratados. 

6.^ Debe atenderse principalmente a las palabras del 
que promete, porque ellas sirven de base para la cele- 
bración del tratado. 

7.^ En caso de duda deben ampliarse las significa. 
cienes favorables i restriajirse las que se refieran a oosas 
odiosas. 

Es favorable todo lo que sin causar un gravamen no^ 
table a persona alguna^ cede en beneficio jeneral de la 
especie humana, es decir, todo lo que tiende a la utilidad 
común. Son odiosas las cosas que tienden a mudar el es- 
tado presente, haciendo consistir la ganancia de los unos 
en la pérdida de los otros, trayendo mas mal que bien al 
otro contratante. 



CAPITULO II 

V 

Actos de comercio i obligaciones de los comerciantas. 

SuMAKio.— I. Aplicación del Derecho Civil o del Comercial, en 
ciertos actos determinados. — II. Obligaciones de los comercian* 
tes respecto de la contabilidad de sus jiros.— III. Leyes que im- 
peran en la<ir relaciones de los mercaderes con sus dependiente?. 
— IV. Sociedades estran jeras ae comercio.— V Letras de cam-* 
bio.VI. Comercio marítimo.— VIL De la quiebra i sus efectos. 
— V^III. Diposiciones patrias. 



La dificultad que se presenta al estudiar el Derecho 
Meíoautil internacional, está en distinguir las relaciones 
jurídicas, que se deben juzgar por la lei comercial de un 
pais, de las que son del resorte del Derecho Civil, i saber 
hasta dónde puede estenderse la autoridad de la lei ooh 
mercialj lo cual suscita, como es natural, litijios intermi- 
nables. Es, pues, cuestión delicada, llena de dudas i de 
dificultades el saber si en un caso dado se aplica el De- 



S40 i^&infcipios SLfiHSürrALm 

recho Civil o Comercial, si se trata de actos ciriies o de 
comercio, para saber qué le¡ debe aplicarse. 

No se nos podrá negar que la esfera de la leí comercial 
se aumenta notablemente cada dia, merced a los progre- 
sos que hace el trasporte de las mercaderías. En efecto, 
las empresas paercantiles se cuadruplican i se puede decir 
que el Derecho comercial se está trasformando en derecho 
común, lo que nos eridencia el ahinco con que se trabaja 
en esa lucha que se llama por la existencia, que es el ob- 
jetivo de todos los hombres de progreso. 

La dificultad para distinguir los actos civiles de los de 
comercio, aumenta sobre manera cuando dicho acto está 
llamado a surtir efecto en el territorio de otros paises i 
en tal caso puede que sea civil según la lejislacion de unos 
i comercial según la de otros. 

La regla jeneral es que para ser comerciante se nece- 
sita hacer actos de comercio i hacer del comercio una 
profesión habitual. 

Son actos de comercio los que taxativamente enumera 
la lei de comercio de cada pais. 

Ahora para saber si un acto es o no de comercio, se 
juzga según la lei que rije la esencia del acto mismo i si 
según esa lei conserva esa naturaleza, produce entonces i 
en todas partes los efectos consiguientes. Esa lei se aplica 
también a la prueba, a la tasa del interés i a todo lo que 
se derive de ese acto. 

' La capacidad de los comerciantes, lo relativo para sa- 
ber su domicilio i la residencia en ciertos casos, deberían 
resolverse por la lei territorial, pero está masjeneralizada 
la opinión en favor de que todo esto se juzgue por la 
nacionalidad. 

Es obligación de los comerciantes observar siempre las 
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prescripciones legales, ya tengan su establecimiento en el 
territorio de un Estado o en el de varios. 

Entre las personas comerciantes se deben incluir las 
sociedades mercantiles, debiendo especificaran objeto i 
todo lo que sea de la índole de la sociedad para que que- 
de perfectamente definida. 

La nacionalidad d^ upia sociedad se determina según 
donde tenga su asiento principal, es decir el centro de 
sus operaciones. 

La principal garantía para que prospere el comercio, 
es darle la mayor libertad posible. Los impuestos no de- 
ben ser exajerados porque esto lo auyenta del pais en 
que se le recarga con gabelas odiosas. 

El comerciante estranjero para que se establezca en un 
pais, necesita garantías para su persona i bienes, una 
pronta administración de justicia, libertad de cultos i que 
la lei lo ampare en todo caso. 

Los paises nuevos deben dar todas las garantías posi- 
bles al comercio estranjero para que se establezca en ellos, 
si encuentra seguridad para sus capitales i confianza en 
sus operaciones. 



II 



La naturaleza comercial de un acto lleva hoi dia con^ 
sigo una jurisdicción i forma de proceder especiales, que 
dependen esclusivamente de la lex/ori^ como es natural, 
asi como la lei del pais resuelve la capacidad i calidad del 
comerciante, si el acto se verificó dentro de su territorio. 

Una de las obligaciones que toda lei comercial impone 
a un comerciante, es la de llevar libros de comercio. De 
aquí nace el estudio de la fuerza probatoria que ellos pue- 
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dan tener para las cuestioneB ( 
ciantes. 

En caso de conflicto ¿qué lei 

batoria de ios libros de comerc-.. ., 

la lei que gobierna el acto mismo i las cuestiones de fori 
mas por la lei del lugar en que se llevan los libros de 
coToercio, ¡oaisrefíit acfum.Y(c\iz i otros opinan queso 
siga la lei del lugar donde se llevan los libros, pero éo- 
lamente en el caso de que esa Iciconcuerde con la del la< 
gar donde nació el contrnto que dio orfjen al pleito, pnes 
ent¿nces prevalecen esas dos leyes sobre la del lagar en 
que se litiga, o en otros términos, prevalece la lei del 
contrnto. 

En los casos en que solo se trata de la regularidad d« 
los libros, se tiene entonces en cuenta la lei del lugar en 
que estos se llevan. 

Bar opina que la fuerza probatoria de los libros de 
comercio por la lei del tribunal; pero que si la del lagar 
del contrato les concede eficacia mayor, debe prevalecer 
esa lei. 

Otra cuestión que se presenta casi siempre entre oo- 
mercinntes, es la de saber si una de las partes tiene dere- 
cho para obligar a la otra que exhiba o presente sus li- 
bros. Esto se resuelve por la lei reguladora de la relación 
jntídica en que la pretenoion se funda; pero como esta 
orden no puede darla sioó el majistrado que conoce del 
litijio i este se gobierna por la lex féri, quiere decir qne 
esta materia se rije por la lei del tribunal. 

Ahora si el comerciante está eihonerado de la obliga- 
ción de llevar libros o de presentarlos, porque la lei donde 
está establecido no lo impone tales obligaciones, es claro 
que no puede pararle perjuicio su negativa. 
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La lei chilena obliga a todo comoroiante a llevar libros 
ya sea nacional o estranjero sin especificar idioma, lo que 
quiere decir que cada comerciante los puede llevar en 3u 
propio idiomfil i luego agrega: los libros de comercio lle- 
vados con arreglo a la leí, hacen fó en las causas mercan- 
tiles que los comerciantes ajiten entre sí. 

Si los libros de ambas partes estuvieren en desacuerdo, 
los tribunales decidirán las cuestiones que ocurran según 
el mérito que suministren las demás pruebas que se ha. 
yan rendido. 

Si uno de los litigantes ofrece estar i pasar por lo que 
constare de los libros de su contendor, i este se niega a 
exhibirlos sin motivo bastante en concepto de los juzga- 
dos de comercio, podrán los mismos juzgados deferir el 
juramento supletorio a la parte que ha exijido la exhi^ 
bicion. 

Los libros hacen fé contra el comerciante que los Ueva^ 
i no se le admitirá prueba que tienda a destruir lo que 
resultare de sus asientos. 

La fé de los libros es indivisible, i el litigante que 
aceptare en lo favorable los asientos de los libros de su 
contendor, estará obligado a pasar por todas las enuncia*, 
clones adversas que ellos contengan. 



m 



¿Qué regla se sigue ahora para resolver las relaciones 
entre el comerciante i sus empleados, como ser tenedores 
de libros, dependientes, etc? En esto no hai dificultad. 
Están sujetos a la lex loci. Mas no sucede lo mismo con 
loa mandatarios o factores a quienes tanto la lei alemana 
oomo la s^iza les reoouooen la capacidad jeueral de repre- 
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sentar a su principal sin que se les pueda oponer a ter- 
ceros restricciones en sus poderos, es decir les reconoce 
capacidad jeneral para representar al principal en el ejer- 
cicio del comercio o industria, derogando ksí los priaci* 
pios jenerales del mandato. Sa debe esto a qae existen 
allí rejistros de comercio i la lei considera mandatario 
civil al faetot o mandatario i esa publicación constituye 
un verdadero mandato, obligando al mandante sea cual 
fuere el pais en que obre en nombre de ól. 

En Chile existe también el Eejistro de Comercio debi- 
damente ordenado, tal como los hai en otros paises, en Es- 
paña por ejemplo. 

La lei comercial de Chile reconoce tres especies de 
mandato comercial: la comisión, el manaato de los facto- 
res i mancebos o dependientes de comercio i la corre- 
duria. 

Factor es el jerente de un negocio o, de un estableci- 
miento comercial o fabril, o parte de él que lo dirijo o 
administra según su prudencia por cuenta de su man- 
dante. 

Mancebos o dependientes son los empleados subalternos 
que el comerciante tiene a su lado para que lo auxilien 
en las diversas operaciones de su jiro, obrando bajo su 
dirección inmediata. El mandante toma el nombre de 
principal con relación a sus factores o dependientes. 

Los factores dice el Código de comercio de Chile deben 
ser investidos de un poder especial otorgado por el propie- 
tario del establecimiento cuya administración se les enco- 
miende. Este poder será rejistrado i publicado en la forma 
precrita en este Código. 

Los factores se entienden autorizados para todos los 
Mto8 del negocio que administrau i podran usar de toda 
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clase de facúltales para el buen desempeño de bus funcio- 
nes, a menos que el comitente se las restrinja espresa^ 
mente en el poder que les diere. 

Los dependientes no obligan al principal, salvo si éste 
les otorga poder i les concede determinadas facultades ■ 
En este caso queda el mandante obligado si el depen- 
diente no ha estralimitado las facultades que se le han 
dado en el poder. 

Los actos de estos empleados se rijen por la lei del 
lugar donde ejercen sus funciones, es decir por la del pais 
donde prestan sus servicios; donde está establecido el 
negocio. 



IV 



Para hacer mas vigorosos los efectos del comercio, se 
forman de ordinario sociedades que son cada día mas faxc. 
Yorecidas en la lejislacion moderna cpmorcial. De ellas 
hai tres sistemas, que son el ingles, el alemán i el italiano. 
Los dos primeros reconocen sin ninguna condición espe- 
cial todas las sociedades estrunjeras, lo que por eierto 
no ofrece garantia de ninguna clase en favor de sus na- 
cionales contra los fraudes que compañías poco escrupu- 
losas puedan hacer abusando de esta liberalidad de la lei. 
El réjimen italiano, aceptado en Béljica, es superior a 
aquellos, porque defiende los intereses de terceros impo' 
niéndoles a estas sociedades cierta publicidad para que 
puedan ser apreciadas debidamente. 

En Chile no se pueden establecdr sociedades o ajénelas 
de sociedades estranjeras sin previo permiso del Presidente 
de la Bjpúblioa i se eitá diotaudo una lei que garantice 
la efootivldad da sus oapitales i el que queden sometidaa 
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a la lei de la República ea ouaato 
sostengan por negocios realizados 
sa personería como lo hacen al pres 
ir a demandarlas al país donde dii 
principal de sus negocios. 

Kl mejor sistema será aquel que & 
o ajénela a la lei del pais en que se 
a la lei nacional del pais donde rec 
pias de &\i jiro ya que cada Estado 
reglas que garanticen a sus reguíoo 
de comeroíantes estranjeros i se r 
jurídico donde éste se realice. 

Las leyes comerciales forman en , 
peoial i por eso se aplican solo en 
Civil i por lo tanto su aplicación ha 
lo establece cada soberanía en uso 
para darse las leyes en la forma que 

La sociedad colectiva que es la mi 
títuir por la lei del lugar en que se 

La naturaleza jurídica de esta c 
diferente, porque esto depende de 
Por ejemplo, la lei Belga reconocí 
persona civil iudepeudieate, que tie 
ticular, distinto del de los asociado.^ 
mo ser en Alemania i en les Paisea 
personalidad puramente formal, sii 
permitido ser parte independiente t 
en los litijios. Es, pues, solo uaa a 
que por regla jeneral son (oUdariaa 
ro tratándose de obligaciones contr 
en los negocios sociales i aoreedoraí 
ceros ea los mismos negooioa. La n 
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que un modo abreviado de desiguar todos los sooios i el 
asiento de la sociedad 'constituye el domicilio común de 
los socios para los negocios sociales. 

Pero sea de esto lo que fuere, lo único aceptable es que 
el carácter jurídico de la sociedad debe determinarse siem- 
pre por la lei del lugar en que tenga su asiento i este ca*» 
rácter lo conservara en todos los demás paises. 

Es estranjera una sociedad cuando tenga en el estranjero 
su principal establecimiento; es decir, el centro de su ess 
plotacion i no sus oficinas o la mayoría dé sus accionistas. 

Iguales reglas serian aplicables alas sociedades coman- 
ditarías. 

Las sociedades anónimas constituidas según las leyes 
del pais en que tengan su asiento, deben no obstante 
someterse a las leyes del pais donde quieran obtener igual 
carácter. No pueden violar las prescripciones que se dic- 
tan porque esta es una garantía de orden público i prácti^ 
oamente se ha visto que estas sociedades no eran correc- 
tas en sus operaciones i he aquí porque j cada gobierno se 
ha visto obligado a lejislar sobre estas materias para res- 
guardar los intereses de sus regnícolas. No pueden que- 
dar de mejor condición que las sociedades nacionales i es 
equitativo igualarlas por lo méuos para que no existan 
ventajas en instituciones que están sometidas a otra lei, 
Ja que no puede prevalecer contra la lei nacional. 



Las letras de cabio, como medio de facilitar las tran- 
sacciones comerciales, hicieron su aparición cuando el co- 
mercio lo exijió por el ensanche que fué tomando i fué 
Decesario estcnderlo a largas distancias. Su uso se-ha ido 
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perfeccionando hasta llegar a 
ciantes. Su forma depende dt 
cada país. 

«La letra de cambio requiere jeneralmente la inter- 
vención de diferentes peraonns con diferentes obligacio- 
nes, en distíntoB lugares, i las personas i las obligaciouei i 
los lugares, concurrea con otras tantas leyes que luchan 
por imponerse. ) ¿Cuál será la lei que rija la capacidad de 
las partes que intervienen en ana letra de cambio? Las 
leyes relativas al Estado'i capacidad siguen a la periona 
en todas partes, es decir, impera la lei nacional. Luego 
aplicando aquí estas reglas tendremos que es la lei nacio- 
nal de la persona que suscribe la letra de cambio, la que 
decide si dicha persona es capaz de obligarse por medio 
de aquella, importando poco el lugar en que la obligación 
ha sido contraída; pero las obligaciones del librador, en- 
dosante i aceptante, se rijen en jeneral por la regla tocus 
regit acium. 

Has cada una de las obligaciones contenidas en una 
lotra de cambio se rije, en cuanto a su esencia, por la lei 
del lugar en donde se contrajo cada obligación. 

El librador i el endosunte en una letia de cambio, se 
obligan a reembolsar al tenedor de la letra su valor si 
ésta no se paga o a garantirlo si no es aceptada. I estas 
obligaciones ¿dónde deben de cumplirse? 

En el lugar del domicilio donde la obligación se con- 
trajo, por lo que resulta que la lei de cada uno de loa 
deudores es la que decide si el tenedor, para conservar 
BUS derechos, deberá protestar la letra i si ese protesto ha 
de hacerse saber o nó. 

Las formalidades de estos actos ee rijen por la Ux loa 
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del tenedor que hace el protesto si él es obligatorio según 
su lei. 

Las obligaciones del aceptante se rijen por la lei del 
lugar de la aceptación, quedando sujeto a esta lei todo lo 
relativo a plazo, vencimiento i pago de la letra. 

El sistema del contrato de cambio^ considera al endo- 
so como prueba de la trasmisión de un crédito, los endo- 
sos que siguen a un endoso nulo no valen como tales. 



YI 



Vamos a ocuparnos ahora del Derecho Marítimo. 

¿Las naves son muebles o inmuebles? No cabe duda 
que son muebles; pero no obstante su propiedad solo se 
trasmite por la inscripción en los rejistros públicos i son 
hipotecables, circunstancias propias solo de los inmuebles. 
Ahora bien, si éstos se rijen para su trasmisión por la 
lei de la situación i la inscripción se hace en los rejistros 
públicos respectivos ¿se puede aplicar a las naves el prin- 
cipio de la lei de la situación por lo que toca al rejistro? 
En los paises dDnde existan rejistros marítimos no se re* 
conoce trasmisión alguna do las naves inscritas, aun cuan- 
do se encuentren en el estranjero si es que no se verifica 
esta inscripción en los rejistros 

Las lejilaciones no son uniformes en lo relativo a la 
responsabilidad personal de los propietarios de naves, con 
relación a las obligaciones contraidas por el capitán o sus 
empleados. Estas responsabilidades se reglan por la lei 
del lugar donde está la casa naviera i por la del lugar 
donde el capitán i empleados han recibido sus poderes. 
Esta lei es la del pabellón i es aplicable en todas partes, 
punto sobre el cual bai perfecto acuerdo. 
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Esta .misma lei debe determinar las condiciones bajo 
las cuales cesa o disminuye la responsabilidad de los pro- 
pietarios en ciertos casos, por ejemplo, el abandono del 
navio i del flete. 

«No siempre se exije el abandono para la liberación 
total o parcial de los propietarios de la nave. El Derecho 
ingles, por ejemplo, en la mayoría de los casos, cuando 
ninguna falta o neglijencia es imputable a aquellos, limi- 
ta su responsabilidad personal al pago de determinada 
suma proporcional al tonelaje. ¿Qué hará el juez 'ingles 
tratándose de propietarios franceses? Les aplicará la lei 
francesa en materia de abandono? Este es un conflicto 
difícil de resolver.» 

El contrato de fletamento se rije por la lei del punto 
de destino de las mercaderías, porque allí es donde se 
cumplen las obligaciones por una i otra parte. Es la lei 
del destino la que determina si se debe flete i si es total 
o parcial en este último caso i todo lo demás que se 
orijine. 

Si hai duda respecto al lugar del destino, porque éste 
se le iba a indicar en tal o cual punto i el viaje se inte- 
rrumpe por imposibilidad de continuar la nave la nave^ 
gacion antes de llegar al punto en que debia recibir la 
orden, se averiguará cuál iba a ser el punto de destino 
que se iba a dar al cargamento, i según eso se resolverá 
la cuestión. 

El abordaje marítimo en aguas territoriales se juzga 
conforme al abordaje fluvial, es decir, por la lei del lugar 
en que el hecho se verifica. 

El choque en aguas estranjeras entre naves de un wiBr 
mo pabellón, se juzga por la lei del mismo. Si ocurre en 
alta mar no habiendo lei internacional ccmuní se aplicará 
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la lei del tribunal que entiende en el asunto, es decir, 
según su propia lei, por no haber una estranjera que 
aplicar. 

Las cosas saWadas i que han sido arrojadas al mar se 
lijen por la lei del lugar donde fueron salvados o arro^ 
jados dichos objetos. 

La lei del lugar rije todo lo relativo a socorros presta- 
dos a una nave en peligro i arrojada a un puerto, etc., 
etc. La convención celebrada entre Alemania i Estados 
Unidos en, 11 de Diciembre de 1871 establece lo si^ 
"guíente: 

«Aplicación* de la lexloci a las medidas de salvamento. 

Acción de los cónsules, limitada a la vijilancia de las 
reparaciones, abastecimiento i, si procede, a la venta del 
buque náufrago. 

Fijación del máximum de gastos que haya de pagar el 
buque estranjero, los cuales no deben exceder en ningún 
easo de los que hubiere pagado un buque indíjena.» 

£1 contrato de seguro se rije por la lei del lugar en 
que se celebró, así aomo la cuestión relativa a determina- 
das averías i las cuales están comprendidas en el seguro* 

Las averías comunes o a gruesa en lo relativo a donde 
debe avaluarse el daño i qué lei se aplica en un caso de- 
terminado, son cuestiones resueltas, porque todos reco'« 
nocen que la liquidación debe verificarse en el puerto de 
destino de la nave si llega a él, i en el puerto de partida 
8Í antes de salir desiste del viaje. 

Si la nave no llega a su destino porque se interrumpe 
el viaje i no llega el cargamento a su destino, se debe 
verificar la liquidación en el puerto donde la nave está 
detenida. 

r 

Adser dice que de ordinario os la lei del puerto de dos* 
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tino la que rije las relaciones entre los propietarios de la 
nave i lo^« del cargamento, i de este modo las partes sa- 
ben de antemano qué lei rije las relaciones aludidas. 

No faltan quienes opinen que en este caso se aplique 
la lei del pabellón en vez de la del puerto de arribada. 

La lejislaciou española ha sancionado las siguientes re- 
glas de Derecho Internacional privado marítimo: 

Los cónsules españoles autorizan e inscriben la venta 
de una nave española en el astranjero. 

La autoridad judicial o consular española interviene 
en los abordajes entre buques españoles, aun ocurridos en 
aguas libres o estranjeras. 

Las autoridades españolas prevendrán al salvamento 
de buques estranjeros sin exijir costas procesales o admi« 
nistrativas, sino tan solo las causadas por el salvamento 
mismo. 

Los contratos i pólizas de seguro pueden ser autoriza- 
das por los cónsules en el estranjero. 

La justificación i liquidación de la avería se hará en el 
puerto de descarga si llegó a él la nave, i si nó en el da 
arribada. 



VII 



Lex loci concursuSy lex foriy es la regla jeneral a que 
se somete la quiebra o cesación de pagos de un comer- 
ciante. 

Ha sido práctica que los tribunales de comercio, a lo 
menos en primera instancia, sean compuestos de comer" 
ciantes que por la práctica son mas aptos que los que po- 
seen conocimientos legales. Son notables los tribunales 

consulares o de comercio de h £dad Media, En ChUe m 
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llamó el Consulado al Tribunal de Comercio, i mas tarde 
se creó un juzgado especial para esta clase de negocios 
hasta hace poco, en que se repartieron estas causas en 
todos los juzgados de Santiago. 

Iloi dia, tanto en Europa como en América, ha desa^* 
parecido la existencia de tribunales especiales para cau- 
sas de Comercio, i como se les ha dado un carácter terri- 
*torial a la lejislacion mercantil, cada Estado aplica la suya 
cuando se trata de obligaciones que dentro de su territo- 
rio han de tener ejecución. Todo estranjero que ejecuta 
actos de comercio en otro pais es claro que se somete a 
las leyes de comercio que allí imperan. 

En materias de quiebras se ha avanzado notabletamen- 
te. Hoi se tratan a los acreedores estranjeros como a los 
regnícolas. Antiguamente no concurrían con ellos i en 
otros paises, como en Francia, se les escluia por completo- 
Todo esto ya no existe. 

La jurisprudencia comercial se basa hoi dia en el Dere- 
cho positivo i la declaración de quiebra de un comer- 
ciante se limita en sus efectos jurídicos solo al pais en 
que se hace la quiebra. 

Los efectos de la quiebra consisten en ser el fallido 
separado de la administración de sus bienes que pasa a los 
síndicos i éstos reducen el activo a dinero realizando los 
bienes, haciéxidose todo esto en la forma que lo determina 
la lei del pais en que se pronuncia el auto de quiebra. 
Mas la quiebra no surte efectos en otra nación porque ello 
seria reconocer la estraterritorialidad de la lejislacion de 
otro pais i a los síndicos no se ios reconoce tal carácter 
en el estranjero sino en el pais en que desempefian este 
oargo. 

Jii^uohos preíeaden que lo9 síndicos son mandatario 
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del fallido í que los efectos de estos poderes se debea 
reconocer en todas partes, pero los síndicos son mandata- 
rios de los acreedores i no del fallido i ellos son im- 
puestos por la lei i en contra de la voluntad de aquel. La 
jurisprudencia inglesa acepta la estraterritorialidad del 
auto de quiebra por lo que toca a los bienes muebles i 
aplican* este principio tanto a \as quiebras declaradas en 
Inglaterra como en el estranjero. La lei austríaca distin- 
gue entre los bienes muebles i los inmuebles del deudor 
comprendidos en la quiebra estranjera, entregando los 
muebles si se reclaman por la quiebra estranjera. A los 
inmuebles solo les alcanza la quiebra declarada en el te- 
rritorio. 

En los paises donde no se hace distinción entre bienes 
muebles e inmuebles, el auto de quiebra estranjero se 
aprecia como para hacer valer sentencias provinientes de 
otros paises. Esto hace^ que se sustraigan de la masa los 
bienes que no están en el pais de la quiebra. 

Bar sostiene que la declaración de quiebra no produce 
efecto extraterritorial i no puede comprender otros bienes 
que los del territorio en que se ha declarado, sin perjui- 
cio de que si tiene bienes en otro pais se le pueda allí 
declarar en quiebra con arregló a las leyes de ese pais. 

La jurisprudencia francesa establece que el auto decla- 
ratorio de quiebra estranjero no necesita exequátur en 
Francia sino solo cuando se trata de proceder a un acto 
de ejecución propiamente dicho de los bienes que allí 
existen. 

Si es juez competente en materia de quiebra el del do- 
micilio del quebrado, pero si su domicilio civil es distinto 
del comercial, puede aquel ser competente para declarar 
la quiebra; pero la lei no acepta domicilio civil distinto 
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del comercial, lo cual solo es aceptable en las sociedades, 
pero la lei del asiento social es la que debe decidir si la 
sociedad comercial puede ser declarada en quiebra en tal 
concepto independientemente de los socios. 

Las formalidades de la quiebra se rijen por la lex foriy 
sobre todo para comprobar los créditos i en cuanto a su 
existencia, cada crédito depende de la lei a que está so- 
metida la relación jurídica de que nació. 

En'una quiebra nada debe influir, la nacionalidad de los 
acreedores puesto que hoi dia esto en nada influye i todos 
tienen iguales derechos no haciéndose dis.tincion alguna 
a este respecto i la preferencia de pago se hace con arre- 
glo a la lei del lugar en que ésta esté arraigada* 

VIII 

El Derecho positivo comercial internacional privado de 
Chile, se encuentra consagrado en nuestro Código de Co- 
mercio i en los Tratados o convenciones que Chile ha ce- 
lebrado con las potencias estranjeras. 

Los artículos del Código de Comercio que se refieren a 
esta materia están copiados en el párrafo IV del capítulo 
XI de la segunda parte de esta obra, que trata del Dere- 
cho .Internacional de Chile i como complemento publica- 
remos un índice de las convenciones o tratados que Chile 
ha celebrado con las naciones estranjeras hasta la fecha. 

Espliquemos a la lijera esas disposiciones, libertándonos 
de copiarlas por estarlo ya en el punto que dejamos indicado. 

El art 468.— ^os ajentes que obran en nombre de 
compañías estranjeras i que no obtengan la autorización 
del Presidente de la Bepública i que no cumplan con las 
exijencias de las leyes, quedan personalmente obligados 
fil cumplimiento de los contratos que celebraren i some^ 
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tidos por consiguiente a todas las responsalidades que se 
puedan hacer valer contra ellos i sin perjuicio de la acción 
a que hubiere lugar contra dichas compañías. 

Las sociedades anónimas son personas jurídicas forma- 
das por la reunión de un fondo común, proporcionado por 
accionistas que respondan hasta el monto de sus respecti- 
vos aportes, administradas por mandatarios revocables i 
conocidas por la designación del objeto de la empresa. 

Las sociedades anónimas existen en Chile a virtud del 
decreto de autorización del Presidente de la República, 
el cual también es necesario cada vez que quieran modi- 
ficar sus estatutos i para prorrogarlas cuando constituidas 
por término limitado, se hja necesitado este i no se procede 
a su liquidación i para disolverlas antes del plazo conve- 
nido i fuera de los casos previstos por la lei* 

Esta autorización tiene por base el que no* fie constitu- 
yan fundaciones de derecho privado que contraríen el 
orden público, las leyes i buenas costumbres. Con mayor 
razón se debe vijilar instituciones fundadas fuera del país 
i que deseen constituir representantes en Chile i he aqui 
porque la autorización gubernativa es requisito indispen- 
sable. 

La pena del ájente que funciona en nombre de una 
sociedad anónima estranjera sin obtener la autorización 
que ordena la lei, le constituye personalmente respon- 
sable de todas las obligaciones que contraiga en nom«í 
bre de la compañia que representa i sin perjuicio tam- 
bién de hacer efectiva en los bienes de la compañia las 
acciones que correspondan a los que trataron con sus 
ajentes. Ya nuestros Tribunales han hecho efectiva la 
responsabilidad de ajentes de compañias estranjeras en 
sus bienes propios, por_^cuanto sus poderes no habiansido 
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autorizados conforme al art. 468 del Código de Comercio. 

Att 830, Código de Comercio. Establece este artículo 
e! modo de trasmitir la propiedad de las naves chilenas 
vendidas en el estranjero i nos dice que se debe seguir la 
regla locus regit actum. Cualquiera que sea la nacionalidad 
de los propietarios de una nave, desde que la venta se 
hace fuera de Chile, es claro aue ese contrate se otorgará 
con arreglo a las leyes del pais en que se lleve a término. 
No es este ninguno de los caaos de escepcion del art. 15 
del Código Civil, porque no se trata del estado de las per- 
sonas ni de su capacidad ni de relaciones de familia. 

El art. 844 trata del no embargo de naves estranjeras 
surtas en los puertos de Chile por deudas contraidas fuera 
de nuestro territorio por causa o en utilidad de la nave. 
Esto evita litijios odiosos i molestos. Nuestros Tribunales 
se declaran incompetentes para estas demandas i ya se ha 
presentado el caso en que se cobraba el salvamento de un 
bupue estranjero que llegó a Chile i que se decia salvado 
en alta mar i no se aceptó la acción deducida por falta de 
competencia de nuestros tribunales. 

Solo por deudas contraidas en territorio chileno por 
oiausa i en utilidad de la nave procede embargo de ella, 
ffin este requisito falta la competencia de los Tribunales 
de Chile. 

El art. 848 establece que los estranjeros propietarios 
de nave chilena quedan sometidos a la lei de navegación 
i a todas las providencias de seguridad que adopte el ?re- 
dKJente de la República en caso de guerra con la nación a 
que pertenezcan. El artículo 57 del Código Civil equipara 
a los eitranjeros con los chilenos en el goce de los dere - 
cho6 civiles, sin embargo, se. ha querido consagrar este 
4©reeho para evitar reclamos posteriores si se olvidan d^ 
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que están equiparados a los chilenos i como tales sujetos 
a las disposiciones del poder ejecutivo. 

Los estranjeros no pueden ser dueños de naves inglesas 
apesar de la liberalidad de esa lejislacion con los estran- 
jeros desde que se dictó la lei de 12 de Mayo de 1870. 
Igual cosa establece el art. 3. o del Código Civil italiano. 

La regla del art. 848 de nuestro Código de Comercio 
es de seguridad para el caso de guerra. El Estado que 
declara a otro la guerra tiene derecho a ejercer sobre las 
cosas pertenocientes a enemigos, desde el momento de la 
declaración, toda clase de hostilidades que autoriza la 
guerra i que se hacen necesarias para su éxito. 

El art. 827 de nuestro Código dice que ninguna nave 
será considerada como chilena si no estuviese matriculada 
con arreglo a las disposiciones de la lei' de navegación. 
Esta lei lleva fecha 24 de Julio de 1878. 

El art. 975, dispone que los fletamentos de naves es- 
tranjeras, aunque el capitán sea también estranjero, que- 
dan sujetos a las disposiciones de este Código» i ajustado 
el contrato fuera de la Eopública, se sujetará a las mis- 
mas disposiciones si el acto i lo que nazca de él se va a 
ejeeutar en territorio chileno. Se trata, pues, de un con- 
trato de transporte i como se va a cumplir en Chile, es 
claro que se rija i se observen en él las leyes chilenas, 
conforme a la máxima locus regit actum. Ya los artículos 
14 i 16 del Código Civil hablan establecido idéntica 
doctrina. 

El art. 1173 ordéñala forma en que se tomará razón 
de los préstamos a la gruesa tomados en Chile i si es en 
el estranjero como se ha de hacer etc., etc. 

El art. IIGS defino que el préstamo a la gruesa es 
contrato rea), unilateral, condicional, oneroso i aleatorio, 
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por el que una persona entrega una cantidad de dinero, 
garantida con objetos espuestos a riesgos marítimos que 
toma por su cuenta, a otra que la recibe con estas condi- 
ciones: 1.* que si los objetos gravados arriban felizmente 
a su destino, devolverá la cantidad prestada con el premio 
convenido; 2.» que si perecen parcialmente o se deterioran 
hará la devolución hasta la concurrencia del valor que 
ellos tengan; i 3.* que pereciendo todos por fortuna de 
mar. quedará libre de toda responsabilidad. La toma 
razón es para alegar la preferencia sobre otros presta- 
mistas, lo mismo que para el caso de concurso de lanave. 

Los artículos 1350 i]150i son relativos a la quiebra para 
citar por exhortes a los acreedores estranjeros con el obje» 
to de que concurran al lugar dé la quiebra a ejercitar sus 
derechos dentro del término de emplazamiento i la reserva 
de fondos que deba hacerse para el pago de sus créditos. 
Lo que se debe tomar en cuenta es la residencia del acree- 
dor i saber si está dentare o fuera de Chile a la fecha de 
la declaratoria de quiebra para citarle a que concurra a 
ella si tiene interés. 

El art. 1505, habla de la cantidad reservada para los 
acreedores residontes fuera de la Eepública i dice que si 
no se presentan dentro del término de emplazamiento, 
se reparte entre los acreedores reconocidos i jurados. 

La quiebra debe liquidarse i es claro que el que aban- 
dona el ejercicio de un derecho debe pararle perjuicio. 
cual es el repartir ios fondos entre los que tengan derc'* 
oho a ellos, ya que el procedimiento no puede ser sus- 
pendido i esa espera indeñnida. Es esta una especie de 

prescripción con relación a los bienes del concurso. 
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Procedimiento penal 

SuiíAKio. — I. Repreiion i castigo de los delitos. — II, Actos puni, 
bles cometidos por estranjeros, o en alta mar o en naves de gue- 
rra. — III. Estraterritorialidad de la leí penal.— IV. DisposidO'^ 
Des patrias.— V. De la estradicion en jeneral i como se práctica 
en Chile. 



Nadie nos podrá negar que la sociedad en jeneral está 
interesada en la represión de los delitos i en castigar a 
los delincnentes^ sea cual fuere el pais en que han delin*^ 
qnido. La humanidad entera lo está también, porque ellos 
son una amenaza jeneral contra el orden público de todos 
los pueblos cirilizados. 

Cuatro teorías han nacido al respecto: la territorial, la 
personal^ la real i la cosmopolita. 

Se funda la primera en que el poder del Estado tiene 
por limites los del territorio i todos los delitos cometidos 
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dentro de él se deben castigar según las leyes del pais. 
Los cometidos fuera de sus fronteras por sus subditos o 
por estranjeros contra él o contra particulares ya sean 
subditos suyos o estranjeros^ se encuentran fuera del al- 
cance de sus leyes. 

La teoría personal tiene por regla que los Estados tie^ 
nen el deber i q1 derecho de castigar no solo los delitos 
cometidos en su territorio sino también los cometidos en 
el estranjero por sus subditos por estar sometidos a la 
lei de su patria. 

El principio real o sea de conciliación de los dos siste- 
mas anteriores, busca a los autores responsables de los 
delitos según las leyes del pais i estos los forman todos 
los que viven dentro del territorio sean regnícolas o es^» 
tranjeros, pudiendo castigar a estos últimos si cometen 
delito aun fuera de du territorio. 

El principio cosmopolifay se funda en que las leyes pe- 
nales tienen efecto universal para castigar los delitos a 
fin de que ellos no queden impunes. No se atiende al 
lugar en que se ha cometido el delito ni a la nacionalidad 
del delincuente, porque lo que se persigue es el atentado 
contra el orden legal común a todos los Estados. Esta 
doctrina es la que hoi se impone, pero tropieza con la di- 
ficultad de la diversidad de leyes penales en cada pais; 
pero se olvida que por medio de la estradicion ningún 
delito queda impune. 

Mas, cada Estado tiene el indiscutible derecho de cas-* 
tigar los delitos que se cometan contra sus leyes, pero 
puede cualquier Estado castigar aplicando su lejislacion 
si se atacan los principios universales de justicia i de órr 
den internacional. 

El derecho de soberanía que es propio en cada Estadp 



autoriza a este para hacer salir de sus fronteras a nacio- 
nales i estranjeros, bien entendido que si respecto de los 
primeros puede ser una pena i con relación s los segun- 
dos una medida de seguridad que no necesita fundarse ni 
fallo de los tribunales para llevarla a efecto, sobre todo 
en época de guerra con el pais a que pertenezcan. 

Ese derecho de hospitalidad, esa libertad para recibir 
a un estranjero, no significa que los Estados renuncian 
al derecho de espulsion, porque causas superiores lejitis 
man a veces ese procedimiento i lo hacen* necesario. Es 
esta una simple medida administrativa, medida policial 
que está autorizada en la alta política de los Estados. 
¿Sera lícito al poder judicial apreciar la oportunidad de 
esta medida gubernativa i habrá en el estranjero el re- 
curso de queja o de protección ante ese poder para que 
apruebe o repruebe lo hecho por el poder administrativo? 
Creemos que tal derecho no existe en vista de la separa- 
ción de cada uno de estos poderes i del deber del ejecuti-. 
vo de mirar i atender por la seguridad interna i esterna 
del pais. 



n 



Dentro de un mismo pais, la acción de la lei penal; no 
puede hacer nacer cuestiones de controversia, porque ya 
sea nacional o estranjero el que viole la lei dentro del 
territorio de un Estado será castigado oon arreglo a la lei 
penal que allí rija, porque nadie está autorizado para in- 
frinjir las leyes penales que reglan esta materia. 
' Pero si el estranjero es responsable de un delito come- 
tido dentro del territorio del Estado en que se encuentre 
¿qué sucede si se le juzga i castiga ^por el mismo delito 
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fuera de ese Eatado donde la leí penal atribuya la compe- 
tencia a los Tribunales del mismo? ¿Será posible reiterar 

• 

•1 juicio en el otro Estado? Parece que no debia reiterarse 
el proceso, sobretodo si el culpable es absuelto en el 
estranjero. Esto violaría el principio non bis ni idem. Otros 
oreen que seria obligatorio abrir el juicio contra el ciuda- 
dano delincuente i facultativo contra el estranjero. Por 
fin, no faltan quienes sostengan, dice el señor Torres 
Campos, que cuando se trata de delitos cometidos dentro 
del territorío nacional, debe siempre seguirse el juicio 
ante sus tribunales, aunque el culpable, ' regnícola o es- 
tranjero, haya sido juzgado en otro pais. 

Violada la lei penal en un Estado es claro que los trL 
bunales de ese pais tienen jurisdicción* para conocer 
«de semejante trasgresion i castigar a los autores del 
hecho. 

Lo justo es que en caso de reiteración de juicio i si ya el 
culpable fué condenado por ese delito en otro país i en el 
suyo se le impone pena, se toma en cuenta la que ya ha 
sufrido, si fué menor que la que le impone su lei na- 
cional. 

¿Qué lei rije la penalidad de los buques de guerra i 
mercantes que se encuentran en alta mar? Están someti- 
dos a la lejislacion penal de la nación a que pertenecen 
por ser considerados como parte del territorio. 

Los buques mercantes estranjeros que navegan en 
aguas territoriales, se rijen por las leyes penales del país 
de que esas aguas dependen. 

Dos sistemas hai por lo que respecta a la jurisdicción 
de buques mercantes estranjeros i son el ingles i el fran^ 
ees. Los tribunales ingleses son competentes para conocer 
de todos los crímenes i delitos que se cometan a bordo 
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de ^sos buques ya sea que naveguen o estén estacionados 
en aguas inglesas. Las faltas las castiga el [capitán del 
buque o por el cónsul a que pertenece el buque según las 
leyes de ésta, siempre que al respecto existan tratados 
con cláusula especial para estos casos. 

Los tribunales franceses no tienen que juzgar los orín 
menes o delitos cometides por individuos pertenecientes 
a un buque estranjero no interviniendo franceses en el 
suceso. Solo juzgan las cuestiones criminales i correccio- 
nales en que se encuentran mezclados franceses, así como 
los crímenes i delitos que turban la paz i la seguridad 
del puerto sin hacer distinción en la nacionalidad de los 
autores de los actos criminales cometidos. 

El mar territorial del Estado a que él pertenezca es 
libre para intervenir o no en el asunto criminal. Esta 
regla se está haciendo ya jeneral en leyes i en convenció* 
nes consulares. 



m 



Vamos a tratar ahora de delitos cometidos fuera del 
Estado i ver si debe admitirse o nó la estfaterritorialidad 
de la lei penal i en qué límite, si es que se acepta. 

Es ya doctrina aceptable admitir la estraterritorialidad 
de la lei penal, así como el otorgar jurisdicción a los tri- 
bunales criminales de un Estado hasta para conocer de 
delitos cometidos en tierra estranjera. Este es un gran 
paso dado en bien jeneral de los paises; pero la cuestión 
estriba en encontrar la medida dentro de la cual i según 
los casos pueda ejercerse esta jurisdicción. Ella procede 
en los delitos que atacan la vida política i económica del 
EatftdOi i ademas todos reconocen que el castigo de loa 
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delitos cometidos en el estranjero, debe tener lugar cuan* 
do el culpable es un nacional^ i cuando, aunque cometido 
por un estranjero, el delito va dirijido contra el Estado 
o bien contra sus nacionales. 

Las convenciones que celebran los Estados en que se 
establecen medidas para facilitar el ejercicio de la justi- 
cia penal, como ser la estradicioü, las comisiones rogato- 
rias, el envío de testigos i de documentos, tipnden a 
facilitar los medios para que los crímenes no queden 
impunes i se burle el castigo de los culpables. 

Hai, sin embargo, que hacer una distinción en materia 
de sentencias criminales que dictan los tribunales estran- 
jeros, i es entre la ejecución propiamente dicha del fallo 
i el hecho de considerarlo como resjudicatai por cuanto la 
sentencia penal no es ejecutoria sino dentro del pais en 
que se dictó; pero se debe aceptar el hecho jurídico que 
resulta del fallo, i en tal caso Se le debe atribuir cierta 
importancia estraterritorial, i así se evita otro fallo i otro 
castigo en el territorio donde se encuentre, pues si así no 
fuera, resultarla que un hombre puede ser culpable en un 
pais e inocente en otro» 

No obstante", todos convienen en que la lei i el tribu- 
nal del pais en que se comete un crimen tiene preferen- 
cia sobre las leyes i los tribunales de los demás paises, 
por ser el mas interesado en el castigo del culpable i en 
satisfacer la vindicta pública, ofendida por el delito. Hb 
aquí por qué la amnistía tiene carácter territorial en los 
delitos políticos. Cuando se indulta a un criminal que 
violó la lei común, el efecto del indulto se estiende ma/s 
allá de la frontera de ese pais i el individuo indultado no 
podrá ser castigado en otro pais por ese mismo delito, 
(|ao 7a ha sido justiciado . 



. v^. 
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IV 



El Derecho positivo Peaal Internacional es bien redu- 
cido eii Chile i se resume, a nuestro juicio, en las pocas 
disposiciones que vamos a estudiar. 

Tanto el Código Civil como el Penal, en su artículo 5.^> 
que dice que la lei penal chilena es obligatoria para to- 
dos los habitantes de la Kepública, inclusos los estranje- 
ros, i que los delitos cometidos dentro del mar territorial 
o adyacente quedan sometidos a las prescripciones de este 
Código. El artículo 14 del Código Civil ya habia dicho 
que la lei era obligatoria para todos los habitantes de la 
República, inclusos los estranjeros, por consiguiente todos 
quedan sujetos a las leyes patrias en lo civil i en lo cris 
minal. "No se hace diferencia alguna entre el chileno i el 
estranjero para la represión i castigo de los delitos que 
aquí se cometan. 

La Constitución de Chile ha establecido la igualdad 
ante la lei para todos los habitantes de la Eepública i por 
eso las leyes posteriores no han hecho otra cosa que san- 
cionar esa garantía para que no existan diferencias odio- 
sas que priven a los estranjeros de llegar a Chile. 

Es parte integrante del territorio de Chile el mar ad- 
yacente hasta la distancia de una legua marina, i en tal 
caso esta porción de mar queda sometida a las leyes pe- 
nales chilenas, salvo los casos de estra territorialidad, que 
para determinados efectos, se considera a los subditos de 
naciones estranjeras rejidos por sus propias leyes, aun 
Cuando para todo lo demás estén bajo el imperio de otra 
jurisdicción. 

£1 artículo di"" del Código Penal dioe que los orímonea 
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O simples delitos perpetrados fuera del territorio de la 
Eepública por cliilenos o por estranjcBOS, no serán casti" 
gados en Chile sino en los casos determinados por las 
leyes. 

Ya hemos visto que hai lejislaciones, como la de Italia, 
que castiga los crímenes cometidos por sus ciudadanos en 
territorio estranjero i también los simples delitos contra 
sus compatriotas, si el ofendido se querella, o de un es- 
tranjero si en el pais de su nacimiento existe reciproci- 
dad. Nada mas natural que no dejar impunes los delitos; 
sin embargo, los Códigos modernos no castigan los deli- 
tos cometidos en el estranjero sino cuando, por la natu- 
raleza de ellos, causan daños al pueblo que rijen. El 
nuestro, como se ve, solo por escepcion castiga ciertos 
delitos cometidos en el estranjero que causen daño a la 
nación o sean contra la seguridad esterna del Estado o 
de falsificación o de ciüumnias publicadas en periódicos 
estranjeros por algún habitante de la República. 

El art. 138 del mismo Código dice que tudo el que por 
medio de violencias o amenazas hubiere impedido a uno o 
mas individuos el ejercicio de un culto permitido en la Ee- 
pública, será castigado con reclusión menor en su grado 
mínimo (de 61a 541 dias de prisión). 

Este artículo es en favor de los estranjeros porque si 
bien es cierto que la Constitución establece que el Esta- 
do tenga una relijion i que esta sea la Católica, con esclu- 
sion de cualquiera otro culto, se dictó la lei interpretativa 
de 27 de Julio de 1865 que declara que es permitido a loa 
que no profesen la relijion católica, apostólica i romana, 
es decir la del Estado, el culto que practiquen dentro 
del recinto de edificios de propiedad particular. Igual- 
mente esa lei permite a loa disidentes fundar i sosteoei 
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escuelas privadas para la enseñanza de sus propios hijos 
en la doctrina de sus relijiones. 

Pues bien, era necesario afianzar estos derechos i el 
artículo 138 del Código Penal vino en ausilio de esos tem- 
plos i colejios que se vieron atacados al principio por la 
intolerancia relijiosa. Hoi se profesa profundo respeto 
por todas las relijiones i por los templos, escuelas, colejios 
i sacerdotes disidentes. 

La civilización ha traído este resultado así como la ilus- 
tración de las masas que van saliendo del estado abyecto 
en que se les mantenia. 



Tratemos* ahora de la estradicion, punto mui importante 
para perseguir crímenes i delitos o hacer que ellos no 
queden en la impunidad por falta de recursos del pais 
ofendido para perseguir i castigar a los delincuentes. 

La estradicion tiene por objeto, en cuanto sea posible, 
el castigo de los delincuentes que para evadir su respon- 
sabilidad en el pais en que delinquen se refujían en otro, 
Hácese entonces preciso perseguirlos en el territorio don- 
de se encuentran, pero sin menoscabo de los derechos in-. 
dividuales i sin peligro de la recta administración de jus- 
ticia ni de la soberanía del pais en que se asilan. 

La estradicion es una institución jurídica i a la vez un 
acto internacional. Su fin no es otro que hacer que com- 
parezca el delincuente ante sus jueces naturales para que 
se le aplique la lei del territorio en que ha delinquido, a 
virtud del interés que se esclarezca su responsabilidad i 
se pene el delito. 

¿Es obligatorio para un Estado la entrega de un fujiti- 
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vo cuando no existen tratados de estradicion, o sea con- 
vención sobre este particular? Es un hecho que el Esta- 
do dentro del cual se comete un delito, está en la impres- 
cindible obligación de castigar a todo culpable, i ya sea 
que éste se oculte o se fugue, no por eso desaparece el 
ejercicio de este derecho, porque eu ningún caso es into- 
lerable la impunidad del crimen. 

Ija estradicion es pues un acto potestativo de todo go- 
bierno; pero no debe olvidarse jamas que cualquiera que 
sea el pais donde se cometa un delito, es siempre ese acto 
una ofensa a los derechos de la humanidad i a la moral 
pública, i a pesar de que la estradicion sea de derecho 
interno, no se puede tampoco desconocer que existe un 
derecho natural superior, que trasciende de nación a na- 
ción, para que estas se presten ausilio en todo lo que toca 
al bienestar de los asociados, para que se restablezca el 
orden alterado por un hecho criminoso. 

El Estado que recibe a un criminal, acepta un hombre 
que lleva en sí una amenaza, i es esta la razón porque no 
debe burlar las exijencias de la justicia penal. Las rela- 
ciones jurídicas que deben existir entre los Estados im- 
plican o suponen un derecho superior, que tiende a pres- 
tar ausilio para que el crimen no quede impune en nin- 
gún caso. 

Es un hecho que las autoridades del pais en que un 
hombre ha delinquido no pueden, empero, ejercer acto 
alguno de jurisdicción en el territorio del Estado en que 
ese delincuente se ha asilado. Del mismo modo, es otro 
principio que no debemos olvidar al tratar de esta mate- 
ria, que la nación en que el delincuente se ha refujiado, 
ño tiene tampoco derecho para juzgar i castigar los deli- 
tos cometidos en ese territorio, a causa de que las lejre s 
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varían i porque no puede contar con los medios probato- 
rios que son necesarios, i por último, porque no se logra 
el fin de la pena, cual es la reparación i el escarmiento 
para la sociedad en que delinquió. 

Mas ya que no es posible establecer que todo delincuen- 
te que logra evadir la acción de la justicia en el pais en 
que delinquió, quede por esa fuga impune i exento de la 
pena que corresponde por su delito, es preciso entonces 
reconocer que la estradicion se presenta como necesidad 
imperiosa, que debe encontrar albergue en todos los go- 
biernos amantes de la justicia i que acaten esa moral uni- 
versal que nivela las acciones humanas. 

Está, pues, en el interés de todis las naciones el no es*» 
tablecer la impunidad en los delitos, ya que ello seria su- 
mamente perjudicial aun 4)ara la tranquilidad de la nación 
misma en que se refujia el delincuente. De aquí es que los 
paises civilizados han procurado siempre zanjar estas di* 
ficultades, sin que vean en estos procedimientos un me 
noscabo de su independencia i soberanía. 

Al efecto, celebran entre si convenciones o tratados, en 
los que especifican con toda claridad los delitos i casos en 
que la estradicion debe considerarse como procedente, así 
como las formalidades a que se subordina el cumplimiento 
de tales pactos. 






En Chile se ha encomendado a los Tribunales de Justi- 
cia el interpretar i aplicar las disposiciones legales que 
existen sobre la materia, en cada caso especial que se pre- 
senta de estradicion. La razón de este principio es porque 
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a ellos les toca aplicar las leyes i velar por los derechas 
individuales. 

La teoria de que corresponde declarar la estradioion al 
Poder Ejecutivo, o mas claro, al soberano del pais en que 
se asila un delincuente, no ha hecho escuela entre noso^ 
tros, a pesar de que no faltan quienes opinan que solo el 
gobierno es responsable de los conflictos que se susciten 
por esta causa en las relaciones internacionales i de que 
la estradioion es por esto un acto potestativo, por lo cual 
no están obligados a concederla,- i que si accede a ella no 
hieren los derechos del culpable. 

El poder judicial en Chile es por suerte, independiente 
de toda otra autoridad, i sus fallos, buenos o malos, tienen 
que ejecutarse. El gobierno debe por pu parte respetarlos 
i por eso si aquel accede a una estradioion, su d^ber es 
dar cumplimiento a esa resolución, i si se deniega, tendrá 
también que conformarse i en tal caso, contestará al go- 
bierno que ha solicitado la entrega de un delincuente 
manifestándole su negativa, apoyado en el fallo que haya 
librado el tribunal correspondiente. 

El fallo que autoriza la estradioion no supone la exis- 
tencia del crimen imputado a la persona que se trata de 
estraer, sino únicamente que se ha identificado la persona 
culpada i los antecedentes del hecho imputado, haSta que 
den mérito bastante para suponerla autor del delito. Mas 
en el caso en que se presenten sentencias firmes de auto- 
ridad competente, la cuestión se simplifica notableínente 
porque solo habrá que esclarecer si el culpable es la per- 
sona que se pide, caso de que se niegue referirse a él tales 
documentos. Comprobado, pues, este único hecho se dará 
curso a la petición sobre estradioion i se entregará el 
culpable al gobierno que lo reclama. 
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Cuando por algau fallo se niegue la estradiccion, tam- 
poco esa resolución tiene fuerza ejecutoria, por cuanto el 
Gabiecno que ha solicitado la estradicion puede reiterar 
au reclamo enviando mejores datos o documentos que, si 
babeen fuerza, se tomarán en cuenta por el Tribunal que 
oonoce de estas causas. En una palabra, no se puede sobre 
esta materia invocar cosa Juzgada en ningún caso, por la 
naturaleza misma del negocio en que recaen tales resolu- 
ciones. 



4c « 



Se sostiene por muchos que la estradiccion es solamente 
obligatoria cuando existe tratado especial sóbrela materia 
i que cuando no lo hai, es un acto discrecional del Go»* 
bierno requerido. 

Chile tiene celebrados tratados solo con Francia i con la 
República Arientina, pero se está en via de llevar a tér- 
mino otros pactos con diversos Estados europeos i ameri- 
canos. 

En los paises con quienes existen tratados, se observa 
para los casos de estradicion lo que on ellos se ha pac- 
tado a este respecto; pero con relación a aquellos con 
quienes no hai convención, se ha establecido ya, como 
regla jeneral, que la estradicion procede solo por críme- 
nes atroces, pero jamas por delitos políticos, i, en todo 
caso, se está a la costumbre que observe el Estado que 
solicita la estradicion. Si ofrece reciprocidad en su peti- 
ción de quedar obligado a observar igual procedimiento 
cuando Chile exija la estradicion de algún delincuente, 
QS maa que seguro que nuestros Tribunales de Justioia 
no denegaran semejante petición. 
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Esta teoría tan lata, i que hace innecesarios tratados 
sobre esta materia, ha hecho, por desgracia, escuela entre 
nosotros. A ella se debe que nuestros Tribunales de Jus- 
ticia otorguen siempre la estradicion por toda clase de 
delitos, con solo justificar la identidad de la persona que 
se pide i comprobar sumariamente el delito que se le im- 
puta. 

Para proceder al juicio de estradicion, se requiere que 
el Ministro diplomático o el Ájente consular del Estado 
que exije la estradicion, se presente con los antecedentes 
en que funda su petición al Ministro de Eelaciones Este- 
rieres, o bien, siendo esto lo mas usual, los envié con 
nota, 

El Ministro al recibir los remite a su turno, con el res- 
pectivo oficio, a la Corte Suprema de Justicia, la que en 
el acto comisiona al Ministro que está de turno en la fe- 
cha de ese requerimiento. 

Este Ministro tramita la causa en primera instancia i 
comienza la investigación decretando la prisión del pres 
sunto culpable, si encuentra mérito para ello. Mas, si cree 
que no hai mérito para esa detención, ni es posible tam-* 
poco temer su fuga, puede dejarle en libertad; pero ya sea 
que esté o no recluso, le cita a su presencia i le toma su 
declaración indagatoria. Recibe en seguida la informa- 
ción sumaria para hacer constar el cuerpo del delito, la 
identidad del reo i su responsabilidad. Hecho todo esto^ 
le toma confesión con cargos, pudiendo, después de eva- 
cuados estos trámites, declararle reo en forma, decretar 
BU libertad o bien aceptarle fianza; pero estas dilijenciag 
no paralizan el sumario. En seguida pide dictamen alFis* 
oal de turno del Tribunal i le pasa todos los anteoedentes 
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que se han acuaaulado, a fin de que haga uu estudio com- 
pleto i ordenado, i le ilustre con su opinión. 

Si el fiscal opina por la estradicion del procesado, se le 
comunica traslado en el acto para que, por sí o por abo- 
gado, conteste por escrito, i hecho esto, falla la causa 
el Ministro que está entendiendo en ella, concediendo o 
negando la estradicion que se ha solicitado. 

El procesado, caso de que la sentencia le sea adversa, 
tiene • derecho para entablar el recurso de apelación de 
ese fallo para ante la Corte Suprema; pero debe hacerlo 
dentro del plazo fatal de cinco dias contados desde que se 
le hace saber la sentencia de primera instancia. 

La apelación se sustancia ante el Tribunal de alzada 
BÍn trámite alguno especial. Se le da cuenta a la Corte del 
espediente, i ésta dicta un decreto mandando traer los 
autos en relación. Este proveido se notifica al reo i al Fis- 
cal; en seguida se fija dia para la vista de la causa, i en 
esa audiencia se alega por el reo si tiene defensor, todo 
lo que se estime conducente a su derecho. 

También puede alegar sosteniendo el fallo apelado el 
abogado del encargado de pedir la estradicion. 

Nos parece escudado decir que no forma parte del Tri- 
bunal el Ministro que ha dictado la sentencia de primera 
instancia i que ha motivado esa apelación. 

Concluidos los alegatos i "después del acuerdo, el Tribu- 
nal dicta su fallo, confirmando o revocando la sentencia 
apelada de primera instancia. 

Contra este fallo no existe ningan otro recurso por 
nuestras leyes, i se ejecuta lo resuelto. 

Si esta sentencia, por ejemplo, ordena la estradicion, la 
Corte Suprema en el aoto la oomunioa al Ministro de £e^ 
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laciones Esteriores, i éste al Ájente diplomático o consu^ 
lar que solicitó la estradicion. 

Desde este momento el reo queda a disposición de la 
Autoridad administrativa, quien dicta las órdenes que 
estime oportunas para hacer su entrega en el punto de 
la Kepública que se acuerde o se convenga, siendo desde 
esta fecha de cuenta del Gobierno requiriente los gastos 
de esta estradicion. 

Si la sentencia definitiva deniega la estradicion, se po- 
ne inmediatamente en libertad al reo, es decir, una vez 
que se le notifica el fallo, i también se hace saber por me- 
dio de nota al Ministro de Kelaciones Esteriores ese re- 
sultado; para que a su vez lo comunique a quien corres- 
ponda i funde su negativa en el fallo. 



# 



Más, la cuestión que nace de un caso de estradicion i 
que envuelve alguna gravedad, es la relativa a cómo ha 
de llevarse al reo para su entrega. 

Con un estado limítrofe esto se comprende perfecta- 
mente bien, pues basta que la Autoridad lo entregue en 
su límite fronterizo a la fuerza que ha debido mandar 
el pais vecino; pero si se trata, por ejemplo, de otro Esta- 
do en que ha de llevarse al reo por mar, no. es fácil so- 
lucionar la cuestión. * 

Si el Estado requiriente envia a un puerto de Chile un 
buque de guerra, la entrega es fácil; pero si esto no suce- 
de, ¿cómo se procederá? Se nos dirá tal vez que este envío 
se puede hacer en un vapor de la carrera, acompañado 
del encargado de ajitar las dilijencias; pero, ¿puede un va- 
por conducir prisioneros una vez que salga de las aguas 
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de Chile? ¿Podrá un capitán impedir a ese prisionero, qne 
es un simple pasajero, el saltar a tierra en puerto de otro 
pais? Si el reo quisiera hacerlo i el encargado de su cus- 
todia lo detiene, ¿no es verdad que se ocurrirá a la auto- 
ridad del capitán i éste tendrá que apoyar al preso porque 
para él es un simple pasajero i como tal es libre en su bu- 
que? 

I si el capitán no obrara de este modo arrostraria una 
responsabilidad bien seria, que podria hacérsele efectiva 
ante los tribunales de su nación. I tanto es así, que pode- 
rnos en apoyo de esta teoría, citar algunos ejemplos que 
se nos vienen a la memoria en este momento: Bajo la 
presidencia del excelentísimo señor don Manuel Montt' 
se contrató por nuestro gobierno a la barca Luisa Bra^ 
hingto^t para enviar desterrados a Inglaterra a varios chi- 
lenos contrarios a la administración de esa época. La fuer- 
za pudo mas que la lei; pero esos chilenos al llegar a 
Inglaterra entablaron acusación contra el capitán i loa 
tribunales ingleses les hicieron cumplida justicia. El ca- 
pitán fué condenado a no mandar jamas buque de la ma- 
rina inglesa.' 

El gobierno del Perú obtuvo la estradicion de un ciu- 
dadano de los Estados Unidos, pero desde que la nave sur- 
có aguas colombianas^ la autoridad política do Panamá, a 
solicitud del estraido, le hizo poner en libertad no obs- 
tante las jestiones del consulado de la Gran Eepública allí 
establecido. 

La cancillería de los Estados Unidos entabló su recla- 
mación al gobierno de Bogotá; pero éste con una entereza 
que le hizo honor, aprobó lo resuelto i hecho por las auto- 
ridades del Itsmo, declarando lo obrado perfectamente 
conforme con lae prácticas del derecho de jentes. 
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Hace poco que Chile concedió la estradioion que el go- 
bierno de los Estados Unidos solicitó, de un americano 
que residía cerca de diez años entre nosotros. Se entrega 
en Valparaíso al reo a bordo del vapor Imperial^ de la 
compañía chilena. Iba con él el encargado que vino a 
jestionar esa estradicion. El reo no esperó dejar las aguas 
chilenas porque temia encontrar mas adelante un buque 
de guerra americano. En Iquique, puerto de Chile, i al 
ponerse en marcha el vapor, el reo se escapó en una lan** 
cha que se acercó al costado del buque i, entre tanto, ami- 
gos del preso entretenian al custodio i le hacían verter 
bravatas por su presa. De Iquique, donde se le tenían 
cabalgaduras prontas, el reo se dirijió a Bolivia i el co^ 
misionado yankee no conoció la evasión sino dos horas 
después, cuando ya el vapor iba a toda máquina, i bien a 
BU pesar hubo de seguir solo su camino, i llegó a su patri^ 
con la triste gloria de haber obtenido la estradioion, pero 
sin presentarse con el reo que era lo que ól anhelaba. 

¿Se irá otra vez a pedir a Bolivia la estradioion, caso 
de que el reo se encuentre allí al presente? ¿I la otorga^ 
ría Bolivia tan fácilmente como Chile? Lo dudamos. 

El capitán del Imperial al recibir a bordo al reo, solo 
espresó en su recibo el haber recibido a D. N. N., i no a 
un prisionero i, por supuesto, sin asumir responsabilidad 
alguna por ese pasajero. 

En vista de estos hechos, ¿de qué sirve la estradicíoü 
en estos casos? Ahora, otorgada una estradicion, será po- 
sible detener a un reo hasta que llegue un buque de gue- 
rra de la nación que lo exije, o bien que ésta lo envíe i 
lo tenga listo esperando el fallo? El preso tiene derecho 
para exijir que no se prolongue su prisión i que se le en-» 
vie a su destÍDO. Obrar de otro modo es violar todas las 
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leyes que garantizan la libertad personal i hacer taWez 
sufrir a un inocente, pues como a tal debe tenerse a toda 
persona hasta que no sé dicte fallo condenatorio por auto- 
ridad competente. 






Los delitos por los que jeneralmente Chile concede es- 
tradicion, son asesinato, parricidio, infanticidio, envene^ 
namiento, incendio voluntario, salteo, robo con violencia 
en las personas o cosas, quiebra fraudulenta, falsificación 
de títulos dé deuda pública o de instrumentos públicos» 
falsificación, introducción o circulación de moneda falsa, 
de papel-moneda, cunos, sellos. i timbres del Estado, sus- 
tracción de caudales públicos, i por todo delito contra la 
seguridad esterior del estado, i otros que seria largo enu- 
merar. 

Podemos también asegurar que no hai caso de estra^ 
dicion que se haya solicitado en Chile, al que no se haya 
accedido, a pesar de que la opinión pública se muestra 
quejosa por la latitud que se da a este derecho, cuando 
no hai tratados especiales, sirviendo de base la fórmula 
que se emplea en la nota del Ministro diplomático o 
Ájente consular que la solicita, de que su gobierno que- 
da obligado a igual reciprocidad; pero sin que realmente 
ese gobierno ratifique o manifieste aprobar tal compro- 
miso. 

En presencia de estos hechos, se nos ocurre preguntar: 
¿es este un título bastante para apoyar.una estradicion, 
cuando la nación requiriente profesa en sus leyes la ne- 
gativa o la completa libertad del que pisa su suelo? Nos 
parece que nó; pero no estaríamos lejos de aceptar Ib 
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anterior teoría, siempre que esa reciprocidad se ofrezca 
realmente por el gobierno requiriente, cuando las leyes 
de ese pais no se oponen a la estradicion, con tal también 
que se ofrezca celebrar convención en este sentido. 

Repetimos otra vez que la dificultad poco antes anotada 
respecto al modo de hacer el viaje del estraido, hace ilu- 
sorio el cumplimiento del fallo en ciertos casos, i que ella 
puede ser causa de hechos desagradables i de fatales 
consecuencias en el buque que conduzca al eatradicionado 
i a los guardianes de su persona. 

Concluimos, pues, advirtiendo que sobre esta materia 
es tiempo ya de pensar seriamente, estableciendo reglas 
que zanjen las dificultades que hemos dado a conocer. 






Dejando ahora a un lado estas consideraciones, no es-» 
tara demás advertir que en Chile la estradicion no se 
concede sino por delitos comunes, quedando fuera de su 
alcance los hechor que, según nuestro Código Penal, no 
estén considerados como tales, o bien aquellos que aun 
siéndolos no se podrian castigar, ya por falta de acusít- 
dor privado, cuando su intervención sea de derecho, o 
bien cuando, seguíi nuestras leyes, haya prescrito la ac- 
ción penal o la pena que se le impuso al procesado i cuyo 
cumplimiento logró evadir. 

Esta prescripción, aunque no se alegue, se puede de- 
clarar de oficio por el Tribunal. 

No se ha presentado en Chile caso alguno en que por 
un Estado se pida estradicion por delito cometido fuera 
del territorio del pais que reclama la estradicion; pero si 
llegase este caso, creemos, apoyados en la práctica uni- 



Diá DEIIECHJ IKTílRííAClOBÍAL PRIYaDO 388 

versal^ que talvez se denegaría, conforme a las leyes in- 
glesas i norteamericanas, a pesar de que en Francia i en 
Béljica esto es aceptable. 

Por los cuasi^délitos no debe concederse estradicion, 
porque en ellos la pena es exigua i no ha existido en el 
ájente intención positiva de delinquir, i no se puede en- 
tonces establecer que el autor de un hecho semejante es 
un verdadero criminal. 

A nuestro juicio, así como es regla jeneral que no se 
otorgue la estradícicion por los .delitos políticos, deben 
también escepcionarse los que se refieren a infracción de 
leyes electorales i a la libertad de imprenta, puesto que 
estos últimos por nuestras leyes no se califican de deli- 
tos, sino de abusos; i si se escepcionan los cuasi^delitoSy ¿con 
cuánta mayor razón no deben quedar fuera del alcance 
de la estradicion los abusos del uso de un derechO; que 
jeneralmente tiene por base la política? 

En Chile no se negaria la estradicion al ciudadano«que 
ha delinquido en otro pais, i logrando escapar a la justi^ 
cia de ese territorio llega al nuestro, siempre que para es- 
traerlo se llenen las exíjencias que hemos indicado antes. 

El delincuente debe ser juzgado en el pais en que de- 
línque i conforme a las leyes que viola, tanto porque al 
emigrar de Chile debe saber que se pone bajo el imperio 
de las leyes penales de la nación donde se establece, 
cuanto porque donde ha cometido el crimen se encuen- 
tran los medios para procesarle, como son las pruebas, i 
allí no tan solo debe satisfacer las condenaciones civiles 
que resulten del delito, sino la vindicta pública ofendida. 
La xeparacion i el escarmiento, base de la pena, exijen 
este procedimiento; que por suerte es de aceptación uná< 

nime. 



3d4 PítiKClPlaS ELEMEKTALS8 

No seria justo establecer, quo se viaiera a Chile para 
exijir el castigo del que ha delinquido en otro país, tra* 
yendo los testigos, el cuerpo del delito, i por fin que se 
aplicaran otras leyes aquí o las nuestras para penar hechos 
que pueden tener penalidad distinta en el Estado donde 
se cometió el delito. 

Igual doctrina se sigue respecto a los estranjeros domi- 
ciliados en Chile, ya que no es correcto ni justo tratarles 
mejor o peor que a lo regnícolas. Su condición es en todo 
igual en esta materia. 

• La lei penal chilena es, pues, obligatoria para todos los 
habitantes de la República, inclusos los estranjeros, de- 
biendo advertir que los delitos cometidos dentro del mar 
territorial o adyacente, quedan sometidos a las prescrip- 
ciones penales de nuestras leyes, i he aquí porque la es* 
tradición es consecuencia lójica i necesaria para otorgarla, 
respecto de todo delincuente, que se halle en Chile i que 
se exija por el Gobierno de la nación donde delinquió. 

Pero esta estradiciou, indudablemente no podrá ten^ 
lugar si entre nosotros se encuentra procesado o sufriendo 
condena la persona que se solicita, por delito diferente 
del que motiva su estradicion. Habrá, pues, en el primer 
oaso, que esperar el fallo, i en el segundo, que cumpla 
su condena para entregarle al Gobierno que le haya re- 
damado. 

Para poner término a esta materia, somos de opinión 
que la estradicion solo debiera concederse en Chile a 
virtud de pacto especial con la nación quo nos exija un 
delincuente por delito aceptado en el convenio i previas 
las solemnidades pactadas, porque aquello de la costum* 
bre o de la reciprocidad que se ofrezca en un oaso dado, 
&0 ea regla segura i tiendo a dejar sia efeoto U aeoe^dad 
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de que las naciones celebren pactos claros i terminantes 
sobre esta materia grave de por sí, quedando entonces 
este derecho sujeto a simples apreciaciones i no a reglas 
fijas i estables. 

Sin la existencia de tratados, seria necesario que Chile 
sancionara una lei especial que regule el procedimiento 
de la estradicion, estableciendo reglas fijas para evitar la 
ambigüedad que hoi existe, quitando un tanto la latitud 
que se ha dado por nuestros Tribunales a este derecho, en 
perjuicio de los que se asilan bajo la protección de nues- 
tras leyes, creyendo encontrar seguridad en sus personas, 
siendo, en realidad, que tales garantías son ilusorias, por- 
que, lo repetimos otra vez mas, Chile no niega la estradi- 
cion, aunque por simple cortesía se le ofrezca reciprocidad 
en casos iguales, lo que a nuestro juicio, no es correcto ni 
nos hace honor, porque esta liberalidad se puede atribuir 
a cobardía o vasallaje con relación al Estado que nos exi« 
je la entrega de un delincuente. 
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QUINTA PARTE 



Derecho Notarial Internacional Privado 




CAPITULO ÚNICO 

Convenios pactados en el estranjero. 

S UMARio: — I. De la fé pública.— II. Disposiciones patrias.— III. 
Carácter público que invisten los notarios.— IV. Su distrito ju- 
risdiccional. — V. Atribuciones notariales de los cónsules. — VI- 
Legalización de documentos otorgados en el estranjero. 



La fé pública puede dividirse en gubernativa, Judicial i 

contractual. 

t 

La primera se refiere a los actos dfi alguna autoridad 
o corporación administrativa; la segunda a los actos de 
los tribunales i la tercera es la que afecta a los contratos 
i últimas voluntades, siendo a esta última la que en sen- 
tido estricto corresponde a lo que se llama notariado. 

El oríjen del notariado es de remota antigüedad. Los 
escribas, entre los hebreos, pertenecian al notariado del 
orden gubernativo. Ellos escribian i guardaban los docu- 
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mentos. No hubo fé judicial ni tampoco contractual; pero 
los ejipcios, los aslrios, los caldeos i los griegos tenían 
una especie de notariado contractual, dando el nombre 
de escribas a los que lo ejercian. Entre los ejipcios habia 
verdaderos notarios que interyenian en actos de alguna 
importancia. En Eoma, en la época del imperio, tenian 
sus escribas i después sus tabeliones, que se consideraban 
como los representantes de la fé pública, debiendo tener 
pericia en el derecho, sobre todo en la época de JustU 
niano. 

En Italia, en los tiempos de los Carlovingios, se encar- 
gó a los notarios la recepción de las pruebas sobre los 
asuntos judiciales i se les dio cierta autoridad, i esta ha 
sido la base del notariado moderno. A fines del siglo 
Xn ya en Italia los notarios fueron funcionarios pú- 
blicos, que se reunian en corporaciones o colejios, con di- 
rectores propios, que llamaban procónsules, cónsules o 
mayores, con cierta independencia en sus funciones, que 
lo eran recibir documentos con fé pública i otorgarlos 
con igual carácter. 

La lejislacion canónica dio mayor desenvolvimiento al 
notariado. Inocencio III en el Concilio de Letran, en 1215, 
dictó reglas fundamentales; pero el verdadero fundador 
de la ciencia del notariado lo fué Bolandino de Boloma, 
en el siglo XIII. ^ 

La ciencia de los depositarios de la fé pública formó 
escuela i su jefe, se entregó a la enseñanza pública de ella 
i llegó a ser uno de los primeros doctores de la célebre 
Universidad de Bolonia. 

De Italia pasó a Francia la institución del notariado, 
dividiéndose los oficios en nottirio para la fé pública i para 
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la administración de la jurisdicción voluntaria de los 
tribunales. 

Después de la revolución de 1789, comenzó el notaria- 
do a figurar en la lejislacion de todos los pueblos de Euro- 
pa i comenzó a ser la llave del edificio social. 

Si de Francia pasamos a España, encontramos que don 
Alfonso el Sabio creó tres clases de notarios, como exis- 
tian en Boma: gubernativo, judicial i el contractual. El 
primer grupo lo formaban los Notarios i los Escribanos del 
Bei, que fué el nombre que se les dio a los que después 
pasaron a ser secretarios del despacho i hoi son conocidos 
con el nombre de Ministros de Estado o de la Corona. Al 
Ministro de Gracia i Justicia se le denominó Notario Ma- 
yor del Beino. Los escribanos de las villas i ciudades re*- 
cibían los contratos i testamentos i desempeñaban la fé 
judicial, hasta que por la lei de notarios de 1862 se sepa- 
ran ambas atribuciones, llamando Notarios a los que reci^ 
ben los contratos i testamentos i Escribanosi a los que auto- 
rizan las dilijencias judiciales, los que han tomado ahora 
el nombre de Secretarios en virtud de la lei orgánica del Po- 
der Judicial. 

<E1 notario^ teniendo en cuenta la doctrina establecida 
ssbre el estatuto formal, es un ájente importante por lo 
que hace a las relaciones de los individuos de unos Esta- 
dos con los de otros. La necesidad de seguir aobre la for- 
ma de los actos la lejislacion del lugar en que se contraen, 
le obliga a autorizar contratos i testamentos de personas 
no sometidas a las disposiciones del pais en que los auto^ 
riza. -Por esto le es enteramente preciso conocer el Dere- 
cho Internacional Privado, sobre todo en lo que a la ca* 
pacidad de los otorgantes se refiere i a la validez de los 
documentos otorgados en el estranjero i vece- versa». 
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En Chile se estableció el notariado con los primeros 
conquistadores que pasaron a este reino. Unos eran del 
Cabildo, i autorizaban sus acuerdos i las providencias de 
los gobernadores; después actuaban otros las providencias 
judiciales i otorgaban contratos i testamentos. 

En Chile se les llamó Escribanos i su ejercicio no esta- 
ba bien delineado, i a la vez eran actuarios en las causas 
civiles i criminales. Después se les separó, diviéndolos en 
Escribanos i Secretarios i se creó una tercera clase de fun- 
cionarios del orden judicial para hacer saber las providen- 
cias i resoluciones fuera de las oficinas a los litigantes: 
a éstos se les llamó Escribanos Eeceptores. 

Publicada la Lei de Organización i Atribuciones de loa 
Tribunales en 15 de octubre de 1875, se denominó nota- 
rios a los depositarios de la fé pública encargados de otor- 
gar instrumentos públicos en sus rejistros. A los que ac- 
tuaban en los tribunales unipersonales o colejiados, se les 
dio el nombre de Secretarios i a los encargados de hacer 
saber las resoluciones Eeceptores. 

Todos estos funcionarios dependen del Poder Judicial i 
sus derechos están rejidos por una lei especial que se lla- 
ma de Aranceles Judiciales. 



m 



El Notario reviste carácter público i tiene el poder de 
hacer constar la verdad de las convenciones i la fecha de 
la redacción de las mismas. Es el depositario de los gran- 
des intereses de familia porque bajo la éjida de la fé pú- 
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blica asegura los derechos de los vivos, los trasmite a los 
descendientes o a quien su dueño lo quiera, si es libre 
para aisponer de lo suyo, por medio del testamento. Su 
deber es recibir los actos i .contratos, conservándolos en 
sus libros i dando copias de ellos con fórmula ejecutiva 
o sin ella, siempre que observen las prescripciones legales 
de su oficio. 

Sin embargo, hai paises en que dando demasiado valor 
a la prueba auténtica, no está constituido el Notariado, 
como sucede en Prusia, Sajonii^ i Badén i otro3, merced a 
que en ellos se ha mantenido viva la tradición aristocrá- 
tica feudal i constituyen en Notario las partes contratan- 
tes a simples ajentes de negocios, tal como sucedia en la 
Edad Media. Son simples redactores de documentos i 
obran asesorados por un abogado. 

El señor Torres Campos dice que desde el momento 
que admiten los pueblos que el Notario es el órgano des- 
tinado a dar fé de los actos mas importantes de la vida 
civil, es de desear que pueda llegarse a una intelijencia 
para cordinar i unificar, en interés jeneral i particular, 
las fórmulas esoenciales, de suerte que los actos en que 
estas fórmulas sean observadas, puedan motivar una le** 
jislacion internacional, ser reconocidos i tener en todas 
partes la misma fuerza probatoria que en el pais de su 
redacción.!) 

«El principio jeneral mente admitido, locitó regit actum 
ha conducido a concesiones importantes; pero siempre es 
indispensable acreditar que los actos procedentes del es- 
tranjero están conformes con las prescripciones probato* 
rias del derecho local El principio de estas fórmulas se 
debe eu'^anohar de manera que pueda eomprender en la 
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palabra lociis, no el territorio restrínjido de ua solo país, 
sino de todos los paises que aceptan esta unificación.» 

La Asociación para la reforma i codificación del Dere- 
cho de Jentes reunido en Jénova en 1892, formuló el si- 
guiente acuerdo: «Unificar las formas escenciales nota- 
riales de manera que puedan ofrecer asunto de lejislacion 
internacional, i atribuir a los actos redactados conforme 
a esta forma, carácter de conocimiento i de validQZ en los 
Estados que se adhieran.» 



IV 



Una cuestión de Derecho Internacional privado, se pre- 
senta desde luego i ella es saber si dentro de la zona dada 
a uno o varios notarios para que ejerzan sus funciones en 
que haya costa i existan allf buques estranjeros, como ser 
en Yalpariso, Coquimbo, Talcahuano, Punta Arenas, etc. 
¿puede ejercer su misión respecto de ellos? 

El señor Torres Campos nos dice al respecto que hace 
siglos que el Derecho Internacional reconoció el principio 
de que la nave que abandona el pais a que pertenece, de- 
be considerarse como una porción separada del suelo de 
su patria, una prolongación del territorio nacional i que 
la ficción de estraterritorialidad, que se aplica a los buques 
de guerra, hasta en las aguas de un pais estranjero, no se 
estiende de una manera absoluta a las naves de comer- 
cio. Las naves de comercio son también la continuación 
del territorio cuyo pabellón ostentan, pero no llevan en 
si una parte del poder público de su pais, un cuerpo orga-i 
nizado de funcionarios; no le representan; no son sus 
ajen tes; no se hallan^ pues, libres mas que en lo oonoer« 
niente a su réjimen interiorj de la aooion del poder públi* 
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00 del territorio en que se encuentran, para la ejecución 
de las leyes de policía i seguridad que están en él en vi- 
gor. Se admite que todos los que están de paso en un 
punto llegan a ser subditos temporales del Estado al que 
el puerto pertenece. I no solo las personas, sino también 
las cosas que consigo llevan, se someten al poder sobera- 
no del lugar i la nave que entra a un puerto, se encuen- 
tra por este solo hecho sometida a la jurisdicción del jefe 
del Estado. 

Luego agrega: que la nave mercante, aunque estranje- 
ra i protejida por el pabellón de su nación, debe ser con- 
siderada como una mercancía privada, sometida a la ju- 
risdicción comercial del puerto i suceptible de actos de 
ejecución como otra propiedad privada cualquiera. Solo a 
las naves de guerra se concede la exención absoluta de 
la jurisdicción local, porque forman parte de la fuerza 
pública i en cierto modo son tenidas por representantes 
del Estado cuya bandera tremolan, por lo cual seles con- 
sidera escluidas de la competencia del Notario, pero se 
admite la competencia do este funcionario respecto a los 
mercantes dentro de los límites del mar territorial, que a 
su vez ge halle dentro del distrito a que se refiere el nom- 
bramiento i autorización pública i oficial -del mismo No- 
tario. 

En Chile como en España los notarios carecen de fé 
pública fuera de su respectivo distrito, notarial pero den- 
tro de él pueden ejercer su oficio respecto de los que se 
presenten, aunque no residan en él. 
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Deber de todo Estado es defender las prerrogativas de 
sus subditos fuera del pais ya se deban estas a las cos- 
tumbres, a la leyes o a los tratados i desenvolver los in- 
tereses jenerales de los pueblos en sus continuas relación» 
nes. Este es el oríjen de las Legaciones i Consulados i no 
pudiendo enviarse notarios que ejerzan su ministerio fue^ 
ra del pais en bien de esos conciudadanos, se confieren 
entonces atribuciones notariales a otras personas i de or- 
dinario son las que llevan la representación del Estado. 
Por eso se da ^ los Cónsules facultad para otorgar ins- 
trumentos públicos de sus connacionales en el estranjero 
i por las leyes o tratados pueden también tomar parte en 
defensa en sus intereses así como en sus testamentarías i 
áb intestatos. Esto, lo repetimos, depende de las leyes que 
cada pais dicta para el servicio consular; pero no obstante 
puedan prescindir de los cónsules del Estado a que per- 
tenecen los estranjeros i valerse de los funcionarios que 
por la lei del pais en que residan, .tengan la fé pública 
para la celebración de sus contratos que deban producir 
efectos en su pais o en otro que no sea el suyo. 

En tales situaciones no se debe olvidar el estatuto for- 
mal, locus regit actum que es la regla que prevalece en es- 
tos casos. 

La lei de servicio consular de Chile lleva fecha 4 de 
Marzo de 1897 i en el art. 15 dice: 

« Los cónsules de Chile son Ministros de fé pública i 
en tal carácter pueden estender los instrumentos i des 
sempefíar las funciones que la lei señala a los últimos. 

El 16 agrega; Los cónsules harán las veces de Oficial 
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del Eejistro civil para acreditar los nacimientos, imatrimo- 
nios o defunciones de chilenos que ocurran en sus distritos, 
siempre que los interesados lo solicitaren, conformándose 
para estos actos a lo que dispone la lei sobre la materia. 

El art. 55 del Eeglamento Consular de 9 de Abril de 
I897 ordena a los cónsules que en virtud de la protección 
que deben prestar a los chilenos, cuiden de éstos en sus 
personas i en sus propiedades i que gocen de los derechos 
que les estuvieren asegurados por tratados, o a falta de és- 
tos, los que por las leyes o prácticas del pais se otorgaren a 
los estranjeros, etc., etc. En los casos en que un chileno 
falleciere habiendo hecho testamento i no existieren en 
el lugar herederos, albiceas ni representante de ellos, ve- 
lará por la seguridad del testamento, etc. 

Si falleciere intestado algún chileno sin herederos co- 
nocidos, es obligado el cóasul a practicar sin demora to- 
dos los actos que exija la conservación i seguridad de los 
bienes, inventario, etc., etc. 

El art. 159 i siguientes disponen: Los cónsules revis- 
ten el carácter de ministros de fó pública en los actos en 
que intervengan i que deban surtir sus efectos en Chile, 
i en lo demás que, debiendo surtir sus efectos en el es- 
tranjero, sean aceptados por tratados, convenciones, prác- 
ticas internacionales, leyes o usos del pais. 

Los cónsules jenerales i particulares están facultados 

« 

para autorizar el testamento de un chileno en pais es- 
tranjero. Los testigos deberán ser chilenos o estranjeros 
domiciliados en la ciudad donde el testamento se otor- 
gue, i se observaran en lo demás las reglas del testamen- 
to solemne otorgado en Chile. 

Siempre que un cónsul autorizare un testamento debe- 
rá remitir a la Legación de la Eepública, si la hubiere, 



O en su defecto al Ministerio de Eelaoiones Esteriorea, una 
copia del testamento abierto o de la carátula del cerrado. 

Los cónsules deberán tomar razón en un resjistro espe^» 
cial de todos los préstamos a la gruesa que se contraten 
en su distrito sobre los buques chilenos o su cargamento. 

Deberán también autorizar si se le pidiere, las pólizas 
de seguro en las plazas de comercio de su residencia, si 
alguno de los contratantes fuere chileno, i tomaran razón 
de ellas en aquel rejistro. 

En virtud de la autoridad que invisten los cónsules, ^e 
puede estender ante ellos protestos, prestar declaraciones 
i otorgar documentos públicos por comerciantes, capita- 
nes de buques o cualesquiera otros chilenos; así como es^ 
tranjeros en asuntos en que se comprometan intereses chi- 
lenos. ^Estos documentos, que deberán inscribirse en los 
rejistros respectivos, surtirán ante las autoridades de la 
Eepública los efectos de documentos otorgados ante un 
ministro de fé pública competente. 

Con el mismo carácter podrán los cónsules dar certifi- 
cados i legalizar los documentos o firmas de las autorida- 
des del pais en que funcionan, cuando tales certificados 
o documentos hayan de surtir efectos en Chile. 

Los cónsules harán las veces de oficiales de rejistro 
civil pal a acreditar los nacimientos, matrimonios o defun- 
ciones de chilenos que ocurran en su distrito e inscribí* 
rán en un libro especial cada uno de estos actos siempre 
que los interesados lo soliciten. Las inscripciones se ha- 
rán por orden numérico, una en p is de otras, sin dejar 
blancos o claros i omitiéndose siempre las abreviaturas. 

En estas inscripciones se expresará: 1.*^ el dia i elafto 
en que se hace; 2.^ el nombre, apellido, edad, profesión i 
domicilio de los comparecientes; 3.° la circunstancia dQ 
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que los comparecientes sean conocidos del Cónsul o la 
manera como se haya acreditado la identidad personal; 
4.*^ la firma de los comparecientes espresándose en caso 
de que no puedan hacerlo, el motivo porque no firman; 
6.® la firma i sello del Cónsul. 

En el rejistro de matrimonios se anotarán aquellos en 
que los dos cónyujes, o uno de ellos por lo menos, sea de 
nacionalidad chilena i que hayan sido, oontraidos en con» 
formidad a las leyes del pais en que residen. 

Aunque el matrimonio hubiese sido oontraido en con- 
formidad a las leyes del pais en que residen, los cónsules 
se abstendrán de inscribir el de las siguientes: 1.° los 
que se hallaren ligados por vínculos matrimoniales no 
disueltos; 2.^ los impúberes; 3.° los que sufrieren impo- 
tencia perpetua e incurable; 4.^ los que de palabra o por 
escrito no pudieren espresar su voluntad claramente; 5.^ 
los dementes. 

Tampoco inscribirán, aunque según las leyes del pais 
fueren válidos, los siguientes: 1.° entre ascendientes i 
descendientes por consanguinidad o afinidad; 2.^ entre 
colaterales por consanguinidad hasta el segundo grado 
inclusive; 3.® el de cónyuje sobreviviente con el asesino 
o cómplice en el asesinato de su marido o mujer; 4.^ el de 
la mujer con su co-reo en el delito de adulterio, 

Los pasaportes que los cónsules espidieren o visaren, 
surtirán los mismos efectos que los espedidos por la auto- 
ridad respectiva de la Kepública. 

Para la espedicion de un pasaporte el interesado deben 
rá comprobar ante el Cónsul su nacionalidad i su identi* 
dad personal. Los cónsules se abstendrán de visar loa 

pasaportes rospeoto de cuya autenticidad exista duda, 
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Los cónsules espedirán pasaportes solo a los chilenos* 
No pueden concederlos a ciudadanos estranjeros. 

En un solo pasaporte puedo comprenderse a varias per- 
sonas cuando estuvieren ligadas por parentesco, pero en 
este caso cada una de ellas deberá ser designadas en él 
nominalmente. 

Todo pasaporte que se espida o se vice será rejistrado 
en un libro especial espresando el número con que se es- 
pide o visa, la fecha del acta i el nombre, edad, lugar del 
nacimiento, procedencia o destino de la persona a quien 
se coHcede. Cada seis meses se remitirá al Ministerio de 
Relaciones Esteriores una razón de los pasaportes que 
hubieren espedido o visado durante el semestre. 



VI 



En Chile se acostumbra autentificar los instrumentos 
públicos que han de presentarse en el estranjero. La fir- 
ma del Notario que hi autoriza, se hace certificar por dos 
notarios, si los hubiere, en que se diga que la firma i se- 
llo del Notario autorizante es la que usa en sus funcio- 
nes i que está en ellas. Esto se lleva al Ministro de Rela- 
ciones Esteriores quien certifica que los anteriores son no^ 
tarios en ejercicio i de ellos la firma i signo. Por último se 
lleva todo lo anterior a la Legación del pais a donde se 
deben enviar esos antecedentes o al Cónsul de la nación 
para que se certifique la firma del Ministro que ha certifi- 
cado lo anterior. 

Luego en el pais donde van a obrar esos documentos se 
presentan al Ministro de Relaciones Esteriores para que 
los vioe, 
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Igual cosa se hace con los documentos que vienen del 
estranjero para que se les tenga por auténticos. 

En seguida se traducen al idioma que corresponda i se 
presentan también traducidos. Si hai oposición se nombra 
por la autoridad correspondiente un traductor oficial. 

El notario que interviene en contratos de regnícolas o 
de estranjeros que han de surtir efectos fuera de Chile, 
tiene que ajustarlos á la lei chilena i a la del pais en que 
van a hacerse valer, en lo que le sea posible, pero sin 
abandonar la lei chilena en el fondo i en la forma, a vir- 
tud de la regla tradicional locus regit actum^ que se aplica 
en lo que toca a las formas extrínsicas a toda clase de do- 
cumentos, regla que la hacen venir del Derecho Eomano i 
del Canónico, máxima que reconoció Bartolo i después 
Dumoulin i que hoi está aceptada universalmente como 
derivada de la costumbre internacional. 

cLa prudencia impone^ que cuando se trata de un do*^ 
cumento otorgado en un pais que ha de surtir efectos en 
otro^ que de antemano se conoce, la observancia de las 
lejislaciones de los paises en los estatutos personal, real v 
formal,» puesto que en obsequio de toda soberanía deben 
observarse sus formas en lo tocante a los actos que caigan 
bajo la acción de su soberanía. 

«Todo estatuto reconoce los actos ejecutados en otro, si 
no ae contravienen a sus^ leyes, siendo esto una condición 
indispensable para hacer posible la comunidad interna- 
cional. > 

«Los documentos otorgados en un pais con fuerza eje- 
cutiva en él, pierden esta fuerza, en virtud de la noción 

■ 

de soberanía al atravesar su frontera^ conservando solo 
faena de prueba. Solo aometiéndolo a las reglas admití* 



M 
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das para dar efecto a las sentencias estranjeras, pueden 
obtener fuerza ejecutiva en un Estado estranjero. > 

Por fin, Chile celebró an tratado con el Gobierno de 
España el 8 de Mayo de 1897 para facilitar las relaciones 
de las autoridades chilenas i españolas respecto a las par- 
tidas referentes al estado civil de las personas de ambos 
paises en que se estableció lo siguiente: 

«Las partidas referentes al estado civil de los subditos 
chilenos i españoles, se remitirán por la vía diplomática 
debidamente legalizadas a las autoridades competentes del 
Estado de la naturaleza de dichos subditos, libres de gas- 
tos. > , 

También con España existe un tratado de estradioion 
de fecha 3 de Abril de 1897. 
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NÓMINA 

de los Tratados i Convenciones internacionales 

celebradas por Cbile con otras potencias estranjeras, 

desde su emancipación nasta 1901, inclusive. 



ESPAÍTA 



Tratado de paz, amistad, comercio i navegación entre 
Chile i Su Majestad la reina de España, firmado en 25 
de abril de 1844. Caducó en lo relativo a la paz a conse'» 
cuencia de la guerra que on 1865 promovió España a Chi- 
le; pero no en cuanto al reconocimiento de la indepen- 
dencia de Chile por parte de España, porque eso fué de 
efecto permanente. Eije ahora el tratado de paz que ce- 
lebró en 12 de junio de 1883. 

Convención de armisticio o tregua indefinida negociada 
entre las Repúblicas de Chile, Solivia, Ecuador, Perú { 
España, firmada el 11 de abril de 1871. Cesó por el tra-* 
tado de paz que se celebró en 1883. 

Tratado de paz i amistad de 12 de junio de 1883. 
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Protocolo relativo al pago de loa certificados saUtreroB 
de 11 de julio de 1887. 

Convenio transijiendo las reclamaciones derivadas de 
la guerra contra el Perú i Solivia de 25 de mayo de 1894. 

Convenio-transacción de las reclamaciones orijinadas 
por la guerra de 1891, de 29 de agosto de 1896. 

Tratado de estradicion de 1.® de agosto de 1896. 

Declaración relativa a las partidas referentes al Estado 
civil de los ciudadanos de ambos paises de 8 de mayo de 
1897. 

CERDEÑA 

Tratado de amistad, comercio i navegación entre la Re- 
pública de Chile i Su Majestad el rei de Cerdeña, fir- 
mado el 28 de junio de 1856. Yijente en todas sus partes. 

ESTADOS UNIDOS 

Convención jeneral de paz, amistad, comercio i nave- 
gación entre la República de Chile i los Estados Unidos, 
firmada el 16 de mayo de 1832. No rije en lo relativo al 
comercio i la navegación por haberle deshauciado Chile 
el 19 de enero de 1849 en virtud del art. 31. 

Convención para arreglar el reclamo en favor de los 
dueños i capitán de la fragata tFranklin> entre los Esta- 
dos Unidos de Norte América, firmado el 10 de setiembre 
de 1858. Terminó concluido que fué su objeto. 

Convención de arbitraje sobre la cuestión que orijinó 
el apresamiento de una suma de plata sellada í en barra, 
procedente de la venta del cargamento del bergantín 
^Macedonian^^ con fecha 10 de noviembre de 1858. Ter- 
minó concluido que fué su objeto. 
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Convención de arbitraje relativa a la legalidad o ilega* 
lidad del apresamiento i detención de la fragata « Oood 
Reíum* de fecha 6 de diciembre de 1873. >.Terminó cum- 
plido que fué su objeto. 

Convención de arbitraje para resolver todas las recla- 
maciones pendientes entre ambos paises hasta la fecha 
del pacto^ — 7 de agosto de 1892. 

Decreto del Presidente Cleveland sobre propiedad lite- 
raria de 26 de mayo de 1896. 

Transacción del reclamo Scíelds de 24 de mayo de 1897. 

Convención postal entre Chile i los Estados Unidos de 
América, según lei de 2 de junio de 1899. 

GRAN BRETAÑA 

Tratado entre la República de Chile i la Gran Bretaffa 
para la abolición del tráfico de esclavos, firmado el 19 de 
enero de 1839. 

Convención sobre supresión de derechos diferenciales 
entre Chile, la Gran Bretaña e Irlanda, de fecha 10 de 
mayo de 1862. 

Tratado de amistad, comercio i navegación entre Chile 
i su majestad la Reina del Reino Unido de la Gran Bre- 
taña e Irlanda, de 4 de octubre de 1861. 

Convención de arbitraje de 4 dé enero de 1883. 

Protocolo referente al pago de los certificados salitre- 
ros de 31 de agosto de 1887. 

Protocolo transacción de las reclamaciones inglesas de- 
rivadas de la guerra del Pacífico, de 27 de setiembre de 
1887. 

Convención de arbitraje de los reclamos de la guerra 
de 1891, de 26 de Setiembre de 1893. 
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Convención para el envió de encomiendas postales, de 
2 de junio de 1896 i reglamento sobre ejecución de ella. 

Transacción de las reclamaciones derivadas de la gue- 
rra del 91, en 16 de marzo dg 1897. 

Convención de estradicion de Chile con la Gran Breta- 
fia, en que se especiñcan los delitos por los cuales procer 
de i forma en que se ejercita este derecho, de fecha 14 de 
abril de 1898. 

FEANCIA 

Tratado de amistad, comercio i navegación, firmado ea 
15 de setiembre de 1846. 

Convención de estradicion, firmada en 11 de abril de 
1860. 

Convención de arbitraje, de 2 de noviembre de 1882. 

Protocolo referente a k prórroga de las funciones de la 
comisión de arbitraje, de 25 de octubre de 1886. 

Protocolo complementario del anterior, de 8 de enero 
•de 1887. 

Protocolo de transacción de las reclamaciones presen- 
ciadas al tribunal arbitral franco-chileno, de 26 de noviem- 
bre de 1887. 

Protocolo relativo al pago de certificados salitreros, de 
2 de febrero de 1888. 

Protocolo relativo a los acreedores franceses del Perú, 
.de 25 de julio de 1892. 

Convención de arbitraje de las reclamaciones de la gue 
ra de la revolución de 1S91, de fecha 19 de octubre de 
1894. 

Transacción de las reclamaciones anteriores, de 2 de 
febrero de 1896. 
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BÉLJICA 

Tratado de amistad, comercio i navegación^ firmado el 
31 de agosto de 1858. 

Tratado para el rescate del peaje del Escalda, firmado 
el 16 de julio de 1863. Terminó su objeto en cuanto al 
rescate de peaje. 

Artículo adicional al tratado de amistad, comercio i na- 
vegación, firmado el 5 de julio de 1875. 

Convención de arbitraje, de 31 de agosto de 1884. 

Congreso de Bruselas; convenio relativo a la oficina i 
Boletín Internacional de A duanas, de 5 de julio de 1890. 

PKUSIA 

Tratado de paz, amistad, comercio, i navegación de 
Chile i los Estados ZoUiverein alemanes, de I.'' de febrera 
de 1862. 

Acta adicional al tratado anterior, de 14 de julio de 
J869. 

ALEMANIA 

Convención postal, firmada el 22 de marzo de 1874. 

Acta adicional del tratado de amistad, comercio i na- 
vegación, de 22 de julio de 1869. 

Convención de arbitraje de 29 de agosto de 1884, 
^ Protocolo referente al pago de certifioadoa salitreros 
de 7 de setiembre de 1886. 

Protocolo transacción de las reclamaciones alemanas 
derivadas de la guerra del Pacifioo, fechado en 22 de 
»brü de 1887, 
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Conveaio cancelando las reclamaciones derivadas de 
la guerra de 1891, fecha 28 de marzo de 1896. 

Protocolo cancelando las reclamaciones suizas i austro- 
húngaras de 5 de setiembre de 1896. 

HANOYEE 

r 

Acta de adhesión al tratado para la abolición del de- 
recho de Stade de 15 de setiembre de 1863. Terminó en 
cuanto a la abolición del derecho; pero rije -permanente- 
mente respecto de las obligaciones que el Hanover con- 
trajo en favor de Chile. 

AU8TKIA I HUNGEÍ A 

Convención de arbitraje de 12 de julio de 1885. 

Protocolo por el cual fueron transijidas las reclamacio- 
nes austro húngaras derivadas de la guerra del Pacifico 
de 22 de abril de 1887. 

ITALIA 

Convención de arbitraje de 7 de diciembre de 1882. 

Protocolo relativo a la prórroga del tribunal arbitral de 
2 de octubre de 1886. 

Protocolo complementario del anterior de 5 de enero 
de 1887. 

Protocolo referente al pago de certificados salitreros de 
15 de febrero de 1887. 

Protocolo transacción de las reclamaciones presentadas 
al tribunal de arbitraje italochileno de 12 de enero d9 
1888. 
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Acuerdo referente ^al canje de las actas concernientes 
al estado civil de 22 de marzo de 1892. 

PORTUGAL 

Conyencion por la qtie fueron transijidas las reclama^- 
cienes portuguesas derivadas de la guerra del Pacífico^ de 
fecha 19 de noviembre de 1888. 

Congreso postal de Lisboa de 21 de marzo 4e 1885. 

Acta adicional de la Convención postal de Lisboa de 
fecha 3 de noviembre de 1880. 

Protocolo final aprobado en el Congreso postal de Lis- 
boa de 21 de marzo de 1885. 

Protocolo en que se transijen las reclamaciones deriva- 
das de la guerra de 1891 de fecha 9 de setiembre de 
1896. 

SUIZA 



Convención de arbitraje de 19 de enero de 1886. 

Protocolo transacción de las reclamaciones suizas deri- 
vadas 'de la guerri del Pacífico de 22 de abril de 1887. 

Cancelación del reclamo von Schoereder de 9 de se- 
tiémbre de 1896. 

Tratado de oomeroio entre Chile i el Consejo Federal 
de la Confederación Suiza i Chile de 31 de enero de 1899. 

SUECIA 1 NOBÜEGA 

Conoelacton de atbitnijd de 6 de julio de 1896, 



H 
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CONFEDEEICION AKJENTINA 

Tratado particular entre Chile i las Provincias Unidas 
del Bio de la Plata para poner término a la dominación 
española en el Perú de 5 de febrero de 1819. Caducó por 
haber terminado. 

Tratado de paz, amistad, comercio i navegación entre 
Chile i la Confederación Arjentina, el 30 de agosto de 
1855. En virtud de los artículos 1.^ i 40 es inalterable i 
perpetuamente obligatorio respecto de la paz i amistad. 
No rije en lo relativo a la navegación i al comercio por 
haberlo deshauciado Chile con fecha 3 de abril de 1867 
en virtud del artículo 40. 

Convención postal entre Chile i la Arjentina de 9 de 
julio de 1869. Vijente en virtud del artículo 5.* 

Convención de estradicion de 9 de julio de 1869, vijen- 
te en virtud del artículo XVI. 

Tratado de límites de 23 de julio de 1881. 

Protocolo referente al reclamo de la Jeanne Amelie de 
30 de mayo de 1885. 

Convención de ferrocarriles de 17 de octubre de 1887. 

Convención referente a la demarcación de límites en 20 
de agosto de 1888. 

Pacto adicional al tratado de límites de 1881, firmado 
en 1.^ de mayo de 1893. 

Acta adicional al pacto anterior en 21 de diciembre de 
1893. 

Convenio sobre establecimiento de una línea telegráfin 
oa internacional de 8 de febrero de 1894. 

Acuerdo sobre estradicion de 15 de marzo de 1894« 
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Protocolo sobre construcción i mantenimiento de cami- 
nos carreteros de Uspallata de 8 de febrero de 1894. 

Protocolo sobre canje de publicaciones científicas i li- 
terarias de 8 de febrero de 1894. 

Acuerdo relativo a las comisiones demarcadoras de los 
límites entfe ambos paises de 6 de setiembre de 1895. 

Acuerdo para someter al arbitraje del Gobierno de S. 
M. Británica las cuestiones que se produjeren por la de- 
marcación de límites de 16 de abril de 1896. 

MÉJICO 

Tratado de amistad, comercio i navegación entre Chile 
i los Estados Unidos Mejicanos de 7 de marzo de 1831. 
Caducó en cuanto al comercio i la navegación, por haber 
terminado el plazo fijado para su duración en el art. 16 i 
no haberse prorrogado por las partes contratantes. 

Acuerdo para el canje de publicaciones en 21 de octu- 
bre de 1882. 

ECUADOR 

Convención consular entre la Eepública de Chile i la 
del Ecuador de 2G de junio de 1355. 

Protocolo de adhesión a la alianza ofensiva i defensiva 
entre Chile i el Perú acordado por Chile i el Ecuador en 
30 de enero de 1866. Caducó por haberse cumplido si 
plazo que se estipuló para su duración. 

Convención postal ajustada entre [ las Eepúblicas de 
Chile i del Ecuador el 10 de setiembre de 1866. 

Protocolo referente al reclamo de la Alay en 12 d^ 
mayo de 1886. 
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Canje de publicaoíoaes oieutifioas i literarias de 16 de 
abril de 1894. 

NUEVA GRANADA 

Tratado de paz, amistad, comercio i naYegacion entee 
Chile i Nueva Granada, firmado el 16 de febrero de 1844. 

Convención consular firmada el 30 de agosto de 1853. 
Caducó por haber transcurrido el tiempo fijado en el ari 
22 para su durabion. 

COLOMBIA / 

Convención postal entre Chile i los Estados unidos de 
Colombia en 10 de junio de 1872. 

ESTADOS UNIDOS DE VENEZUELA 

Canje de publicaciones literarias i científicas de 36 da 
mayo de 1824. 

BOUVLi 

Arreglo ministerial entre Chile, Solivia i Perú para fijar 
la residencia del jeneral don* Andrés Santa Cruz en 7 de 
octubre le 1845. Caducó por haber terminado su objeto. 

Tratado de límites celebrado entre las Bepúblicas de 
Chile i Bolivia en 10 de agosto de 1866. Caducó en vir- 
tud de haber sido derogado por el artículo VH del Tra- 
tado de Límites firmado el 6 de agosto de 1874. 

Tratado de adherencia a la alianza ofensiva i defensi- 
va entre Chile i el Perú, aceptándolo Boliviai firotadoen 



19 áe marzo de 1866. De efectos permanentes, pero en 
suspenso a TÍrtn^ de la CanTeQfiioñ de Tregua indefinida 
celebrada con España. 

Conif envión postal celebrada entre Chile i Bdiyia en 24 
da setiembre de 1866. Yijente en virtud de no haberse 
hecho la notificación prescrita en el artículo 3.^ para da«« 
le por termlnadb. 

Tratado de límites entre Chile i Bolivia firmado en 6 
de agosto de 1874 i el 21 de julio de 1875. Por ra objeto 
as de efectos permanentes. 

Tratado de limite de 10 de agosto de 1866. 

Pacto de tregua de 4 de abril de 1834. 

Protocolo complementario del Tratado de tregua de 30 
de mayo de 1883. 

Protocolo, referente a la lei jurisdiccional diotada poi^ 
el Congreso boliviano el affo de 1886, firmado en 2 de 
agosto de 1887. 

Convenio que acuerda franquicias aduaneras a los rea» 
peetivos ajantes diplomáticos de 27 de oetubre de 1S88. 

Convenio postal de 6 de noviembre de 1888. 

Tratado de pass i amistad de 18 de mayo de li895. 

Tratado de comercio de 18 de mayo de 1896. 

Tlatado especial de transferencia de territorio de 18 
de mayo de 1896. 

Protocolo complementario i aclaratorio de Ids pactos 
aateriores de 9 de dioiembne de 1695 i 30 de abril de 
1896. 

Conveneíon pa ra el interoambio de eDoomiendas posta- 
1m de 12 de julio de 1897. 
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PEKÚ 

Tratado de paz/ amistad, comercio i navegación entre 
Chile i el Perú, en 20 de enero de 1835. Quedó sin efec- 
to por no haberlo aprobado el gobierno del Perú. 

Arreglo ministerial entre Chile,. Perú i Bolina para 
fijar la residencia del jeneral don Andrés Santa Cruz, en 
7 de octubre de 1S45. Cadiioó de hecho. 

4 

Convención celebrada entre Chile i el Perú sobre la 
deuda de esta Piepública a aquella, firmada el 12 de se- 
tiembre de 1848. Caducó concluido su objeto. 

Convención sobre arreglo de amortización de los dos 
millones de pesos que el Perú adeuda a Chile, firmada en 
7 de noviembre de 1854. Caducó concluido su objeto. 

Convención entre Chile i el Perú para la cancelación de 
los dos millones que esta Piepública debe a aquella, de 9 
de febrero de 1856. Caducó concluido su objeto. 
.. Tratado de alianza ofensiva i defensiva de 5 de diciem- 
bre de 1865. Terminó. ' 

Convención postal de 27 de julio de 1866. 

Convención consular de 21 de febrero de 1870. 

Tratado de paz i amistad en 20 de octubre de 1883. 
^ Protocolo relativo a la cancelación de la deuda esterna 
peruana de 8 de enero do 1890. 

Acta complementaria al anterior protocolo firmada en 
5 de diciembre de 1892. 

Acuerdo celebrado entre el gobierno de Chile i la cPe- 
mvian Corporación > en representación de los tenedores 
de bonos peruanos de los empréstitos de 1869, 1870 i 
1872, firmado en 25 de enero de 1893. 
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GUATEMALA 
Canje de publicaciones en 6 de junio de 1879. 

BRASIL 

Convención postal de 26 de mayo de 1876. 

Convención entre C^ile i el Brasil sobre ejercicio de 
profesiones liberales de fecha 31 de diciembre de 1898. 

Tratado de estradicion de Chile con el Brasil, delitos 
porque procede i forma de usar este derecho, de fecha 4 
de diciembre de 1900. 

CONGEESO DE VIENA 

Convención universal de correos de 25 de marzo de 
1892. 

CONGRESO DE WASHINGTON 

Convención i reglamentos acordados en el Congreso de 
la Union Postal Universal, celebiado en Washington en 
1897 i que se aprobaron en Chile por lei de 31 de diciem- 
bre de 1898. 
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OBRAS ESCRITAS 



POR 



ROBÜSTIANO VERA 



QUB PUEDEN SERVIR PARA FORMAR PARTE DE UNA 
BIBLIOTECA JURÍDICA A LOS JUECES, ABOGADOS, ESTU- 
DIANTES DE DERECHO I PERSONAS ILUSTRADAS 



Teorías del Derecho Penal $. 0.40 

Código Penal comentado estensamente 5.00 

Código Penal, cen comentarios, pero no tan es- 
tensos como en el anterior 1.00 

Práctica Forense, o sea Prontuario de los Jui- 
cios, dos tomos 2.00 

La Testamentifícacion, obra que trata de todo lo 
relativo a testamentos i a la distribución de 
una herenoiai eto.M. «<....,,.« .«..•.••.m..«.. 1.00 
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Jurisprudencia Práctica de nuestros tribunales, 
o sea casos prácticos de cuestiones resueltas 

por los tribunales S.OO 

Código de Minas, con pequeños comentarios 1.00 

Código de Minas, comentado estensamente, 2.* 

edición 4.00 

Artículos literarios 0.50 

Estudios jurídicos 1.00 

Proyecto de Código de Enjuiciamiento Criminal 2.00 
Manual del Notario, obra útil a los Notarios, Pro» 

curadores i Keceptores 3.00 

Prontuario del Juicio Criminal, con formularioá. 3.00 
Prontuarios de Juicios Militares, con formularios 1.00 

Lei de Rójimen Interior comentada 1.00 

Prontuario para los juicios de menor cuantía o 
sea Manual de jueces de distrito i de subdele- 
gacion. Esta obrita reemplaza al antiguo Ma- 
nual de jueces, que ha sido inutilizado por co- 
rrecciones erróneas hechas sin mi consentid* 

I 

miento 1.20 

[Reemplaza también este librito al Manual del li- 
tigante i contiene las leyes mas usadas en la 
defensa de juicios. 

Código Civil de Chile, comentado estensamente 

en 7 tomos. Se vende cada tomo a 5 $ 35.00 

La Colonia de Magallanes o sea un estudio com- 
pleto de la rejion austral de Chile 5.00 

Lei sobre Organización i Atribución de los Tri- 
bunales, comentada i esplicada 1.00 

Apuntes para la Historia de Honduras o sea His- 
toria de la Eepública do Honduras.» ^ 4.00 

Perecho Internacional Privado ,.,, , 5,00 
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Estudio sobre el servicio jorsubr de Chilo en ol 
estranjero, obra útil para todoa los cónsules tn 

jeneral 1.00 

Estudios sobre policías^ obra de 500 pajinas que 
enseña los deberes de todos los individuos de 

las policías de la Eepública • 2.00 

El Jeneral don Justo Eufino Barrios 1.00 

La libertad de testar 0.50 

Por publicarse una Historia Jeneral de Chile hasta con- 
cluir el gobierno de don Federico Errázuriz Echáurren. * 
Los pedidos deben hacerse al autor, o sea a Robuatiano 
Vera, calle Arturo Prat Núm. 295. Los [en via libres de 
porte. 

El precio se ha de enviar por jiros postales o estampL 
llaSi 



Si se quiere algunas de estas obras empaBíadas, vale un peso 
mas cada tomo, ei decir de las que importan mas de un peso. 




NOMINA 



DE LOS SEÑOEES SUSCRITORES A ÉSTA OBRA 



Santiago 

Sr. Don Marcial Martínez 

Eamon Antonio Vergara D. 
Alejandro Valdés Kiesco 
Adolfo Eastman 
Claudio Arteaga 
re4eríco Prias Collao 
Aníbal Sanfuentes 
Ismael Cuevas 
Florencio Bañados E. 
Horacio Pinto Agüero 
Maximiliano Koldan 
Miguel Cruchaga T, 
Patricio LetelierJ 
Gaspar Toro 
Pedro Donoso Vergara 
Luis Aldunate 
José Antonio Lira 
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Serena 



Sr. Don José Daniel Cádiz 

Talca 
Sr. Don José Miguel Gaete 

Pisagua 

* 

Sr, Don Ismael Poblé te 

Iqtiiqíie 

Sr. Don Vital Martínez Eamos 

Tacna 

Sr. Don Eliseo Cisternas Peña 
Liceo de Tacna 

Limache 

Sr. Don Pedro Velasco E. 

San Felipe 

Sr. Don. Federico Silva Moreno 

San Javier 

Sr. Don Anjel C. Quintana 

Ángol 

Sr, Don Alejandro Larenaa F, 
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Collipiilli 
Sr. Don Nicanor Leiva Pérez 

Nacimiento 
Sr. Don Antonio StegmoUer 

Temvco 
Sr. Don Temístooles Urrutia 

Cañete 
Sr. Don José A. Mardones V. 

Puerto Montt 
Sr. Don Manuel Barros Barros 

Calbuco 

m 

Sr. Don Alejandro Eondanelli F. 

Osorno 

Sr. Don Carlos G. FuchslOcher 
» Aníbal Claro Lastarría 

Punta Arenas 

Sr. Don José Menendez 
> Alejandro Menendez 



INDIO E 



Dedicatoria 5 



Prólogo. 



7 



Primera parte 



Principios elementales de Derecho Internacional 

Privado 



CAPITULO I 

Consideraciones jenerales 

I. Definiciones. — II. Soberanía, i sus clases.T^-III. Deslin^ 
des internacionales.— IV. Serviduoibres usuales 13 

CAPITULO II 

Desarrollo del Derecho Estraterritorial 

I. División del Derecho Internacional,— 11. De los estrnn»» 
jeros. -III. Legislación comparada.-^ IV, Conferencia 
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de Ginebra. — V. Union Internacional Aduanera. Con- 
gre;jO Pan Americano de Washington; Congreso Inter^ 
nacional de Madrid-^Conclusiones prácticas acerca de 
las bases del Derecho Internacional Privado 23 

CAPITULO UI 

Congresos de Derecho Internacional Privado reunidos 
en Panamá, Lima^ Montevideo, Washington i Méjico. 
Congreso jurídico de Rio Janeiro 

I. Conferencia de Panamá; Proyecto de tratado interna** 
donal de Lima.-^II. Congreso Sud Americano de Mon* 
tevideo. — III. Nuevo Congreso Pan Americano de Mé- 
jico. — IV. Congreso Jurídico Americano celebrado en 
Rio Janeiro el 12 de Octubre de 1892 61 



Segunda^ parte 



Derecho Internacional Privado en materia civil 



CAPITULO I 
Teoría de los Estatutos 

I. ¿Por qué en la antigüedad no se desarrolló la doctrina 
relativa al Derecho Internacional Privado; cuándo apa< 
recio ésta i qué comprende? --II. Qué se llaman esta^i 
tutos; de cuántas clases son i qué comprende cada 
una de ellas.— III. Por que lei se rije cada Bstatato; 
esoepoionefi a la regla que somete a Iob ciudadanos a la 
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soberanía de sn patria. Exijenoias respecto a las formas 
de los actos para que raigan en otro pais. — IV. Pre* 
rrogativas de cada Estado dentro de su territorio. — 
V. Como pueden producir efectos las leyes estranje*» 
ras dentro de otro Estado. Soberanía e independencia 
que goza cada nación para gobernarse por sus leyes i 
rechazar toda disposición estranjera 95 

CAPITULO II 

De la nacionalidad i del domicilio 

I. De la nacionalidad.— II. Ciudadanía por estracclon i 
por domicilio. — m. Ciudadanía por nacimiento; de la 
espatriacion. — IV. Derechos que se niegan en los Esta- 
dos a los estranjeros que se establecen en él. Qué carga 
soportiAn los estranjeros domiciliados en otro pais. — 
Y. Del domicilio. — VI. Qué se entiende por estado 
civil de una persona. — ^VII. Derecho que se estableció 
en Chile a causa de los reclamos de la guerra del Paci^* 

fico 111 

« 

CAPITULO m 

Del principio personal i del territorial 

I. El principio personal i el territorial. — II. En que se 
funda cada uno de los principios aates nombrados i 
cual es el que se profesa en Europa i cual en América. 
— III. ¿Están los estranjeros sujetos a las leyes del Es** 
tado en que se establecen?— IV. Como se resuelven los 
conflictos que nacen de las leyes reales i personales. 
—V. En qué caeos no son aplicables las leyes estran* 
jeras?. — VI. La lei personal sigue o nó al ciudadano de 
un Estado? — VIL Derecho voluntario i derecho necesa- 
rio i BU retroactividad. 167 
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CAPITULO IV 

De la aplicación de la lei estranjera dentro de un Estado 

Soberano 

I. Aplicación de la lei nacional a todo negocio que ha de 
surtir efectos dentro de un Estado i escepciones al res» 
pecto.— II. Cuando i bajo que bases se aplica en un 
pais la lei estranjera. — III. En que casos puede el juez 
aplicar de oficio la lei estranjera; prueba de esta lei i 
a quien corresponde.— IV. Procede el recurso de casa- 
ción en los fallos en que se aplica la lei estranjera o 
nó? — V. En que casos so aplica la lei estranjera en un 
Estado Soberano 175 

CAPITULO V 
De la condición jurídica de las cosas 

I. El Estatuto real. — IL Lei territorial que afecta a los 
bienes raices; lei personal del propietario sobre sus 
cosas UQuebles. — III. Lejislacion comparada; disposi* 
ciones patrias. — IV. Lei que rije las formas de los actos 
para su necesaria yalidéz 189 

CAPITULO VI 
De las cosas i de la lei que debe rejir los derechos reales 

I. Cosas que se rijen por la lei de la situación.— IL Joris- 
prudeacia estranjera respecto a los bienes muebles e in- 
muebles. — III. Lei a que se sujeta la forma de los actos 
sobre contratos muebles e inmuebles; teoría domi»an»« 
te sobre esta materia 205 
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CAPITULO VII 
De la lei de las obligaciones 

1. Regla jeneral que rije las obligaciones i escepcionea al 
respecto. — II. En que lugar se peifecciona el contrato. 
— III. En que lugar se debe considerar ejecutoria la 
obligación.— IV. Leí que rije la naturaleza i efectos 
jurídicos de la obligación.— V. Lei que rije la prescrip- 
ción de las acciones. — VI. Valor estraterritorial de una 
obligación convencional. — VIÍ. Como se subsana el 
olvido en los contratantes cuando el contrato se pacta 
en un lugar i ha de cumplirse en otro. — VIII. ¿A qué 
regla se sujeta la prueba de las obligaciones contraídas 
en pais estranjero?— IX. Cónao se estinguen las obli- 
gaciones? — X. Obligaciones'que nacen de la lei 215 

CAPITULO VIII 

De la competencia i de otras materias de uso frecmnte 

en los paises 

L Contienda de autoridades que fie rijen por razón del 
lugar en {que se formula la demanda.— n. Procedi- 
mientos ordinarios i decisorios con personas que ten« 
gan BU domicilio en el estranjero. — III. Efecbos de las 
sentencias civiles dictadas por tribunalesj estranjero?. 
— IV. Fallos en lo crimina! dados en otro pais que el 
de la residencia del delincuente. — V. Valor de las sen- 
tencias estranjeras en Chile 287 
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CAPITULO IX 

Del matrimonio i del divorcio 

I. Disposiciones que rijen el matrimonio por la leí del 
pais ¡en que se contrajo.— II. Reglas para la sucesión de 
los estranjeros.->III. Relación del parentesco según el 
Estatuto personal. — IV. Capacidad i requisitos en el 
matrimonio. — V. Del divorcio, de la paternidad i de 
la filiación 253 

CAPITULO X 

■ 

De la propiedad en j ene? al 

I. De la propiedad en jeneral; reglas sobre el dominio de 
las cosas i modo de adquirirlo i de perderlo.— 11. De la 
propiedad industrial.— III. De la propiedad literaria i 
artística. — IV. ¿Hai derecho para gozar de la propie^ 
dad industrial» artística i literaria de un pais en otro? 271 

CAPITULO XI 

A Derecho Internacional Privado de Chile 

I. El Derecho Internacional Privado antes de la emanci- 
pación política de Chile. — II. Preceptos de Derecho In- 
ternacional Privado que contiene la Constitución del 
Estado. — IIL Preceptos que sobre la misma materia 
contiene el Código Civil de Chile. — IV. Id el Código 
de Comercio. — V. Id. el Código Penal. — VI, Esplica»* 
cion sobre los artículos de Derecho Internacional del 
Código Civil antes enumerados.— VIL Jurisdicción 
competente en lai^ materias aqui tratadas.— VIII. Maa 
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trimonios de chilenos en pais estranjero i resumen de 
las reglas de Derecho Internacional que se desprenden 
. del estudio de nuestra lejisiacion. — IX. Lejislacion es** 
tranjera sobre estas materias 281 



Tercera parte 



Derecho Mercantil luternacioiial Privada 



CAPITULO I 

Del conurcio con Naciones Estranjeras 
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